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        RESUMEN 

 

 Desde la aparición del hombre sobre la fase de la tierra, trajo consigo un derecho 

inherente a sí mismo la LIBERTAD, que en sus inicios era privilegio de pocos, pero las duras 

conquistas a lo largo de la historia lo convirtieron como DERECHO FUNDAMENTAL, y que 

en la mayoría de constituciones de los países del mundo, han sido reconocido su importancia, 

y que solo por causas justificadas se le debe restringir. 

 

 El objetivo del presente trabajo radica en describir y analizar la vulneración del 

derecho a la libertad personas, por la aplicación abusiva de la prisión preventiva, en los 

juzgados penales de la provincia de Chota, afectándose el principio de presunción de 

inocencia, constitucionalmente reconocido. 

  

 A través de la investigación cualitativa y cuantitativa desarrollada, nos permitió  

demostrar que las acciones apresuradas de los  Magistrados (Fiscales - Jueces), conlleva a 

la afectación emocional del investigado, privándoles del derecho a la libertad personal, y sin 

embargo no existe norma legal que pueda resarcir el daño ocasionado, por decisiones 

influenciadas tanto de la gente (grupo) como de los medios de comunicación. 

 

 En la provincia de Chota, lugar donde se ha desarrollado el presente trabajo investiga 

torio se ha visto casos en los que la pena solicitada por el Ministerio Publico ha sido hasta 

por 30 años de Pena Privativa de Libertad, lo que generó una aflicción al investigado y que 

por falta de criterio en la investigación o en la resolución del caso conllevo a ABSOLUCIONES 

O NULIDADES DE SENTENCIA. 

 

 El análisis documental  constituido en el estudio de expedientes judiciales, ha versado 

sobre delitos Contra la Vida el Cuerpo y la Salud; Delitos contra la libertad; Delitos contra el 

Patrimonio, delitos contra la administración Publica, Delitos contra la Seguridad Publicas, 

además de las entrevistas y cuestionarios, los cuales nos ha permitido sacar conclusiones 

importantes para el presente trabajo. 

 

 Deseamos que el presente trabajo desarrollado sirva como un antecedente, para 

futuros trabajos sobre la LIBERTAD PERSONAL, el cual debe ser protegido en todas las 
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esferas judiciales, y evitar vulneraciones como amparar una prisión preventiva, frente al 

principio de inocencia, debido proceso, que se le asiste a una persona investigada.  
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ABSTRACT 

 

From the appearance of man on the earth phase, he brought with him an inherent right to 

FREEDOM, which in the beginning was the privilege of a few, but the hard conquests 

throughout history made it a FUNDAMENTAL RIGHT, and that In most of the constitutions 

of the countries of the world, their importance has been recognized, and only for justified 

reasons should it be restricted. 

 

The objective of this paper is to describe and analyze the violation of the right to freedom of 

persons, by the abusive application of preventive detention, in the criminal courts of the 

province of Chota, affecting the principle of presumption of innocence, constitutionally 

recognized. 

 

 

Through the qualitative and quantitative research developed, it allowed us to demonstrate 

that the hasty actions of the Magistrates (Prosecutors - Judges), leads to the emotional 

involvement of the investigated, depriving them of the right to personal freedom, and yet 

there is no legal norm that can compensate the damage caused by decisions influenced 

both by people (group) and the media 

 

In the province of Chota, where the present investigation work has been carried out, cases 

have been seen in which the penalty requested by the Public Ministry has been for up to 30 

years of deprivation of liberty, which caused an affliction to the researched and that for lack 

of criteria in the investigation or in the resolution of the case led to ABSOLUTIONS OR 

NULLITY OF JUDGMENT. 

 

The documentary analysis constituted in the study of judicial files, has dealt with crimes 

against life, the body and health; Crimes against freedom; Crimes against the Patrimony, 

crimes against the Public Administration, Crimes against the Public Security, besides the 

interviews and questionnaires, which has allowed us to draw important conclusions for the 

present work. 
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We hope that the present work will serve as an antecedent, for future work on PERSONAL 

FREEDOM, which should be protected in all judicial spheres, and avoid violations such as 

preventive detention, against the principle of innocence, due process, which Assists an 

investigated person 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



16 

 

 

CAPITULO I 

 

 

ANÁLISIS DEL OBJETO DE ESTUDIO 

 

      “La prisión es el único lugar en el que el poder 

      puede manifestarse de forma desnuda, en sus 

      dimensiones más excesivas, y justificarse como 

      poder moral” 

 Michel Foucault 

 

 

1.1. REALIDAD PROBLEMÁTICA 

 

Durante los últimos siglos la libertad se ha materializado en una serie de derechos objetivos 

de autodeterminación social. Hoy seguimos luchando por la libertad personal, de expresión, 

por las libertades políticas, por las libertades religiosas y otras. Mas no es extraño que 

mientras más se proclama la libertad más se caiga inconscientemente en situaciones de 

alineación, esto es porque la liberación implica sus actores conscientes, asumir valores 

propios motivacionales auténticas y acciones responsables. 

 

 

Hoy en día en nuestro Perú sobre todo en departamentos donde viene aplicándose El 

Nuevo Código Procesal Penal, existe un capítulo referido a medidas coercitivas personales, 

siendo a nuestro criterio personal la más drástica la prisión preventiva, y  dentro de uno 

de sus presupuestos es elementos de convicción suficiente, pero este criterio o elemento 

se ha generalizado que a toda actuación fiscal se le considere elementos de convicción lo 

cual pone en peligro a libertad personal, en contrario sensu, estamos de acuerdo con la 

prisión preventiva solamente en ¿flagrancia delictiva o existe una prueba irrefutable como 

podría ser la Pericia (contable, de ingeniería, psicológica, etc..), evidencia documental, 

(documento original, videos, etc.), por lo que muchas veces los  fiscales o jueces actuando 

por presión social más que legal. 
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A ello traemos a colación el caso de GREGORIO SANTOS, ex gobernador de Cajamarca 

quien estuvo recluido en el penal de Ancón por espacio de 25 MESES, siendo en sus inicios 

requerido por el espacio de 18 meses, luego se solicitó su ampliación por SIETE mes más, 

solicitándose SIETE MAS, la cual ha sido denegado al Ministerio Publico,  a lo cual 

ordenaron su inmediata libertad. Y CONSIDERAMOS QUE 25 MESES SIN TENER 

EFECTO LA PRISION PREVENTIVA, no se ha logrado avanzar con el proceso. 

 

Si bien no estamos a defendiendo del Ex gobernador de Cajamarca por los actos realizados, 

pues simplemente defendemos la LIBERTAD, como derecho fundamental, la cual se ha 

convertido en casos emblemáticos para fiscales a jueces, sim embargo por temas políticos, 

sociales, se dejan de lado lo legal. 

 

Tenemos otro caso también interesante, el caso el Gobernador Regional del Callao FELIX 

MORENO, quien a partir del 08 de abril del 2017 se declaró fundado el requerimiento de 

PRISION PREVENTIVA  de 18 meses, sin embargo la SALA SUPERIOR REVOCO la 

medida, atendiendo que no se dan los elemento concurrentes para un prisión preventiva 

con fecha 19 de mayo del 2017. 

 

Pues aquí vemos un apresuramiento del Fiscal y Juez, pues no se puede jugar con la 

LIBERTAD PERSONAL de las personas, toda vez que detrás de ellas hay una familia, que 

también sufre, existen otras medidas como la COMPARESCENCIA RESTRINGIDA, sin 

embargo pareciese desconocida para los magistrados. 

 

Tenemos el caso de OLLANTA HUMALA Y NADINE HEREDIA, a quien el día 13 de julio 

del 2017, el juez de primera instancia declaró fundado el pedido de PRISION PREVENTIVA, 

por 18 meses, el cual ha sido apelado por la defensa de los investigados sin embargo el día 

04 de agosto del 2017, declararon INADMISIBLE el recurso impugnatorio, por lo que 

tendrán que cumplir la prisión preventiva, a no ser que una HABEAS CORPUS varié la 

medida. 
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1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
La prisión preventiva o el sometimiento por parte del Estado de una persona sospechosa 

de haber cometido un delito a una medida de privación de libertad previa a la comprobación 

judicial de culpabilidad— suele describirse como un enfrentamiento entre dos intereses 

igualmente valiosos: por un lado, la defensa del principio de presunción de inocencia, por 

el cual nadie puede ser considerado ni tratado como culpable hasta que sea comprobada 

su responsabilidad; por el otro, la responsabilidad del Estado de cumplir su obligación de 

perseguir y castigar la comisión de hechos delictivos y la violación de valores jurídicos 

protegidos mediante la garantía de que el imputado estará presente durante el juicio en su 

contra, de que la investigación se llevará a cabo sin obstaculizaciones indebidas y de que 

aquellos que sean encontrados penalmente responsables cumplirán con la pena impuesta. 

 

Los riesgos son claros en ambos sentidos: una persona sometida a prisión preventiva que 

resulta siendo inocente verá su derecho a la libertad seriamente restringido, además de que 

sus relaciones familiares, sociales y laborales sufrirán inevitablemente un daño. Por otro 

lado, una persona que enfrenta un proceso en libertad con intención de boicotearlo podría, 

con relativa facilidad, frustrar la obtención de justicia, sea mediante la fuga o la manipulación 

y/o obstaculización de la actividad probatoria. 

 

La prisión preventiva es sin duda la más grave y polémica de las resoluciones que el órgano 

jurisdiccional puede adoptar en el transcurso del proceso penal. Mediante su adopción se 

priva al imputado de su derecho fundamental a la libertad, en un prematuro estadio procesal 

en el que, por no haber sido todavía condenado, se presume su inocencia1 . 

 

El derecho de presunción de inocencia [arts. 2.24.e) de la Constitución peruana 2y II.1 del 

TP NCPP3 ] es uno de los principales límites de la prisión preventiva. Ese derecho implica 

que toda persona imputada de la comisión de un hecho punible sea considerada inocente 

y tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario mediante una sentencia firme 

                                                 
1    Gimeno Sendra, V. «Prólogo» a la obra de Asencio Mellado, J.M., La prisión provisional, Civitas, Madrid, 1987, p. 

21. 
2  Art. 2.24.e Constitución.- «Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 

responsabilidad». 

. 
3 Art. II.1 TP NCPP.- «Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es considerada inocente, y debe ser 

tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya declarado su responsabilidad mediante sentencia firme 
debidamente motivada [...]». 
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debidamente motivada. Es por esta razón que la legitimidad de toda tutela preventiva en el 

orden penal depende del contenido que se asigne a la presunción de inocencia. 

 

En tal virtud, es necesario acudir a la triple acepción de la presunción de inocencia: 1) 

principio informador de todo el proceso penal de corte liberal, 2) regla de tratamiento del 

sujeto pasivo del proceso y 3) regla de juicio fáctico de la sentencia con incidencia en el 

ámbito probatorio. 

 

El derecho subjetivo a la presunción de inocencia del imputado, como regla de tratamiento 

del proceso penal, comporta la prohibición de que la prisión preventiva pueda ser utilizada 

como castigo. La contradicción material, consistente en privar de libertad a un imputado 

antes de que se le condene, solo puede salvarse  si se le considera como una medida 

cautelar y no como una pena. 

 

De ahí que el factor fundamental para que la prisión preventiva respete el derecho a la 

presunción de inocencia radica en los fines o funciones que se le atribuyen. La prisión 

preventiva solo puede ser utilizada con objetivos estrictamente cautelares: asegurar el 

desarrollo del proceso penal y la eventual ejecución de la pena. Objetivos que solo pueden 

ser alcanzados evitando los riesgos de fuga y de obstaculización de la averiguación 

de la verdad. 

 

Si se admite el uso de la prisión preventiva para obtener fines distintos a los estrictamente 

cautelares, como los que se asientan en razones de derecho penal sustantivo u otros que 

versen sobre el fondo del hecho investigado, se pervierte su finalidad y naturaleza. En un 

Estado democrático de derecho, no se justifica que sea utilizada para satisfacer demandas 

sociales de seguridad, mitigar la alarma social, evitar la reiteración delictiva, anticipar los 

fines de la pena o impulsar el desarrollo de la instrucción. Cualquier función que no sea 

estrictamente procesal cautelar es ilegítima. 

 

Por esta razón, las funciones que pueden atribuirse a la prisión preventiva guardan una 

estrecha relación con su concepción como una medida instrumental. La prisión preventiva 

ha sido definida como un instrumento del instrumento porque su propósito consiste en 

asegurar la eficacia del proceso, que constituye a su vez, un instrumento de aplicación del 

derecho sustantivo. Entonces, el proceso principal es el instrumento para aplicar el derecho 
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penal y la prisión preventiva es el medio para asegurar la eficacia de dicho proceso. Si a la 

prisión preventiva se le atribuyen funciones propias del derecho penal, se afecta el derecho 

a la presunción de inocencia. Así, se desconoce además su índole instrumental, en tanto 

pierde toda naturaleza accesoria para transformarse en un fin en sí misma. 

 

1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

¿Existe vulneración del derecho a la libertad personal,  por la  aplicación  abusiva de 

la prisión preventiva, cuando no existe acreditación suficiente del ilícito cometido, 

terminaría afectándose el principio de presunción de inocencia,  según lo observado 

en los juzgados penales de Chota?.  

 

1.4. JUSTIFICACION E IMPORTANCIA DEL ESTUDIO 

1.4.1 JUSTIFICACION. 

 

 POR SU NATURALEZA… Durante el la vigencia del Código de Procedimientos 

Penales, artículo 84, señalaba: Si durante la instrucción resultaren pruebas de que 

el inculpado es reincidente, cometió el delito en concierto o banda o el delito se 

encuentra comprendido en los alcances del mandato de detención…. De oficio, a 

petición del fiscal o del agraviado ordenara detención.  

 

Sin embargo hoy en día según el artículo 268 del Código Procesal Penal seña tres 

requisitos a) Fundados y graves  elementos de convicción; b) Pena superior de 04 

años-, y c) Peligro de fuga o peligro de obstaculización. 

 

 POR SU MAGNITUD.- La privación de la libertad, afecta de manera directa al 

investigado e indirectamente  a la familia de este, razón por la cual produce un daño 

extra patrimonial, razón por la cual debe ser considerado como excepción, es decir 

la última en aplicar a  las medidas coercitivas personales. 

 

 POR SU  TRASCENDENCIA SOCIAL.- Efectivamente la imposición de la Pena 

Privativa de la Libertad, tiene un efecto rotundo en la esfera del investigador privado 

de su libertad, toda vez que sus familiares y amigos, compañeros de trabajo les 

prohíben su ingreso de visita en los centros penitenciarios, lo cual ocasiona un 

aislamiento, y cambio de comportamiento. 
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 POR SU VULNERABILIDAD. Algunos Magistrados (fiscales - jueces) a raíz que su 

actuar no acarreo una indemnización al investigado por el requerimiento hecho o 

declarar fundado el pedido de prisión preventiva, pues se está haciendo un uso 

abusivo arbitrario de dicha medida, afectando el principio de inocencia, consagrado 

constitucionalmente. Considerando la Medida de Prisión Preventiva como regla mas 

no como excepción, más aun que existe otras medidas menos gravosas. 

 

 POR LO ACADEMICO.-  El presente proceso tiene por finalidad  incidir en que el 

derecho a la libertad es un derecho fundamental y como tal debe abstenerse los 

magistrados (jueces y fiscales) de afectarlas con medidas que privan, vulneran dicho 

derecho, más aun que constitucionalmente existe el principio de inocencia, como el 

derecho de defensa que le asiste a toda persona. 

 

1.4.2 IMPORTANCIA 

La entrada en vigencia del nuevo código en un distrito judicial ha implicado la instauración 

de numerosos cambios en materia de justicia penal, dirigidos a  encontrar el equilibrio entre 

una mayor eficiencia procesal, por un lado, y el pleno respeto por las garantías judiciales-

constitucionales de sus actores, por el otro. La característica más importante de dicha 

reforma procesal penal es el reemplazo del modelo inquisitivo por el modelo acusatorio. Se 

establece, a la vez, una metodología basada en la oralidad como garantía principal del 

proceso penal para la obtención y el procesamiento de la información con el fin de adoptar 

decisiones jurisdiccionales.4 

 

A partir del modelo acusatorio, las modificaciones más resaltantes son las siguientes: a) la 

clara separación de funciones de investigación entre la Policía y la Fiscalía, en virtud de la 

cual el fiscal es quien dirige la investigación durante el proceso, trabajando conjunta y 

coordinadamente con la Policía Nacional, que provee una investigación técnico-operativa; 

b) la igualdad de armas, pues se establece que la defensa ejerza un rol activo mediante su 

presencia en todas las instancias del proceso penal; c) el carácter público de las audiencias, 

el cual fomenta una mayor transparencia; y d) el debate contradictorio entre las partes ante 

la presencia del juez. De ahí que en el propio texto del NCPP 2004 se reconozca el carácter 

acusatorio, oral, público y contradictorio del nuevo proceso5. 

 

                                                 
4  Ministerio de Justicia (Minjus). Secretaría Técnica. Comisión Especial de Implementación del Código Procesal Penal. 

“La reforma procesal peruana. Hacia una justicia rápida y transparente”. Informe estadístico 2006-2010. Lima 18, Perú. 
5 Numeral 2 del artículo I del Título Preliminar del NCPP 2004. 
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El presente tema de investigación se ha escogido porque en la actualidad existe un uso 

abusivo de las medidas privativas de libertad (Prisión Preventiva), de los cuales algunos 

jueces emiten sus fallos por presión mediática, social, política,  a fin de salvaguardar sus 

cargos, o tener la aceptación de la población. 

 

 Sin  embargo lo que se pretende con el presente trabajo es que al investigado se 

respete su dignidad, su libertad, su moral, su derecho de defensa, el principio de inocencia; 

consagrado constitucionalmente, y que no se vulnere sus derechos reconocidos en el 

Decreto Legislativo N° 957, Código Procesal Penal, artículo 68. 

 

 Si bien estamos dentro de un modelos acusatorio adversarial, donde el investigado 

tiene derechos a la defensa, de contradicción, a  que se le presuma inocencia, etc.… aun 

en algunos casos regresamos al sistema inquisitivo, donde primero se le responsabiliza de 

los hechos al investigado y después de declarar inocente. 

 

 Este trabajo es una contribución a la doctrina jurídica en tema de administración de 

justicia, en donde se debe recordar que la privación de la libertad (Prisión Preventiva), se 

debe dictar en último caso con pruebas suficientes, atendiendo a la presentación de los 

hechos, a los antecedentes del investigado, y sobre todo se le debe presumir su inocencia 

hasta que no se compruebe lo contrario. 

 

1.5. OBJETIVOS: 

 

1.5.1. GENERAL: 

Determinar si existe vulneración del derecho a la libertad personal,  por la  aplicación  

abusiva de la prisión preventiva, cuando no existe acreditación suficiente del ilícito 

cometido, terminaría afectándose el principio de presunción de inocencia,  según lo 

observado en los juzgados penales de Chota.  

 

 

1.5.2. ESPECÍFICOS:  

- Tener como referencia los trabajos realizados sobre la libertad personal y su  

vulneración en la aplicación de la Prisión Preventiva. 

- Describir que el derecho de defensa y el plazo razonable son principios constitucionales 

a tener en cuenta durante todo el proceso investigatorio. 
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- Describir que la aplicación de la prisión preventiva en forma apresurada viola el 

principio de inocencia constitucional reconocido. 

- Analizar e interpretar que la aplicación de la prisión preventiva es válida en los delitos 

cometidos en flagrancia. 

 

1.6.- HIPÓTESIS Y VARIABLES. 

1.6.1.- HIPÓTESIS 

 

La aplicación de la medida cautelar de  prisión preventiva, afecta  el principio de 

presunción de inocencia donde no existe acreditación suficiente del ilícito cometido, 

determina la vulneración del derecho a la libertad personal que se encuentra 

protegida por la constitución política del estado y los derechos humanos, según lo 

observado en los juzgados de chota. 

 

1.6.2- VARIABLES:    

 

CUADRO DE DESCOMPOSICION DE VARIABLES. 

 

VARIABLES 

  

 

INDICADORES 

 

SUB  

INDICADORES 

 

INDICE 

 

TECNICAS 

 

 

 

 

  

 

 

V.D. 

 

Aplicación de la 

medida cautelar 

de  prisión 

preventiva, 

afectándose el 

principio de 

1.- Evaluación 

de los 

presupuestos 

procesales 

para aplicación 

de la medida 

cautelar de 

prisión 

preventiva que 

realizan los 

jueces en 

Juzgados de 

Chota. 

 

 

 

 

-  Suficiencia 

probatoria. 

 

 

 

- Pena Probable. 

 

 

 

- Peligro procesal 

 

 

 

 

- Casos 

observados en 

juzgados de 

chota. 

 

-  Casos 

observados en 

juzgados de 

chota. 

 

 

- Casos 

observados en 

 

 

Análisis 

documental 

 

 

Entrevista 

 

 

Encuesta 
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presunción de 

inocencia 
 

 

 

 

2.- Evaluación 

de los jueces 

de la 

presunción de 

inocencia para 

aplicación  

De la medida 

cautelar de 

prisión 

preventiva en 

Juzgados de 

Chota 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
- Evaluación de 

presunción de 

inocencia para la 

aplicación de  la 

medida cautelar 

de prisión 

preventiva. 

 

juzgados de 

chota 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Casos 

observados en 

los juzgados 

de Chota. 

 

 

 

 

 

 

Análisis 

documental 

 

Entrevista 

 

 

Encuesta 

 

 

VARIABLES 

  

 

INDICADORES 

 

SUB  

INDICADORES 

 

INDICE 

 

TECNICAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

V. I. 

Vulneración 

del derecho  a 

la libertad  

personal 

 

 

1.- Aplicación 

de prisión 

preventiva sin 

vulneración la 

libertad 

personal en 

los juzgados 

de chota. 

 

 

 

 

2.- Aplicación 

de la prisión 

 
 
 
Delitos contra la 

persona 
 
 
Delitos contra la 

libertad 
 
 
 
Contra el 

patrimonio. 
 
 
  
 
 
Contra la 
administración 
publica 

 
 
 

 
 
 
 
Número de casos 
 

 

 

Número de casos 

 

 

 

 

Número de casos 

 

 

 

Número de casos 

 

 

 

 

Análisis  

Documental 

 

Entrevista 

 

 

Encuesta 
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preventiva 

vulneración 

de la libertad 

personal en 

los juzgados 

de chota. 

 

 

 

 
 
 
 

Delitos contra la 
persona 

 
 
Delitos contra la 

libertad 
 
 
 
Contra el 

patrimonio. 
 
 
  
 
 
Contrala 
administración 
publica 

 

Número de casos 

 

 

 

 

Número de casos 

 

 

 

 

Número de casos 

 

 

 

 

Número de casos 

 

1.7.3.-  POBLACION Y MUESTRA  

1.7.3.1..- POBLACION.- Resoluciones sobre prisión preventiva del Distrito Judicial 

de Cajamarca, Provincia Chota, Distrito Chota 

1.7.3.2.- MUESTRA: Resoluciones sobre prisión preventiva de: 01 juzgado de 

investigación preparatoria y 01 juzgado penal Unipersonal y 01 

sala penal o colegiado 

1.7.3.2.1.- CUALITATIVO: En el Distrito de Chota se trabajara con 01 juzgado de 

investigación preparatoria y 01 juzgado penal Unipersonal y 01 sala penal 

o colegiado. 

1.7.3.2.2.- CUANTITATIVO.- Se define por la cantidad de 36 expedientes 

 

Z²                P.Q.N 

            

                 e² (N-1)+P.Q. Z²     

 

1.7.4.-TECNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCION DE DATOS 

a) Técnica de recolección de datos: 
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1.- ANALISIS DOCUMENTAL:  Consiste en analizar cada una de las resoluciones (Autos 

- Sentencias) en donde se ha aplicado adecuadamente la prisión 

preventiva; como también en donde se ha vulnerado el principio de 

inocencia y por ende el derecho a la libertad personal a través de una 

media de privación de la libertad.  

 

INSTRUMENTO: Fichas… Se va a analizar  el abuso de algunos jueces de imponer 

la prisión preventiva, de manera apresurada, cuando luego de un proceso con las 

garantías correspondientes se le absuelve del delito imputado 

 

2.-ENTREVISTA: Nos ha permitido recopilar datos directos de los afectados por la prisión 

preventiva y realizar un  análisis, teniendo como base que efectivamente 

muchas personas primero son culpables y después se demuestra su 

inocencia. 

INSTRUMENTO: Guía de entrevista, se realizara a los internos del  penal de 

chota. 

 

3.- ENCUESTA: Por medio de esta técnica el investigador va a recoger información basado 

en sus experiencia personal, como abogado que se dedica a la defensa 

libre en temas de derecho penal lo cual nos ha permitido revisar 

jurisprudencia , hechos y ver de modo expreso lo que ocurren en los 

juzgados penales de la provincia de Chota. 

 

  INSTRUMENTO: CUESTINARIO;  a través de este instrumento nos permite tener 

un accionar de las investigaciones que hace la fiscalía como  las decisiones apuradas de 

los juzgados penales. 

 

 1.7.5.- METODOS Y PROCEDIMIENTO DEL  PROCESAMIENTO DE DATOS: 

b.1. Procesamiento de datos Cualitativos 

 Critica y Discriminación de datos: 

Consistirá en validar o rechazar la información recogida, a través de revisar dato por 

dato, verificarlo,  evaluar su consistencia y grado de confiabilidad esta etapa es 

considerada como trabajo de gabinete que nos permitirá clasificar la información. 
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 Tabulación y Codificación de datos: 

Consiste en asignarle un código  a cada dato (número), que corresponda a cada parte 

del esquema de investigación donde se utilizara ese dato. 

b.2. Procesamiento de datos Cuantitativos: 

- Crítica y Discriminación de Datos. 

- Vaciado al Cuadro de Frecuencia. 

- Procesamiento estadístico de Datos. 

b.3. Presentación de datos: 

- Datos cualitativos: presentación en fichas 

Datos cuantitativos: Presentación en cuadros (frecuencia), barras y porcentajes 
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CAPITULO II 

 

“La libertad Sancho, es uno de los más preciosos dones 

que a los hombres dieron los cielos, con ella no pueden 

igualarse los tesoros que encierra la tierra ni el mar 

encubre; por la libertad, así como por la honra, se 

puede y debe aventurar la vida; y por el contrario, el 

cautiverio es el mayor mal que puede venir  a los 

hombres” 

(Miguel de Cervantes Saavedra) 

 

 

MARCO TEÓRICO 

 

TITULO I 

 

2.1.- ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACION 

 

A NIVEL INTERNACIONAL   

 BETANCOURT, Mauricio G.; LONDOÑO, Esperanza L. Demócrata. (1988) 

Colombia En esta obra se establece que “los derechos fundamentales no son 

invento del derecho positivo los cuales anuncian los valores que las antiguas 

culturas”. Sus autores añaden que “la Teoría de los derechos fundamentales tiene 

una tradición bimilenaría en occidente, desde los antiguos pensadores griegos hasta 

nuestros días”.6. 

                                                 
6  Citado por ÑAUPARI HUAYHUA, Jennifer Joselyn en su TESIS PARA OPTAR EL TÍTULO 

PROFESIONAL DE ABOGADO en la Universidad  de Huánuco, denominada “LA PRISIÓN PREVENTIVA 

Y LA VULNERACIÓN DEL DERECHO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA” octubre 2016 pag.21, 

disponible en 

http://repositorio.udh.edu.pe/bitstream/handle/123456789/153/T_047_44197406_T.pdf?sequence=1&isAllow

ed=y 

http://repositorio.udh.edu.pe/bitstream/handle/123456789/153/T_047_44197406_T.pdf?sequence=1&isAllowed=y
http://repositorio.udh.edu.pe/bitstream/handle/123456789/153/T_047_44197406_T.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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 SAAVEDRA ROJAS, Edgar; GORDILLO LOMBANA, Carlos. (2002). Documentos 

históricos de los derechos humanos. En este trabajo jurídico se puntualiza la 

importancia de los derechos fundamentales para la humanidad. 

Por eso, los derechos fundamentales nos dan un parámetro de comportamiento 

universal que hace sentir al hombre más acogido a la dignidad de persona y no ser 

tratado como un bien de un país o de personas individuales7.   

 

 Tesis “EL DERECHO CONSTITUCIONAL A LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y 

LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL ECUADOR” PARA OPTAR EL TÍTULO DE 

ABOGADO POR JOSÉ CARLOS GARCÍA FALCONÍ, EN LA UNIVERSIDAD 

ANDINA SIMÓN BOLÍVAR SEDE ECUADOR ÁREA DE DERECHO QUITO-

ECUADOR, en sus conclusiones establece: 8 

1) El derecho constitucional a la libertad, es un derecho que como fundamental 

debe ser preservado para cualquier persona, pero cuando se ve limitado por el 

cometimiento de una infracción penal . 

2) El Ecuador al igual que otros países de América Latina recurre como regla al 

encarcelamiento cautelar, de personas inocentes, como si se tratará de una 

pena anticipada no obstante de que en nuestro ordenamiento jurídico se exige 

el cumplimiento de requisitos constitucionales y legales que el Fiscal debe 

observar al solicitar y el juez de garantías penales debe exponerlas al momento 

que dicta dicha orden de prisión preventiva, esto es al expedir la boleta 

constitucional de encarcelamiento. La consecuencia más importante del 

principio de inocencia está en la frase que señala el Art. 76 numeral 2 de la 

Constitución que dice “…y será tratada como tal…”, esto es el derecho a ser 

tratado como inocente.  

3) La alarma social y la frecuencia de los delitos en el país, evidencian sin duda 

alguna que existe un malestar para la colectividad; y, ésta es la razón, por lo que 

lamentablemente puedo captar que hoy en día los jueces de garantías penales, 

dictan órdenes de prisión preventivas, que responden más que a exigencias de 

carácter preventivo a exigencias de naturaleza retributiva y vindicativa, de tal 

                                                 
 
7 Ibd pag.22  

 
8 Ibd pag.22 
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modo que la prisión preventiva se la dicta para asegurar el orden perturbado por 

el hecho delictivo y se estima como una solución al ilícito penal presuntamente 

cometido; pero a la final podemos constatar que esta medida cautelar.  

4) El sistema internacional de derechos humanos establece exigencias materiales 

y formales que definen los presupuestos de legitimidad en toda detención 

cautelar de personas que aún no han sido condenadas, de tal modo que éstas 

son obligaciones que deben cumplir los estados para que sea legítima la prisión 

preventiva.  

 

5) Lo importante, como señalo en esta tesis, es que nadie podrá ser considerado 

ni tratado como culpable mientras una sentencia no lo declare.  

 

6) Uno de los efectos del principio de inocencia es que el procesado no debe probar 

su inocencia, sino que quien acusa debe probar su culpabilidad por los medios 

de prueba que contempla el ordenamiento jurídico; o sea es el órgano acusador, 

en este caso la Fiscalía, es la que debe acreditar los cargos impidiendo la 

inversión.  

 

7) la convicción certera sobre la existencia del delito y de la responsabilidad del 

acusado; así se vulnera la presunción de inocencia cuando se condena a una 

persona por meras sospechas, sin pruebas o prescindiendo de ellas; cuando se 

presume la culpabilidad del procesado imponiéndole la carga del onus probandi 

de su inocencia.  

 

8) La medida cautelar personal de prisión preventiva como que de alguna manera 

intenta asegurar la protección a la víctima y reducir el índice delincuencial, pero 

no ha logrado estos propósitos, prueba de ello es el alto porcentaje de impunidad 

en los delitos especialmente contra las personas y la propiedad, obviamente que 

esto también se encuentra concatenado a las condiciones económicas actuales 

producto de la desigualdad social y la falta de atención del ente estatal.  

9) De esas sociedades es la ecuatoriana que tiene altos índices de criminalidad y su 

sistema democrático aún es débil, por lo que la aplicación de una prisión 

preventiva resulta necesaria, aun cuando debe ser la última ratio, esto es que 
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sólo debe aplicarse plenamente justificadas y cumpliendo los requisitos 

constitucionales y legales que he manifestado en esta tesis.  

 

10) Resulta ilegítimo detener preventivamente a un procesado, con fines retributivos 

o preventivos propios de la pena, en esto radica la importancia de la duración de 

la prisión preventiva, que se extienda a un tiempo razonable, esto es seis meses 

para delitos castigados con prisión y un año a los delitos castigados con reclusión, 

puesto que al exceder de la razonabilidad temporal esta medida deviene en 

arbitraria e ilegítima, por tanto la razonabilidad temporal de la medida cautelar 

personal. 

 

11) Las garantías penales deben motivar racionalmente su decisión al dictar una 

orden de prisión preventiva y el fiscal al solicitarla, especialmente al momento de 

valorar los indicios que he mencionado en la presente tesis, con las reformas 

introducidas en el mes de marzo de 2009.  

 

12) Hay que reconocer, que cuando se dicta la prisión como medida cautelar 

preventiva, existe una lucha entre los intereses generales de la sociedad, 

cristalizada en la facultad del Estado de reprimir y, el derecho primigenio del 

hombre a ser libre; así debe buscarse el conveniente y justo equilibrio entre la 

necesidad de reprimir y la garantía al derecho de libertad.  

 

13) La prisión preventiva es excepcional y rige el principio del favor libertatis o del in 

dubio pro libertate, fórmulas que en definitiva vienen a significar que la 

interpretación y la aplicación de la libertad que tales normas restringen; pues este 

derecho desempeña un papel nuclear en el Estado constitucional de derechos y 

justicia.  

 

14) Con la presente investigación en esta tesis, se llega a conocer lo que es la 

presunción de inocencia y los requisitos constitucionales y legales para que se 

dicte una orden de prisión preventiva; y, dentro de la investigación de campo en 

los quince juicios penales que se tramitan en la Fiscalía Provincial de Pichincha, 

debo señalar, no he encontrado sino pocos en el que se aplique de manera 

estricta y completa estos principios constitucionales y legales; pues de la 
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investigación de campo se observó que lamentablemente los Jueces de 

Garantías Penales al momento de dictar y los Fiscales al momento de solicitar la 

prisión preventiva, no cumplen con los requisitos Constitucionales y legales 

señalados en esta tesis, pues al limitar el derecho a la libertad de una persona 

utilizan determinados formatos, que se limitan a manifestar “que se dicta la prisión 

en contra de XX, por encontrarse reunidos los requisitos del artículo 167 del 

Código de Procedimiento. Penal. 

  

15) Hay que hacer conciencia, que el respeto a los derechos humanos, a la 

 dignidad de la persona es la piedra angular de la presente tesis, de tal 

manera  todos los actores sociales una cultura de tolerancia y de respeto a los 

 derechos humanos, pues solamente de esta manera tendremos una 

sociedad para beneficio.  

 

16) Del estudio, se evidencia que en el país existe una falta de cultura jurídica 

 constitucional, un alto porcentaje de falta de respeto a los derechos 

humanos,  “autoridad que no abusa de su poder no es autoridad”; de este 

modo el  Ecuador contempla con asombro el ejercicio arbitrario del poder y en 

fin el  rompimiento.  

 

17) Concluyendo, debo señalar que se respetará el principio constitucional  de 

presunción de inocencia en la medida que la prisión preventiva sea legítima es 

decir que cumpla con todas y cada una de las exigencias  constitucionales, 

legales, jurídicas formales y materiales propias de dicha medida cautelar. 

 

A NIVEL NACIONAL   
 

 TESIS “PRISIÓN PREVENTIVA Y PRESUNCIÓN DE INOCENCIA” Elaborado por 

Bach. Efraín Vicente Zavaleta Corcuera y Otro (Tesis para optar el título de 

abogado) Universidad Nacional De Trujillo Facultad De Derecho Y Ciencias 

Políticas, en sus conclusiones establecen: 9 

1) Los elementos constitutivos que los Jueces Penales utilizan para fijar la prisión 

preventiva, son netamente de índole penal, dejando de lado los criterios. 

                                                 
9 Ibd pag.17 
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2) La motivación de las resoluciones judiciales, es un derecho y principio constitucional 

consagrado en los tratados internacionales y en nuestra legislación nacional, y los 

Jueces en sus sentencias en la gran mayoría, no vienen acatando este derecho de 

la persona.  

 

3) En el Distrito judicial La Libertad, en gran porcentaje, las sentencias analizadas entre 

los años 2012 y 2013, no están debidamente motivadas de acuerdo a las reglas, en 

consecuencia, la manera como se pronuncian los Jueces Penales sobre el extremo 

de la presunción de inocencia es arbitrario.  

 

4) La inobservancia de las normas relativas a la presunción de inocencia dentro del 

proceso penal, se debe al desconocimiento de las mismas por parte de los 

operadores del proceso; quienes en su gran mayoría desconocen o se resisten a 

aplicar el Código Penal, tal como lo dispone artículo 2°, inciso 24, numeral e).  

 

 Tesis “LA PRISIÓN PREVENTIVA COMO MECANISMO DE INDUCCIÓN AL 

PROCESO DE TERMINACIÓN ANTICIPADA EN EL DISTRITO JUDICIAL DE 

HUAURA” elaborado por SILVIO MIGUEL RIVERA JIMÉNEZ Y OSCAR 

ALBERTO BAILÓN OSORIO (TESIS PARA OPTAR EL TÍTULO DE ABOGADO) 

POR LA A UNIVERSIDAD NACIONAL FAUSTINO SÁNCHEZ CARRIÓN DE 

HUACHO, en sus conclusiones establecen: 10 

 

1) El Código Procesal Penal (D. Leg. 957) que se viene aplicando en el Distrito Judicial 

de Huaura desde el 01 de julio del 2006, en su Libro II La Actividad Procesal, 

Sección III Las Medidas de Coerción Procesal, Título III La Prisión Preventiva 

(Artículos 268 al 285) regula los mecanismos y presupuestos de esta institución, y 

el Libro Quinto del mismo cuerpo legal prevé Los Proceso Especiales, Sección V El 

Proceso de Terminación Anticipada (Artículos 468 al 471); sin embargo, se observa 

que no se encuentra normado la variación de un pedido de audiencia de prisión 

preventiva por otra de justicia penal negociada y al no estar prohibido por ley, 

permite al fiscal utilizar este mecanismos para llegar a un acuerdo de terminación 

                                                 
10 Ibd. Pag. 18 
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anticipada del proceso, que generalmente concluye con una condena de pena 

suspendida para el imputado. 

 

2) La información obtenida de la encuesta aplicada a la muestra, nos refleja que el 

Ministerio Público y Órgano Jurisdiccional del Distrito Judicial de Huánuco, aprueban 

y ponderan a aquellos fiscales y magistrados que en mayor número y tiempo record 

logran concluir expedientes penales, aplicándose cualquiera de los procesos 

especiales; de ahí, que actualmente en los juzgados de investigación preparatoria, 

un buen número de causas penales concluyen con el acuerdo de terminación 

anticipada del proceso; que no conoce los nuevos alcances de nuestra ley procesal, 

y al ver que imputados responsables de delitos agravados fácilmente logran su 

libertad, viene generando un vacío.  

 

3) La audiencia, durante todo este tiempo el imputado permanece detenido, lo que es 

aprovechado por el titular de la acción penal, para entrevistarse en reiteradas veces 

con el imputado explicándole los alcances de la procedencia de la medida de coerción 

personal y el beneficio de una justicia penal negociada (terminación anticipada del 

proceso), el imputado por temor de ir a la cárcel, acepta la fórmula propuesta, que 

generalmente concluyen con pena suspendida, siendo aceptado sin reparos. 

 

4) El señor fiscal para solicitar la audiencia de prisión preventiva, deberá motivar por 

escrito que existe razones fundadas para su procedencia, elementos de convicción 

tales como: la vinculación del imputado con el delito, pena de cárcel superior a cuatro 

años, peligro de fuga y obstaculización (Artículos 268 al 270 CPP), lo que hace 

suponer que se encuentra plenamente convencido que el responsable del delito, 

deberá pagar con cárcel efectiva su acción; pero las encuestas nos reflejan, que ni 

bien iniciado la audiencia de prisión preventiva y concediéndole el juez el uso de la 

palabra al fiscal, su primera expresión es poner fin a la audiencia y variarla en el 

mismo acto por un acuerdo con el imputado de terminación anticipada, en 

consecuencia quedaría demostrado que la solicitud del encarcelamiento preventivo 

tenía otro trasfondo, con esta actitud el representante del Ministerio Público estaría 

atentando contra los principios deontológicos que demanda el código de ética 

profesional del abogado, sus reglamentos, Ley Orgánica, Constitución entre otras 

normas. 
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5) El imputado se acoja al proceso de terminación anticipada (artículo 468 CPP), 

dejándose de lado la utilidad de la investigación científica para el esclarecimiento 

del delito, conforme lo dispone el Artículo 65 del CPP:, se está arribando a sentencia 

benévolas con la aplicación de una mera técnica procesal, lo que desdice de la 

esencia y utilidad de los demás medios probatorios que establece la ley, el fiscal 

desconoce y no le interesa la Ciencia Criminalística (la búsqueda de la verdad de 

cómo se produjeron los hechos), al extremo, que no dirigen y desconocen que 

pericias se debe solicitar en la escena del delito, en su mente esta la forma como 

lograr la negociación de la pena, pero cuando el imputado no lo acepta, recién el 

defensor de la legalidad se preocupa por buscar la prueba, llegando tardíamente a 

la escena del crimen, no se tiene en cuenta que el “tiempo que pasa en llegar al 

lugar del evento delictivo es la verdad que huye”, y al no haber medios de prueba, 

el imputado saldrá en libertad 

 

 TESIS: DEBIDA MOTIVACIÓN DEL MANDATO DE PRISIÓN PREVENTIVA Y SU 

APLICACIÓN PRACTICA EN EL SEGUNDO JUZGADO DE INVESTIGACIÓN 

PREPARATORIA DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE PUNO” 

PRESENTADA POR: YBONE ANDREA VARGAS CCOYA, PARA OPTAR EL 

TITULO PROFESIONAL DE ABOGADO PROMOCION 2015-I PUNO – PERÚ 

2017; pág. 223-226, en sus conclusiones  señala:11 

 

PRIMERO: Se llega a la conclusión global, que en el año 2015 el Juez Penal del 

Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria no motivó adecuadamente las 

resoluciones que determinan la medida cautelar de la prisión preventiva, lo que se llega 

a mostrar que en más del 50% de las resoluciones examinadas existe una deficiencia 

en la fundamentación (falta de motivación y aparente motivación), lo que hizo incidir 

negativamente en la aplicación de esta medida cautelar y esta demostración es 

reforzada con la manifestación de los diferentes profesionales de la ciencia del Derecho. 

A diferencia del año 2016 en donde se muestra que más del 50% de las resoluciones 

que determinan la medida cautelar personal de la prisión preventiva se encuentran 

                                                 
11 Disponible en:                       
http://repositorio.unap.edu.pe/bitstream/handle/UNAP/4182/Vargas_Ccoya_Ybone_Andre
a.pdf?sequence=1 ,  

http://repositorio.unap.edu.pe/bitstream/handle/UNAP/4182/Vargas_Ccoya_Ybone_Andrea.pdf?sequence=1
http://repositorio.unap.edu.pe/bitstream/handle/UNAP/4182/Vargas_Ccoya_Ybone_Andrea.pdf?sequence=1
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debidamente motivadas. Para motivar debidamente los autos que determinan la medida 

cautelar personal de la prisión preventiva, se propone los siguientes medios: uso de una 

lista de control o papeleta de litigación por parte de los Jueces, fortalecimiento de 

capacidades y habilidades a Jueces y Fiscales a través de la academia de la 

magistratura y procesos de difusión y comunicación a la sociedad a través de las 

Escuelas de Derecho. 

 

SEGUNDO: En las resoluciones que determinan la aplicación de la medida cautelar 

personal de la prisión preventiva en el Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria 

para el año 2015 no se realiza un correcto análisis y una debida fundamentación de los 

presupuestos materiales de la medida cautelar personal de la prisión preventiva que 

exige la norma procesal por lo cual se acepta la hipótesis especifica n° 01. En donde se 

observa que sólo el 23% del total de las resoluciones examinadas el Juez fundamenta 

copulativamente los tres presupuestos y en más de un 50% sólo fundamenta el primer 

presupuesto esto es los fundados y graves elementos de convicción para que así pueda 

determinar la medida cautelar personal de la prisión preventiva y esta demostración es 

reforzada con la manifestación de los profesionales en Derecho en donde del total de 

los encuestados un 60% manifiesta que el Juez al resolver el requerimiento de prisión 

preventiva fundamenta solo el primer presupuesto.  

 

A diferencia del año 2016 en donde del análisis realizado se demuestra que si existe 

una debida fundamentación de los presupuestos materiales para estimar 

razonablemente la aplicación de la medida cautelar personal de la prisión preventiva ya 

que en un 55% del total de las resoluciones examinadas muestran que el Juez Penal 

fundamento copulativamente los tres presupuestos de dicha medida cautelar, de esta 

forma descartando la hipótesis n° 01 para este año. 

 

TERCERO: De las resoluciones examinadas que determinan la aplicación de la medida 

cautelar personal de la prisión preventiva en el Segundo Juzgado de Investigación 

Preparatoria para el año 2015 se muestra que no se encuentra garantizada la aplicación 

de los principios constitucionales, esto es el de la presunción de inocencia, 

proporcionalidad, excepcionalidad y lesividad, ya que más del 50% del total el Juez sólo 

realiza una mera invocación de dichos principios, y esta demostración es reforzada con 

la aplicación de las encuestas a los profesionales en Derecho, ya que un 73% de los 
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encuestados manifiesta que los  principios constitucionales aplicables a la medida 

cautelar personal de la prisión preventiva el Juzgador solo las invoca, confirmándose de 

esta forma nuestra hipótesis n° 02. A diferencia del año 2016 en donde si se encuentra 

garantizada la aplicación de los principios de presunción de inocencia, proporcionalidad 

y excepcionalidad, en la determinación de la medida cautelar personal de la prisión 

preventiva, ya que más del 50% del total de las resoluciones muestra que si se aplica 

debidamente los principios necesarios para aplicar la medida cautelar de la prisión 

preventiva, descartando de esta forma la hipótesis n° 02 respecto al año 2016. 

 

CUARTO: Sobre la proposición de alternativas o mecanismos que ayude al Juez de 

Investigación Preparatoria resolver razonable y adecuadamente la medida cautelar 

personal de la prisión preventiva se tiene las siguientes propuestas:  

 

1. Lista de Control o papeleta de litigación; este instrumento se aplicara a medida 

que se desarrolle la audiencia de la prisión preventiva, ya que la información que 

generen las partes serán anotadas por el Juez para que al resolver las analice y la 

considere si tiene relevancia.  

2. Fortalecimiento de capacidades; Esto estará dirigido tanto a Jueces y Fiscales a 

través de la Academia de la Magistratura, se ceñirá principalmente en fortalecer 

conocimiento de los principios de las medidas coerción personal y los requisitos de cada 

uno de ellos, la Jurisprudencia de la Corte Suprema y del Tribunal Constitucional, 

litigación oral para entender como las partes producen la información, así como la 

practica en simulaciones de audiencia para objetivar la teoría y por último se tiene  

 

3. Procesos de difusión y comunicación a la sociedad; acerca de la medida cautelar 

personal especialmente de la prisión preventiva esto a través de las Escuelas 

Profesionales de Derecho, a fin de que la sociedad no ejerza presión social para que se 

dicte la medida cautelar personal de la prisión preventiva. Muchas veces la confunden 

con una pena anticipada. 

 
 TESIS: INFLUENCIA DEL PELIGRO PROCESAL EN LA IMPOSICIÓN DE 

PRISIÓN PREVENTIVA EN LOS DELITOS DE HURTO Y ROBO, realizado por  

JUANA POCCOMO ASTO,; alumna de la  UNIVERSIDAD NACIONAL SAN 

CRISTOBAL DE HUAMANGA FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS 
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POLÍTICAS Escuela de Formación Profesional de Derecho Ayacucho 2015, 

pág. 263-267 ;  concluye:12 

 

1.- El marco normativo sobre el peligro procesal influye negativamente en la imposición 

de la prisión preventiva en los delitos de hurto y robo agravados en los juzgados 

penales de Huamanga en el periodo de 20 de agosto de 2013 a 31 de junio de 2015. 

El legislador nacional atribuyó a las medidas cautelares una finalidad propia de las 

penas, desnaturalizando la naturaleza jurídica, razón por el cual al fundamentar en 

los autos de prisión preventiva la reiteración delictiva durante el proceso deja ser 

una medida de aseguramiento del proceso y de garantía de la ejecución de la pena, 

convirtiéndose en una medida de internamiento preventivo o de seguridad basada 

en el principio de culpabilidad.  

 

El Código Procesal Penal de 2004 si bien es cierto, señala para imponer prisión 

preventiva debe concurrir los tres presupuestos establecidos en los literales del 

Artículo 268, no obstante incorporó la reiteración delictiva si bien no como 

presupuesto material de la prisión preventiva, pero sí como finalidad de las medidas 

cautelares establecido en el artículo 253. Numeral 3: "La restricción de un derecho 

fundamental solo tendrá lugar cuando fuera indispensable en la medida y por el 

tiempo estrictamente necesario, para prevenir, según los casos, los riesgos de fuga, 

de ocultamiento de bienes o de insolvencia sobrevenida, así como para impedir la 

obstaculización de la averiguación de la verdad y evitar el peligro de reiteración 

delictiva". 

 

El Circular de Prisión Preventiva 325 - 2011 , emitida por el Consejo Ejecutivo del 

Poder Judicial en fundamento sexto considera que fase inicial del proceso, la 

necesidad de atender a los fines de la prisión preventiva y los escasos datos de que 

en esos primeros momentos podría disponerse pueden justificar que dicha medida 

coercitiva se acuerde apreciando . únicamente el tipo penal y la gravedad de la 

pena que conlleve, pues tales elementos pueden colegirse los riesgos de fuga y/o 

entorpecimiento, el circular al apreciar únicamente el tipo penal y la gravedad de 

                                                 
12  Disponible en: 

http://repositorio.unsch.edu.pe/bitstream/handle/UNSCH/816/Tesis%20D66_Poc.pdf?sequence=1&isAllowed

=y 

 

http://repositorio.unsch.edu.pe/bitstream/handle/UNSCH/816/Tesis%20D66_Poc.pdf?sequence=1&isAllowed=y
http://repositorio.unsch.edu.pe/bitstream/handle/UNSCH/816/Tesis%20D66_Poc.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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la pena al evaluar el peligro procesal desnaturaliza la naturaleza jurídica de la prisión 

preventiva. 

 

Asimismo en el artículo 268 literal e del Código Procesal Penal de 2014, referido al 

peligro procesal el legislador peruano insertó innecesariamente "Que el Imputado 

en razón de sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular permita 

colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) 

u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización); el juez al 

analizar el peligro procesal no debe limitarse a señalar los antecedentes delictivos 

del imputado sino el comportamiento del imputado con antecedentes penales cómo 

influye en el peligro de fuga u obstaculiza la actividad probatoria, porque los 

antecedentes en sí debe valorarse al momento determinar de la pena, en caso de 

haberse acreditado la responsabilidad penal, conforme señala el artículo 46° del 

Código Penal, incluso con la modificatoria de la Ley 30076 aparece expresamente 

como circunstancia que agrava la sanción penal, resultando impertinente al inicio de 

la redacción del presupuesto material del peligro procesal porque el legislador 

consideró dentro del criterio 4 del artículo 269. 

 

2. El marco doctrinario influye positivamente sobre el peligro procesal en la imposición 

de la prisión preventiva en los delitos de hurto y robo agravados en los juzgados 

penales de Huamanga en el periodo de 20 de agosto de 2013 a 31 de junio de 2015; 

la doctrina mayoritaria considera que la prisión preventiva una medida de coerción 

personal de naturaleza cautelar y excepcional que contiene los dos presupuestos 

básicos y comunes para imponer la prisión preventiva siendo la apariencia del buen 

derecho y el peligro procesal, ésta última siendo el más importante que legitima la 

imposición, su mantenimiento y asimismo para toda la teoría cautelar dentro del 

proceso penal El peligro procesal es aquella aptitud y actitud del imputado para 

materializar el peligro de fuga u obstaculización la actividad probatoria, teniendo 

elementos constitutivos el peligro de fuga y el peligro de obstaculización de la acción 

de la justicia o actividad probatoria. El peligro procesal no se presume, sino que 

debe realizarse la verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias 

objetivas, exigiendo que la prisión preventiva tenga exclusiva finalidad procesal, 

aplicándose sólo para garantizar la realización de los fines que el proceso penal y 

no para alcanzar la finalidad de la pena y siendo válida la prisión preventiva del 
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imputado cuando se verifican todos sus requisitos y además, si se pretende 

garantizar la realización de los fines del proceso. 

 

Por otro lado las teorías y corrientes internacionales aún desconocen que la 

reiteración delictiva para imponer la prisión preventiva en la actualidad se encuentra 

de legitimada por la Corte interamericana de Derechos Humanos, admitiendo la 

legitimidad de la prisión preventiva sólo cuando tienda evitar los riesgos o peligros 

procesales. 

 

3. El marco jurisprudencia! influye positivamente sobre el peligro procesal en la 

imposición de la prisión preventiva en los delitos de hurto y robo agravados en los 

juzgados penales de Huamanga en el periodo de 20 de agosto de 2013 a 31 de junio 

de 2015; la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, máximo intérprete de la 

Convención Americana de Derechos Humanos reconoce el peligro procesal como 

el presupuesto más importante que legitima la imposición de la prisión preventiva; 

no puede residir en fines preventivos atribuibles a la pena, sino que sólo se puede 

fundamentar en un fin legítimo, el peligro procesal en sus dos dimensiones: El 

peligro de fuga y peligro obstaculización. Los antecedentes penales, las 

características personales del supuesto autor y la gravedad del delito, tipo de delito 

que se le imputa no siendo por sí mismos, justificación suficiente para acreditar el 

peligro procesal y a la vez debe ser limitada por los principios de presunción de 

inocencia, necesidad y proporcionalidad indispensables en una sociedad 

democrática. Sin embargo a pesar de las obligaciones internacionales el estado 

peruano no regula legislativamente las exigencias y estándares del sistema 

interamericano de Derechos Humanos sobre la prisión preventiva; razón por el cual 

incumpliendo la Convención americana de los Derechos Humanos. 

 

El Tribunal Constitucional del Perú también reconoce al peligro procesal como 

presupuesto material más importante que se exigen para una imposición legítima de 

la prisión preventiva, Sin embargo la Corte Suprema no existe uniformidad respecto 

al peligro procesal. 

 

 Navarro (2010) La transgresión del derecho a la presunción de inocencia por 

el Ministerio Público de Trujillo, que concluye que los fiscales en Trujillo han 
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adoptado posturas autoritarias e inquisitivas, que violan el principio de presunción 

de inocencia durante la etapa de investigación (Navarro, 2010)13. 

 

EL APORTE DE ESTOS TRABAJOS 

   

De los trabajos  revisados y consultados vemos que el tema principal es la vulneración al 

derecho a la libertad producto de una prisión preventiva solicitada por el Ministerio Publico, 

lo cual pues se contradice con el principio de inocencia que le asiste al investigado, pues 

se señala además que al Fiscal  es lo primero que le viene en mente la privación de la 

libertad, pues existiendo otras medidas como el impedimento de salida, comparecencia 

restringida, etc, y por  otro lado el juez  que no quiere hacerse problema y declara fundado 

el requerimiento de prisión preventivo, esto según ellos son evidencia de “JUSTICIA”, que 

en muchos casos como los analizados en la presente investigación han quedado 

ABSUELTOS de la acusación fiscal, y esos 9 meses y más de prisión preventiva que se 

vivió como se recupera, quien paga el daño psicológico sufrido por el interno. 

 

Estamos de acuerdo con la prisión preventiva cuando se le encuentre en flagrancia al 

investigado o sea reincidente en los actos ilícitos, para ello el ESTADO también debe dar 

la condiciones de resocialización, reeducación, y preventiva, pues ello no se cumple dentro 

del PENAL, y se aplicaría conllevaría a disminuir los actos ilícitos. En los últimos tiempos la 

colectividad se ha convertido en una sociedad en constante trance. Por dicha razón es que 

el sociólogo alemán  Ulrich Beck,  en su momento acuño a la comunidad actual el término 

de “sociedad de riesgo”14. 

 

Los trabajos antes citados no hacen más que confirmar la finalidad del presente trabajo, en 

el sentido que los magistrados ignoran lo que la Constitución Política del Perú señala el art. 

1; la defensa de la persona y el respeto a su dignidad son el fin supremo de la sociedad y 

el Estado. Asimismo en el art´. 2 inc. 24 literal “e” se señala: Toda persona es considerada 

inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad. A esto se suma 

el art. II del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal Penal señala Presunción de 

                                                 
13 Citado por VÍCTOR ALBERTO MARTÍN BURGOS MARIÑOS,  en su  TESIS DOCTORAL, “FACTORES 
JURÍDICO PROCESALES INQUISITIVOS EN EL CODIGO PROCESAL PENAL QUE IMPIDEN 
CONSOLIDAR EL MODELO ACUSATORIO EN EL PERÚ en la UNIVERSIDAD NACIONAL DE TRUJILLO 
ESCUELA DE POST GRADO” TRUJILLO, PERÚ 2011, Pág. 8 
14 BECK, Ulrich (1986) La sociedad del Riesgo. Hacia una nueva modernidad. Barcelona. Editorial Paidos. 
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inocencia.- 1. Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es considerada 

inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya 

declarado su responsabilidad mediante sentencia firme debidamente motivada. Para estos 

efectos, se requiere de una suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y actuada con 

las debidas garantías procesales. En caso de duda sobre la responsabilidad penal debe 

resolverse a favor del imputado. 
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TITULO II 

 

 

2.2. BASE TEORICA 

2.1.- LA LIBERTAD 

2.1.1.-ETIMOLOGÍA: 

Del latín Libertas, - ãtis. Facultad natural que tiene el hombre de obrar de una 

manera o de otra, y de no obrar, por lo que es responsable de sus actos. 

2.2.1.2.-DEFINICIÓN. 

La palabra libertad tiene las siguientes consideraciones: 

- En el Imperio Griego Romano, la libertad significaba poder elegir a sus 

gobernantes o ser elegido: era el no sometimiento a un poder extraño; en 

conclusión libertad es sinónimo de democracia. 

- Según Cicerón: Libertad significa Imperio de las leyes  establecidas: ser libre es 

usar de leyes, vivir sobre ellas. 

- Según Justiniano la libertad es la facultad natural de hacer cada uno lo que 

quiere, salvo impedírselo la fuerza o el derecho. 

- De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española: Libertad es la 

facultad natural que tiene el hombre de obrar de una manera u otra; y de no 

obrar, por lo que es responsable de sus actos. 

 

2.2.1.3.-RESEÑA HISTORICA. 

El Art. 79 del Código de Procedimientos Penales de 1940, hacía mención al mandato de 

detención y comparecencia, este fue modificado por la Ley 24388, en la que indicaba 

expresamente los delitos en que se podía aplicar el mandato de detención; pero no alcanzo 

una definición respecto a la existencia de suficiencia probatoria. Posteriormente este 

artículo fue derogado tácitamente por el Art.2 del D. Leg.638 del 27 de Abril de 1991, que 

daba lugar a la entrada en vigencia el Art.135 del Código Procesal Penal de 1991. 

El Artículo 135 del Código Procesal de 1991 textualmente refiere "El Juez puede dictar 

mandato de detención si atendiendo a los primeros recaudos acompañados por el Fiscal 

Provincial sea posible determinar: 

http://www.monografias.com/trabajos13/mapro/mapro.shtml
http://www.monografias.com/trabajos35/el-delito/el-delito.shtml
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1. Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito que 

vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. 

No constituye elemento probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, 

gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito imputado se 

haya cometido en el ejercicio de una actividad realizada por una persona 

jurídica de derecho privado. 

2. Que la sanción a imponerse o la suma de ellas sea superior a un año de pena 

privativa de libertad o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad 

del agente al delito. 

3. Que existen suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado 

intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la acción probatoria. No 

constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia, 

la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa. 

En todo caso, el juez penal podrá revocar de oficio el mandato de detención previamente 

ordenado cuando nuevos actos de investigación pongan en cuestión la suficiencia de las 

pruebas que dieron lugar a la medida." 

2. También será presupuesto material para dictar mandato de prisión preventiva, sin 

perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en los literales a) y b) del 

numeral anterior, la existencia de razonables elementos de convicción acerca de la 

pertenencia del imputado a una organización delictiva o su reintegración a la misma, y sea 

del caso advertir que podrá utilizar los medios que ella le brinde para facilitar su fuga o la 

2.2.1.4.-LA LIBERTAD Y SUS LÍMITES. 

Como es lógico, el reconocimiento de una libertad limitada haría imposible la 

convivencia humana, por lo que son necesarias e inevitables las restricciones a la 

libertad individual. 

 

2.2.2.- LA LIBERTAD COMO DERECHO Y COMO PODER. 

El iluminismo ha sido víctima de una ilusión: su fe extremada en el Derecho como 

instrumento regulador, y la ferviente adhesión a la dignidad de la persona humana, 

y en particular a la libertad, lo empujaron a la utopía de dar libertad al hombre por 

http://www.monografias.com/trabajos3/gerenylider/gerenylider.shtml
http://www.monografias.com/trabajos35/categoria-accion/categoria-accion.shtml
http://www.monografias.com/trabajos13/clapre/clapre.shtml
http://www.monografias.com/trabajos6/napro/napro.shtml
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medio de normas jurídicas. Pretendieron llenar una norma con algo que no hacía 

referencia a un concepto normativo, sino a un concepto de ser, a un concepto real 

y no de mera relación. En una palabra, quisieron meter dentro de la norma, no una 

regulación de actuaciones referibles a la libertad, sino a la libertad misma. 

 

En nuestra legislación peruana no ha sido a los cambios históricos, tal es así que a 

través del Tribunal Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha destacado que la 

libertad personal no solamente es un derecho fundamental reconocido, sino un valor 

superior del ordenamiento jurídico. No obstante, en su calidad de derecho 

fundamental, la libertad personal no es absoluta ni ilimitada, pues se encuentra 

regulada y puede ser restringida por disposición de la ley, en atención a su 

armonización con otros bienes de relevancia constitucional” 15 

 

2.2.2.1.- DIFERENTES CONCEPCIONES SOBRE LOS TIPOS DE LIBERTAD. 

 

2.2.2.1.1.- LIBERTADES PERSONALES O LIBERTADES CIVILES. 

Comprende en primer lugar la seguridad, o sea, la protección contra los arrestos y 

detenciones arbitrarias. Aquí están comprendidas la inviolabilidad de domicilio, la libertad 

de correspondencia, la libertad de movimiento y las libertades familiares como son la de 

contraer matrimonio, el derecho a educar libremente a los hijos, etc. 

2.2.2.1.1.2.- LIBERTADES ECONOMICAS. 

Comprenden especialmente el derecho a la propiedad, la libertad de empresa, la libertad 

de comercio e industria, la libertad de circulación de productos, la libertad de fijar precios. 

 

2.2.2.1.1.3.- LIBERTADES DE PENSAMIENTO. 

Montesquieu, en su obra “Espíritu de las Leyes”, escribió: “Un Marsías soñó que degollaba 

a Dionisio. Este lo mando matar, diciendo que no habría soñado por la noche si no hubiese 

pensado en el día. Fue una acción tiránica, pues, aunque hubiera pensado no habría 

ejecutado. Las Leyes no deben castigar más que los hechos. Se castigan los actos; el 

pensamiento no delinque”. 

 

2.2.2.1.1.4.- LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 

                                                 
15 STC Exp. 01924-2010- PHC/TC, f,j.3. resaltado es nuestro 



46 

 

Todo el mundo tiene derecho a la libertad de expresión, y según los mecanismos sobre 

derechos humanos internacionales, este derecho puede ser violado de diversas maneras, 

incluyendo: 

- La restricción del acceso a la información e ideas políticas, artísticas o comerciales 

(por ejemplo negando a las mujeres embarazadas información sobre facilidades 

para abortar). 

- Limitar la libertad de prensa. 

- El establecimiento de restricciones indebidas (excluyendo las restricciones 

razonables sobre licencias) para la radiodifusión. 

 

2.2.2.1.1.5.-LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OPINIÓN. 

Debe recordarse que: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; 

este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y de 

recibir información y opiniones, y el de difundirlas, sin limitaciones de fronteras, por 

cualquier medio de expresión, señala el artículo 19 de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos”. 

 

2.2.2.1.1.6.- LIBERTAD DE INFORMACION. 

La información es un elemento del conocimiento, es una facultad jurídica y moral de 

manifestar a través de un medio cualquiera, todo un universos de ideas, que se ha 

constituido como un derecho individual capaz de encontrar las formas adecuadas para su 

ejercicio. 

La libertad de información es la capacidad de investigar, almacenar, buscar información 

para transmitirla a un grupo social. Es un derecho individual subjetivo, que en su ejercicio, 

se puede calificar en área de los derechos sociales. El derecho a la información es una 

necesidad colectiva, una exigencia de los individuos de una sociedad. 

 

2.2.2.1.1.7.- LIBERTAD DE PRENSA. 

Pensar, tener opiniones, y expresarlas son derechos inherentes, derechos fundamentales 

de todos los seres humanos, componentes inalienables de la dignidad humana. “Todo 

individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de 

no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 

opiniones, y el de difundirlas, sin limitaciones de fronteras, por cualquier medio de 
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expresión”. Parte esencial para el debido ejercicio de este derecho fundamental es la 

libertad de prensa. 

 

2.2.2.1.1.8.-LIBERTADES POLÍTICAS. 

Comprenden cuatro aspectos: expresión, reunión, asociación, sufragio. O sea, la facultad 

de promover ideas, programas, ideologías y partidos políticos; la posibilidad de que los 

ciudadanos se asocien en grupos políticos y elijan sus gobernantes. 

 

2.2.3.- LA LIBERTAD EN EL ORDENAMIENTO JURIDICO. 

 

2.2.3.1.- LA LIBERTAD COMO DERECHO FUNDAMENTAL Y SUS IMPLICACIONES. 

      

El derecho a la libertad personal puede ser entendido como un derecho fundamental, 

subjetivo por el cual ninguna persona puede ser limitada o restringida en cuanto a su libertad 

física o ambulatoria, mediante detenciones, internamiento o condenas arbitrarias16. 

 

La libertad personal es un derecho humano fundamental que, por su naturaleza e 

importancia, se encuentra consagrado en la Constitución Política17 y en tratados 

internacionales universales y regionales tales como la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, los cuales garantizan el respeto, protección y tutela sobre cualquier 

dispositivo normativo de menor jerarquía. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
16 §. 4 de la STC. Exp N° 0019-2005- PI/TC del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Jurisdiccional del 21 de 

julio del 2005. 
17 Inciso 24 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú, respecto del objeto del presente artículo el 

apartado f. prescribe que: “Nadie puede ser detenido sino por mandato escrito y motivado del juez o por 

las autoridades policiales en caso de flragrante delito.” 
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TITULO III 

 

 

 

2.2.4.-DERECHO DE DEFENSA Y PLAZO RAZONABLE 

 

2.2.5.- DERECHO DE DEFENSA. 

a.- La defensa como actividad que se opone a la acción procesal,  

Luis  Klever Vargas Ruiz,  señala  que una forma recurrente a aplicar el vocablo “defensa”  

la encontramos en aquella acepción que lo define como toda actividad desplegada por la 

parte emplazada de oposición a la demanda18. 

 

El  autor español Carocca Pérez alude  a esta concepción reactiva del derecho de defensa 

que comprende “toda actuación contraria a la pretensión formulada por el accionante”. Este 

autor distingue en este caso el ámbito civil del penal, en lo que atañe al ámbito penal, refiere 

que se aplica a la actividad del sujeto pasivo (imputado) dirigida a hacer valer o tutelar en 

juicio sus intereses o sus derechos subjetivos, frente a la acción penal que se ha ejercido 

en su contra, en este caso,  por el Ministerio Público19  

  

El derecho de defensa es uno de los derechos constitucionales más esenciales que integra 

el debido proceso o el proceso justo que debe observarse en el ámbito de los 

procedimientos judiciales, administrativos y eventualmente en el seno de las relaciones de 

los privados o particulares (asociaciones, clubes etc.)20 

 

Desde un análisis más o menos acuisioso de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 

sobre la materia, se puede advertir que ese Colegiado circunscribe la definición del 

contenido esencial del principio de defensa a las categorías de contradicción y de 

prohibición de indefensión, que en nuestra constitución no recoge en toda su esencia. 

 

                                                 
18 VARGAS RUIZ Luis  Klever, “EL derecho Constitucional de Defensa”, en  Dialogo con la 

Jurisprudencia N° 153, Julio 2011, año 16 Gaceta Jurídica. P. 106  
19  COROCCA PÉREZ, Alex. Garantia Constitucional de la Defensa  Procesal. Olejnik, 1998, p,27. 
20  VARGAS RUIZ Luis  Klever  Ob.Cit, p. 103. 
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b.- La defensa como actividad de patrocinio presentada por parte de un profesional 

del derecho.  

Sobre el particular el Tribunal Constitucional en el expediente recaído en la STC Exp. N° 

06220-2005- HC/ TC (f.j.3)  expone que el derecho de defensa tiene doble dimensión: (a) 

una material  referida al derecho del imputado de ejercer su propia defensa desde el mismo 

instante en que toma conocimiento de que se le atribuye la comisión de determinado hecho 

delictivo; y (b)  una formal,  se supone el derecho a una defensa técnica; esto es, al 

asesoramiento y patrocinio de un abogado defensor durante todo el tiempo que dure el 

proceso. 

 

La distinción acotada se encuentra presente en el numeral 8.2 de la Convención Americana 

de los Derechos Humanos21 que establece el “derecho del inculpado a defenderse por sí 

mismo o a través de un defensor de su elección o nombrado por el estado” (8.2 d y 8.2.e) 

 

Sobre el particular la Corte Interamericana se ha pronunciado en el caso Suarez Rosero en 

el estimo que una persona “debido a su incomunicación durante los treinta y seis días de 

su detención, no tuvo la posibilidad de preparar debidamente su defensa, ya que no pudo 

contar con el patrocinio letrado de un abogado de su elección, no tuvo la posibilidad de 

comunicarse en forma libre y privada con él”22 

 

Así mismo la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión en Consulta OC-

11/90, del 10 de agosto de 1990, párrafo 25 (Excepciones al agotamiento de los recursos 

internos) en el sentido que:  

“(…) un inculpado puede defenderse personalmente, aunque es necesario entender 

que esto es válido solamente si la legislación interna así lo permite Cuando no quiere 

o no puede ejercer su defensa personalmente, tiene derecho a ser asistido por un  

defensor de su elección. Pero en todos los casos en los cuales no se defensa así 

mismo o no nombra defensor dentro del plazo establecido por ley, tiene derecho (a) 

que el Estado le proporcione uno, que será remunerado” o no según establezca la 

legislación interna” 

                                                 
21 Suscrita en la conferencia Especializada Interamericana Sobre Derechos Humanos San Jose, Costa Rica 7 al 

22 de noviembre de 1969. 
22 HUERTA GUERRERO Luis Alberto analiza este supuesto en el documento de trabajo que elaboro como 

investigador de la Comisión Andina de Juristas con la colaboración de Luis Enrique Aguilar Cardoso. En : 

http://www.cajpe.org.pe/libro40.html. 
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De los criterios recogidos en la jurisprudencia y opiniones del Tribunal y de la Corte 

Interamericana, se evidencia la noción de defensa en dos niveles por lo menos: (a) Como 

actividad que desarrolla la propia parte para defender sus derechos e intereses ante un 

tribunal o juez determinado (autodefensa) y (b) Como patrocinio  o defensa de dichos 

derechos e intereses, a través de un profesional del Derecho, acepción esta última a la que 

nos referimos en el presente trabajo. 

 

Esta norma puede encontrar su justificación en el evento que la actividad,  procesal se ha 

tomado más “técnica” y, ciertamente, requiere de conocimientos especializados y de 

experiencia práctica que no podría estar al “alcance” de cualquier justiciable. De modo tal, 

como se señalaría el propio Tribunal Constitucional en la STC Exp. N° 04719-2007 – 

PHC/TC, si se acepta la propia defensa del inculpado sin la presencia del abogado 

“implicaría someterlo a un estado de indefensión, por ausencia de una asistencia letrada, 

versada en el conocimiento del Derecho y de la técnica de los procedimientos legales, 

situación que, además, quebranta el principio de igualdad de armas o igualdad procesal de 

las partes “.  

 

2.2.6.- PLAZO RAZONABLE 

 

El derecho que tiene toda persona a estar sometido a una investigación policial, fiscal y 

judicial dentro de un plazo razonable resulta central para acabar con una serie de abusos 

que se presentan contra personas que están involucradas, en una causa penal; más aún 

cuando esta por medio la libertad individual. Sin embargo, centralizando este punto de vista, 

es necesario que su violación o incumplimiento no genere impunidad, por cuanto el remedio 

puede ser peor que la enfermedad en los casos de delitos de suma gravedad dentro de la 

escala de valores que se han propuesto un Estado Democrático y de Estado de Derecho. 

 

Si bien es cierto que el plazo razonables tiene mayor connotación en el ámbito  penal, pues 

esta figura jurídica también se aplica a otras áreas, sin embargo en el proceso penal la 

cobertura constitucional alcanza no solo al procesado, sino también a la víctima o la parte 

civil. Por ello, es posible que, cada vez que se determine la violación del derecho al plazo 

razonable del procesado, se afecte también el derecho a obtener  satisfacción jurídica en 

un tiempo razonable de la víctima o parte civil. 
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Al advertirse cierto desigualdades en la concreción del plazo razonable ha  llevado a 

cuestionar el proceso penal en su esencia y en sus objetivos; frente a tales criticas Claux 

Roxin señala: “el que un instrumento musical pueda ser tocado de mala manera no dice 

nada en contra del instrumento (…)23”. Continua Roxin advirtiendo que “el Derecho Penal 

ha sido al principio menos tratado en las Universidades que el Derecho Penal material. 

Además el Derecho Procesal Penal ha sido siempre un dominio del Derecho Judicial y por 

ello también se ha abierto la influencia de la ciencia de manera más lenta que el Derecho 

Penal Material” 

 

El plazo razonable resulta central en un  proceso penal porque se encuentra en juego la 

libertad individual y porque, además, no tiene razón de ser que el Estado, con todas sus 

capacidades, facultades y personal,  no pueda logran en un tiempo adecuado la verdad de 

una imputación. En el siglo XX y XXI el derecho al plazo razonable es una preocupación de 

los que dirigen el Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, por ello siempre 

se creyó que “la celeridad es posible acortando el plazo investigatorio e incluso ampliando 

cada vez más el número de casos susceptibles de ser sentenciados por el propio juez 

instructor. Nuestro punto de vista es que la celeridad procesal no puede ser buscada 

simplistamente, esto es,  no es el caso  de lograr la celeridad por la celeridad, sino , que la 

celeridad debe estar íntimamente asociada a la eficacia, al acierto; y , para ello no basta 

reducir términos, ni terminar otorgando al juez instructor la facultad de fallar el mayor 

número o la totalidad de causas penales, sino que, como condición primera y esencial, se 

proceda a un cambio sustancial, cualitativo de las condiciones estructurales, reales, de vida 

en la sociedad peruana que, a su vez,  genere una nueva moral social, una mentalidad y 

una actitud cualitativamente diferente, etc.., que genere la posibilidad de eliminar 

progresivamente muchas de las causas delictógenas: de modo que, el descenso en el 

potencial delictógeno de la sociedad traerá consigo el descenso en el número de procesos, 

y, por consiguiente, la correlativa descongestión de las causas penales. Por otro lado, 

cualesquiera que fueran los sistemas políticos – sociales, para aspirar a la celeridad es 

indispensable que los juzgados y tribunales deben estar siempre implementados 

óptimamente, tanto en recursos humanos como materiales, esto es, en forma eficaz, 

                                                 
23 ROXIN Claus. La ciencia Jurídica Penal ante las tareas del futuro. Primera reimpresión, Grijley, Lima, 

agosto del 2007, p.5 
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consiente y permanente; caso contrario, solo haremos santidad de aspiraciones o 

terminaremos en la creencia ingenua de que solo con la ley de puede resolver todo”24. 

 

Así pues encontrándose desarrollando la figura del Plazo Razonable, pues trataremos o 

nos referiremos a la sentencia del Tribunal Constitucional Exp. 5350- 2009- PHC/TC sobre 

la causa presentada por Julio Salazar Monroe25, y en especial sobre el voto singular del 

magistrado César Landa Arroyo. 

 

A fin de desarrollar de la mejor manera  este tema del plazo razonable en materia penal es 

preciso señalar primero los objetivos del proceso penal para tal efecto recurrimos a tres 

maestros del Derecho Procesal Penal. 

 

Según Domingo García Rada en proceso penal tiene por objetivo que: 

“Desde la denuncia hasta la sentencia y pasando por las etapas, el juez llega de la 

ignorancia absoluta  hasta la evidencia; al comenzar el proceso ignoraba todo lo 

relativo a la denuncia; al concluirlo tiene criterio formado y exacto acerca del hecho 

y de su autor  

 

Empieza por la posibilidad (es posible que el delito exista y el denunciado sea su 

autor). Luego viene la probabilidad en la búsqueda de la verdad, las posibilidades  

se desechan  o se aceptan  y cada una aporta un elemento a favor o en contra de 

la denuncia. La evidencia es la última etapa a la cual se llega después de pasar por 

la posibilidad y la probabilidad. Constituye la  certidumbre a la cual todo juez debe 

aspirar.”26 

 

Para el maestro Florencio Mixan Mass:  

                                                 
24 MIXAN MASS, Florencio. Derecho Procesal Penal. Tomo II. Ediciones Jurídicas, Lima, pp.88 y 89 
25 Uno de los argumentos que utilizo el abogado defensor de Julio Salazar Monroe en el proceso de Habeas 

Corpus ante el Tribunal Constitucional fue que la Primera Sala Penal Especial de la Corte Superior de 

Justicia de Lima integrada por las juezas: Dras. Villa Bonilla. Tello de Ñecco y Piedra Rojas, vulnero el 

derecho a ser juzgado dentro del plazo razonable, por lo que se solicitó que se aplique la jurisprudencia 

sentada en la STC Exp. N° 03509-2009- PCH/TC (Caso Walter Chacón), por cuanto viene siendo procesado  

por más de quince años sin que se haya dictado sentencia. En la sentencia se declaró que el caso fue resuelto 

con base en las “características del habeas corpus (informalidad, pro actione y pro homine); y que además, 

el proceso de habeas corpus, como instrumento sencillo y rápido, tiene por finalidad procurar que siempre 

se favorezca la tutela del derecho a la libertad física y/o de sus derechos conexos” 
26 GARCIA RADA, Domingo. Manual de Derecho Procesal  Penal. Sétima edición, Lima, 1982, p. 22. 
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“[E]l proceso penal tiene dos tipos de finalidad: una finalidad inmediata y otra 

mediata. La finalidad inmediata (o especifica) consiste en que mediante ella se 

busca descubrir de manera rápida y objetiva la verdad sobre el caso singular (objeto 

materia del proceso). Esa verdad  concreta consiste en determinar: si el acto materia 

de proceso ha sido realmente protagonizado (acción u omisión, causa, tiempo, lugar 

y demás circunstancias de comisión), las consecuencias de dicho acto, la 

identificación e individualización  del sujeto agente y del sujeto pasivo y la conclusión 

rigurosa obtenida que permita afirmar o negar que esta acción u omisión es 

subsumible en la descripción expresa e inequívoca y preexistente de la ley penal. 

En síntesis, la finalidad inmediata está orientada a la consecución de la verdad 

concreta de la manera más rápida integral e imparcial. La finalidad mediata en 

cambio, es aquella que coincide  con la del Derecho Penal, esto es, permite la 

realización (aplicación) de la ley penal en el caso singular, siempre que la verdad 

concreta lograda  permita concluir categóricamente. De que la imputación se funda 

en un acto real, que a su vez, nítidamente tipificable en la ley penal y si también la 

culpabilidad resulta nítidamente probada; caso contrario, no habría sanción penal27” 

 

Finalmente, César San Martin señala que: 

“El Derecho Procesal Penal es una parte del Derecho Público. Esta disciplina trata 

de realizar el Derecho Penal. EN tanto es un derecho de realización, los ciudadanos 

están en una relación de sujeción frente al poder estatal,  sin perjuicio de que se les 

reconozca derechos intangibles que el Estado debe respetar en todo momento. Ello 

explica, en primer lugar, que es posible emplear medios coercitivos procesales para 

lograr el fin del proceso y, en segundo lugar, que el órgano de persecución – el 

Ministerio Publico – tenga una posición muy especial: conduce la investigación y 

sostiene la pretensión penal, aun cuando esté sometido al  control jurisdiccional y 

deba respetar el derecho de defensa y demás garantías del imputado. 

(…) 

Además, como el Derecho Procesal Penal es también derecho procesal también 

presenta afinidad con los demás derechos procesales, pues todos ellos solucionan 

o redefinen similares problemas y los conflictos de interés. V.gr.: el curso del 

procedimiento, la realización del juicio oral, la citación a los testigos y peritos, la 

                                                 
27 MIXAN MASS, Florencio. Ob. Cit.., pp 72 y 73 
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introducción de medios de prueba y otros. Por último, el Derecho Procesal También 

es Derechos Constitucional aplicado, desde que afecta derechos fundamentales y, 

al final de cuentas, está destinado a restringir bienes jurídicos de relevancia 

constitucional”28 

 

2.2.6.1.-DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZONABLE. 

 

Finalidad. 

 

El artículo 8.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone que toda 

persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 

por un juez o tribunal competente. Sobre este derecho la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ha establecido (...) que el derecho al plazo razonable tiene, como finalidad 

impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que esta 

se decida prontamente29 . 

 

Presupuesto para  determinar la razonabilidad del plazo en un proceso. 

 

Se debe tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el 

cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del 

interesado, y c) la conducta de las autoridades judiciales30 . 

 

La determinación de si se violó o no su contenido constitucionalmente protegido es un tema 

que solo puede obtenerse a partir del análisis de los siguientes criterios: a) la actividad 

procesal del interesado; b) la conducta de las autoridades judiciales, y c) la complejidad del 

asunto (...) Tales elementos permitirán apreciar si el retraso o dilación es indebido (que es 

la segunda condición para que opere este derecho), lo que debe realizarse caso por caso 

y según las circunstancias31. 

Elementos para determinar la complejidad de un proceso. 

 

                                                 
28 SAN MARTIN CASTRO, Cesar. Derecho Procesal Penal. Volumen I. Segunda reimpresión corregida, 

Grijley,2000,pp. 11 y 12 
29STC Exp. N° 5291-2005-HC/TC, 21h1/2005, f. j. 5 
30 STC Exp. N° 05291-2005-PHC (TC, 22/11/2005, f. j. 8 
31 STC Exp. N° 3509-2009-PHC/TC, 25/11/2009, ff. jj. 22 al 24 
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Para valorar la complejidad del asunto es menester tomar en consideración factores tales 

como la naturaleza y gravedad del delito (...), los hechos investigados, los alcances de la 

actividad probatoria para el esclarecimiento de los eventos, la pluralidad de agraviados o 

inculpados, o algún otro elemento que permita concluir, con un alto grado de objetividad, 

que la dilucidación de una determinada causa resulta particularmente complicada y difícil32. 

 

Actividad procesal del interesado: defensa obstruccionista y uso abusivo de los 

recursos impugnativos. 

 

En lo que respecta a la valoración de la actividad procesal del detenido a efectos de 

determinar la razonabilidad del plazo, es preciso distinguir el uso regular de los medios 

procesales que la ley prevé y la falta de cooperación mediante la pasividad absoluta del 

imputado (muestras ambas del ejercicio legítimo de los derechos que el Estado 

constitucional permite), de la denominada "defensa obstruccionista" (signo inequívoco de 

la mala fe del procesado y, consecuentemente, recurso repudiado por el orden 

constitucional). 

 

En consecuencia, “(...) la demora solo puede ser imputable al acusado si este ha abusado 

de su derecho a utilizar los resortes procesales disponibles, con la intención de atrasar el 

procedimiento". 

 

Entre las conductas que deben ser merituadas como intencionalmente dirigidas a 

obstaculizar la celeridad del proceso, se encuentran la interposición de recursos que, desde 

su origen y de manera manifiesta, están condenados a la desestimación, o las constantes 

y premeditadas faltas a la verdad que desvíen el adecuado curso de las investigaciones. 

Es pertinente tener presente que "si bien todo procesado goza del derecho fundamental a 

la no autoincriminación, una de cuyas manifestaciones incluso autoriza al inculpado a 

guardar un absoluto silencio y la más imperturbable pasividad durante el proceso, en el 

correcto supuesto de que debe ser la parte acusatoria la encargada de desvanecer la 

inocencia presunta, ello no le autoriza para que mediante actos positivos se desvíe el 

camino del aparato estatal en la búsqueda de la verdad dentro del proceso"33. 

  

                                                 
32 STC Exp. N° 02915-2004-HC/TC, 25/11/2005, f. j. 25 
33 STC Exp. N° 07624-2005-PHC/TC, 0408/2006, ff. jj. 16 al 18. 
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A efectos de determinar la razonabilidad del plazo, es preciso distinguir el uso regular de 

los medios procesales que la ley prevé y la falta de cooperación mediante la pasividad 

absoluta del imputado (muestras ambas del ejercicio legítimo de los derechos que el Estado 

Constitucional permite), de la denominada "defensa obstruccionista" (signo inequívoco de 

la mala fe del procesado y, consecuentemente, recurso repudiado por el orden 

constitucional). En consecuencia, "(...) la demora solo puede ser imputable al acusado si 

este ha abusado de su derecho a utilizar los resortes procesales disponibles, con la 

intención de atrasar el procedimiento" 34. 

 

Podría merituarse como defensa obstruccionista todas aquellas conductas 

intencionalmente dirigidas a obstaculizar la celeridad del proceso, sea la interposición de 

recursos que, desde su origen y de manera manifiesta, se encontraban condenados a la 

desestimación, sea las constantes y premeditadas faltas a la verdad que desvíen el 

adecuado curso de las investigaciones, entre otros. En todo caso, corresponde al juez penal 

demostrar la conducta obstruccionista del procesado35. 

 

Medidas restitutorias ante la vulneración del derecho a ser juzgado en un plazo 

razonable. 

 

La doctrina y jurisprudencia internacional nos muestran que la temática relacionada con las 

medidas restitutorias ante la vulneración del derecho al plazo razonable del proceso no ha 

sido nada pacífica, habiéndose argumentado diversas posturas, las mismas que aquí 

resumimos: a) Las compensatorias, que a su vez pueden ser internacionales, civiles o 

penales; b) Las sancionatorias, las que pueden ser de orden administrativo-disciplinaria y 

penales orientándose a reprimir la conducta dilatoria de las autoridades judiciales; y, c) Las 

procesales, que son tanto la nulidad como el sobreseimiento36.  

Lesión del derecho a ser juzgado en un plazo razonable no puede restituirse con una 

compensación económica. 

 

En cuanto a las medidas de tipo compensatorio, estas importan la materialización de un 

conjunto de mecanismos tendientes a resarcir al imputado por el "daño" causado como 

                                                 
34 STC Exp. N° 3509- 2009-PHC/TC, 25/11/2009, f. j. 22 
35 STC Exp. M 3509-2009-PHC/TC, 25/11/2009, f. j. 24 
36 STC Exp. N° 3509-2009-PHC/TC, 25/11/2009, f. j. 34 
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consecuencia de una demora excesiva en el juzgamiento, las que pueden traducirse en el 

pago de una suma dineraria (civil) o en algún tipo de indulto o perdón (penal). Dichas 

medidas (...) no se condicen con el carácter restitutorio de los procesos constitucionales de 

la libertad. Asimismo, una protección que solo implique medidas de esta naturaleza podría 

significar la vigencia de actos emitidos en violación de derechos fundamentales, lo que no 

se condice con el deber estatal de protección de derechos fundamentales derivado del 

artículo 44 de la Constitución Política del Perú.37  

 

El estado pierde legitimidad punitiva cuando vulnera el derecho a ser juzgado en un 

plazo razonable. 

 

La violación del derecho al plazo razonable, que como ya se ha dejado dicho es un derecho 

público subjetivo de los ciudadanos, limitador del poder penal estatal, provoca el nacimiento 

de una prohibición para el Estado de continuar con la persecución penal fundada en la 

pérdida de la legitimidad punitiva derivada del quebrantamiento de un derecho individual de 

naturaleza fundamental. Sostener lo contrario supondría, además, la violación del principio 

del Estado Constitucional de Derecho, en virtud del cual los órganos del Estado solo pueden 

actuar en la consecución de sus fines dentro de los límites y autorizaciones legales y con 

el respeto absoluto de los derechos básicos de la persona. Cuando estos límites son 

superados en un caso concreto, queda revocada la autorización con que cuenta el Estado 

para perseguir penalmente.38 

 

La afectación at derecho a ser juzgado en un plazo razonable no supone la nulidad 

de la sentencia. 

La ley exige para todos los casos de decisiones sustanciales que el juzgador cumpla con 

los plazos que ella señala. Así, para la calificación de una demanda como para la expedición 

de la sentencia en la que concluye el proceso, es indudable que el juzgador debiera cumplir 

los plazos contemplados en la ley; pero, por diversas razones, especialmente la enorme 

carga procesal, no le resulta al juez posible humanamente el cumplimiento riguroso del 

mandato legal. Nos preguntamos entonces ¿será procedente sancionar con la nulidad la 

decisión jurisdiccional tardía con el único sustento de su tardanza? Evidentemente no cabe 

                                                 
37 STC Exp. N° 3509-2009-PHCITC, 25n1/2009, f. j 35 

 
38 STC Exp. N° 3509-2009-PHC/TC, 25/11/2009, f. j. 22) 
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esta invalidación porque, como ya se ha dicho, esa decisión ha cumplido su finalidad 

aunque con tardanza en su emisión y, por lo tanto, ha generado efectos jurídicos de diverso 

orden, tales como el propio cuestionamiento materia de autos y que resulta infundado. La 

jurisprudencia y la doctrina vienen señalando que, en todo caso, de ser cierta la afirmación, 

podría pedirse no la nulidad de la resolución por su demora sino la sanción disciplinaria al 

juez por el tardío cumplimiento de su deber.39 

 

Lesiona el derecho a ser juzgado en un plazo razonable mantener vigente la acción 

penal ad infinitud. 

 

El artículo 1 de la Ley N° 26641 dispone la suspensión de los plazos de prescripción de la 

acción penal para los reos contumaces. No obstante ello, (...) la suspensión de los plazos 

de prescripción, en aplicación de la referida Ley N° 26641, en caso de mantener vigente la 

acción penal ad infinitud, resulta vulneratoria del derecho al plazo razonable del proceso y, 

en tal sentido, inconstitucional su aplicación. Y es que la prosecución de un proceso penal, 

sin ningún límite temporal, resultaría, a todas luces, inconstitucional. El poder punitivo del 

Estado no puede ser ilimitado ni infinito.40 

 

Procesos excesivamente cortos afectan el derecho al plazo razonable del proceso. 

El derecho al plazo razonable del proceso es un elemento que se infiere de los derechos al 

debido proceso y a la tutela judicial efectiva, reconocidos en el artículo 139, 3 de la 

Constitución, implicando no solo la protección contra dilaciones indebidas sino también 

garantizando al justiciable frente a procesos excesivamente breves cuya configuración esté 

prevista con la finalidad de impedir una adecuada composición de la litis o de la acusación 

penal.41  

 

No toda dilación indebida afecta el derecho a ser juzgado en un plazo razonable. 

 

No toda dilación indebida en su acepción procesal, toda pereza en adoptar una resolución 

judicial, toda infracción de los plazos procesales, es capaz de convertirse en la noción de 

                                                 
39 STC Exp. N° 01680-2009-PHCITC, 30/07/2009, f. j. 14 
 

40 STC Exp. N° 04352-2009-PHC/TC, 26/0s/2010, f. j. 5). 
41 RAC Exp. N° 01880-2008-PHC/TC, 05/08/2008, f. j. 3. 
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dilación indebida que integra el contenido [del derecho a un plazo razonable de duración de 

un proceso.42  

 

Proceso penal que dure más de cincuenta meses lesiona el derecho al plazo 

razonable. 

El Colegiado (...) ha puesto también de manifiesto (. . .) siguiendo la jurisprudencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos que (...) un proceso penal que dure más de 

50 meses sin llegar a su conclusión configura una vulneración evidente del derecho al plazo 

razonable del proceso reconocido por la Convención".43 

 

 

2.2.6.2.-EL PLAZO RAZONABLE  EN EL DERECHO CONSTITUCIONAL, EN EL 

DERECHO INTERNACIONAL Y EN EL CODIGO PROCESAL PENAL. 

 

a) En el Derecho Constitucional 

La  Constitución peruana no regula expresamente el derecho que tienen todas las 

personas  a que se determine su situación jurídica dentro de un plazo razonable. 

Sin embargo si advertimos, interpretando sistemáticamente, que el plazo razonable 

está vinculado a los derechos del debido proceso y tutela jurisdiccional efectiva 

(inciso 3 del artículo 139 de la Constitución). 

 

El no estar expresamente regulado en la Constitución no significa que el derecho a 

un plazo razonable no exista en la normativa interna. La normativa interna también 

es parte del ordenamiento jurídico nacional. 

b) En el Derecho Internacional 

 La Convención Americana sobre Derechos Humanos,  en su artículo 7.5 

señala que “toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, 

ante un juez u otro funcionario autorizado por ley para ejercer funciones 

judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a 

ser puesta en libertad, sin perjuicio de que se continúe con el proceso. Su 

libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 

comparecencia en juicio”, igualmente, en su artículo 8.1 refiere que toda 

                                                 
42 STC Exp. N° 03778-2004-ANTC, 17/11/2005, f. j 21 
 

43 RTC Exp. N° 03709-2009-PNTC, 23/04/2010, f. j. 5 
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persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías “dentro de un 

plazo razonable”, derecho exigible en todo tipo de proceso. 

 

  El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 9.3 

señala que “toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal 

sepa llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por Ley 

para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro en 

un plazo razonable o a ser puesta en libertad”. Igualmente el artículo 14.3.a 

del mismo pacto señala: “Durante el proceso, toda persona acusada de un 

delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma 

detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella”. 

 

  Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de 

las Libertades Fundamentales.  La propia Corte Interamericana ha 

señalado que el artículo 8.1 de la Convención Americana “es equivalente en 

lo esencial al “[artículo] 6 del Convenio Europeo para la Protección de 

Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales” (Sentencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos del 29 de enero de 1997, caso 

Genie Lacayo vs Nicaragua, fundamento 77). En este sentido, el artículo 6.1 

del Convenio Europeo garantiza que toda persona tiene derecho a que su 

causa sea oída ”públicamente y dentro de un plazo razonable, por un tribunal 

independiente e imparcial” sobre el fundamento de cualquier acusación en 

materia penal. 

 

c) El Plazo Razonable en el Código Procesal Penal 

En el Código Procesal Penal existen dos artículos en los que se hace expresamente 

referencia al plazo razonable. Hasta ahora esta institución solo era contenida en los 

tratados internacionales que el Perú ha suscrito. 

En el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Penal se señala: 

 

“1. La justicia penal (...) se imparte con imparcialidad por los órganos jurisdiccionales 

competentes y en un plazo razonable". 
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El inciso 5 de la Primera Disposición Complementaria y Final del Código Procesal 

Penal señala también que: 

 

"5. Las normas que establecen plazos para las medidas de prisión preventiva y 

detención domiciliaria entrarán en vigencia en todo el país el día 1 de febrero de 2006. 

Para estos efectos, y a fin de definir en concreto el plazo razonable de duración de 

las indicadas medidas coercitivas, el órgano jurisdiccional, sin perjuicio de los 

plazos máximos fijados en este Código, deberá tomar en consideración, 

proporcionalmente: a) la subsistencia de los presupuestos materiales de la medida; 

b) la complejidad e implicancias del proceso en orden al esclarecimiento de los 

hechos investigados; c) la naturaleza y gravedad del delito imputado; d) la actividad 

desarrollada por el órgano jurisdiccional; y, e) la conducta procesal del imputado y el 

tiempo efectivo de privación de libertad".. 

 

Como se aprecia, el Código Procesal Penal advierte al juez penal que no debe agotar 

necesariamente los plazos legales establecidos, ya que lo óptimo y prudente será que la 

causa penal sea resuelta en un tiempo menor al establecido en la ley. 

 

 

2.2.6.3.- UNA APROXIMACIÓN DEL DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO 

RAZONABLE EN LA JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES 

INTERNACIONALES DE DERECHOS HUMANOS. 

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante: Corte 

IDH) y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante: TEDH)44, es amplia y 

profusa en cuanto al derecho en comento, a continuación destacaremos algunos casos. 

 

                                                 
44 Para el presente tema, puede consultarse además: PEDRAZ PENALVA, Ernesto. "El derecho a un proceso 

sin dilaciones indebidas". En Revista del Poder Judicial. N° 43-M, Consejo General del Poder Judicial del 

Reino de España, Madrid, 1996, pp.225-250; GIMENO SENDRA, Vicente. "El derecho a un proceso sin 

dilaciones indebidas". El: Revista del Poder Judicial. N' 5, Consejo General del Poder Judicial del Reino de 

España, Madrid, 1987, pp.47-54; ESPARZA LEIBAR, Iñaki. El principio del proceso debido. Bosch, 

Barcelona, 1995, pp. 161 y ss.; PICÓ I JUNOY, Joan. Ob. cit., pp. 118 y ss. BASILE, Luciana Glenda y DIEZ 

AZCONEGUI, María Belén. "La garantía del plazo razonable en la duración de los procesos, a la luz de la 

jurisprudencia de los organismos supranacionales de derechos humanos y de las Cortes Supremas de los 

Estados Unidos de América y Nacional". Disponible en: <http:/iwww.pensamientopenal.com.ar>. 
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- Caso Genie Lacayo (1997). 

 

En este caso la Corte IDH analiza por primera vez el desarrollo del plazo razonable. Hace 

referencia al excesivo plazo en la investigación del asesinato del joven Genie Lacayo, quien 

fue asesinado por miembros del Ejército de Guatemala; no obstante esto el Poder Judicial 

en dos instancias se declaró incompetente para conocer el delito, ya que consideraban que 

era competencia de la jurisdicción militar. Ante ello, el padre de la víctima interpuso un 

recurso ante el tribunal de casación, trascurriendo más de dos años sin ser resuelto. Desde 

la fecha de la interposición del primer recurso ante el Poder Judicial hasta la fecha de 

análisis de la Corte IDH habían transcurrido 5 años. 

 

La Corte IDH, siguiendo la jurisprudencia del TEDH, señaló que la determinación de la 

vulneración del plazo razonable de un proceso se tenía que determinar caso por caso, y 

siguiendo el análisis de la complejidad del caso, la actividad de las autoridades judiciales y 

la conducta procesal del procesado (párr. 78 y 79)45. 

- Caso Suárez Rosero (1997). 

 

La Corte consideró que, el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme en 

el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción y que, particularmente en materia penal, dicho 

plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que 

pudieran presentarse. Al realizar un estudio del procedimiento en la jurisdicción interna 

contra el señor Suárez Rosero, se advierte que dicho procedimiento duró más de 50 meses. 

Este período excede en mucho el principio de plazo razonable consagrado en la 

Convención. 

 

                                                 
45 Corte IDH. Caso Genie Lacayo. Párr. N'81. La Corte al realizar el análisis de estos tres elementos, considera 

que el caso ha sido complejo, que la actividad del recurrente ha sido conforme con los fines del proceso. Sin 

embargo, en cuanto a la actividad judicial, la Corte si bien considera conforme parte del desarrollo del proceso, 

la demora de dos años sin ser resuelto el recurso de casación, es considerado como vulneratorio del plazo 

razonable (Párr. N° 80). Adoptando, el análisis global del proceso, tal como fue establecida en la 

jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Corte considera que: "[aun cuando se excluyan 

la investigación policial y el plazo que empleó la Procuraduría General de la República de Nicaragua para 

formular acusación ante el juez de primera instancia, es decir, realizando el cómputo a partir del 23 de julio 

de 1991, fecha en que ese juez dictó el auto de apertura del proceso, hasta la actualidad en que todavía no se 

ha pronunciado sentencia firme, han transcurrido más de cinco años en este proceso, lapso que esta Corte 

considera que rebasa los límites de la razonabilidad prevista por el artículo 8.1 de la Convención". 
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Asimismo, la Corte estima que el hecho de que un tribunal ecuatoriano haya declarado 

culpable al señor Suárez Rosero del delito de encubrimiento, no justifica que hubiese sido 

privado de libertad por más de tres años y diez meses, cuando la ley ecuatoriana establecía 

un máximo de dos años como pena para ese delito. Por lo anterior, la Corte declara que el 

Estado del Ecuador violó en perjuicio del señor Rafael Iván Suárez Rosero el derecho 

establecido en los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención a ser juzgado dentro de un plazo 

razonable o ser puesto en libertad. 

 

En relación con el proceso judicial interno y su duración, la Corte reitera su jurisprudencia 

sobre la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso. Indica que corresponde 

al Estado exponer y probar la razón por lo que se ha requerido más tiempo que el que sería 

razonable en principio para dictar sentencia definitiva en un caso particular, de conformidad 

con los criterios indicados. Además, expresa que, tomando en cuenta la naturaleza 

excepcionalmente grave e irreparable de la pena de muerte, la observancia del debido 

proceso legal, con su conjunto de derechos y garantías, es aún más importante cuando se 

halle en juego la vida humana.46 

- Caso Tibi (2004). 

 

Para examinar la razonabilidad de este proceso según los términos del artículo 8.1 de la 

Convención, la Corte toma en cuenta tres elementos: a) complejidad del asunto, b) actividad 

procesal del interesado y c) conducta de las autoridades judiciales. 

 

                                                 
46 corte IDH, caso Suárez Rosero. párr. N" 70,74 y 75. La corte considera que: el principio de ‘plazo razonable’ 

al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la convención Americana tiene como finalidad impedir que 

los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que esta se decida prontamente. En el 

presente caso, el primer acto del procedimiento lo constituye a la prohibición del señor Suarez Rosero el 23 

de junio de 1992 y, por lo tanto, a partir de ese momento debe comienza a apreciarse el plazo. Al realizar un 

estudio global del procedimiento en la jurisdicción interna contra el señor Suárez Rosero, la corte advierte 

que dicho procedimiento duró más de 50 meses. En opinión de la corte, este período excede en mucho el 

principio de plazo razonable consagrado en la convención Americana. Así mismo, la Corte considera que el 

hecho de que en un tribunal ecuatoriano haya declarado culpable al señor Suárez Rosero del delito 

encubrimiento no justifica que hubiese sido privado de la libertad por más de tres años y diez meses, cuando 

la ley ecuatoriana establece un máximo de dos años como pena para ese delito. Por lo anteriormente 

expresado, la Corte declara que el Estado del Ecuador violó en perjuicio del señor Rafael Iván Suárez Rosero 

el derecho establecido en los artículos 7.5 y g.1 de la convención Americana a ser juzgado dentro de un plazo 

razonable o ser puesto en libertad. 
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Al respecto, la Corte considera que el alegato del Estado en el sentido de que las 

autoridades judiciales habían "actuado ágilmente aún a despecho de la complejidad y las 

características del asunto materia de la investigación y las posibilidades propias del 

Estado", no es suficiente para justificar el retardo en el proceso al cual estaba sometido el 

señor Daniel Tibi. Los casi nueve años transcurridos desde la aprehensión del señor Daniel 

Tibi pugnan con el principio de razonabilidad del plazo para resolver un proceso, sobre todo 

teniendo en cuenta que, según la ley ecuatoriana aun cuando se dicte un sobreseimiento 

provisional, la causa permanece abierta por cinco años, periodo durante el cual puede 

reabrirse la investigación si se aportan nuevas pruebas. Asimismo, no consta en autos que 

el señor Tibi haya mantenido una conducta incompatible con su carácter de sindicado ni 

entorpecido la tramitación del proceso. 

 

Por lo tanto, la Corte concluye que el Estado ha violado, en perjuicio del señor Daniel Tibi, 

el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, que establece el artículo 8.1 de la 

Convención Americana. 47 

 

- Caso 19 comerciantes (2004). 

 

Para la época comprendida entre 1980 hasta 1991, El Salvador se vio sumido en un 

conflicto armado interno durante el cual se configuró el fenómeno de desapariciones 

forzadas de personas. El caso de las Hermanas Serrano Cruz versa sobre la desaparición 

de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz, supuestamente ocurrida en junio de 1982 en 

Chalatenango. Su madre, María Victoria 

 

Cruz Franco, emprendió la búsqueda de sus hijas desaparecidas. Para tal efecto, interpuso 

una denuncia el 30 de abril de 1993, que fue tramitada en el Juzgado de Primera Instancia 

de Chalatenango contra los miembros del Batallón Atlacatl. Adicionalmente, el 13 de 

noviembre de 1995, la misma denunciante solicitó a la Sala de lo Constitucional de la Corte 

Suprema de Justicia que decretara un auto de exhibición personal a favor de sus hijas por 

el supuesto secuestro de las mismas. 

 

                                                 
47 Corte IDH. Caso Tibi. Párrs. N° 175,176 y 177. 
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El 14 de marzo de 1996, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 

resolvió terminar el proceso de exhibición personal porque el hábeas corpus no era un 

medio idóneo para investigar el paradero de una persona detenida ilegalmente trece años 

atrás. Además los jefes militares del Batallón Atlacatl no podían requerirse porque dicho 

Batallón ya no existía. La mencionada Sala de lo Constitucional remitió al Juez de Primera 

Instancia de Chalatenango la resolución para que siguiera la investigación de los hechos 

denunciados. 

 

Después de estar archivada la investigación en el Juzgado de Chalatenango, desde el 22 

de septiembre de 1993, el Juzgado de Primera Instancia de Chalatenango emitió un auto, 

calendado 19 de abril de 1996, en el cual resolvió dar cumplimiento a lo ordenado por la 

Sala de 1o Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Aproximadamente dos años y 

un mes después de la reapertura del proceso este fue archivado mediante resolución de 27 

de mayo de 1998, por no haberse podido establecer quién o quienes secuestraron a las 

menores. 

 

En el presente caso, la Corte IDH estableció que desde la primera reapertura del proceso 

penal en abril de 1996 (hasta la fecha de emisión de la sentencia de dicha Corte) el proceso 

había permanecido siempre en la fase de instrucción, durante aproximadamente 7 años y 

10 meses, sin que se hubiera proferido acusación alguna. La Corte consideró que si bien el 

asunto que se investigaba por los tribunales nacionales era complejo y que esto debía 

tenerse en consideración para apreciar la razonabilidad del plazo, las demoras en el 

proceso penal no se habían producido por tal hecho, sino por una inacción del órgano 

judicial que, a juicio de la Corte, no tenía explicación. Por ello, la Corte consideró que en el 

proceso penal seguido ante el Juzgado de Primera Instancia de Chalatenango se había 

desconocido el principio del plazo razonable consagrado en la Convención Americana. 

 

En consecuencia, declaró que el Estado violó, en perjuicio de Ernestina y Erlinda Serrano 

Cruz y de sus familiares, el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el 

artículo 1.1 de la misma. Al analizar los  criterios que se deben tomar en cuenta para 

determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso, la Corte constató 

que, a pesar de que se trataba de un caso complejo, desde el inicio de la investigación 

fueron allegados al proceso importantes elementos probatorios que habrían permitido una 

actuación más diligente y rápida de las autoridades judiciales en cuanto a la apertura de la 
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investigación, determinación del paradero de los restos de los 19 comerciantes y sanción 

de los responsables, por lo que se violó el principio de plazo razonable consagrado en el 

artículo 8 de la Convención. 

 

- Caso García Asto y Ramírez Rojas (2005). 

 

El señor Urcesino Ramírez Rojas fue detenido ilegalmente y por la mera sospecha el 27 de 

julio de 1991 por personal de la Dincote, cuando se encontraba enfermo y sin que se 

configurara flagrante delito. El señor 

 

Urcesino Ramírez Rojas fue condenado el 30 de setiembre de 1994 por la Sala penal 

Especializada de Terrorismo de la Corte Superior de Justicia de Lima conformada por 

jueces "sin rostro". Dicha sentencia desestimó los argumentos y las pruebas presentadas 

por Ramírez Rojas, al señalar no se habían aparejado ninguna otra prueba que demostrara 

su inculpabilidad. 

 

La Corte Suprema de Justicia del Perú, conformada también por jueces “sin rostro”, el 8 de 

agosto de 1995, confirmó la sentencia. Las audiencias llevadas a cabo en dicho proceso no 

eran abiertas al público. El artículo: 

13. c del Decreto Ley N° 25475 establecía que no se podrá ofrecer como testigos a 

quienes intervinieron por razones de sus funciones en la elaboración del atestado 

policial. Por lo anterior, el señor Wilson García Asto no pudo interrogar a los policías 

que intervinieron en la elaboración de los atestados policiales que sirvieron de base 

para fundamentar los cargos en su contra. El 13 de mayo de 2003 la Sala Nacional 

de Terrorismo declaró la nulidad del proceso seguido contra el señor Urcesino 

Ramírez Rojas. 

 

Tomando en cuenta el reconocimiento parcial sobre hechos realizado por el Estado, la 

Corte consideró que durante el primer proceso penal seguido contra el señor Urcesino 

Ramírez Rojas, el Estado violó el derecho a un debido proceso, la presunción de inocencia, 

a ser juzgado por un juez competente, independiente e imparcial, a ejercer el derecho a 

interrogar a los testigos en cuyas declaraciones se sustenta la acusación contra la presunta 

víctima, así como el derecho a la publicidad del proceso penal, según lo establecido en los 

artículos 8.1, g.2 v g.5 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 
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En cuanto al análisis del plazo razonable, en el primer proceso seguido en contra del señor 

Urcesino Ramírez Rojas, la Corte observó que transcurrieron más de 38 meses desde que 

la presunta víctima fuera detenida hasta condenada en primera instancia, más de 48 meses 

desde la detención hasta la confirmación de la sentencia en segunda instancia y más de 8 

años en total desde la detención hasta la desestimación del recurso de revisión interpuesto 

ante la Corte Suprema de Justicia. 

 

A raíz del reconocimiento de estos hechos realizado por el Estado, el Tribunal consideró 

que dicha demora constituyó per se una violación del derecho del señor Urcesino Ramírez 

Rojas a ser oída dentro un plazo razonable consagrado en el artículo 8.1 de la Convención. 

Igualmente, se presentaron demoras en el nuevo proceso penal seguido contra el señor 

Urcesino Ramírez Rojas, las cuales no se produjeron por la complejidad del caso, sino por 

las actuaciones sistemáticamente demoradas de las autoridades estatales. Así, por 

ejemplo, a pesar de haber sido reiniciado su proceso penal el 13 de mayo de 2003, 27 

meses después continuaba en la etapa de instrucción. 

 

Por lo anterior, la Corte concluyó que el Estado ha violado, en perjuicio del señor Urcesino 

Ramírez Rojas, el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, que establece el 

artículo 8.1 de la Convención Americana. 

 

- Caso Comunidad Indígena Yakye Axa (2005). 

 

La mencionada Comunidad paraguaya inició en 1993 los procedimientos administrativos 

ante el Instituto de Bienestar Rural (IBR, actualmente Instituto Nacional de Desarrollo Rural 

y de la Tierra, Indert) para obtener la reivindicación y titulación de un mínimo de l5 000 

hectáreas correspondientes a sus tierras tradicionales, ubicadas en la actual Estancia Loma 

Verde, Maroma y Ledesma, propiedad de empresas particulares. Desde el año 1996, la 

comunidad abandona las tierras de la Iglesia anglicana en la estancia El Estribo y regresa 

paulatinamente a sus territorios, donde se niega la entrada a sus miembros. 

 

Durante la tramitación del proceso administrativo de reivindicación, los miembros de la 

comunidad fueron denunciados penalmente en 1999 por parte del representante legal de la 

firma Livestock Capital Group INC, compañía que figura como una de las propietarias del 
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predio, por supuesta comisión del delito de invasión de inmueble ajeno, coacción grave y 

hurto. Además, las condiciones de vida de esta comunidad, fueron degradándose por la 

falta de atención médica, adecuada alimentación y acceso al agua potable e incluso por las 

agresiones que han sufrido por parte de vecinos, situación que condujo a la declaratoria de 

un estado de emergencia por parte de la Presidencia del Gobierno mediante Decreto N° 

3789, de 26 de junio de 1999. 

 

Transcurridos 11 años, 8 meses y 12 días (hasta la fecha de emisión de la sentencia) aún 

no se daba una solución definitiva al reclamo. El expediente administrativo pasó de las 

manos del IBR al INDI y viceversa en múltiples ocasiones. Así, por ejemplo, en diversas 

oportunidades, el IBR requirió al INDI la presentación de cualquier dato respecto a la 

Comunidad Yakye Axa, sin que esta institución dé cumplimiento a lo requerido. 

 

El INDI esperó hasta el28 de mayo de 1997 para solicitar la ubicación de la fracción 

reivindicada y su relación con las fincas afectadas, y el informe técnico-antropológico de la 

Comunidad Yakye Axa. En diversas ocasiones los abogados de la Comunidad solicitaron 

al IBR la realización de una inspección ocular en las tierras reivindicadas, la que no fue 

ordenada sino hasta el 25 de julio de 1996.El IBR demoró hasta el 8 de setiembre de 1998 

para emitir la resolución N° 755, mediante la cual resolvió decretar racionalmente 

explotadas las tierras reivindicadas. Hasta el 2 de noviembre de 2001 el INDI decidió 

solicitar al Parlamento Nacional, por vía del Poder Ejecutivo, la expropiación de parte de las 

fincas reivindicadas, a través de anteproyectos normativos rechazados en las Cámaras 

Legislativas. 

 

Con fundamento en lo anterior, la Corte consideró la demora prolongada, constituye en 

principio, por sí misma una violación de las garantías judiciales. Además, advirtió que las 

demoras en el proceso administrativo no se han producido por la complejidad del caso, sino 

por las actuaciones sistemáticamente demoradas de las autoridades estatales, por lo cual 

concluyó que el procedimiento legal de reivindicación de tierras instaurado por los miembros 

de la Comunidad Yakye Axa desconoció el principio del plazo razonables.48 

 

- Caso López Álvarez (2006). 

                                                 
48 De un sentido similar: caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa. 
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El 27 de abril de 1997, Alfredo López Álvarez fue privado de su libertad personal por 

posesión y tráfico ilícito de estupefacientes. El29 de abril de 1997 .rindió su declaración 

indagatoria, sin contar con la asistencia de un abogado defensor, el cual solamente recibió 

acreditación ante el juez el 2 de mayo de 1997. En la indagatoria ante los agentes estatales 

de la Dirección de Investigación Criminal de Honduras, la víctima fue objeto de maltrato 

físico y psicológico con el objetivo de incriminarlo con las interrogantes que le hacían, pese 

a lo cual la presunta víctima no aceptó los cargos. El juzgado del conocimiento dictó auto 

de prisión preventiva, el 2 de mayo de 1997. 

 

Dentro del proceso, la sustancia decomisada fue objeto de dos análisis, uno el 14 de mayo 

de 1997 y otro el 4 de mayo de 1998, respectivamente, cuyos resultados fueron 

contradictorios. El 29 de mayo de 2003, la Corte de Apelaciones de la Ceiba confirmó el 

fallo que absolvió al señor López Álvarez; sin embargo, este permaneció detenido hasta 

el26 de agosto de 2003. 

 

En el presente caso, la Corte expresó que, del estudio global del proceso penal seguido al 

señor Alfredo López Álvarez, se advierte que este se extendió por más de seis años, tiempo 

durante el cual no se vislumbra que realizara diligencias que retrasaran o entorpecieran la 

tramitación de la causa. Además, el caso no revestía complejidad especial, y se disponía 

de la sustancia cuya identificación determinaría la pertinencia del enjuiciamiento. 

 

Por tanto, la Corte estimó que el Estado hondureño no observó el principio del plazo 

razonable consagrado en la Convención Americana, por responsabilidad exclusiva de las 

autoridades judiciales a quienes competía haber administrado justicia. Además, la víctima 

interpuso diversos recursos con el objeto de que se revocara la prisión preventiva y se le 

otorgara la libertad, incluido el de exhibición personal, los cuales resultaron no ser recursos 

efectivos. 

 

En consecuencia, la Corte consideró que el Estado violó el artículo 25 dela Convención 

Americana, en perjuicio del señor Alfredo López Álvarez, dado que no le garantizó el acceso 

a recursos judiciales efectivos que lo ampararan contra las violaciones a sus derechos. La 

Corte estimó que dado que el señor Alfredo López Álvarez sufrió prisión preventiva en forma 

ilegal y arbitraria por más de 6 años, sin que existieran razones que la justificaran, dicha 
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situación violó su derecho a que se le presumiera su inocencia del delito que le había sido 

imputado. 

 

La Corte advierte que el señor López Álvarez no tuvo oportunidad de rendir declaración 

indagatoria en la presencia de su abogado, con quien tuvo comunicaciones algunos días 

después de su detención. En consecuencia, no se le garantizó el derecho de contar con 

abogado defensor conforme al artículo 8.2.d de la Convención. La Corte estimó que la 

presunta víctima fue sometida a tales actos con el propósito de debilitar su resistencia 

psíquica y obligarle a autoinculparse por el hecho que se le imputaba, en contravención de 

1o previsto en el artículo 8.2.g de la Convención. 

 

Las anteriores consideraciones llevaron a la Corte a concluir que el Estado tiene 

responsabilidad por la violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1, 

8.2,8.2.b,8.2.d y 8.2.9,y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 

de la misma, en perjuicio del señor Alfredo López Álvarez. 

 

La Corte consideró que el artículo 8.1 de la Convención establece que toda persona tiene 

derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez 

o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la sustanciación 

de cualquier acusación penal, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de 

orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

 

El principio de "plazo razonable" dentro de aquellas garantías que se deben seguir en un 

debido proceso legal, al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención tiene 

como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y 

asegurar que esta se decida prontamente. Para la Corte el término debe empezar a 

contarse con la primera actuación, que en un proceso penal sería la vinculación al proceso 

del inculpado por su aprehensión o su indagatoria si no se le ha declarado la detención 

preventiva. La Corte, al igual que en la primera subregla de este documento, señaló que se 

deben tener en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual 

se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado 

y c) la conducta de las autoridades judiciales. 

 

- Caso Valle Jaramillo (2008). 
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Este caso es de relevancia ya que la Corte adiciona un elemento más de análisis: "La 

afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso"49.Así, 

la Corte señalo que: "El Tribunal considera pertinente precisar, además, que en dicho 

análisis de razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración 

del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, 

considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Si el paso del 

tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario 

que el procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo 

breve". 50 

 

Si bien en el presente caso el proceso de naturaleza penal a nivel interno comprende a tres 

presuntas víctimas, una de homicidio agravado y dos de secuestro simple, la Corte observa 

que la investigación ha resultado compleja en lo que concierne a la detención de los 

inculpados, quienes incluso fueron juzgados en ausencia en raz6n de la clandestinidad en 

la que se mantienen los grupos paramilitares, así como en razón de la identificación de 

todos los autores. 

 

En jurisprudencia previa, este Tribunal se ha referido a las dificultades para dar respuesta 

adecuada y fiel a los compromisos internacionales del Estado cuando este se encuentra 

frente al juzgamiento de actuaciones ilegales de miembros de grupos alzados en armas. 

Sin embargo, la Corte reitera que las condiciones del país no liberan a un Estado Parte en 

la Convención Americana de sus obligaciones establecidas en ese tratado. En esa medida, 

y pese a que se ha sancionado a dos responsables en el caso pertenecientes a grupos 

paramilitares, la Corte considera que la dificultad del asunto que se investiga en la 

jurisdicción interna no justifica, por sí misma, que el proceso penal continúe abierto luego 

de 10 años de los hechos. 

 

- Caso Garibaldi vs. Brasil (2009). 

 

En este caso se alegaba la responsabilidad de la República Federativa de Brasil por la falta 

de investigación y sanción a los responsables de la muerte del señor Sétimo Garibaldi, 

                                                 
49 Corte IDH. Caso Valle Jaramillo. Párrs. N° 175, 176 y 177. Párr. 155 y 156. 
50 Idem. 
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producida en el marco de una operación de desalojo de las familias de los trabajadores sin 

tierra que ocupaban una hacienda. La Corte considera que no es necesario realizar el 

análisis de este elemento [cuarto criterio] para determinar la razonabilidad del plazo de la 

investigación iniciada a raíz de la muerte del señor Garibaldi. En este caso, se concluyó en 

la violación del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable por la demora de 5 

años en la investigación Penal. 

 

- Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay (2010). 

 

En este caso se cuestionó la responsabilidad del Paraguay por afectaciones a la propiedad 

comunal de la comunidad indígena mencionada derivadas de la falta de resolución por más 

de diecisiete años de una solicitud de reivindicación de propiedad. Al respecto, la Corte IDH 

consideró que la duración del procedimiento de reivindicación de tierras que transcurrió en 

más de 17 años violó el principio del plazo razonable. 

 

En ese sentido, la Corte IDH determinó que "la demora en la obtención de una solución 

definitiva al problema de la tierra de los miembros de la Comunidad ha incidido directamente 

en su estado de vida”51 y llegó a esta conclusión utilizando por primera vez el cuarto criterio 

de análisis del paso del tiempo en la situación jurídica de los procesados. 

 

En general puede señalarse que en la mayoría de casos de la Corte IDH no pesa sobre los 

demandantes la pérdida de su derecho a  la libertad, sino que reclaman la investigación y 

sanción del delito. En estos casos, la Corte adiciona un concepto de anális is: “La afectación 

generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso” “socava el Estado 

de Derecho, se entroniza la impunidad y se lesionan los principios que dan sustento a los 

derechos humanos, como la justicia y la igualdad". 

 

Por otra parte, el Tribunal Europeo ha tenido un abundante desarrollo en torno al plazo 

razonable. Su jurisprudencia no solo se ha ocupado de la materia penal, sino también de 

                                                 
51 ESPINOZA RAMOS, Benji. "'La afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica 

del procesado” como cuarto criterio de análisis en la violación del derecho a ser juzgado dentro de un plazo 

razonable: una mirada desde la jurisprudencia de 1a Corte Interamericana de Derechos Humanos". 

Disponible en: 

<http://alvarezyralaabogados.com/abogados/docs/articulos/bespinozarlPlazo%o20razonable.pdf). 
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materia civil, administrativa, laboral52 y constitucional. Asimismo, en opinión de Eloy 

Velasco53, en sus inicios, la Corte creó una jurisprudencia tendente a involucrar al Estado 

miembro a no abandonar sectores de su jurisdicción en razón a la materia, y no solo ha 

exigido continuamente que la carga de la prueba de la razonabilidad le incumbe al Estado 

si el plazo es exorbitante, incluso ha llegado a admitir la observancia de oficio del derecho, 

siempre que la calificación jurídica atribuida inicialmente por el interesado, deba ser "vista 

bajo otro ángulo', por algún órgano, como la Comisión, creado por el Convenio. 

 

En las sentencias Neumeister, Wemhoff y Ringeisen se analizan sin criterios fijos las 

circunstancias del caso y, a partir del caso Eckle, sin abandonar el juicio de 

circunstancialidad de cada caso concreto, se indican tres variables que, puestas en relación 

con las características específicas del caso, dan en su conjunto la idea de si el Estado 

vulneró o no el derecho que analizamos, a saber: las de complejidad del caso, 

comportamiento del demandante y comportamiento de las autoridades, en la que se 

extiende en el plazo extraordinario o exorbitante, e incluso llega a desglosar, en el caso 

Milasi, la variable del "contexto político y social" del país demandado54. 

 

Eloy Velasco55 afirma que, analizando caso a caso las sentencias penales en que las el 

tribunal interpreta el derecho que nos ocupa, se encuentran criterios circunstanciales de 

razonabilidad. 

 

- Caso Neumeister (1968). 

 
Al Tribunal le parece normal la extensión temporal del procedimiento cuando hubiera 

inculpados huidos al extranjero, se necesitan solicitudes de extradición, los hechos 

imputados fueran amplios y complejos (22 personas y 22 cargos penales), se tuvieran que 

reconstruir complicadas operaciones comerciales, se tuvieran que remitir comisiones 

rogatorias al extranjero para la debida asistencia judicial, el imputado se negara a declarar, 

                                                 
52 Frydlender vs. Francia (2000). 

53 VELAZCO NUÑEZ, Eloy. "Publicidad, plazo razonable y derecho de defensa". En: Cuadernos de Derecho 

Judicial. N° 11 Revista del Consejo General del Poder Judicial del Reino de España, Madrid, 1993, pp. 215-

253. 
 

54 Ídem. 

55 Ídem. 
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se diera objetiva negativa a informar sobre determinadas operaciones bancarias (alegando 

Suiza el secreto bancario y la URSS el secreto militar), y se diera tiempo a los letrados para 

preparar su defensa y a los nuevos magistrados a conocer lo investigado en la causa. 

 

Por el contrario, le parece reprochable que tras un nuevo testimonio contra un inculpado, 

no se le interrogara a este, ni se empezara el juicio hasta transcurrido un año después de 

acabada la instrucción, y que pese a lo prolongada de esta, se tuviera que practicar 

finalmente una instrucción suplementaria. 

 

- Caso Ringeisen (1971). 

 

La Corte encuentra racional la prolongación en e1 tiempo del procedimiento en atención a 

la complejidad que implicaba la investigación de los delitos económicos encartados. 

Encuentra reprobable la actitud excesivamente litigiosa del demandante que interpuso 

numerosos recursos, demandas, recusaciones de magistrados e intentos de remisión a 

otras jurisdicciones. 

 

- Caso Eckle (1982). 

 

El Tribunal reconoce la complejidad de la materia investigada relativa a delitos económicos 

y la dificultad que para la rapidez en la tramitación suponían no solo el número de imputados 

encartados y las conexiones de la causa con el extranjero, sino también que el fenómeno 

de la criminalidad económica era casi desconocido para las autoridades que conocían del 

mismo, con manifiesta falta de medios para combatirlo. 

 

No obstante, se reprocha la multitud de incidentes usados por los imputados, la no 

acumulación instructoria, el retardo en la notificación de las resoluciones, la inexistente 

sobrecarga de trabajo aludida y el excesivo tiempo transcurrido entre el escrito de 

acusación y el acto del juicio oral. 

 

- Casos Foti, Lentini, Cenerini y Guilli (1982). 

 

La Corte reconoce la importancia de que hubiera incidencias políticas en los asuntos por 

desórdenes públicos de la región de Reggio (Italia) que llevaron a temer una multiplicación 
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de los disturbios sociales si se precipitaban las condenas, sin embargo, indica que ello no 

dispensa que se tarde dos años en recibir la declaración del inculpado y de los testigos, 

que se paralice la causa sin justificación durante 22meses, que se tarde 19 meses en remitir 

la causa a otra jurisdicción alegando motivos graves de orden público, (precisamente 

porque las infracciones en esta materia exigen urgencia), ni que se tarden 15 meses en 

remitir unos autos en una apelación o 20 meses en citar a juicio. 

 

- Caso Lechner y Hess (1987). 

 

El Tribunal afirma que, aunque parezca razonable la dilación, debido a que se intentó evitar 

entremezclar procesos simultáneos, suspendiendo el civil hasta que se pronuncie la 

jurisdicción penal, reprocha hechos como que la instrucción penal no progresase tras la 

suspensión civil, o que hubiera un continuo cambio de jueces e instancias o, sobre todo, 

que los órganos jurisdiccionales no tuvieran en cuenta la irreparabilidad que se podía 

derivar de su lentitud, al conocer que la casa de autos iba a ser subastada y podría obligar 

a un lanzamiento de los moradores. 

 

De los casos más recientes cabe destacar los siguientes: 

 

- Caso Doinov vs. Bulgaria (2007). 

 

El presente caso trata sobre un ex miembro del partido Comunista de Bulgaria, el cual llegó 

a ser ministro de Estado. Sin embargo, luego del cambio hacia la democracia, el señor 

Doinov alega que empezó la persecución contra su persona. El tiempo transcurrido desde 

el inicio de la investigación preliminar hasta el momento en que la investigación fue 

concluida sumó siete años, seis meses y veinte días dentro de la competencia rationes 

temporis de la Corte Europea debido a que la investigación se inició dos meses previos a 

que Bulgaria reconociera la competencia contenciosa de la Convención. 

 

La Corte observa que el periodo que debe tenerse en cuenta no comenzará a correr el 9 de 

julio de 1992, cuando el procedimiento penal fue abierto contra el demandante, pero sí 

desde el 7 de setiembre de 1992, cuando la Convención entró en vigor respecto de Bulgaria. 

Durante este periodo de tiempo el proceso continuó en investigación preliminar. El 27 de 

marzo de 2000, el Tribunal de Apelaciones Justicia confirmó la decisión de la Oficina del 
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Fiscal de la ciudad de Sofía para poner fin al proceso penal en contra de Doinov. Conforme 

a su asentada jurisprudencia, la Corte determinó que este caso se tenía que evaluar de 

acuerdo a los criterios la complejidad del caso, y conducta de los demandantes y las de las 

autoridades competentes (párr. N° 40). 

 

La Corte falló determinando que: "Habiendo examinado toda la documentación de que 

dispone y teniendo en cuenta el fracaso del Gobierno a presentar observaciones sobre el 

fondo de la queja, el Tribunal considera que no existen hechos o argumentos capaces de 

convencer que la duración del procedimiento penal, en el presente caso, era razonable. Así, 

teniendo en cuenta su jurisprudencia sobre el tema, la Corte considera que en el presente 

caso la duración de los procedimientos fue excesiva y no cumplió el requisito de "plazo 

razonable". 

 

En particular, el procedimiento penal contra la demandante duró más de siete años y medio, 

permaneció en la etapa de la investigación preliminar toda la duración, se suspendió en tres 

ocasiones por razones no reveladas y por un periodo de más de cuatro años entre 1995 y 

1999, y se mantuvo abierta después de la sentencia Lukánov (antes citada) que determinó, 

respecto de uno de los acusados en el mismo proceso que habían sido acusados de 

acciones casi idénticas a las de la demandante, que expresó que las acciones no 

constituían un delito en virtud de la legislación penal nacional. Por otra parte, no parece que 

la ausencia del demandante del país tenía ningún efecto directo sobre su duración (párr. N° 

41). De esta manera, la Corte concluye que ha habido una violación del artículo 6.1 de la 

Convención. 

 

- Caso Chraidi vs. Germany (2007). 

 

Si bien este caso trata sobre la duración de la prisión preventiva, el razonamiento del TEDH 

nos sirve para apreciar que la razonabilidad de un plazo no resulta aplicable en todos los 

casos. 

 

En esta oportunidad, la demandante a quien se le imputaba el delito de terrorismo, alegó 

que la duración de su detención en prisión preventiva no puede considerarse justificada a 

los efectos del artículo 5.3 de la Convención. El Tribunal reiteró que la cuestión de si el 

plazo de detención es razonable no se puede evaluar en abstracto. Si es razonable que el 
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acusado permanezca en detención debe ser evaluado en cada caso según sus 

características especiales y sobre la base de las razones dadas en las decisiones 

nacionales y de los hechos bien documentados mencionados por el demandante en su 

solicitud de liberación. 

 

El Tribunal señala, en primer lugar, que el presente caso se refiere a los delitos a gran 

escala cometidos en el contexto del terrorismo intencional (la lucha contra esta forma de 

terrorismo puede ser enfrentado con dificultades extraordinarias). La Corte, cuya función es 

examinar las medidas adoptadas a este respecto por los Estados contratantes en cuanto a 

su conformidad con la Convención, no es ajena a estas dificultades. En tal sentido, no ve 

ninguna razón para apartarse del criterio general que ha adoptado en casos anteriores de 

carácter similar. Sin embargo, en el contexto de las cuestiones planteadas en el presente 

caso, la Corte considera la naturaleza específica de estos delitos y, en particular, las 

dificultades intrínsecas de la investigación de los delitos cometidos por organizaciones 

delictivas que actúan a escala mundial. 

 

El Tribunal había observado que, en casos anteriores, la prisión preventiva superior a cinco 

años constituye una violación del artículo 5.3 de la Convención. El presente caso se trata 

de una investigación especialmente compleja y el juicio sobre los delitos graves de 

terrorismo internacional que causaron la muerte de tres víctimas y el sufrimiento grave a 

más de cien. 

 

Tras su extradición desde el Líbano en1996, la única razón de la presencia del demandante 

en Alemania fue para ser juzgado por estos delitos. En estas circunstancias excepcionales, 

la Corte concluye que la duración de la detención de la demandante aún puede 

considerarse como razonable. Hay, en consecuencia, una violación del artículo 5.3 de la 

Convención. 

 

- Caso Wasserman vs. Russia (2005). 

 

Este caso también resulta importante, en razón de que el TEDH establece una alternativa 

para la reparación del derecho a ser juzgado en un plazo razonable. En esta oportunidad 

recuerda que ha declarado en muchas ocasiones que el artículo 6.1 impone a los Estados 

contratantes la obligación de organizar sus sistemas judiciales de tal forma que sus 
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tribunales puedan cumplir cada una de sus necesidades, incluida la obligación de conocer 

de los casos en un plazo razonable de tiempo. Cuando el sistema judicial es deficiente en 

este respecto, un recurso diseñado para agilizar el proceso a fin de evitar que se conviertan 

en excesivamente largos, es la solución más eficaz. 

 

No obstante -recuerda- los Estados también pueden optar por introducir solo un recurso 

compensatorio, sin que el recurso se considere ineficaz. Cuando tal recurso compensatorio 

está disponible en el sistema jurídico interno, la Corte debe dejar un amplio margen de 

apreciación al Estado para que pueda organizar la solución de una manera coherente con 

su propio sistema jurídico y las tradiciones, y en consonancia con el nivel de vida en el país 

en cuestión. En particular, sería más fácil para los tribunales nacionales referirse a las 

cantidades compensatorias otorgadas a nivel nacional para otros tipos de daños lesiones 

personales, daños por muerte de un familiar o daños en casos de difamación, por ejemplo-

, y confiar en su más íntima convicción, incluso si los resultados en los premios de las 

cantidades son algo inferiores a los fijados por la Corte en casos similares. 

 

Además, si la solución es “eficaz” en el sentido de que permite acelerar los procedimientos 

o dar una compensación adecuada a la parte perjudicada por los retrasos que ya se han 

producido, esta conclusión se aplica solo a condición de que la solicitud de la compensación 

en sí siga siendo una efectiva, adecuada y accesible solución respecto de la duración 

excesiva de los procedimientos judiciales. El Tribunal ha identificado los siguientes criterios 

que puedan afectar a la eficacia, la adecuación o la accesibilidad de ese recurso: 

 

 Una acción de indemnización debe ser oída dentro de un plazo razonable; 

 

 La compensación debe ser pagada sin demora y, en general, a más tardar seis meses 

desde la fecha en que la decisión de conceder la indemnización se convierte en 

ejecutivo; 

 

 Las normas de procedimiento que rigen la acción de indemnización debe ajustarse al 

principio de la equidad garantizada por el artículo 6 de la Convención; 

 

 Las normas referentes a los gastos no deben imponer una carga excesiva a los 

litigantes cuya acción está justificada; 
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 El nivel de compensación no debe ser razonable en comparación con los laudos 

dictados por el Tribunal en casos similares. 

 

En este último criterio, el Tribunal indicó que, con respecto al daño moral, los tribunales 

nacionales están claramente en una mejor posición para determinar la existencia y la 

cuantía. La situación es, sin embargo, diferente con respecto a los daños pecuniarios. 

Existe una fuerte presunción iuris tantum, pero los procedimientos excesivamente largos 

ocasionará daño inmaterial. El Tribunal acepta que, en algunos casos, la duración del 

procedimiento puede dar lugar no solo en un mínimo de daño moral o no de daño moral en 

absoluto. En tales casos, los tribunales nacionales tendrán que justificar su decisión de dar 

razones suficientes.56 

 

2.2.6.3.- PRINCIPIOS FUNDAMENTALES Y LIMITATIVOS DE LA PRISIÓN 

PREVENTIVA SEGÚN LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

Mariano R. La Rosa57  

 

El caso en comentario trata sobre la revocación de una petición excarcelatoria 

denegada, la cual fue decidida acudiendo al juicio de proporcionalidad –con relación a la 

posible pena en expectativa, atendiendo al tiempo que había sufrido la persona en estado 

de detención- y frente a la posibilidad de aplicar otra garantía para asegurar la 

comparecencia del individuo al proceso –única finalidad válida de las medidas de coerción- 

como ser una garantía pecuniaria.  

 

En ese sentido, debemos advertir que frente a las medias cautelares personales nos 

enfrentamos a un análisis “del futuro” de la conducta de la persona involucrada, porque sea 

quien sea el encargado de contestar esa pregunta deberá imaginar qué es lo que puede 

ocurrir más adelante y no evaluar sobre lo ocurrido58. La restricción a la libertad individual 

                                                 
56 Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Caso Wasserman v. Rusia (2008). Párr. 48,49 y 50. 
57 principios fundamentales y limitativos de la prisión preventiva según la comisión interamericana de derechos 

humanos. Mariano R. La Rosa. Disponible en 

http://biblioteca.defensoria.gob.ec/bitstream/37000/1322/1/ESTÁNDARES%20PRISIÓN%20PREVENTIVA.pdf 
 

58 SUPERTI HECTOR CARLOS, “La peligrosidad procesal y la libertad del imputado”, La Ley, 1996- D, pág. 495. Citado 

por Mariano R. La Rosa 

http://biblioteca.defensoria.gob.ec/bitstream/37000/1322/1/ESTÁNDARES%20PRISIÓN%20PREVENTIVA.pdf
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se justifica, en consecuencia, para evitar que de ahora en adelante el imputado perturbe la 

actuación de la justicia para aplicar el derecho, haciendo residir el problema no en lo que el 

prevenido “hizo antes” del hecho del proceso, sino en lo que “probablemente hará después” 

59 . Entonces sólo interesa apreciar el pasado del autor para determinar si el mismo 

obstaculizará poder alcanzar los fines del proceso. Y si la conclusión es afirmativa sobre la 

producción inmediata o mediata de tales peligros, demostrados por evidencias concretas 

y/o vehementes, graves y concordantes indicios – no de meras sospechas (aquí la duda 

favorece al reo)-, las cuales convenzan al juzgador respecto a que se verá impedido de 

descubrir la verdad y hacer justicia en el caso bajo juzgamiento, y/o que finalmente habrá 

falta de sometimiento material del incurso, recién en esas situaciones podrá justificar a nivel 

constitucional y procesal la denegatoria de excarcelación60 . 

 

Como ejemplo de ello, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene 

dicho que: “en la evaluación de la conducta futura del inculpado no puede privilegiarse 

criterios que miren sólo al interés de la sociedad”, considerando a su vez que el 

encarcelamiento “debe basarse exclusivamente en la probabilidad de que el acusado abuse 

de la libertad...El interés del individuo que ha delinquido en rehabilitarse y reinsertarse en 

la sociedad también debe ser tomado en cuenta” (CIDH Informe 12/96). Destacando 

además que el hecho de fundar la detención en los antecedentes penales del imputado 

implica recurrir a circunstancias que no tenían relación alguna con el caso y que la 

consideración de los antecedentes vulneraba claramente el principio de inocencia y el 

concepto de rehabilitación (Informe 12/96)61 . 

 

 Al afirmarse entonces que la detención preventiva del imputado está destinada a 

asegurar su comparecencia al proceso, con lo que se garantizará su desarrollo total es 

menester reconocer que no siempre será necesario mantenerlo privado de su libertad. 

Hacerlo sería sustituir la idea de necesidad por la de “comodidad”, lo que resultaría 

intolerable. Debemos tener presente que el imputado generalmente espera “vencer la 

                                                 
59 CAFFERATA NORES JOSE I., “La Excarcelación”, Depalma 1988, pág. 78. Aclara que la acción de la justicia, 

considerada institucionalmente, persigue una doble finalidad: el descubrimiento de la verdad y la actuación de la ley 

sustantiva en el caso concreto. A lo primero se llega mediante la investigación. Lo segundo se posibilita con el 

sometimiento del imputado al proceso y se concreta mediante el efectivo cumplimiento de la sanción eventualmente 
aplicable.- Citado por Mariano R. La Rosa 

60 CHIARA DIAZ CARLOS A., “Resultado de Algunas Reflexiones sobre la Libertad y el Proceso Penal”, El Derecho t. 

94, pág. 909. Citado por Mariano R. La Rosa. 
61 BOVINO ALBERTO, “El Encarcelamiento Preventivo en los Tratados de Derechos Humanos”, en “La Aplicación de 

los Tratados sobre Derechos Humanos por los Tribunales Locales”, Editorial Del Puerto 1997, pág. 446.- Citado por 

Mariano R. La Rosa. 
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prueba del juicio”62 por lo cual, sobre todo frente a una acusación leve, seguramente 

preferirá afrontar el proceso antes que fugar. Además la experiencia indica que no es 

probable, en tales casos, que “se prive de las ventajas de las defensas, muy imperfecta en 

la rebeldía, para andar huido y oculto”, “con pocos recursos” y “con grandes probabilidades 

de empeorar su causa y ser reducido en prisión”. Y en el caso de que lo haga, la 

intranquilidad de espíritu de quien vive al margen de la ley, que los procesalistas franceses 

llaman “insomnio”, equivale a la pena de la cual se ha evadido63. 

  

Es menester afirmar que el peligro de fuga no existirá siempre sino en ciertos casos 

extremos y que sólo estos justificarán el encarcelamiento del imputado64  . Entonces, puede 

afirmarse que la privación de la libertad individual deriva de seguir los postulados que le 

otorgan fundamentos, y no de su mera invocación legal, puesto que: “La legitimidad de las 

causales de procedencia de la prisión preventiva deriva de su compatibilidad con la 

Convención Americana y no del mero hecho de que estén contenidas en la ley; pues, es 

posible que por vía legal se establezcan causales o criterios de aplicación contrarios al 

régimen creado por la Convención. En este sentido, la Corte Interamericana ha establecido 

que “[l]a legislación que establece las causales de restricción de la libertad personal debe 

ser dictada de conformidad con los principios que rigen la Convención, y ser conducente a 

la efectiva observancia de las garantías en ella prevista” (Corte IDH. Caso Servellón García 

y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 89). 

Por lo tanto, y más aún porque el fallo comentado hace referencia, resulta útil acudir a los 

criterios expuestos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para legitimar la 

utilización de la prisión preventiva65 , a fin de ponderar debidamente sus alcances.  

                                                 
62 En el mismo sentido se ha sostenido: “¿Qué necesidad –decía Conforti- hay de detener a un imputado de delito 

correccional punible hasta cinco años de cárcel? ¿El temor de que él huya al extranjero?. Me parece vano este temor, ya 

que el abandono de la patria, de los parientes y de los bienes, me parece cosa mucho más dura que una pena correccional. 
El imputado espera siempre vencer la prueba del juicio, y cuando por sentencia debe expiar la pena correccional, espera 

conseguir la gracia y prefiere permanecer en su patria en lugar de conducir una vida nómade e incierta. Pero si huyese 

al exterior, ¿estaría él seguro de permanecer allí tranquilo?. No, por cierto, ahora que hay entre las naciones tratados de 

extradición, ahora que las comunicaciones son tan fáciles, ahora que hay telégrafos de tierra y de mar, rápidos como el 
pensamiento, que hay fotografías que reproducen los semblantes de los malhechores fugitivos”. CARRARA 

FRANCESCO, “La Prisión Preventiva en el pensamiento de Rafael Conforti”, 1873, en “La Prisión Preventiva” de 

MARCELO FINZI, Depalma 1952, pág. 14.- Citado por Mariano R. La Rosa. 
63 CHICHIZOLA MARIO I., “La Excarcelación”, La Ley 1963, pág. 18.- Citado por Mariano R. La Rosa 
64 CAFFERATA NORES JOSE I., “La Excarcelación”, Depalma 1988, pág. 27. Agrega el autor, con cita de CHICHIZOLA 

MARIO, que se justificaba que el reo tuviera un verdadero interés en eludir el juicio y la sanción debido a la falta de 

garantías procesales y a la crueldad excesiva de las penas. Poco a poco, a medida que se fue suavizando el rigor 

represivo, a medida que se fueron aboliendo los tormentos, a medida que se fue arraigando el concepto de la función de 

enmienda de la pena, el peligro de la fuga tenía que ser menor, según lo expone MÁXIMO CASTRO Citado por 

Mariano R. La Rosa 
65 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre el uso de la prisión preventiva las 

Américas, Doc. 46/13, 30/12/13. Citado por Mariano R. La Rosa 
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2.2.6.2.3.1 Carácter excepcional  

Es así que la Comisión ha establecido que: “En atención a la propia naturaleza de 

la prisión preventiva como la medida más grave que se puede imponer a un acusado, la 

Corte Interamericana ha establecido consistentemente desde hace una década que: “su 

aplicación debe tener carácter excepcional, limitado por los principios de legalidad, 

presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, de acuerdo con lo que es 

estrictamente necesario en una sociedad democrática” (Corte IDH. Caso Barreto Leiva 

Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009.; 

Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie C No. 129, 

párr. 74; Corte IDH.).  

 

El criterio de excepcionalidad en la aplicación de la prisión preventiva está 

directamente relacionado con el derecho a la presunción de inocencia. El fundamento 

del uso excepcional de esta medida cautelar estriba precisamente en el hecho de que 

es la más severa que se puede imponer a un imputado, pues implica precisamente su 

encarcelamiento, con todas las consecuencias reales que esto conlleva para él y su 

familia.  

 

2.2.6.2.3.2.-Finalidad cautelar  

Al respecto se ha dicho que: “La prisión preventiva sólo debe emplearse con fines 

procesales para cautelar los efectos del proceso, ha sido posteriormente reiterado por la 

Corte en los siguientes términos: [A] ún verificado este extremo [indicios suficientes que 

permitan suponer razonablemente la participación del imputado en el ilícito que se 

investiga], la privación de libertad del imputado no puede residir en fines preventivo-

generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede 

fundamentar […] en un fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no impedirá el 

desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la justicia” (Corte IDH. Caso Barreto 

Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 

2009. Serie C No. 206, párr. 111; Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. 

Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de 

noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 103).  
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En sentido concordante, la Comisión Interamericana entiende que la norma 

contenida en el artículo 7.5 de la Convención prevé como únicos fundamentos legítimos 

de la prisión preventiva los riesgos de que el imputado intente eludir el accionar de la 

justicia o de que intente obstaculizar la investigación judicial. En este sentido, lo que se 

pretende por medio de la aplicación de esta medida cautelar es concretamente lograr la 

efectiva realización del juicio a través de la neutralización de los riesgos procesales que 

atentan contra ese fin. Por lo tanto, es contrario a esta norma y al derecho a la presunción 

de inocencia, e incongruente con el principio de interpretación pro homine, el que se 

justifique la detención previa al juicio en fines preventivos como la peligrosidad del 

imputado, la posibilidad de que cometa delitos en el futuro o la repercusión social del 

hecho. No sólo por las razones expuestas, sino porque se apoyan en criterios de derecho 

penal material, no procesal, propios de la respuesta punitiva  

 

Igualmente, este principio es seguido por los Pactos Internacionales de Derechos 

Humanos66 y precisados específicamente en las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 

para la Administración de la Justicia Penal, llamadas también “Reglas de Mallorca” 

(Elaboradas por la Comisión de Expertos reunida en Palma de Mallorca en Sesiones de 

Trabajo entre 1990 y 1992, presentada como documento preparativo para el Noveno 

Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento de 

Delincuentes), que dispone en el art. 16º: “Las medidas limitativas de derechos tienen 

por objeto asegurar los fines del procedimiento y estarán destinadas, en particular, a 

garantizar la presencia del imputado y la adquisición y conservación de las pruebas”; art. 

20º.1) “La prisión preventiva no tendrá carácter de pena anticipada y podrá ser acordada 

únicamente como última ratio. Sólo podrá ser decretada cuando se compruebe peligro 

concreto de fuga del imputado o destrucción, desaparición o alteración de las pruebas”.  

 

En la misma dirección nuestra Corte Suprema en reiteradas oportunidades ha 

afirmado el sentido cautelar de la prisión preventiva al referir que “La prisión preventiva 

o privación temporaria de la libertad del encausado, no tiene más objeto que asegurar la 

                                                 
66 Basta para ello citar: “Toda persona...tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, 

sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia 

en el juicio” (CADH (Pacto de San José de Costa Rica) art. 7.5); “Toda persona detenida o presa a causa de una infracción 

penal...tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las 

personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que 
aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, 

en su caso, para la ejecución del fallo” (PIDCP, art. 9.3).- Citado por Mariano R. La Rosa 
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aplicación de la pena atribuida por la ley a una infracción” (Fallos 102:225). De manera 

que la prisión preventiva, al tener sentido cautelar, no puede perseguir otras finalidades 

que no sean asegurar el éxito de la investigación o el eventual cumplimiento de pena.  

 

Es decir que las razones de las medidas de coerción o de injerencia residen en 

brindarle a los órganos del Estado -encargados de la averiguación o persecución de los 

delitos- los medios necesarios para poder cumplir con los fines del proceso. Si la medida 

no cumple con alguna de estas finalidades no se justifica. En consecuencia debe 

señalarse que toda medida de coerción, aunque se encubra bajo el nombre de una 

“medida cautelar”, si su utilización no responde a los fines mencionados, no puede ser 

considerada bajo estos parámetros. Se trata, en realidad, de otra “cosa”, encubierta bajo 

un rótulo que no le pertenece67. Por tal motivo es que se entendió que: “Las sociedades 

civiles deben estudiar los modos para conseguir que la punición corrija. Pero deberían 

además estudiar los modos para impedir que la prevención corrompa”68, por lo cual en 

modo alguno puede llegar a admitirse una medida que a título preventivo constituya una 

verdadera sanción aflictiva y desocializante.  

 

Si relacionamos lo expuesto con la última cláusula del art. 18 de la Constitución 

Nacional, vemos que esa norma se encarga de poner límites precisos al encarcelamiento 

cuando expresa que las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y 

no para castigo de los reos detenidos en ellas; haciendo clara referencia tanto al 

encarcelamiento represivo como al preventivo, vale decir al penitenciario y al procesal, 

y aparece de mayor importancia cuando se la aplica al segundo. La Carta Magna quiere 

garantizar enérgicamente esta declaración. Para ello hace responsable al juez que 

autorice medidas conducentes a mortificar a los detenidos so pretexto de precaución, es 

decir más allá de lo estrictamente necesario69. Se colige entonces que la privación de la 

libertad es solo un medio para prevenir entorpecimientos en la realización del juicio 

previo, asegurando que se cumpla con su fin de “afianzar la justicia”. En este sentido se 

dice que tiene un carácter preventivo. Queda así admitido que el “arresto” es una medida 

                                                 
67  BRUZZONE GUSTAVO A., “La nulla coactio sine lege como pauta de trabajo en materia de medidas de coerción en el 

proceso penal”, en “La justicia penal hoy (de su crisis a la búsqueda de soluciones)”, Fabián Di Plácido, 2000, pág. 189 
y stes. Citado por Mariano R. La Rosa 

68 CARRARA FRANCESCO, “Inmoralidad de la Prisión Preventiva”, en “La Prisión Preventiva” de MARCELO FINZI, 

Depalma 1952, pág. 5.- Citado por Mariano R. La Rosa 
69 CLARIA OLMEDO JOSE A., “Constitucionalidad de las normas que prohiben o limitan la libertad procesal del 

imputado”, La Ley, t. 155, Sec. doctrina pág. 1177 y stes.- Citado por Mariano R. La Rosa 
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precautoria, excepcional, dirigida a neutralizar los peligros que se ciernen sobre el juicio 

previo, que podrían apartarlo de su destino de afianzar la justicia. Pero queda también 

así aclarado que es la necesidad de evitar aquellos riesgos la única razón que lo 

justifica70 .  

 

Así, el carácter instrumental de la prisión preventiva es una nota distintiva de 

carácter general en el proceso penal71; en el sentido que –en obsequio al principio nulla 

poena sine iudicio (ninguna pena sin juicio)- no es posible en ningún caso la aplicación 

de la sanción penal sin el proceso, pues “La aplicación de la pena está, efectivamente, 

sustraída tanto al Estado (titular del poder punitivo) como al particular que quisiese 

someterse espontáneamente a la sanción penal”72. La necesidad práctica del 

procedimiento se funda, entonces, en que el derecho penal por sí sólo y aislado no 

tendría ejecución en la realidad de la vida73, dado que la propia estructura de la norma 

penal evidencia que su actuación requiere la intervención de una autoridad estatal, 

porque no se concibe el sometimiento inmediato a la pena. Consecuentemente, la 

Constitución Nacional establece cómo se aplica el derecho penal, puesto que: “nadie 

podrá ser penado sin juicio previo” según el art. 18, lo que importa la consagración del 

proceso como presupuesto de la realización del derecho sustantivo. Entonces si bien 

reconocemos que la existencia del derecho procesal tiene por fundamento dar vida, 

realizándolo al derecho penal, aquél no agota su función en ser un mero instrumento de 

realización de éste sino que, además, instrumentando al derecho constitucional, 

reglamente un sistema de garantías en favor de quien, por sospechárselo autor de un 

ilícito, se intenta someter a una pena. Esto es así porque la propia Constitución Nacional 

establece condiciones para llevar a cabo el juicio previo a la sanción74.  

 

                                                 
70 CAFFERATA NORES JOSE I., “La Excarcelación”, Depalma 1988, pág. 5.- Citado por Mariano R. La Rosa 
71 Las medidas de coerción constituyen potestades jurisdiccionales puramente instrumentales, en tanto que aún cuando 

puedan traducirse legítimamente en actos que restrinjan la libertad personal durante la sustanciación del proceso, sólo 

actúan a título de cautela y no como pena anticipada. SOLIMINE MARCELO “Principios Generales de las Medidas de 

Coerción” La Ley T 1998-E, pág. 1220.- Citado por Mariano R. La Rosa 
72 LEONE GIOVANNI, “Tratado de Derecho Procesal Penal”, Ejea, Bs. As. 1963, Tomo I, pág. 6.- Citado por Mariano R. 

La Rosa 
73  BELING ERNST, “Derecho Procesal Penal”, Ed. Labor 1943, pág. 1. Explica el autor, que el derecho penal ha de 

completarse por una actividad supletoria, que deje sentado en cada caso el “si” y el “como” de la pena, ejecutando el 
acto punitivo. En el estado de derecho, agrega, se deja sentir la necesidad de una regulación fija de clase y forma de 

aquella actividad, de la regulación de un procedimiento jurídico en el cual, dejando a un lado la arbitrariedad y el 

oportunismo, queden precisadas la admisibilidad y pertinencia de los actos del procedimiento y se perfilen previamente 

las facultades, los derechos y los deberes. Citado por Mariano R. La Rosa 
74 CAFFERATA NORES JOSE I., “Relaciones Entre el Derecho Penal y Derecho Procesal Penal”, Doctrina Penal, año 10, 

nro. 38, Abril-Junio 1987, pág. 211.- Citado por Mariano R. La Rosa 
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2.2.6.2.3.3.-Presunción de inocencia  

La Comisión tiene dicho que: “La observancia del derecho a la presunción de 

inocencia implica, en primer lugar, que como regla general el imputado debe afrontar el 

proceso penal en libertad” (CIDH. Demanda de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos contra la República 

Bolivariana de Venezuela en el caso 12.554, Francisco Usón Ramírez, 25 de julio de 

2008, párr. 168). “Lo que supone que la prisión preventiva sea utilizada realmente como 

una medida excepcional; y que en todos aquellos casos en los que se disponga su 

aplicación, se tenga el derecho a la presunción de inocencia al establecerse las razones 

legítimas que pudiesen justificarla. Como toda limitación a los derechos humanos, la 

privación de la libertad previa a una sentencia, deber ser interpretada restrictivamente 

en virtud del principio pro homine, según el cual, cuando se trata del reconocimiento de 

derechos debe seguirse la interpretación más beneficiosa para la persona, y cuando se 

trata de la restricción o supresión de los mismos, la interpretación más restrictiva” (CIDH. 

Informe No. 86/09, Caso 12.553, Fondo, José, Jorge y Dante Peirano Basso, Uruguay, 

6 de agosto de 2009, párrs. 71 y 75).  

 

Este principio encuentra raigambre en nuestra Constitución Nacional cuando 

expresa en el art. 18 que “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio 

previo fundado en ley anterior al hecho del proceso”. En el lenguaje de la Carta 

Fundamental “penado” es el condenado por sentencia firme dictada conforme a proceso 

legal por los jueces naturales. Hasta no ser “penado” el habitante de la Nación es 

inocente. De tal regla surge el derecho constitucional del imputado a gozar de libertad 

durante el proceso penal, por el cual resulta lógico que quien es inocente no sea privado 

de su libertad75. Ello descarta, una vez más, que la detención durante el proceso sea de 

la misma naturaleza y persiga los mismos fines que la pena76 .  

                                                 
75 PESSOA NELSON R., “Fundamentos constitucionales de la exención de prisión y de la excarcelación”, Hammurabi 

1992, pág. 28. Tal principio, refiere, podría formularse en estos términos: toda persona es inocente hasta que una 

sentencia firme emanada del juez competente dictada en un proceso legal, la declare culpable. Por lo tanto, toda persona 
sometida a proceso penal tiene derecho a permanecer en libertad durante el mismo, salvo situaciones excepcionales 

legalmente fundadas. CAFFERATA NORES JOSE I., “La Excarcelación”, De palma 1988, pág. 7. O, dicho de otro 

modo, que no se adquiere la calidad de condenado hasta que sobrevenga una sentencia condenatoria, por lo que mientras 

ésta no se produce el sujeto es un “no condenado”, insusceptible de castigo, jurídicamente inocente. DE LA RUA 
FERNANDO, “El fundamento constitucional de la excarcelación”, en “Proceso y Justicia (temas procesales)”, Lerner 

Editores Asociados 1980, pág. 355.- Citado por Mariano R. La Rosa 
76 MAIER JULIO B. J., “Cuestiones Fundamentales sobre la Libertad del Imputado y su situación en el Proceso Penal”, 

Lerner Editores Asociados, 1981, pág. 24. De tal forma, el autor distingue entre la reacción por una infracción a los 
deberes impuestos por las normas, que significa la pena; de la custodia preventiva como manea de conseguir que los 

fines del enjuiciamiento se cumplan, lo que significa que esta última sea de naturaleza cautelar y no, por el contrario, 
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En consonancia con este espíritu, los Pactos Internacionales de Derechos Humanos 

incorporados a nuestra norma fundamental en forma expresa disponen: “Se presume 

que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable” (art. XXVI, 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre) “Toda persona acusada 

de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 

culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas 

las garantías necesarias para su defensa” (art. 11.1, Declaración Universal de Derechos 

Humanos) “Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley” (Art. 14.2, Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos) “Toda persona inculpada de delito tiene 

derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su 

culpabilidad” (art. 8.2, Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 

José de Costa Rica). Se colige que la incorporación de estas disposiciones tiene dos 

efectos principales; por un lado, el de la introducción expresa en el derecho positivo 

argentino de máxima jerarquía del principio de inocencia, el que hasta entonces sólo 

podía deducirse de la Constitución Nacional; por otro, el de una formulación sumamente 

precisa de su contenido garantizador, al punto que bien puede enunciarse diciendo que 

todo acusado es inocente (art. XXVI, DADDH) mientras no se establezca legalmente su 

culpabilidad (art. 8.2, CADH), lo que ocurrirá sólo cuando “se pruebe” (art. 14.2, PIDCP) 

que “es culpable” (art. XXVI, DADDH), en las condiciones que se establecen. Quizás el 

principal impacto de la normativa supranacional sea el de dejar sentado, expresamente, 

cómo se debe hacer para establecer la “no inocencia”: habrá que probar la culpabilidad 

(art. 14.2, PIDCP) más allá de cualquier duda razonable, “conforme a la ley y en juicio 

público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa” 

(art. 11.1, DUDH)77 . 

 

 Pero, a fin de interpretar correctamente el sentido de este postulado, no puede 

decirse que la situación de cualquier persona en la sociedad sea una situación de 

“inocencia”. Los seres humanos que caminan por las calles no son inocentes. Es que la 

                                                 
anticipos de la pena posible, pese a la similitud del efecto privativo de libertad de ambas formas coercitivas.- Citado por 

Mariano R. La Rosa 
77 CAFFERATA NORES JOSE I., “Proceso Penal y Derechos Humanos – La influencia de la normativa 

supranacional sobre derechos humanos de nivel constitucional en el proceso penal argentino”, Del Puerto 

2000, pág. 70. Concluye entonces que “culpabilidad no probada” e “inocencia acreditada” son expresiones 

jurídicamente equivalentes en cuanto a sus efectos.- 
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“inocencia” es un concepto referencial, que sólo toma sentido cuando existe alguna 

posibilidad de que esa persona pueda ser culpable. La situación normal de los 

ciudadanos es de “libertad”; la libertad es su ámbito básico, sin referencia alguna al 

derecho o al proceso penal. Pero cuando una persona ingresa al ámbito concreto de 

actuación de las normas procesales, allí sí tiene sentido decir que es “inocente”, porque 

eso significa que, hasta el momento de la sentencia condenatoria, no se le podrán aplicar 

consecuencias penales. En realidad es más correcto afirmar que, cuando una persona 

ingresa al foco de atención de las normas procesales, conserva su situación básica de 

libertad, salvo algunas restricciones78 . 

 

2.2.6.2.3.4.- Interpretación restrictiva  

 

De vital importancia para la recta aplicación del instituto de la libertad caucionada 

resulta el principio según el cual toda disposición que coarte la libertad personal o que 

limite el ejercicio de un derecho atribuido al imputado debe ser interpretada 

restrictivamente79. Tal presupuesto, surge de entender que el estado normal del sujeto 

sospechado de haber cometido un ilícito es el pleno goce de sus derechos, inclusive el 

de libertad ambulatoria garantizado por el art. 14 de la Constitución Nacional. Así ocurre 

pues, hasta tanto no sea declarado culpable del delito que se le atribuye, gozando de un 

estado jurídico de inocencia que obliga a los órganos estatales encargados de la 

persecución penal a tratarlo como tal, impidiendo restringir sus derechos como sanción 

anticipada80. En esta esfera, la norma jurídico-penal aparece como una norma-límite, en 

                                                 
78 BINDER ALBERTO M., “Introducción al Derecho Procesal Penal”, Ad-Hoc 2000, pág. 124. Por ello, el 

autor considera que es más claro conservar la formulación negativa del principio para comprender su 

significado. Y lo primero de esa formulación indica que “nadie es culpable si una sentencia no lo declara 

así”. Esto en concreto significa: a) Que sólo la sentencia tiene esa virtualidad; b) Que al momento de la 

sentencia sólo existen dos posibilidades: o culpable, o inocente. No existe una tercera posibilidad; c) Que la 

“culpabilidad” debe ser jurídicamente construida; d) Que esa construcción implica la adquisición de un 

grado de certeza; e) Que el imputado no tiene que construir su inocencia; f) Que el imputado no puede ser 

tratado como un culpable; g) Que no puede existir ficciones de culpabilidad, es decir, partes de la 

culpabilidad que no necesiten ser probadas. En tal sentido se afirma que tales principios son derivaciones 

del “juicio previo”, por lo que se considera con relación al postulado de inocencia como las dos caras de 

una misma moneda 
79 Se reconoce como fundamento de tal pauta, la afectación de derechos de quien goza de un estado jurídico de 

inocencia, ocasionándole además serios perjuicios. LEDESMA ÁNGELA ESTER, “Medidas de Coerción 

Personal en el Proceso Penal”, en Revista de Derecho Procesal I, Medidas Cautelares, Rubinzal-Culzoni 

1998, pág. 351.- Citado por Mariano R. La Rosa 
80 CAFFERATA NORES JOSE I., “Breves Consideraciones Practicas Sobre la Interpretación de la Ley 

Procesal Penal”, JA 1984-I, pág. 782. Al mismo tiempo, el autor aclara que el tema de la interpretación de la 

ley, es propio de la teoría general del derecho. No varía esta concepción el hecho de que la norma de que se 

trate sea procesal penal.- Citado por Mariano R. La Rosa 
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cuanto circunscribe los casos y establece las condiciones insuperables en que el 

ejercicio de la potestad jurisdiccional del Estado puede imponer sacrificios a la libertad 

individual81 .-  

 

Concretamente, la interpretación restrictiva es aquella que capta el significado de la 

norma apretadamente a su texto (ajustada a la terminología y sentido de la disposición 

legal) sin extensión conceptual o analógica que pueda producir uno de los efectos 

procesales mencionados en la norma, tales como coartar la libertad personal o limitar el 

ejercicio de un derecho82; por eso y aún cuando el texto admita lógicamente su extensión 

a hechos o relaciones conceptualmente equivalentes o similares a los previstos 

expresamente por ella83 no se la puede aplicar a casos semejantes2784. Por lo tanto, la 

interpretación restrictiva consiste en reducir el alcance de una norma, cuando su 

significación literal no permite razonablemente extenderlo a determinadas hipótesis ni, 

frente a otras, mantener siquiera el significado atribuido para los casos específicos que 

prevé85. En definitiva, importa limitarse taxativamente a lo determinado en la propia 

disposición legal86 .  

 

El modo restrictivo de interpretar posibles limitaciones a los derechos consiste en la 

reducción de aquéllas a su mínima expresión y entidad posibles, incluyendo en ello sus 

supuestos de procedencia; el instrumento para esa minimización es la racionalidad. No 

es racional la limitación de un derecho constitucional cuando no es actuada en función 

de la necesidad de proteger un interés prevaleciente87, o cuando excede el ámbito 

                                                 
81  VELEZ MARICONDE ALFREDO, “Derecho Procesal Penal”, Marcos Lerner, 2º edición, 1969Tomo II, 

pág. 476.- 
82 TORRES BAS RAÚL E., “Código Procesal Penal de la Nación”, Marcos Lerner 1996, Tomo I, pág. 55, 

con cita de NUÑEZ RICARDO. Agrega el autor, que la redacción del art. 2 del CPPN al hacer alusión a la 

interpretación restrictiva de toda disposición “que coarte la libertad personal”, se refiere a la libertad física o 

la libre comunicación con terceros del imputado, sea deteniéndolo o encarcelándolo o restringiendo, de alguna 

manera, esa libertad o comunicación, o prolongando algunas de esas situaciones, o sometiendo su goce a 

cauciones o condiciones, más allá de lo que expresamente permite la ley procesal. 
83 CAFFERATA NORES JOSE I., “Breves consideraciones prácticas sobre la interpretación de la ley 

procesal penal”, Jurisprudencia Argentina 1984-I, pág. 783.- Citado por Mariano R. La Rosa 
84 SOLIMINE MARCELO “Principios Generales de las Medidas de Coerción” La Ley T 1998-E pág. 1220.- 
Citado por Mariano R. La Rosa 
85 BADENI GREGORIO, “Instituciones de Derecho Constitucional”, Ad-Hoc 200, pág. 119.- Citado por Mariano R. La 

Rosa 
86 LEVENE (h), CASANOVAS, LEVENE (n), HORTEL, “Código Procesal Penal (Ley 23.984)”, Depalma 1993, pág. 2.- 
87 De tal forma, no cabe duda de que las normas regulatorias de las medidas de coerción deben ser interpretadas de modo 

armónico, respetando el programa constitucional vigente. Conf. LEDESMA ÁNGELA ESTER, “Medidas de Coerción 
Personal en el Proceso Penal”, en Revista de Derecho Procesal I, Medidas Cautelares, Rubinzal-Culzoni 1998, pág. 

361.- Citado por Mariano R. La Rosa 
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preciso de los permisos constitucionales y legales expresos. El permiso constitucional 

para reglamentar y, por ende, limitar los derechos constitucionales se encuentra 

sometido a esos principios. Esa racionalidad no se agota en la previsión de un posible 

conflicto de intereses en el que se privilegia a uno de ellos. El permiso de arrestar a un 

inocente (porque no ha sido aún condenado) deriva de reconocer prioridad al 

aseguramiento de la investigación criminal por sobre el derecho a la libertad durante el 

proceso que es, también, un derecho constitucional. Pero esa prioridad no es absoluta, 

ni vale en todos los casos abstractos, ni puede prescindir de justificativos concretos, 

porque así la posibilidad de armonizar la igualmente importante tutela de ambos valores 

se oscurece, con perjuicio de la libertad88 . 

 

2.2.6.2.3.5.-Necesidad . 

 

Del principio de presunción de inocencia se deriva también, como lo ha establecido 

la Corte Interamericana, “la obligación estatal de no restringir la libertad del detenido más 

allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que no impedirá el desarrollo 

eficiente de las investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia. Pues la prisión 

preventiva es una medida cautelar, no punitiva” (Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. 

Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. 

Serie C No. 206, párr. 121; Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 7 de 

septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 180; Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. 

Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 77). 

 

Por lo tanto, y de acuerdo con el criterio de necesidad, la prisión preventiva, al igual 

que el resto de las medidas cautelares, se deberá imponer en tanto sea indispensable 

para los objetivos propuestos. Es decir, que sólo procederá cuando sea el único medio 

que permita asegurar los fines del proceso, tras demostrarse que otras medidas 

cautelares menos lesivas resultarían infructuosas a esos fines. Por eso, siempre se debe 

procurar su sustitución por una medida cautelar de menor gravedad cuando las 

circunstancias así lo permitan. En este sentido, pesa sobre el órgano a disposición del 

cual se encuentra el detenido la obligación de disponer su libertad, aun de oficio, cuando 

                                                 
88 VIRGOLINI JULIO, SILVESTRONI MARIANO, “Unas sentencias discretas. Sobre la discrecionalidad judicial y el 

estado de derecho”; en “Revista de Derecho Penal”, “Garantías constitucionales y nulidades procesales” Tomo I, 

Rubinzal Culzoni 2001, pág. 281 y sstes. Citado por Mariano R. La Rosa 
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hayan cesado los motivos que originariamente la habían sustentado. Pues, en atención 

a su naturaleza cautelar la misma sólo puede estar vigente durante el lapso 

estrictamente necesario para garantizar el fin procesal propuesto (CIDH. Informe No. 

86/09, Caso 12.553, Fondo, José, Jorge y Dante Peirano Basso, Uruguay, 6 de agosto 

de 2009, párrs. 100 y 102 y 105).  

 

2.2.6.2.3.6.- Proporcionalidad. 

 

 Al respecto se ha dicho que: “Para la imposición de la prisión preventiva es de 

esencial importancia tener en cuenta el criterio de proporcionalidad, lo que quiere decir 

que, debe analizarse si el objetivo que se persigue con la aplicación de esta medida 

restrictiva del derecho a la libertad personal, realmente compensa los sacrificios que la 

misma comporta para los titulares del derecho y la sociedad. Este criterio de 

proporcionalidad es susceptible de aplicarse en dos dimensiones, la primera relacionada 

con la diferencia intrínseca que debe haber entre la naturaleza de la privación de libertad 

como medida cautelar que se aplica a una persona cuya posición jurídica sigue siendo 

la de un inocente –cuyas implicaciones prácticas se desarrollan en el Capítulo V del 

presente informe–, y la privación de la libertad derivada de una condena; y la segunda, 

relativa a la congruencia entre la detención preventiva como la medida cautelar más 

severa de que dispone el derecho penal y los fines que con ella se persiguen en el caso 

concreto. La Corte Interamericana se ha referido de manera muy concreta a estos dos 

aspectos de la proporcionalidad en los siguientes términos: [U]na persona inocente no 

debe recibir igual o peor trato que una persona condenada. El Estado debe evitar que la 

medida de coerción procesal sea igual o más gravosa para el imputado que la pena que 

se espera en caso de condena. Esto quiere decir que no se debe autorizar la privación 

cautelar de la libertad, en supuestos en los que no sería posible aplicar la pena de prisión, 

y que aquélla debe cesar cuando se ha excedido la duración razonable de dicha medida. 

El principio de proporcionalidad implica, además, una relación racional entre la medida 

cautelar y el fin perseguido, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del 

derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se 

obtienen mediante tal restricción” (Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206, párr. 

122).  
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También se sostuvo que: “La Corte ha dicho además que la adopción de la prisión 

preventiva “[r]equiere de un juicio de proporcionalidad entre aquella, los elementos de 

convicción para dictarla y los hechos que se investigan. Si no hay proporcionalidad, la 

medida será arbitraria”. Cuando los tribunales recurren a la detención preventiva sin 

considerar la aplicación de otras medidas cautelares menos gravosas, en atención a la 

naturaleza de los hechos que se investigan, la prisión preventiva deviene en 

desproporcionada (CrEDH, Case of Ladent v. Poland (Application No. 11036/03), 

Sentencia del 18 de marzo de 2008, Sección Cuarta de la Corte, párrs. 55 y 56).  

 

En virtud de la proporcionalidad, no se podrá recurrir a la prisión cautelar cuando la 

pena prevista para el delito imputado no sea privativa de la libertad, tampoco cuando 

las circunstancias del caso permitan, en abstracto, suspender la ejecución de una 

eventual condena. Igualmente se deberá considerar, en abstracto, si, de haber mediado 

condena, los plazos hubieran permitido solicitar la libertad provisoria o anticipada (CIDH. 

Informe No. 86/09, Caso 12.553, Fondo, José, Jorge y Dante Peirano Basso, Uruguay, 

6 de agosto de 2009, párr. 110).  

 

El mencionado postulado es un principio general del derecho que, en un sentido 

amplio, obliga al operador jurídico a tratar de alcanzar el justo equilibrio entre los 

intereses en conflicto. Por lo tanto exige el conocimiento de los intereses en juego, la 

comparación de los valores sobre los que se apoyan y la limitación, en la medida de lo 

necesario, del sacrificio de los que deben ceder89; de forma tal que, para alcanzarse un 

objetivo determinado, se tomen en cuenta los medios utilizados y se llegue al resultado 

con el menor sacrificio de derechos individuales90. En tal entendimiento, “Se trata tan 

sólo de una ponderación de valores, según la cual, en un determinado momento, triunfa 

el interés individual sobre el colectivo, mejor dicho, sobre el interés estatal implicado en 

                                                 
89 GONZALEZ-CUELLAR SERRANO NICOLAS, “Proporcionalidad y Derechos Fundamentales en el Proceso Penal”, 

Colex 1990, pág. 17. Dentro del ámbito procesal, se advierte la gravedad del conflicto entre intereses opuestos –son sin 

duda los más relevantes el interés estatal por ejercitar el ius puniendi y el del imputado por defender su ius libertatis- el 

principio de proporcionalidad parte de la jerarquía de valores constitucionalmente consagrada: rige ante todo el principio 

favor libertatis.- Citado por Mariano R. La Rosa 
90 Más precisamente puede decirse que este principio tiende a determinar mediante la “ponderación de intereses según las 

circunstancias del caso concreto, si el sacrificio de los intereses individuales que comporta la injerencia guarda una 

relación razonable o proporcionada con la importancia del interés estatal que se trata de salvaguardar. Si el sacrificio 

resulta excesivo la medida deberá considerarse inadmisible”, GONZALEZ-CUELLAR SERRANO NICOLAS, 
“Proporcionalidad y Derechos Fundamentales en el Proceso Penal”, Colex 1990, pág. 225.- Citado por Mariano R. La 

Rosa 
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la realización efectiva del poder penal”91. En esa dirección se encamina el art. 17 de las 

Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia Penal, 

(“Reglas de Mallorca”) en cuanto disponen: “En relación con la adopción de las medidas 

limitativas de derechos, regirá el principio de proporcionalidad, considerando, en 

especial, la gravedad del hecho imputado, la sanción penal que pudiera corresponder y 

las consecuencias del medio coercitivo adoptado”92 . 

 

Ello nos lleva, además, a considerar incluido dentro del comentado principio a la 

razonabilidad de la prisión preventiva y a su adecuación al fin cautelar para el que se 

encuentra destinada que, al decir de nuestra Corte, pueden ser resumido de la siguiente 

manera: “el carácter de garantía constitucional reconocido al beneficio excarcelatorio -

en virtud de la presunción de inocencia de quien aún no fue condenado (art. 18 CN.) y 

el derecho a la libertad física- exige que su limitación se adecue razonablemente al fin 

perseguido por la ley (Fallos 308:1631), y que las disposiciones que la limitan sean 

valoradas por los jueces con idénticos criterios de razonabilidad. Se trata, en definitiva, 

de conciliar el derecho del individuo a no sufrir persecución injusta con el interés general 

de no facilitar la impunidad del delincuente, pues la idea de justicia impone que el 

derecho de la sociedad a defenderse contra el delito sea conjugado con el del individuo 

sometido a proceso, de manera que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro 

(Fallos 272:188 y 314:791). Cuando ese límite es transgredido, la medida preventiva -

al importar un sacrificio excesivo del interés individual- se transforma en una pena, y el 

fin de seguridad en un innecesario rigor” (Corte Sup., “Rosa, Carlos Alberto v. Estado 

Nacional /Ministerio de Justicia y otro s/ daños y perjuicios varios”, 01/11/1999”; JA 

2000-III-246).  

 

                                                 
91 MAIER JULIO B.J., “Derecho Procesal Penal”, Tomo I , Editores del Puerto1996, pág. 528. Por ello, cuando las medidas 

procesales que facilitan la aplicación del ius puniendi entren en colisión con el ius libertatis deberán ser ponderados el 

interés estatal de persecución penal y los intereses de los ciudadanos en el mantenimiento del más amplio grado de 

eficacia de sus derechos fundamentales. GONZALEZCUELLAR SERRANO NICOLAS, “Proporcionalidad y 

Derechos Fundamentales en el Proceso Penal”, Colex 1990, pág. 244. Citado por Mariano R. La Rosa 
92 Si bien de modo expreso no surge de nuestro texto constitucional el mencionado principio, no obstante se ha extraído su 

rango constitucional del principio del Estado de Derecho y de la esencia de los derechos fundamentales; más 

precisamente de la exigencia al respeto impuesta por los preceptos constitucionales que garantizan los derechos 

fundamentales y las libertades públicas. GONZALEZ-CUELLAR SERRANO NICOLAS, “Proporcionalidad y 

Derechos Fundamentales en el Proceso Penal”, Colex 1990, pág. 51. Cabe también mencionar que el art. 146 inc. 3º del 

Código Procesal Penal de la Provincia de Bs. As. lo consagra expresamente: “El órgano judicial podrá ordenar a pedido 

de las partes medidas de coerción personal o real cuando se den las siguientes condiciones...3) proporcionalidad 

entre la medida y el objeto de tutela”.- Citado por Mariano R. La Rosa 
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Es así que el principio de proporcionalidad revela que toda medida cautelar significa 

una privación de bienes jurídicos, con lo que puede existir similitud y cierta 

superposición con la privación de bienes jurídicos en que sustancialmente consiste la 

pena. Específicamente, las medidas cautelares de detención, si bien se dirigen al 

aseguramiento del proceso y no a otra cosa, conllevan una pérdida sumamente gravosa 

del bien jurídico de la libertad, de la misma forma que la pena privativa de libertad 

impuesta al procesado por sentencia también la arrastra. Así (y admitiendo en última 

instancia que en aras de la seguridad de la realización del proceso resulta admisible tan 

drástica disminución de bienes y derechos de un inocente) debe existir entre esta 

medida y la eventual y ulterior sanción que pueda llegar a imponerse a través de la 

sentencia, una relación tal que signifique que un procesado no deberá sufrir una pérdida 

mayor a título de aseguramiento procesal que la que deberá sufrir por la condena de 

derecho sustancial93.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
93 VIRGOLINI JULIO, “El Derecho a la Libertad en el Proceso Penal”, Editorial Némesis 1984, pág. 52. Ello determina la 

necesidad insoslayable de hallar remedios que impidan que por vía cautelar se infiera a las personas males mayores que 

los que legitima una sentencia condenatoria criminal. Citado por Mariano R. La Rosa 
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2.2.6.2.3.7.-El Principio “Favor Libertatis”  

Se ha considerado a este postulado como un aspecto más del principio in dubio pro 

reo, que reconoce su origen en el iluminismo y asegura que el estado de duda llevará 

siempre a una decisión en favor del imputado. Ambos son pautas derivadas de un 

mismo origen. El favor libertatis debe entenderse como aquél por el cual todos los 

institutos procesales deben tender a la rápida restitución de la libertad personal, y en 

cambio el in dubio pro reo (en sentido estricto) es el principio en virtud del cual todos 

los instrumentos procesales deben tender a la declaración de certeza de la no 

responsabilidad del imputado; y concierne, no ya al estado de libertad personal, sino a 

la declaración de certeza de una posición de mérito con relación a la notitia criminis94 .  

 

El principio en cuestión es definido entonces como: “la posición del sujeto que 

soporta una limitación en la propia esfera de libertad jurídica, está favorecida por el 

derecho, en el sentido de que dicha limitación sea siempre lo menos gravosa posible 

en la reglamentación de los intereses opuestos”95. Ello implica que las normas 

excarcelatorias deben guiarse por el sentido más favorable al procesado en lo que 

atañe a la restricción de la libertad o al ejercicio de un derecho; por cuanto de esta 

manera, la cuestión debe ser resuelta en pro del derecho liberatorio, toda vez que la 

libertad durante la tramitación del proceso constituye además la regla general.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
94 SOLIMINE MARCELO “Principios Generales de las Medidas de Coerción” La Ley T 1998-E pag. 1220.- Citado por 

Mariano R. La Rosa 
95 LEONE GIOVANNI, “Tratado de Derecho Procesal Penal”, Ejea, Bs. As. 1963, Tomo I, pág. 188.- Citado por Mariano 

R. La Rosa 
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2.2.6.2.3.8.-El Principio “Pro Homine”. 

 Conforme a este principio, ha de estarse siempre a la interpretación que resulta 

más favorable al individuo en caso de disposiciones que le reconozcan o acuerden 

derechos. Y, con el mismo espíritu, ha de darse preferencia a la norma que signifique la 

menor restricción a los derechos humanos en caso de convenciones que impongan 

restricciones o limitaciones96; en tanto se reconoce al sujeto imputado como plenamente 

digno en razón de su innegable condición humana. Es así que la aplicación de la norma 

que más beneficia a las personas fue receptada por la Corte Interamericana en la 

Opinión Consultiva OC-5 en estos términos: "si a una misma situación son aplicables la 

Convención Americana y otro tratado internacional, debe prevalecer la norma más 

favorable a la persona humana" (párr. 52). De esta forma, si una norma interna nacional 

asegura uno de los requisitos del debido proceso legal de una manera más beneficiosa 

para el peticionario que una internacional o provincial debe prevalecer su aplicación, 

pues no se trata de enfrentar el derecho interno con el internacional ni la legislación 

procesal provincial con la nacional o segregar la naturaleza de las normas u otra 

diferenciación semejante, sino de receptar el principio que se encuentra arraigado en el 

derecho de todos los tiempos97 . 

 

 En consecuencia, debe ser considerado como un valioso criterio hermenéutico que 

informa todo el derecho de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la 

norma más amplia o a la interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer 

derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida 

cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o 

su suspensión extraordinaria. Este principio coincide con el rasgo fundamental del 

derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre98. 

 

Esta pauta se encuentra consagrada positivamente cuando, en general, los 

instrumentos internacionales establecen que ninguna de sus disposiciones autoriza a 

                                                 
96 MONCAYO GUILLERMO R., “Criterios para la aplicación de las normas internacionales que resguardan 

los derechos humanos en el derecho argentino”, en “La Aplicación de los Tratados sobre Derechos Humanos 

por los Tribunales Locales”, Del Puerto 1997, pág. 95.- Citado por Mariano R. La Rosa 
97 ALBANESE SUSANA, “La prisión preventiva, el plazo razonable, las vías ordinarias y extraordinarias y el 

principio pro hómine”, JA 2004-II-737.- Citado por Mariano R. La Rosa 
98 PINTO MONICA, “El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas para la regulación de los 

derechos humanos”; en “La Aplicación de los Tratados sobre Derechos Humanos por los Tribunales 

Locales”, Del Puerto 1997, pág. 163. Citado por Mariano R. La Rosa 
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limitar los derechos protegidos en mayor medida de la prevista, a limitar el goce y 

ejercicio de cualquier otro derecho o libertad que pueda estar reconocido en otra norma 

internacional o interna en vigor99 .  

 

2.2.6.2.3.9.-Razonabilidad. 

 Este principio íntimamente se relaciona con los precedentes y tiende a ponderar la 

naturaleza y duración de la medida cautelar propuesta, con el objeto de que sea 

consecuente con su naturaleza jurídica y su fundamento. 

 

2.2.6.2.3.10.- Última ratio. 

 La privación de la libertad debe ser adoptada como último recurso dentro de las 

posibilidades de asegurar la realización del proceso, “El hecho de que muchos códigos 

penales se refieran en primer término a la prisión preventiva, y luego contemplen las 

denominadas “alternativas a las prisión preventiva”, sugiere y conduce a una 

interpretación según la cual la prisión preventiva sería la primera medida a considerarse 

aplicable. Cuando, por el contrario, de acuerdo con el derecho internacional de los 

derechos humanos, la prisión preventiva debería ser la última ratio, es decir la última vía 

a la que debiera recurrirse cuando las otras medidas menos gravosas no sean 

suficientes para garantizar los efectos del proceso. En consecuencia, en los hechos, 

debería ser el fiscal quien explique y sustente por qué en el caso concreto no resulta 

apropiado, ni suficiente la aplicación de otras medidas cautelares no privativas de la 

libertad. El juzgador, por su parte, deberá evaluar la posibilidad de que los riesgos 

procesales puedan ser neutralizados por medio de otras medidas cautelares distintas de 

la prisión preventiva, y si opta por imponer esta última medida tiene el deber de motivar 

y razonar suficientemente la necesidad y proporcionalidad de su aplicación. De esta 

forma, se garantiza además, el ejercicio adecuado del derecho a defensa pues un 

análisis escalonado y gradual (de la medida menos lesiva a la más gravosa) permitiría a 

la defensa alegar y centralizar la discusión en las cuestiones concretas del análisis de 

necesidad y proporcionalidad de las medidas que se consideren” (Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre el uso de la prisión preventiva las 

Américas, Doc. 46/13, 30/12/13).  

 

                                                 
99 CASIMIRO A. VARELA,”Fundamentos Constitucionales del Derecho Procesal”, AD-HOC, pag. 180. Citado 

por Mariano R. La Rosa 
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2.2.6.2.3.11.-Excepcionalidad. 

 A este respecto, los Principios y Buenas Prácticas establecen que en función del 

contenido y alcances del derecho a la libertad personal los Estados “deberán incorporar, 

por disposición de la ley, una serie de medidas alternativas o sustitutivas a la privación 

de libertad, en cuya aplicación se deberán tomar en cuenta los estándares 

internacionales sobre derechos humanos en esta materia” (Principio III.4). Estas 

medidas alternativas de la privación de la libertad deben estar dirigidas a las tres etapas 

fundamentales del proceso penal: la etapa previa al juicio, el juicio mismo y el proceso 

de ejecución de la pena (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre 

el uso de la prisión preventiva las Américas, Doc. 46/13, 30/12/13).  

 

El carácter excepcional de la prisión preventiva implica de manera concreta que los 

Estados hagan uso de otras medidas cautelares que no impliquen la privación de libertad 

de los acusados mientras dura el proceso penal. Por otro lado, tanto la Comisión 

Interamericana, como otros organismos internacionales de derechos humanos, han 

recomendado consistentemente a los Estados de la región recurrir con mayor frecuencia 

a las medidas cautelares no privativas de la libertad como parte de una estrategia 

conducente a reducir el número de personas en prisión preventiva, y consecuentemente 

los niveles de hacinamiento (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 

sobre el uso de la prisión preventiva las Américas, Doc. 46/13, 30/12/13) 

 

2.2.6.2.3.12.- Alternativas a la privación de la libertad. 

 En suma, la Comisión considera que promover un mayor uso de otras medidas 

cautelares distintas de la prisión preventiva no solo es congruente con el principio de 

excepcionalidad de la prisión preventiva y con el derecho a la presunción de inocencia, 

sino que es de aquellas medidas que por su naturaleza resultan en principio sostenible 

y eficaces como parte de una estrategia integral para hacer frente al hacinamiento. 

Desde una perspectiva más amplia, la modernización de la administración de justicia 

debe tomar en cuenta el uso de medidas no privativas de la libertad como medio para 

optimizar la utilidad social del sistema de justicia penal y los recursos con que cuenta 

(CIDH. Quinto informe sobre la situación de los derechos humanos en Guatemala, Cap. 

VII, párr. 36)  
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2.2.6.2.3.13.- Carga de la prueba, demostración por parte de la acusación de la 

existencia de riesgos procesales . 

El respeto al derecho a la presunción de inocencia exige igualmente que el Estado 

fundamente y acredite, de manera clara y motivada, según cada caso concreto, la 

existencia de los requisitos válidos de procedencia de la prisión preventiva (Corte IDH. 

Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 144).  

 

En efecto, corresponde al tribunal y no al acusado o a su defensa acreditar la 

existencia de los elementos que justifiquen la procedencia de la prisión preventiva (CIDH. 

Demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ante la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos contra la República Bolivariana de Venezuela en 

el caso 12.554, Francisco Usón Ramírez, 25 de julio de 2008, párr. 172. En el mismo 

sentido, CrEDH, Case of Aleksanyan v. Russia (Application No. 46468/08), Sentencia 

del 22 de diciembre de 2008 (Primera Sección de la Corte), párr. 179; CrEDH, Case of 

Ilijkov v. Bulgaria (Application No. 33977/96), Sentencia del 26 de julio de 2001 (Sección 

Cuarta de la Corte), párrs. 84 – 85).  

 

Corresponde a las autoridades judiciales competentes, particularmente a los 

fiscales, y no al acusado o a su defensa acreditar la existencia de aquellos elementos 

necesarios para determinar la existencia del riesgo de fuga o de obstaculización de las 

investigaciones (CIDH. Demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos contra la República Bolivariana de 

Venezuela en el caso 12.554, Francisco Usón Ramírez, 25 de julio de 2008, párr. 172). 

2.2.6.2.3.14.- Ilegitimidad de vedar la libertad ante determinado tipo de delitos. 

 También se viola el principio de presunción de inocencia cuando la prisión preventiva 

se impone arbitrariamente; o bien, cuando su aplicación está determinada 

esencialmente, por ejemplo, por el tipo de delito, la expectativa de la pena o la mera 

existencia de indicios razonables que vinculen al acusado. En estos casos también se 

está en gran medida aplicando una pena anticipada, previa a la conclusión del proceso 

mismo, entre otras razones porque materialmente la detención previa al juicio, en tanto 

privación de libertad, no difiere en nada de la que se impone como resultado de una 

sentencia. Cuando la aplicación de la prisión preventiva con base en criterios como los 

mencionados se hace obligatoria por imperio de la ley, la situación es aún más grave, 
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porque se está “codificando” por vía legislativa el debate judicial; y por tanto, limitándose 

la posibilidad de los jueces de valorar su necesidad y procedencia de acuerdo con las 

características del caso específico. personas que aún están siendo investigadas, o en 

todo caso no han sido condenadas . 

 

2.2.6.2.3.15.-Características del autor y no del hecho como criterio determinante. 

   Las características personales del supuesto autor y la gravedad del delito que 

se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva (Corte 

IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 74; Corte IDH. Caso López 

Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 69). 

En el caso López Álvarez v. Honduras, la Corte se pronunció respecto de la exclusión 

por vía legal de la posibilidad de aplicar otras medidas cautelares distintas de la prisión 

preventiva en razón de la pena fijada para el delito imputado. Con lo cual, la privación de 

libertad a la que fue sometida la víctima fue consecuencia de una norma procesal que 

“ignoraba la necesidad, consagrada en la Convención Americana, de que la prisión 

preventiva se justificara en el caso concreto, a través de una ponderación de los 

elementos que concurren a éste, y que en ningún caso la aplicación de tal medida 

cautelar [la prisión preventiva] sea determinada por el tipo de delito que se impute al 

individuo” (Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 

2006. Serie C No. 141, párr. 81). 

 

2.2.6.2.3.16.-Igualdad. 

   La Corte Interamericana en el caso Suárez Rosero v. Ecuador se pronunció 

acerca de la norma que excluía a aquellas personas acusadas por delitos relacionados 

con drogas de los límites legales fijados para la prolongación de la prisión preventiva. La 

Corte consideró que “esa excepción despoja a una parte de la población carcelaria de 

un derecho fundamental en virtud del delito imputado en su contra y, por ende, lesiona 

intrínsecamente a todos los miembros de dicha categoría de inculpados”. Y que esa 

norma en sí misma violaba el artículo 2 de la Convención Americana, 

independientemente de su aplicación en el caso que se decidió208. Estas 

consideraciones fueron reiteradas en la sentencia del caso Acosta Calderón v. Ecuador 

(Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie 

C No. 129, párr. 135).  
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2.2.6.2.3.17.- Riesgo de fuga. 

   En el caso Usón Ramírez v. Venezuela, también relativo al riesgo de fuga como 

causal de procedencia de la prisión preventiva, la Comisión hizo énfasis en que 

corresponde al tribunal acreditar la existencia de los elementos constitutivos de esta 

causal mediante “argumentos razonables”; no pudiendo limitarse a invocarla o a 

mencionar las normas en las que dicha causal está establecida. En este caso, si bien no 

operó una presunción legal respecto del riesgo de fuga, el tribunal de la causa consideró 

que la eventual condena hacía considerar que el acusado trataría de evadir la justicia, 

sin acreditar en ningún momento este extremo, ni la necesidad y proporcionalidad de la 

detención preventiva. En razón a estas consideraciones la CIDH consideró que el 

encarcelamiento de la víctima fue arbitrario y violó el derecho a la presunción de 

inocencia (CIDH. Demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ante 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos contra la República Bolivariana de 

Venezuela en el caso 12.554, Francisco Usón Ramírez, 25 de julio de 2008, párrs. 172, 

176, 178, 179, 180 y 184). 

 

2.2.6.2.3.18.- Caso de reincidencia. 

 En cuanto al criterio de reincidencia, la Comisión estima que el mismo pudiera 

considerarse como un elemento más en el análisis de procedencia de la medida en el 

caso concreto, pero en ningún caso debería utilizarse como criterio rector de su 

aplicación, por ejemplo, mediante la presunción legal de que con esta sola circunstancia 

se configura el riesgo procesal, ello sería contrario al principio de presunción de 

inocencia. Además, en ningún caso podrá considerarse la reincidencia en función de 

registros policiales u otra base documental distinta de sentencias ejecutoriadas emitidas 

por los tribunales competentes (Informe sobre el uso de la prisión preventiva las 

Américas, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Doc. 46/13, 30 diciembre 

2013). 

 

 

2.2.6.2.3.19.- Indicios razonables que justifiquen la medida. 

 Además de aplicarse en casos en los que hayan indicios razonables que vinculen 

al acusado con el hecho investigado y que exista un fin legítimo que la justifique, el uso 

de la prisión preventiva debe estar limitado por los principios de legalidad, necesidad, 

proporcionalidad y razonabilidad vigentes en una sociedad democrática. El respeto y 
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garantía del derecho a la presunción de inocencia, y la naturaleza excepcional de la 

prisión preventiva, como la medida más severa que puede imponerse a un acusado, 

exigen que la misma sea aplicada de acuerdo con los mencionados estándares (Véase 

con un lenguaje similar: Corte IDH. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 180, párr. 107; Corte IDH. Caso 

Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie 

C No. 152, párr. 88; Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de 

febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 67; Corte IDH. Caso García Asto y Ramírez Rojas 

Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 106; Corte IDH. 

Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie C No. 129, 

párr. 74; Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie 

C No. 114, párr. 106).  

 

2.2.6.2.3.20.- Duración razonable. 

 La razonabilidad del tiempo que una persona acusada de un delito pasa en 

detención preventiva debe ser evaluada en relación con el hecho mismo de que se 

encuentra detenida. Hasta que se dicte sentencia se debe presumir que es inocente, el 

propósito del Art. 5(3) del Convenio Europeo (equivalente al Art. 7.5 de la Convención 

Americana) es esencialmente el de establecer que se disponga la liberación provisional 

del acusado una vez que la prolongación de la detención deja de ser razonable; y que 

los tribunales domésticos deben examinar todos los elementos pertinentes a la 

existencia o no de las causales que justifiquen la detención preventiva, con la debida 

consideración al principio de presunción de inocencia, y plasmarlos en sus decisiones 

relativas a las solicitudes de excarcelación interpuestas por el acusado, los argumentos 

a favor o en contra de la liberación de este no pueden ser generales o abstractos 

(CrEDH, Case of Piruzyan v. Armenia (Application No. 33376/07), Sentencia del 26 de 

junio de 2012 (Tercera Sección de la Corte), párr. 92; CrEDH, Case of Letellier v. France 

(Application 12369/86), Sentencia del 26 de junio de 1991 (Pleno de la Corte), párr. 35). 

 

   La detención preventiva de una persona no debe prolongarse por un periodo más 

allá del cual el Estado pueda dar una justificación adecuada de la necesidad de la misma, 

de lo contrario la privación de libertad se torna arbitraria. En el mismo sentido, Corte IDH. 

Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 74). Por tanto, el criterio de 
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necesidad no sólo es relevante al momento en que se decide la aplicación de la prisión 

preventiva, sino también al momento de evaluar la pertinencia de su prolongación en el 

tiempo. 

 

2.2.6.2.3.21.- Determinación del plazo. 

 Este plazo no puede establecerse en forma abstracta porque responde a criterios 

cuya concurrencia habrá que determinar de acuerdo con las particularidades de cada 

caso concreto (Demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ante la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos contra la República Bolivariana de 

Venezuela en el caso 11.663, Oscar Barreto Leiva, 31 de octubre de 2008, párr. 136; 

CIDH. Informe No. 86/09, Caso 12.553, Fondo, José, Jorge y Dante Peirano Basso, 

Uruguay, 6 de agosto de 2009, párrs. 135 (siguiendo jurisprudencia constante de la Corte 

Europea).  

 

2.2.6.2.3.22.- Deber de justificar la duración. 

 Corresponde pues al Estado aportar elementos que justifiquen la prolongación de 

esta medida (CIDH. Informe No. 66/01, Caso 11.992, Fondo, Dayra María Levoyer 

Jiménez, Ecuador, 14 de junio de 2001, párr. 48). En este sentido de acuerdo con la 

racionalidad del artículo 7.5, la persona mantenida en prisión preventiva debe ser puesta 

en libertad desde el momento en que la privación de libertad traspasa los límites del 

sacrificio que puede imponerse razonablemente a una persona que se presume inocente 

(CIDH. Informe No. 35/96, caso 10.832, Fondo, Luis Lizardo Cabrera, República 

Dominicana, 7 de abril de 1998, párr. 71). 

 

Una vez vencido el plazo considerado razonable, el Estado ha perdido la 

oportunidad de continuar asegurando el fin del proceso por medio de la privación de la 

libertad del imputado. Es decir, la prisión preventiva podrá o no ser sustituida por otras 

medidas cautelares menos restrictivas pero, en todo caso, se deberá disponer la libertad. 

Ello, independientemente de que aún subsista el riesgo procesal, es decir, aun cuando 

las circunstancias del caso indiquen como probable que, una vez en libertad, el imputado 

intentará eludir la acción de la justicia o entorpecer la investigación, la medida cautelar 

privativa de la libertad debe cesar (CIDH. Informe No. 86/09, Caso 12.553, Fondo, José, 

Jorge y Dante Peirano Basso, Uruguay, 6 de agosto de 2009, párr. 127; CIDH. Informe 
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No. 12/96, caso 11.245, Fondo, Jorge A. Giménez, Argentina, 1 de marzo de 1996, párr. 

134).  

 

2.2.6.2.3.23.- Derecho individual a que la situación del detenido sea resuelta con 

diligencia  

La especificidad del artículo 7.5 de la Convención, frente a su artículo 8.1, radica en 

el hecho de que un individuo acusado y detenido tiene el derecho a que su caso sea 

resuelto con prioridad y conducido con diligencia. La posibilidad que el Estado tiene de 

aplicar la detención para asegurar los fines del proceso es una de las razones decisivas 

que justifica dicho trato prioritario. El concepto de tiempo razonable contemplado en el 

artículo 7.5 y el artículo 8.1 de la Convención difieren en que el artículo 7 posibilita que 

un individuo sea liberado sin perjuicio de que continúe su proceso. El tiempo establecido 

para la detención es, por tanto, necesariamente mucho menor que el destinado para 

todo el juicio (CIDH. Informe No. 86/09, Caso 12.553, Fondo, José, Jorge y Dante 

Peirano Basso, Uruguay, 6 de agosto de 2009, párr. 127; CIDH. Informe No. 12/96, caso 

11.245, Fondo, Jorge A. Giménez, Argentina, 1 de marzo de 1996, párr. 110). 

 

 Por ello, siempre que la pena impuesta resulte menor al plazo durante el cual una 

persona estuvo sometida a detención preventiva, ésta debe ser considerada irrazonable 

(CIDH. Demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ante la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos contra la República Bolivariana de Venezuela en 

el caso 11.663, Oscar Barreto Leiva, 31 de octubre de 2008, párr. 136; en el mismo 

sentido: CrEDH, Case of Liuiza v. Lithuania (Application No. 13472/06), Sentencia del 31 

de julio de 2012 (Segunda Sección de la Corte), Voto Disidente de los Jueces Pinto de 

Albuquerque y Keller, párr. 24). 

 

El hecho de que un individuo sea posteriormente condenado o excarcelado no 

excluye la posible transgresión del plazo razonable en prisión preventiva conforme la 

normativa de la Convención (CIDH. Informe No. 12/96, caso 11.245, Fondo, Jorge A. 

Giménez, Argentina, 1 de marzo de 1996, párr. 55). En cuanto a la autoridad competente 

para decretar o decidir la aplicación de la prisión preventiva, la Comisión entiende que el 

sentido del artículo 7.5 de la Convención es de establecer que la misma sea 

necesariamente una autoridad judicial, debido a que el juicio acerca del riesgo procesal 

sólo puede estar a cargo de un juez.  
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Además, al igual que en el caso del control judicial inmediato del acto de la detención 

(arresto o aprehensión), esta autoridad debe cumplir con los requisitos establecidos en 

el primer párrafo del artículo 8 de la Convención (Corte IDH. Caso Cantoral Benavides 

Vs. Perú. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párrs. 74 – 75).  

 

El derecho de toda persona detenida de ser juzgada dentro de un plazo razonable 

o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso (artículo 7.5 de la 

Convención y XXV de la Declaración), implica la obligación correlativa del Estado de 

“tramitar con mayor diligencia y prontitud los procesos penales en los que el imputado 

se encuentre privado de libertad” (Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206; párr. 

120; Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 70). 

 

2.2.6.2.3.24.- Vencimiento plazo. 

 Además, una vez vencido el plazo considerado razonable para la duración de la 

detención preventiva el Estado pierde la oportunidad de continuar asegurando el fin del 

proceso por medio de la privación de la libertad del imputado (Corte IDH. Caso Barreto 

Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre 

de 2009. Serie C No. 206, párr. 120). Es decir, el Estado podrá limitar la libertad de 

aquel con otras medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, 

distintas a la privación de su libertad mediante el encarcelamiento (Corte IDH. Caso 

Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 70). En este sentido, la Comisión ha 

considerado que “[L]a prisión preventiva podrá o no ser sustituida por otras medidas 

cautelares menos restrictivas pero, en todo caso, se deberá disponer la libertad (CIDH. 

Tercer informe sobre la situación de los derechos humanos en Paraguay, Cap. IV, párr. 

33). Ello, independientemente de que aún subsista el riesgo procesal, es decir, aun 

cuando las circunstancias del caso indiquen como probable que, una vez en libertad, 

el imputado intentará eludir la acción de la justicia o entorpecer la investigación, la 

medida cautelar privativa de la libertad debe cesar (CIDH. Informe No. 86/09, caso 

12.553, Fondo. Jorge, José y Dante Peirano Basso, Uruguay, 6 de agosto de 2009, 

párr. 134). 
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2.2.6.2.3.25.- Revisión periódica de la detención. 

 

 Corresponde en primer lugar a las autoridades judiciales nacionales el asegurar que 

el periodo de detención preventiva en el que se mantiene a un acusado no exceda de 

un plazo razonable (CrEDH, Case of McKay v. The United Kingdom (Application No. 

543/03). 

 

Así, en atención al derecho a la presunción de inocencia y al carácter excepcional 

de la prisión preventiva surge el deber del Estado de revisar periódicamente la vigencia 

de las circunstancias que motivaron su aplicación inicial. Este ejercicio de valoración 

posterior se caracteriza por el hecho de que, salvo evidencia en contrario, el riesgo 

procesal tiende a disminuir con el paso del tiempo. Por eso, la explicación que ofrezca 

el Estado de la necesidad de mantener a una persona en prisión preventiva debe ser 

más convincente y mejor sustentada a medida que pasa el tiempo. La Corte 

Interamericana ha establecido que “son las autoridades nacionales las encargadas de 

valorar la pertinencia o no del mantenimiento de las medidas cautelares que emitan 

conforme a su propio ordenamiento”, entre ellas, particularmente la detención 

preventiva. Por eso, el juez no tiene que esperar a dictar sentencia absolutoria o a que 

venzan los plazos máximos legales para decretar el fin de la medida. En cualquier 

momento en que parezca que no están presentes las condiciones iniciales que 

justificaron la aplicación de la prisión preventiva, “deberá decretarse la libertad sin 

perjuicio de que el proceso respectivo continúe” (Corte IDH. Caso Bayarri Vs. 

Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 

octubre de 2008. Serie C No. 187, párrs. 74 y 76; 

 

La naturaleza misma excepcional y transitoria de la detención preventiva implica que 

la revisión de su vigencia se realice periódicamente, ya que su propósito es el de 

preservar la buena marcha de una investigación y un proceso penal que se supone 

deben ser conducidos con celeridad y debida diligencia (Véase mutatis mutandis: 

CrEDH, Case of Bezicheri v. Italia (Application No. 11400/85), Sentencia del25 de 

octubre de 1989 (Pleno de la Corte), párr. 21).  
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2.2.6.2.3.26.- Análisis de la detención, presencia de motivos fundados. 

 En cuanto al momento procesal en el que se evalúa la procedencia de la prisión 

preventiva, es relevante subrayar que en virtud del derecho a la presunción de 

inocencia el juzgador debe examinar todos los hechos y argumentos a favor o en contra 

de la existencia de los peligros procesales que justificarían su aplicación o 

mantenimiento, según sea el caso (CIDH. Informe No. 86/09, Caso 12.553, Fondo, 

José, Jorge y Dante Peirano Basso, Uruguay, 6 de agosto de 2009, párrs. 86 y 87). 

  

Los jueces deben expedir los autos que decretan la prisión preventiva luego de un 

análisis sustantivo, no simplemente formal, de cada caso (ONU, Grupo de Trabajo 

sobre Detenciones Arbitrarias, Informe sobre Misión a Argentina, E/CN.4/2004/3/Add.3, 

publicado el 23 de diciembre de 2003, párr. 65). De ahí la importancia de que los 

actores involucrados en este proceso decisorio cuenten con la adecuada información 

probatoria acerca de los riesgos procesales y presupuestos legales que van a ser 

evaluados, para lo cual se deben desarrollar sistemas de información y verificación de 

la información previa al juicio. En este sentido, los llamados servicios de evaluación y 

supervisión previos al juicio u oficinas de medidas alternativas y sustitutivas han 

demostrado ser una buena práctica. 

 

 2.2.6.2.3.27.- Derecho de audiencia. 

 El acusado deberá tener la posibilidad de estar presente en los procedimientos en 

los que se decida la aplicación de la prisión preventiva, bajo determinadas condiciones 

este requisito se podrá satisfacer mediante el uso de sistemas de video adecuados 

(Consejo de Europa/Comité de Ministros, Recomendación Rec (2006)13 sobre el uso 

de la prisión preventiva, las condiciones en las que tiene lugar y las medidas de 

protección contra abusos, adoptada el 27 septiembre de 2006, párr. 28), siempre y 

cuando se garantice el derecho de defensa. Todo acusado tiene derecho a ser 

escuchado por el juez y argüir personalmente contra su detención, la detención 

preventiva no debería decidirse solamente con vista al expediente del caso (ONU, 

Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitrarias, Informe sobre Misión a Ecuador, 

A/HRC/4/40/Add.2, publicado el 26 de octubre de 2006, párrs. 70 y 71). Asimismo, la 

resolución por medio de la cual se impone esta medida “debe ser realmente dictada 

por el juez, luego de escuchar en persona al detenido, no por ‘sumariantes’ ni por 

secretarios de juzgado” (ONU, Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitrarias, 
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Informe sobre Misión a Argentina, E/CN.4/2004/3/Add.3, publicado el 23 de diciembre 

de 2003, párr. 65).  

 

La celebración de una audiencia previa sobre la procedencia de la prisión 

preventiva, además de garantizar el principio de inmediación, permite, entre otras 

cosas, que la persona imputada y su defensa conozcan con antelación los argumentos 

a partir de los cuales se infiere el riesgo de fuga o de interferencia con las 

investigaciones. Además, ofrece un mejor escenario, tanto para la defensa, como para 

la parte acusadora, en el que presentar sus argumentos a favor o en contra de la 

procedencia de la prisión preventiva, o en su caso de otras medidas menos restrictivas. 

En definitiva, la oralidad garantiza la posibilidad de discutir todas las cuestiones 

vinculadas con la aplicación de la medida cautelar.  

 

2.2.6.2.3.28.- Fundamentación detención. 

 Es un principio fundamental, largamente establecido en la jurisprudencia de 

la Corte Interamericana, que “las decisiones que adopten los órganos internos que 

puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de 

lo contrario serían decisiones arbitrarias” (Corte IDH. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 180, 

párr. 108; Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Sentencia de 23 de junio de 2005. 

Serie C No. 127, párr. 152). En esta línea, el GTDA, señaló con respecto al derecho a 

la libertad personal, que “[e]l fundamento jurídico que justifica la privación de libertad 

debe ser accesible, comprensible y no retroactivo, y debe aplicarse de manera 

coherente y previsible a todos por igual” (ONU, Grupo de Trabajo sobre Detenciones 

Arbitrarias, Informe Anual presentado al Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/22/44, 

publicado el 24 de diciembre de 2012, párr. 62). 

 

2.2.6.2.3.29.- Calidad de la evidencia. 

 En cuando a la calidad de la evidencia o base que se requiere para poner a una 

persona en prisión preventiva, la Corte Interamericana ha establecido que “deben 

existir indicios suficientes que permitan suponer razonablemente que la persona 

sometida a proceso haya participado en el ilícito que se investiga”. Y partiendo del 

criterio esbozado por la Corte Europea de la existencia de “sospechas razonables” 

fundadas en hechos o información “capaces de persuadir a un observador objetivo de 
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que el encausado puede haber cometido una infracción”, la Corte Interamericana 

determinó que tal sospecha, “tiene que estar fundada en hechos específicos y 

articulados con palabras, esto es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas” 

(Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. 

Serie C No. 170, párrs. 101-103. Además del caso Fox, Campbell and Hartley, citado 

por la Corte Interamericana en el texto correspondiente a esta nota al pie, la referida 

definición de sospecha razonable también fue seguida por la Corte Europea, por 

ejemplo, en: CrEDH, Case of Grinenko v. Ukraine (Application No. 33627/06), 

Sentencia del 15 de noviembre de 2012 (Sección Quinta de la Corte), párr.82; CrEDH,. 

  

2.2.6.2.3.30. Derecho de defensa. 

 La Comisión ha establecido que: [L]a garantía establecida en el artículo 8.2(e) de 

la Convención Americana […], implica que la actividad del defensor se dirija a las 

facultades que la ley reconoce a la parte acusada, las cuales se concretan básicamente 

en la posibilidad de pedir y aportar pruebas, de controvertir aquellas que han sido 

allegadas al proceso y de impugnar las decisiones adoptadas en el mismo. Estos 

elementos de defensa, y cualquier otro que disponga el derecho interno, deben ser 

utilizados con propiedad por la defensa, la cual debe adelantar una actuación diligente 

y eficaz, dirigida a asegurar no sólo el respeto de las garantías del acusado, sino 

también que las decisiones proferidas en el curso del proceso se encuentren ajustadas 

al derecho y a la justicia (CIDH. Comunicado de Prensa 76/11 – Relatoría recomienda 

adopción de política pública carcelaria integral en Uruguay. Washington, D.C., 25 de 

julio de 2011, anexo, párr. 53). 

 

 El sólo hecho de que una persona enfrente un proceso penal estando en custodia 

del Estado, y no en libertad, constituye de por sí una desventaja procesal; cuando la 

prisión preventiva se prolonga excesivamente aumenta la dificultad del acusado para 

organizar su defensa. En las etapas procesales previas y conducentes a la eventual 

aplicación de la prisión preventiva es imprescindible que la defensa del acusado tenga 

acceso, con suficiente anticipación, a toda la documentación relevante sobre la cual se 

considere la aplicación de dicha medida. Igualmente, y como ya se mencionó, es 

esencial que las resoluciones por medio de las cuales se decide la aplicación o la 

prórroga de la prisión preventiva estén debidamente motivadas, de forma tal que la 
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defensa pueda conocer con claridad y precisión las razones y la valoración en las que 

se sustentan tales decisiones. En cuanto a la calidad de la gestión de los defensores, 

es fundamental que en sus actuaciones se verifique una argumentación articulada 

relativa al cumplimiento de los principios y criterios que rigen la aplicación de la prisión 

preventiva en el caso concreto de la persona a la que representan. Por lo que, al igual 

que los jueces, no pueden limitarse a invocar mecánicamente normas o formulas 

legales preestablecidas. Sino que deben ser capaces de proveer información y 

argumentos específicos dirigidos a ofrecer al juez condiciones de confiabilidad para el 

mantenimiento de la libertad. Así como de elaborar argumentación específica relativa 

a las condiciones fácticas que hacen improcedentes aquellas medidas cautelares que 

no sean necesarias o proporcionales al caso concreto; y relativa al plazo judicial de la 

prisión preventiva, en los casos en los que ésta sea procedente. 

 

2.2.6.2.3.31. Control de la legalidad de la detención. 

 La Corte Europea ha establecido que el derecho de toda persona arrestada o 

detenida de acceder al control de la legalidad de su detención requiere que el tribunal 

competente examine no sólo el cumplimiento de los requisitos de procedimiento 

establecidos en la legislación nacional, sino también la razonabilidad de la sospecha 

en la que se sustenta la detención y la legitimidad de sus fines (CrEDH, Case of Brogan 

and Others v. The United Kingdon (Applications No. 11209/84, 11234/84 y 11386/85 ), 

Sentencia del 29 de noviembre de 1988 (Pleno de la Corte), párr. 65). Este 

procedimiento debe ofrecer la posibilidad de un contradictorio (adversarial) y asegurar 

siempre la igualdad de armas entre las partes, el fiscal y la persona detenida. Para 

asegurar esta igualdad de armas es esencial que el abogado defensor tenga acceso a 

aquellos documentos de la investigación que son esenciales para controvertir 

efectivamente la legalidad de la detención de su representado (CrEDH, Case of 

Piruzyan v. Armenia (Application No. 33376/07), Sentencia del 26 de junio de 2012 

(Tercera Sección de la Corte), párr. 116; CrEDH, Case of Nikolova v. Bulgaria 

(Application No. 31195/96), Sentencia del 25 de marzo de 1999, párr. 58).  

 

Nunca, bajo ningún concepto, se podrá justificar la prisión preventiva por la 

utilización de los recursos judiciales establecidos legalmente. Éstos siempre han sido 

previstos para garantizar a las partes el debido proceso y, en este sentido, han sido 

regulados para su plena utilización.  
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2.2.6.2.3.32. Incumplimiento de medidas cautelares. 

 El incumplimiento de las medidas cautelares no privativas de la libertad puede estar 

sujeto a sanción, pero no justifica automáticamente que se imponga a una persona la 

prisión preventiva. En estos casos, la sustitución de las medidas no privativas de la 

libertad por la prisión preventiva exigirá una motivación específica (En el mismo 

sentido, véase: Consejo de Europa/Comité de Ministros, Recomendación Rec (2006) 

sobre el uso de la prisión preventiva, las condiciones en las que tiene lugar y las 

medidas de protección contra abusos, adoptada el 27 septiembre de 2006, párr. 12). 

En todo caso, deberá concedérsele a la persona señalada de incumplir una medida 

cautelar la oportunidad de ser escuchada y de presentar elementos que le permitan 

explicar o justificar dicho incumplimiento. En los hechos, el depósito de una fianza o 

caución como medida de aseguramiento al juicio puede constituirse en una medida 

discriminatoria cuando no están al alcance de personas que por su situación de 

vulnerabilidad económica no las puedan aportar o a personas que no pueden 

demostrar la existencia de otras condiciones como el “arraigo” en la comunidad (para 

lo que usualmente hay que acreditar la existencia de un trabajo estable, propiedades y 

vínculos familiares formales, etc.), las que de hecho no reúnen amplios, y a veces 

mayoritarios, sectores de la población de los Estados miembros de la OEA (Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre el uso de la prisión preventiva 

las Américas, Doc. 46/13, 30/12/13) . 

 

2.2.6.2.3.33. Caución económica. 

 La Comisión considera que los Estados deben asegurar que la aplicación de la 

fianza se adecue a criterios de igualdad material, y no constituya una medida 

discriminatoria hacia personas que no tienen la capacidad económica de consignar 

dichos montos. En los casos, en los que se ha comprobado la incapacidad de pago del 

procesado, deberá necesariamente utilizarse otra medida de aseguramiento no 

privativa de la libertad. En atención al principio de presunción de inocencia, la fianza 

no podrá en ningún caso constituir o incluir la reparación del daño causado por el delito 

que se le imputa al procesado (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

Informe sobre el uso de la prisión preventiva las Américas, Doc. 46/13, 30/12/13) . 
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Con respecto al monto de la fianza, la Corte Europea ha establecido que el mismo 

debe ser determinado, de acuerdo con las condiciones del acusado, su capacidad 

financiera (posesiones) y su relación con quien actúe como fiador; y que en definitiva 

la naturaleza de esta garantía debería ser tal que su pérdida o incumplimiento 

constituya un factor disuasivo para disipar cualquier intención del acusado de no 

comparecer al juicio (CrEDH, Case of Neumeister v. Austria (Application no. 1936/63), 

Pleno de la Corte, Sentencia del 27 de junio de 1968, párr. 14).  

 

2.2.6.2.3.34. Ausencia de residencia. 

 El Tribunal europeo ha señalado además, que el mero hecho de que una 

persona carezca de una residencia fija no da pie a la existencia del riesgo de fuga 

(CrEDH, Case of Sulaoja v. Estonia (Application No. 55939/00), Sentencia del 12 de 

febrero de 2005 (Sección Cuarta de la Corte), párr. 64).  

 

2.2.6.2.3.35. Derechos de la víctima. 

 El uso racional de las medidas cautelares no privativas de la libertad, de acuerdo 

con criterios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, no riñe en modo alguno con los 

derechos de las víctimas, ni constituye una forma de impunidad. Afirmar lo contrario, supone 

un desconocimiento de la naturaleza y propósitos de la detención preventiva en una 

sociedad democrática. Por ello, es importante que desde los distintos poderes del Estado 

se apoye institucionalmente el empleo de este tipo de medidas cautelares, en lugar de 

desincentivar su uso o socavar la confianza en las mismas. Si no se construye confianza 

en el empleo de las medidas alternativas no privativas de la libertad, se corre el riesgo que 

éstas entren en desuso con grave detrimento de la dignidad humana, la libertad personal y 

la presunción de inocencia, pilares básicos de una sociedad democrática (Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre el uso de la prisión preventiva las 

Américas, Doc. 46/13, 30/12/13). 
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2.2.6.5.- EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y SU RELACIÓN CON EL 

DERECHO A LA PRUEBA, SEGÚN LA CORTE IDH100 

En atención a la sentencia emitida por la Corte IDH el 15 de febrero de 2017: caso Zegarra 

Marín vs Perú, es importante poder compartir con la comunidad jurídica algunos apuntes 

interesantes en relación a dicho pronunciamiento, en específico, al principio de presunción 

de inocencia y su relación con el derecho a la prueba dentro del marco de un proceso penal. 

 

En atención a la sentencia emitida por la Corte IDH el 15 de febrero de 2017: caso Zegarra 

Marín vs Perú, es importante poder compartir con la comunidad jurídica algunos apuntes 

interesantes en relación a dicho pronunciamiento, en específico, al principio de presunción 

de inocencia y su relación con el derecho a la prueba dentro del marco de un proceso 

penal. Así por ejemplo, tenemos que: 

i) La Convención de Derechos Humanos (la “Convención”) ha sido muy clara al 

señalar –en su art. 8°– que “toda persona inculpada de delito tiene derecho a 

que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su 

culpabilidad”. En tal sentido, el principio de presunción de inocencia se convierte, 

dentro de los numerosos pilares del proceso debido, en una de las garantías 

judiciales más importantes que tiene toda persona inmersa en un proceso penal. 

Dicho principio invoca una situación jurídica favorable para el imputado, es decir, 

que este último goza de un estado de no culpabilidad en todas las instancias del 

proceso hasta que se compruebe su responsabilidad penal, por ello, todo 

investigado deberá recibir del Estado un tratamiento acorde a su situación de 

“persona no condenada”101 

 

ii)  La condición jurídica de “persona no condenada” que tiene todo investigado 

proclama que para poder quebrantar el principio de presunción de inocencia es 

indispensable que un imputado sea condenado bajo la existencia de una prueba 

plena que logre en el juzgador una percepción de responsabilidad penal más 

allá de toda duda razonable, concepción final que deberá se formada dentro de 

                                                 
100 Disponible enhttp://legis.pe/principio-presuncion-inocencia-derecho-prueba-corte-idh/ 
 

101 Véase el caso J. vs. Perú, sentencia de 27 de noviembre de 2013, párr. 157, y el caso Ruano Torres vs. El Salvador, 

sentencia del 5 de octubre de 2015, párr. 126..  

 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_331_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_331_esp.pdf
http://legis.pe/principio-presuncion-inocencia-derecho-prueba-corte-idh/
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todas las garantías procesales debidas. Por lo que si durante la etapa 

juzgamiento no se logra obtener una prueba completa o suficiente (es decir, que 

si solo la imputación se sostiene sobre prueba incompleta o insuficiente), no es 

posible condenar al acusado y, el acto procesal subsiguiente válido será la 

absolución. 

 

La Corte IDH ha señalado que “la falta de prueba plena de la responsabilidad 

en una sentencia condenatoria constituye una violación al principio de 

presunción de inocencia”102.  Así, la acreditación de la responsabilidad penal 

(culpabilidad) constituye un requisito esencial para fundamentar la sanción penal 

por parte del órgano jurisdiccional y, la carga de la prueba siempre recaerá en 

la parte acusadora. Es más, la garantía de la presunción de inocencia exige a 

todo juez que no se inicie un proceso de juzgamiento con la concepción arbitraria 

de que todo acusado ha cometido el delito atribuido.103  

 

iii) El principio de presunción de inocencia obliga, entonces, que quien acusa un 

presunto hecho ilícito y considera que puede ser atribuible al investigado tiene 

que demostrar no solo que existe una conducta reprochable penalmente sino 

que además puede ser atribuible al imputado; acto que deberá fundarse bajo la 

existencia de prueba suficiente. En tal sentido, dicho principio se convierte en el 

eje medular del juicio y del estándar de apreciación probatoria que excluye y 

sanciona la subjetividad y arbitrariedad de la actividad judicial al momento de 

decir un caso, por eso se dice que la apreciación de la prueba ha de ser objetiva, 

racional e imparcial. 

iv)  La carga de la prueba, entonces, siempre estará situada en la balanza del 

órgano acusador (Estado), pues es el órgano que tiene la obligación de sustentar 

la hipótesis delictiva de su acusación que conllevará a la acreditación de la 

responsabilidad penal del imputado. Con ello queda descartada cualquier 

concepción contraria a lo argumentado, es decir, que queda proscrita cualquier 

proposición jurídica procesal que trate de invertir la carga de la prueba al 

                                                 
102 Véase el caso Cantoral Benavides vs. Perú, sentencia del 18 de agosto de 2000, párr. 121).  

103 Véase el caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, sentencia del 26 de noviembre de 2010, párr. 184; y, también 

el pronunciamiento del Tribunal EDH, caso Telfner Vs Austria, sentencia de 20 de marzo de 2001, párr. 15 
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imputado, toda vez que este último no tiene la obligación de probar su inocencia 

ni mucho menos aportar pruebas de descargo. Si bien el derecho a la prueba 

nace como una manifestación del derecho a la defensa de poder contradecir e 

invalidar la hipótesis delictiva del acusador aquel acto será facultativo y, se 

ejercerá válidamente con el aporte de contrapruebas o pruebas de descargo 

compatibles con hipótesis alternativas que el acusador tendrá que invalidar. Y, 

será tarea del juzgador poder evaluar objetivamente cada una de las pruebas y 

contrapruebas aportadas por las partes a fin de llegar a desvirtuar o no las 

hipótesis de inocencia que surgieran del análisis probatorio. 

v) Por último, en los casos en que nos encontremos frente a pruebas 

incriminatorias basadas –exclusivamente– en la declaración de un coimputado 

estas han de ser tomadas como mucha prudencia y objetividad. Señala la Corte 

que si bien existe o podría existir un relato incriminatorio por parte de un 

coacusado estas pruebas comprenden un valor indiciario, por lo tanto, forman 

parte del universo de prueba indirecta o indiciaria que puede existir durante el 

proceso y, la valoración de su contenido deberá estar ligada siempre a la 

interpretación del principio de la sana crítica. La única forma que dichas pruebas 

puedan generar convicción probatorio al momento de tratar de acreditar la 

responsabilidad penal de un acusado será mediante la corroboración indiciaria 

de lo manifestado, acto que será probado bajo el conjunto de indicios serios, 

precisos y concordantes que puedan concluir una sólida incriminación. 

2.2.6.6.- UNA APROXIMACIÓN DEL DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO 

RAZONABLE EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

PERUANO.  

Nuestro TC en el transcurso de los años ha reconocido que el derecho a ser juzgado en un 

plazo razonable forma parte del derecho al debido proceso, y que este debe ser interpretado 

en conformidad a los tratados de derechos humanos y las opiniones de la Corte IDH, esto 

al amparo a la IV Disposición Transitoria y Final de la Constitución Política104. 

                                                 
104 Por ejemplo, pueden revisarse las sentencias recaídas en los Exp. N° 1093-2000-HC/TC, N° 702-2000-

HC/TC, N° 2196-2002-HC/TC, N° 2623-2003-HC/TC, N° 2915-2004-HC/TC, N° 4124-2004-HC/TC, N° 

549-2004-HC/TC, N° 4272-2004-HC/TC, N° 0731-2004-HC/TC, N° 618-2005-HC/TC, N° 0019-2005-

PI/TC, N° 5291-2005-HC/TC, N° 0 l 0-2002-AI/TC 
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Asimismo, ha destacado que existe una distinción entre el plazo de una prisión preventiva 

y el plazo de la duración del proceso en general, precisando que como este es un derecho 

subjetivo, puede ser alegado en cualquier proceso o procedimiento. 

 

La línea jurisprudencial sigue la doctrina del "no plazo", la cual consiste en que la 

razonabilidad del plazo no se mide en función de días, meses o años establecidos en forma 

fija y abstracta, sino caso por caso, en función al análisis global del proceso penal y de los 

tres o cuatros elementos como son: a) complejidad de la causas, b) la diligencia de las 

autoridades que administran justicia; c) el comportamiento del investigado o procesado, y 

d) las consecuencias que la demora produce en las partes. A continuación se examinarán 

algunas decisiones del máximo intérprete de nuestra Constitución Política. 

 

Uno de los primeros casos donde el TC se pronuncia sobre este tema recayó en la STC 

Exp. N° 010-2002-AI/TC (caso Tineo Silva y otros), donde se cuestionaba la legislación 

antiterrorista. En aquella oportunidad se señaló: "(...) aunque la duración excesiva de los 

procesos sea el supuesto más común de violación del derecho a un proceso sin dilaciones 

indebidas, tal derecho también garantiza al justiciable frente a procesos excesivamente 

breves, cuya configuración esté prevista con la finalidad de impedir una adecuada 

composición de la Litis o de la acusación penal (...)" (fundamento 166), esto quiere decir, 

que el plazo razonable de un proceso no llega siendo eficaz necesariamente con una justicia 

rápida, lo que se debe hacer es que solo se demore lo estrictamente necesario para resolver 

la situación jurídica de los justiciables o administrados "ni muy rápido ni muy lento", a veces 

la lentitud no es síntoma de la vulneración del derecho en comento, pero tampoco lo es la 

rapidez105, ello dependerá del caso en concreto. 

 

 En la STC Exp. N° 5291-2005-HC/TC (caso Benítez Rivas y otra), nuestro TC 

siguiendo las pautas de la Corte IDH, en los asuntos Genie Lacayo contra Nicaragua, 

Suárez Rosero contra Ecuador, e Hilaire Constantine Benjamín y otros contra Trinidad y 

Tobago, así como los fundamentos del caso Berrocal Prudencio, tuvo en cuenta que los 

peticionarios del hábeas corpus venían siendo procesados desde el 13 de agosto de 1993 

por delito contra el patrimonio, y consideró la afectación del derecho a ser juzgado en un 

                                                 
105 Tal parecer ha sido aplicado en la STC Exp. N° 06423-2007-HC, pero en esta oportunidad, referido al plazo 

necesario de la detención policial. 
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plazo razonable y a la libertad de los demandantes, al existir un mandato de comparecencia 

vigente, con reglas de conducta que restringen la libertad personal. 

 

 Sucedió lo mismo en la STC Exp. N° 3485-2005-PHC (caso Bustamante Romaní), 

el cual se trataba de un proceso sumario, y en opinión del máximo intérprete, "al haberse 

instaurado proceso penal sumario y dictado el auto de apertura de instrucción con fecha 18 

de junio de 1999, el plazo de juzgamiento sobrepasa los 5 años, 1o cual afecta gravemente 

el principio procesal de un plazo razonable de juzgamiento" (fundamento 8). 

 

Por su parte en la STC Exp. No 4084-2004-AC (caso Ramos Hostia), el TC entendió que 

el plazo razonable también resulta aplicable al "procedimiento" de ejecución de sentencia. 

En dicha oportunidad señaló que "(...) el derecho a una decisión sobre el fondo y al 

cumplimiento de la misma en un plazo razonable es extrapolable a todo tipo de procesos 

jurisdiccionales. El plazo razonable no solo debe entenderse referido al trámite que existe 

entre la presentación de una demanda y la decisión sobre el fondo, sino que resulta 

indispensable que dicho concepto se entienda también como una exigencia para lograr la 

efectividad del pronunciamiento judicial en un plazo que no debe exceder lo que la 

naturaleza del caso y sus naturales complicaciones de cumplimiento ameriten, sin que en 

ningún caso su ejecución se difiera por dilaciones indebidas" (fundamento 9). 

 

 La STC Exp. N° 3509-2009-PHC/TC (caso Walter Chacón), el recurrente alegaba 

la vulneración del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, señalando como 

fundamento que el proceso penal que se le seguía por la presunta comisión del delito de 

enriquecimiento ilícito fue abierto en el año 2001, y que no se ha emitido decisión sobre el 

fondo del asunto. El TC amparando la pretensión del demandante señaló que: "en el caso 

de autos, en el que se ha mantenido al recurrente en un estado de sospecha permanente 

y sin que -como se ha visto a lo largo de la presente sentencia- las circunstancias del caso 

justifiquen dicha excesiva dilación, el acto restitutorio de la violación del derecho al plazo 

razonable del proceso consistirá en la exclusión del recurrente del proceso penal" 

(fundamento 8). 

 

 La STC Exp. N° 05350-2009-PHC/TC (caso Salazar Monroe), el demandante 

solicitaba el apartamiento de las juezas demandadas de conocer el proceso penal recaído 

en el Expediente N° 28-2001, o que se ordene a las demandadas que den trámite a la 

recusación presentada contra ellas, por vulnerar sus derechos a la presunción de inocencia 
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y a la prohibición de avocamiento ante causa judicial en trámite, así como el principio de 

juez imparcial. Acá se alegaba que Julio Salazar Monroe fue condenado por los delitos de 

homicidio calificado y de desaparición forzada contra los estudiantes de la Universidad La 

Cantuta (Expediente N° 03-2003) y que el colegiado que en esa ocasión lo juzgó es el 

mismo que lo venía procesando por su presunta participación en el caso "Barrios Altos" 

(Expediente N° 28-2001). 

 

 A opinión del recurrente, todo esto implicaba un adelantamiento de opinión que 

vulnera el principio de juez imparcial. Se indica que tales planteamientos fueron 

desestimados por el Cuadragésimo Primer Juzgado Penal de Lima, con fecha 2 de abril de 

2009, y por la Cuarta Sala Penal con Reos en cárcel, con base en que la pretensión 

demandada fue resuelta a través de la resolución que resolvió la recusación de las juezas 

emplazadas, la cual fue confirmada por la Corte Suprema de Justicia de la República. 

 

 Tal situación llegó a conocimiento del TC. En estas circunstancias, con fecha 9 de 

marzo de 2010, el recurrente presenta un escrito ratificándose en todos los alegatos de su 

demanda, precisando que el proceso penal cuestionado se viene vulnerando el derecho del 

favorecido a ser juzgado dentro de un plazo razonable, por cuanto se encuentra procesado 

por más de quince años en el caso "Barrios Altos", solicitando se le aplique la doctrina 

jurisprudencial sentada en la STC Exp. N° 03509-2009-PHC/TC, es decir, que se archive 

definitivamente la causa penal. 

   

 El TC se pronuncia señalando que: a) No se afecta el derecho a la presunción ni a 

la imparcialidad judicial, pues las causas N° 03-2003 y N° 28-2001, los hechos son distintos, 

además que el favorecido dejó consentir la resolución que afirma le perjudica; b) El TC 

acoge las impugnaciones "ampliatorias" de la demanda de hábeas corpus referidas a las 

vulneración del derecho a ser juzgado en un plazo razonable, donde analiza las posiciones 

de los tribunales internacionales de derechos humanos, y basada en la experiencia 

comparada, como de Alemania, EE.UU., España, se distancia un poco del criterio adoptado 

en la STC Exp. No 03509-2009-PHC/TC (caso Walter Chacón); de modo que, por haberse 

vulnerado el derecho antes referido, emplaza a la Sala Juzgadora que en un plazo máximo 

de sesenta días naturales resuelva la situación jurídica de Julio Salazar Monroe (caso 

Barrios Altos), pues de lo contrario deberá decretarse el archivo definitivo del proceso penal 

que se le sigue. Finalmente, resolvió dar cuenta al Consejo Nacional de la Magistratura y 

de la Oficina de Control para que se investigue el comportamiento de las juezas. 
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 En la STC Exp. N° 06079-2008-PHC/TC (caso José Abanto) se cuestionó la 

lentitud de la Fiscalía Provincial Especializada en Crimen Organizado para formalizar 

denuncia penal o archivar la investigación fiscal que se le seguía a José Abanto Verástegui 

por el delito de lavado activos, por ser apoderado de la Compañía de Exploraciones 

Algamarca S.A., donde se habría legitimado recursos de procedencia ilícita. El Tribunal 

decidió que" en el presente caso el principio de interdicción de la arbitrariedad se ha debido 

a que el plazo de investigación preliminar resulta razonable, pues desde el 7 de febrero de 

2008 hasta la fecha no ha concluido la investigación seguida contra el demandante, lo cual, 

si estuviera vigente el nuevo Código Procesal Penal, contravendría su artículo 342"; en tal 

sentido, decidió excluir al demandante de la investigación penal. 

 

La STC Exp. N° 3245-2010-HC/TC (caso Sánchez Paredes) hace referencia a un recurso 

de agravio constitucional interpuesto por el procurador a cargo de la defensa jurídica del 

Ministerio Público contra la resolución expedida por la Cuarta Sala Especializada en lo 

Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fecha 

6 de julio de 2010, que declaró fundada la demanda de hábeas corpus interpuesta por Jesús 

Belisario Esteves Ostolaza y Santos Orlando Sánchez Paredes, quienes eran procesados 

por el delito de lavado de activos, alegando la lesión del derecho a ser juzgado en un plazo 

razonable en sede fiscal. 

 

En dicha oportunidad, el TC aplicando "la doctrina jurisprudencial" emitida en el Exp. N° 

02748-2010-PHC/TC, que establecía que los procuradores pueden interponer el recurso de 

agravio constitucional contra la sentencia estimatoria de segunda instancia en cualquier 

plazo, conoció el presente caso; y señaló que no se apreciaba la vulneración del derecho 

cuestionado, incluso mencionó que "ya en resolución expedida por el Pleno de este Tribunal 

Constitucional recaída en el expediente N° 3689-2008-PHC/TC (fundamento 10), se 

estableció que la reparación de la violación al plazo razonable del proceso no puede ni debe 

significar el archivo definitivo del proceso penal como si de un pronunciamiento sobre el 

fondo del asunto, equivalente a una decisión de absolución emitida por el juez ordinario, 

sino que más bien, actuando dentro del marco constitucional y democrático del proceso 

penal, lo que corresponde es la reparación in natura por parte de los órganos 

jurisdiccionales, que consiste en emitir en el plazo más breve posible el pronunciamiento 

definitivo sobre el fondo del asunto, lo que ha sido reiterado por este Colegiado para los 

casos de plazo razonable en investigación preliminar en la sentencia recaída en el 

expediente N° 2748-2010-PHC/TC (fundamento 12) y recalcando en el fallo de la propia 
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sentencia que esto forma parte de la doctrina jurisprudencial de este Tribunal 

Constitucional" (fundamento 30). 

 

En la STC Exp. N° 04144-2011-PHC/TC (caso Jorge Camet Dickmann), el abogado de 

Camet Dickmann solicitó el sobreseimiento del proceso penal recaído en el Exp. N° A.V.-

27-2003 y que se dejen sin efecto las medidas coercitivas de carácter personal y real que 

se le han impuesto, por considerar que se ha vulnerado su derecho a ser juzgado dentro 

de un plazo razonable y el principio de presunción de inocencia. Precisa que, a la fecha de 

interposición de la demanda, la libertad del favorecido se encontraba restringida por 6 años, 

7 meses y 20 días. 
 

Precisa que el 4 de junio de 2002, la Fiscalía de la Nación como consecuencia de la 

acusación constitucional formulada por el Congreso de la República lo denunció junto a 

otras personas; que el 11 de agosto de 2003, la Fiscalía de la Nación formalizó la denuncia 

penal ante la Corte Suprema, denunciándolo junto a otras personas por diversos delitos 

contra la Administración Pública; que el 8 de setiembre de 2003 se dictó el auto de apertura 

de instrucción, imponiéndosele mandato de detención; que desde el 2008 la Sala Penal 

Especial en más de una oportunidad le devolvió al Fiscal Supremo los actuados para que 

aclare y precise su dictamen en el extremo no acusatorio; que la vista de la causa del 17 

de setiembre de 2009 fue suspendida en dos oportunidades por disposición de la Sala Penal 

Especial; que viene siendo investigado por más de 8 años y 6 meses, sin que se decida su 

situación legal, a pesar de que el Código de Procedimientos Penales dispone que el plazo 

máximo de la instrucción es 14 meses; y que la Sala Penal Especial durante 3 años y 2 

meses no ha realizado actividad procesal. 
 

 En el presente caso, cuando el TC, conoció la causa ya la Sala Penal había emitido 

sentencia condenatoria, de fecha 22 de setiembre de 2011, sin embargo, el máximo 

interprete establece que "no obstante que poco después de interpuesto y concedido el 

recurso de agravio constitucional la Sala Penal emplazada haya dictado sentencia de 

primera instancia, ello no genera que la vulneración del derecho a ser juzgado dentro de un 

plazo razonable haya desaparecido o cesado, por cuanto el recurso de nulidad interpuesto 

contra dicha sentencia el 5 de octubre de 2011 hasta la fecha no ha sido resuelto, a pesar 

de que fue concedido mediante la resolución de fecha 7 de octubre de201l y elevado 

inmediatamente a la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República. 

En tal sentido, resulta evidente que desde la fecha de concesión del recurso de nulidad (7 
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de octubre de 2011) hasta la presente fecha, ha transcurrido en exceso el plazo de tres 

meses calendario sin que se resuelva el recurso mencionado". 

 

 En el presente caso, el plazo de tres meses resulta razonable para resolver el 

recurso mencionado, pues por más de ocho años el favorecido con la demanda se ha 

encontrado en una situación jurídica indefinida. Además, porque el ámbito competencial del 

recurso de nulidad no conlleva la renovación de la actividad probatoria, ni posibilita actuar 

medios probatorios que no se actuaron en primera instancia. Consecuentemente, el 

Tribunal considera que debe estimarse la presente demanda, porque se encuentra probado 

que se ha vulnerado el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable del favorecido 

con la demanda (se otorgó un plazo de 120 días naturales, contados desde la fecha de 

notificación del fallo, para emitir ejecutoria suprema). Protección de los Derechos Humanos 

y delas Libertades Fundamentales106. 

 

V. Derechos que sustentan la existencia del plazo razonable. 

Como se ha dicho, el derecho al plazo razonable no se encuentra recogido expresamente 

por nuestro texto constitucional, sin embargo, es imperioso no soslayar el hecho de que 

este derecho surge o se sustenta en otros derechos que sí han sido recogidos 

expresamente en el texto constitucional. 
 

Uno de los derechos de los que se desprende el plazo razonable es el debido proceso, esto 

es, podemos aseverar que el plazo razonable es una de las tantas garantías procesales 

que implícitamente forman parte del debido proceso, es decir, es un derecho implícito 

contenido en una matriz de derechos llamado debido proceso107. 

                                                 
Inciso 4.- Toda persona que sea privada de su libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir 

ante un tribunal, a fin de que este decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su 

libertad si la prisión fuera ilegal. 

Inciso 5.- Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa tendrá el derecho efectivo a obtener 

reparación". 
106 Artículo 6 inciso 1. "Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro 

de un plazo razonable, por un tribunal independiente e imparcial, establecido por la ley, que decidirá los 

litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en 

materia penal dirigida contra ella". 
107 Según el Tribunal Constitucional, estamos ante derechos implícitos cuando "es posible identificar dentro del 

contenido de un derecho expresamente reconocido otro derecho que, aunque susceptible de entenderse como 

parte de aquel, es susceptible de ser configurado autónomamente. Agrega el Tribunal Constitucional que, 

por ejemplo, el derecho al plazo razonable es un contenido implícito del derecho al debido proceso. Pero 

también ha dicho que tales contenidos implícitos de los "derechos viejos" no debe ser confundido con los 

derechos nuevos o no enumerados". PESTANA URIBE, Enrique. "La configuración constitucional de los 
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Sin perjuicio de lo antes dicho, debemos afirmar que el derecho a plazo razonable no solo 

encuentra un sustento en el derecho al debido proceso, sino que, dentro de los derechos 

explícitamente regulados en la Constitución, también se sustenta en el derecho a la 

seguridad y a la libertad personales, cuando el procesado ha sido privado de su libertad, 

esto es, cuando sobre el investigado pesa la más grave de las medidas coercitivas de 

carácter real: la prisión preventiva108 o, en su defecto, una detención domiciliaria; además, 

cuando existe un investigado detenido, obviamente el derecho al plazo razonable también 

podrá encontrar un sustento en el principio de presunción de inocencia y en la eficacia en 

la persecución penal por parte del Ministerio Público109. 
 

El plazo razonable, por tanto, cuando el procesado se encuentra en libertad tiene un 

sustento constitucional en el derecho al debido proceso; y cuando el procesado se 

encuentra privado de su libertad, lo sustentan el debido proceso, el derecho a la libertad y 

                                                 
derechos no enumerados en la cláusula abierta del sistema de derechos y libertades en derechos 

constitucionales no escritos reconocidos por el Tribunal Constitucional". En: Gaceta Constitucional & 

Procesal Constitucional. N° 75, Gaceta Jurídica, Lima, marzo de 2014, pp. 20-22. 
108 En la misma línea, Castañeda Otsu estable: "Dentro de esos derechos, el ser juzgado en un plazo razonable 

constituye un derecho fundamental, que si bien no está reconocido explícitamente en la Constitución de 

1993, deriva de la libertad y-seguridad personales tratándose de los procesados privados de libertad* y del 

debido proceso"; véase CASTANEDA OTSU, Susana. "En defensa de la libertad personal". En: Estudios 

sobre el hábeas corpus. Palestra, Lima, 2008, p. 1 L. 
109 Véase sentencia del tribunal constitucional recaída en el Expediente No 7624-2005'PHC/TC' que expresa: 

"El inciso 24 del artículo 2 de la constitución reconoce el derecho fundamental a la libertad personal' el cual 

tiene un doble carácter. En tanto que atributo subjetivo, ninguna persona puede sufrir una limitación o 

restricción a su libertad física o ambulatoria, ya sea mediante detenciones, internamientos o condenas 

arbitrarias Como atributo objetivo cumple una función institucional en la medida en que es un elemento 

vital para el funcionamiento del Estado social y democrático de derecho, pues no solo es una manifestación 

concreta del valor libertad implícitamente reconocido en la Constitución, sino que es un presupuesto 

necesario para el ejercicio de otros derechos  fundamentales (Cfr. Exp. N° 1091-2002-HC/TC), en virtud de 

lo cual se derivan los límites a su ejercicio, lo que no puede atentar contra otros bienes o valores 

constitucionales. Es por ello que la determinación del plazo razonable de detención no puede tomar en 

consideración únicamente la presunción de inocencia y el derecho a la libertad del procesado, sino que la 

constitucionalidad de la prisión provisional encierra al deber estatal de seguir eficazmente el delito, como 

una manifestación negativa del derecho a la libertad personal”. 
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Seguridad personales110, la presunción de inocencia111 y la eficacia en la persecución 

delictiva112  113. 

 

Como podemos observar, es por lo antes dicho que se diferencia este principio cuando el 

investigado está privado de su libertad y cuando está en libertad, puesto que el no ser 

juzgado dentro de un plazo razonable trae, por obvias razones, más afectación a los 

derechos de quien se encuentra privado de su libertad en comparación de quien afronta el 

proceso en libertad. 

 

Sin embargo, también hay derechos que asisten a quien es sujeto pasivo de un ataque a 

uno de sus bienes jurídicos, pues este también espera una respuesta pronta, esto es, en 

un plazo debido y razonable; por tanto, el derecho al acceso a la justicia114, la tutela 

                                                 
110 Artículo 2. Toda persona tiene derecho:(...)24. A la libertad y a la seguridad personales (…)”. 
111 Artículo 2 inciso 24 literal e) de la Constitución Política: “Toda persona tiene derecho a la libertad y 

seguridad personales. En consecuencia, toda persona, persona inocente mientras no se haya declarado 

judicialmente su responsabilidad”. 

 

Artículo 14 inciso 2 del pacto internacional de Derechos civiles y Políticos: “Toda persona acusada de 

un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la 

ley". 

 

Artículo 8 de la convención Americana sobre Derechos Humanos: "Toda persona inculpada de delito 

tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad". 

 
112 Artículo IV. Titular de la acción penal. "1. El Ministerio Público es titular del ejercicio público de la 

acción penal en los delitos y tiene el deber de la carga de la prueba. Asume la conducción de la investigación 

desde su inicio, decidida y proactivamente en defensa de la sociedad". 

 

Artículo 65. La investigación del delito destinada a ejercitar la acción penal: " 1 El Ministerio Público, 

en la investigación del delito destinada a ejercitar la acción penal deberá obtener los elementos de convicción 

necesarios para la acreditación de los hechos delictivos, así como para identificar a los autores o partícipes 

en su comisión. Con la finalidad de garantizar la mayor eficacia en la lucha contra el delito, el 

Ministerio Público y la policía Nacional deben cooperar y actuar de forma conjunta y coordinada, debiendo 

diseñar protocolos de actuación, sin perjuicio de dar cumplimiento u lo dispuesto en los  artículos 69 y 333" 

(el resaltado es nuestro). 

 
113 sobre ello puede verse el precedente vinculante del Tribunal constitucional recaído en el Exp. N° 3771-2004-

HC, caso Miguel Cornelio Sánchez  Calderón, el que versa acerca  a del plazo razonable de la prisión 

preventiva. 

 
114 Sobre este derecho, el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente N" 010-2001-AVTC' 

en su fundamento 1 0, ha señalado que "el derecho fundamental de acceso a la justicia ‘garantiza a todas las 
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jurisdiccional efectiva115 y el derecho a la verdad116 sirven también de sustento para 

salvaguardar el derecho al plazo razonable, mirándolo desde la otra orilla: la del agraviado. 

 

No puede olvidarse que quien acude a la administración de justicia desplegando un 

conjunto de procedimientos espera como mínimo una pronta resolución judicial como 

garantía implícita del derecho al acceso a la justicia, el cual tiene un doble sentido: uno 

formal y otro material. Es formal porque admite la posibilidad de requerir el pronunciamiento 

jurisdiccional mediante la actividad probatoria, la presentación de alegatos y recurriendo el 

fallo; y, seguidamente, es material porque permite la obtención de una sentencia justa sin 

perjuicio del sentido del fallo117. 

 

a) El plazo razonable y el plazo legal: una necesaria aclaración. 

Muchas veces, en la práctica jurídica, los actores del proceso penal, esto es, los abogados 

defensores, el actor civil, los fiscales o los jueces hacen invocación errada al principio del 

                                                 
personas el acceso a un tribunal de justicia independiente, imparcial y competente para la sustanciación para 

la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter', 

como lo señala el artículo 8.1 de la convención Americana sobre Derecho Humanos (...) también garantiza 

que el proceso iniciado se desarrolle como un procedimiento de tutela idóneo para asegurar la plena 

satisfacción de los intereses accionados. En este sentido, (...) supone no solo la posibilidad de acceder a un 

tribunal procedimiento y que exista un dentro del cual se pueda dirimir un determinado tipo de pretensiones, 

sino también la existencia de un proceso rodeado de ciertas garantías de efectividad e idoneidad para la 

solución de las controversias”. 

 
115 El artículo 139 inciso 3. "Son principios. de la función jurisdiccional: (. . .) 3. la observancia del debido 

proceso y la tutela jurisdiccional. Es decir, garantiza al justiciable, ante su pedido de tutela, el deber del 

órgano jurisdiccional de observar el debido proceso y de impartir justicia dentro di los estándares mínimos 

establecidos por los instrumentos internacionales”. 

 

Artículo 4 del Código Procesal Constitucional: "Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación 

jurídica de. una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano 

jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado 

de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de lo. Provistos por la ley, a la 

obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la 

imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las 

resolución judiciales, y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”. 

 
116 En los instrumentos internacionales de derechos humanos se indica a quién corresponde el derecho a la 

verdad. Todos estos textos los otorgan a las víctimas y a sus familiares o representantes este derecho. 

 
117 RODRÍGUEZ BEJARANO, Carolina. Ob. cit., p. 116. 
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plazo razonable, ya sea invocando su vulneración o su protección; sin embargo, no pocas 

veces se hace alusión a este principio sin tener en cuenta que existe un plazo regulado en 

la ley o recogido por una norma, no percatándose de que si ya existe expresamente en la 

ley un plazo que se debe observar en el proceso, no podemos aludir al plazo razonable, 

sino al principio de legalidad penal o a la vulneración del plazo legal. 

 

Dicho en otros términos, cuando el legislador guarda silencio o utiliza términos que dotan 

de cierta discrecionalidad al órgano fiscal o al juzgador para que sean ellos quienes 

determinen el plazo, tales como prudencialmente"118, "plazo distinto"119, entre otros, 

entonces, es claro que debemos recurrir a los criterios referidos al plazo razonable para no 

permitir la vulneración de esta garantía. 

 

En ese orden de ideas, el plazo razonable no se encuentra establecido, pues si lo estuviera 

se convertiría en un plazo legal. En este último si el plazo se agota y no se ha dado 

respuesta al justiciable, se vulnera automáticamente este derecho. El plazo legal constituye 

una figura distinta a la del plazo razonable120. 

 

Entiéndase de esto que la ley puede imponernos plazos únicos121, plazos mínimo122 o 

plazos máximos123, todos ellos son plazos legales, pues la ley los ha previsto; sin embargo, 

debe tenerse claro que existe, entre el plazo legal y el plazo razonable, muchas veces, una 

necesaria relación; ello, por ejemplo, se puede verificar cuando la ley determina un plazo 

máximo dentro del cual se deberá tener en cuenta el derecho al plazo razonable y, utilizando 

los criterios referidos supra, se deberá dilucidar su vulneración o su observancia. 

 

                                                 
118 Augusto Medina propone como ejemplo lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 68 del Código Procesal Penal 

de 2004, donde se establece que el fiscal puede disponer el secreto en la investigación por un plazo 

prudencial' MEDINA OTAZU, Augusto. “El plazo razonable. Á propósito de la sentencia del Tribunal 

Constitucional recaída en el caso Salazar Monroe. "En diálogo con la Jurisprudencia. No 146, Gaceta 

Jurídica, Lima, noviembre de 2010, p. 56. 
119 Véase el artículo 334 inciso 2 del Código Procesal Penal de 2004. 
120 MEDINA OTAZU, Augusto. Ob. cit., p. 56. 
121 Así, por ejemplo, el plazo de las diligencias preliminares en el Código Procesal Penal de 2004, que es de 60 

días. 
122 Por ejemplo, en el proceso civil se establece que entre la notificación y el acto procesal deben mediar por lo 

menos tres días hábiles. 
123 Como, por ejemplo, el plazo para la prisión preventiva cuando se esté frente a una investigación simple, que 

tiene como límite máximo nueve meses. 
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En palabras más claras, que el plazo establecido por la ley sea el plazo máximo no impide 

que puedan calificarse como arbitrarias aquellas privaciones de la libertad que, aun sin 

rebasar dicho plazo, sobrepasen el plazo estrictamente necesario o límite máximo para 

realizar determinadas actuaciones o diligencias124. Así lo ha dispuesto, inclusive, el Tribunal 

Constitucional en uno de sus precedentes constitucionales vinculantes125. 

 

Nos sirve de ejemplo para graficar esta distinción entre plazo legal y plazo razonable el 

artículo 334 inciso 2 del Código Procesal Penal de 2004. Esta norma recoge con respecto 

a la duración de las diligencias preliminares hasta tres plazos. 

 

Primero: el plazo cuando el investigado se encuentra en libertad. En esa situación el plazo 

según la norma es de sesenta días126. En este supuesto podemos darnos cuenta que 

estamos ante un plazo legal o, mejor dicho, un plazo impuesto por la ley; por tanto, si la 

Fiscalía incumple ese plazo, ya sea investigando por menos de sesenta días o superando 

los sesenta días de investigación, entonces, no se habrá vulnerado derecho al plazo 

razonable, sino que se habrá afectado el principio de legalidad procesal, es decir, se habrá 

atentado contra el plazo legal. 

 

Segundo: el plazo cuando el investigado está detenido. En esta hipótesis el plazo será el 

que la Constitución Política establece, esto es, veinticuatro horas -si se trata de cualquier 

delito- o quince días cuando se trata de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas127. 

                                                 
124 BURGOS ALFARO, José. "El plazo razonable de la detención: entre el plazo máximo y el estrictamente 

necesario. Comentarios a la STC Exp. N° 06423-2007-PHC/TC desde nuestro nuevo proceso penal". En: 

Gaceta Constitucional. N° 26, Gaceta Jurídica, Lima, febrero de 2010, pp. 35-46. 

 
125 Véase el fundamento N° 8 de la sentencia del Tribunal Constitucional, con carácter de precedente vinculante, 

recaída en el Expediente N° 6423-2007-PHC/TC, caso Ali Guillermo Ruiz Dianderas: "(...) el plazo 

establecido actúa solamente como un plazo máximo y de carácter absoluto, pero no impide que puedan 

calificarse como arbitrarias aquellas privaciones de la libertad que, aún sin rebasar dicho plazo, sobrepasan 

el plazo estrictamente necesario o límite máximo para realizar determinadas actuaciones o diligencias. En 

tales casos, opera una restricción a la libertad personal que la norma constitucional no permite. Un claro 

ejemplo de ello es la prolongación injustificada de la privación de la libertad personal en aquellos casos en 

que se requiere solamente di actuaciones de mero trámite, o que las diligencias ya han culminado, o que de 

manera injustificada no se han realizado en su debida oportunidad, esperando efectuarlas ad porras de 

vencerse o incluso ya vencido el plazo preestablecido". 

 
126 Artículo 334 inciso 2. (.. .) "2. El plazo de las diligencias preliminares, conforme al artículo 3, es de sesenta 

días (...)". 
127 Artículo 2 inciso 24 literal f): 
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Nos percatamos inmediatamente de que lo que la ley establece aquí son plazos legales 

máximos, lo que no impide, a diferencia de lo que sucede con el plazo con investigado libre, 

que el plazo de detención sea menor, en tanto el Ministerio Público haya cumplido con 

acopiar los elementos de convicción urgentes. 

 

Proponemos un ejemplo; si se estuviera investigando a una persona por el delito de tráfico 

ilícito de drogas, y en el sexto día desde que operó su detención el ente persecutor ya ha 

recabado todos los elementos de convicción y ha practicado todos los actos de 

investigación necesarios para poder decidir si formaliza y continúa la investigación o no lo 

hace, y decide tener al investigado detenido los restantes nueve días hasta completar los 

quince días -plazo máximo legal, se estará afectando el derecho al plazo razonable; pero 

si el fiscal mantiene detenido al investigado hasta el décimo sexto día, ya sea que ya haya 

practicado o no los actos de investigación urgentes inaplazables, entonces, lo que se habrá 

vulnerado es el plazo legal: el principio de legalidad procesal penal. 

 

Tercero: la norma procesal establece que en atención a las características, complejidad o 

circunstancias del caso, el fiscal podrá imponer un plazo distinto128. Aquí, como vemos, no 

hay plazo, sino que el legislador lo deja a la discrecionalidad del fiscal por ser este el titular 

de la acción penal. En este supuesto, sí habría que tener en cuenta los criterios sobre el 

plazo razonable, pues la ley no impone un plazo. Si no hay plazo impuesto por la ley, 

entonces, opera el principio del plazo razonable y, por ende, debemos echar mano de los 

criterios vistos supra para determinar su vulneración, y así evitar cualquier arbitrariedad del 

fiscal. 

                                                 
“Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales 

en caso de flagrante delito. 

El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el 

término de la distancia. 

Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las 

autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por un término no 

mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al juez, quien puede asumir 

jurisdicción antes de vencido dicho término" (el resaltado es nuestro). 
128 Tiene esto relación con la teoría del "no plazo". El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, así como la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos han asumido la doctrina del "no plazo" al momento de 

interpretar el plazo razonable. Según esta teoría, el juzgador, al evaluar el plazo razonable en un caso 

concreto, debe tener en cuenta otro tipo de factores distintos del mero factor cronológico. MANZIM, 

Vincenzo. Tratado de Derecho Procesal Penal. Tomo I, Ejea, Buenos Aires, 1951, p.76. 
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Sin embargo, nuestros jueces supremos en una suerte de legisladores disfrazados, vía 

casaciones, insistieron en imponer un plazo máximo en este caso. De allí nacieron las 

Casaciones N° s 02-2008-La Libertad129, 318201 1 - Lima130 y 144-2012-Áncash131, que no 

hicieron sino crear un problema jurídico donde todo estaba claro. Recordemos: si no hay 

plazo fijado por ley, el plazo es el plazo razonable, y no había más que interpretar allí. 

 

De lo antes dicho, debe también resaltarse la idea de que si la ley establece un plazo -plazo 

legal-, es imposible sostener que al tornarse este en insuficiente, y so pretexto del principio 

del plazo razonable, pueda ser rebasado; pues ello traería como nefasta consecuencia un 

atentado más al hoy en día poco respetado principio de legalidad procesal, generándose 

además una grave lesión al principio de seguridad jurídica132. 

 

La solución coherente, en todo caso, es la modificación de la norma procesal133 

 

                                                 
129 En esta casación, la Corte Suprema estableció que las diligencias preliminares no podrían exceder el plazo 

de duración de la investigación preparatoria formalizada; ello hizo que para algunos este pueda ser de ciento 

veinte días, ciento ochenta días u hasta ocho meses, como máximo. Esas distintas interpretaciones solo 

consiguieron atentar contra el principio de seguridad jurídica. 
130 Esta casación dejó claro que el plazo de las diligencias preliminares no podría exceder de ciento veinte días, 

sean estas simples o complejas, pues la naturaleza de las diligencias preliminares es realizar los actos 

urgentes e inaplazables. 
131 Con esta casación, la Corte Suprema ha dejado establecido que el plazo de las diligencias preliminares, si es 

una investigación compleja, será de hasta ocho meses. 
132 Una idea similar ha deslizado el Tribunal Constitucional en el Expediente N° 2748-2010-PHC/TC, 

fundamento 10, luego utilizada en el Expediente N° 03245-2010-PHC/TC, caso Jesús Belisario Esteves 

Ostolaza y Santos Orlando Sánchez Paredes: "Se advierte que el plazo de investigación preparatoria previsto 

en el artículo 342.2 del nuevo Código Procesal Penal de 2004 no se condice con la realidad social ni con la 

capacidad de actuación del Ministerio Público, pues es de conocimiento público que existen investigaciones 

preliminares o preparatorias sobre tráfico ilícito de drogas y/o lavado de activos que por la complejidad del 

asunto exceden los ocho meses, que pueden ser prorrogados por igual plazo". 
133 Expediente No 2748-20L0.PHC/TC, fundamento 10, luego utilizado en el Expediente No 03245-2010-

PHCITC, caso Jesús Belisario Esteves Ostolaza y Santos Orlando Sánchez Paredes. El Tribunal concuerda 

en que si el plazo legal fuera muy corto, la solución es una modificación legal, no hay otra forma: "Por esta 

razón, este Tribunal estima que el plazo previsto en el artículo referido debe ser modificado con la finalidad 

de que no queden impunes los delitos de tráfico ilícito de drogas y/o lavado de activos, pues vencido el plazo 

(8 o 1 6 meses) se puede ordenar la conclusión de la investigación preparatoria. De ahí que se le exhorte al 

Congreso de la República a que modifique el plazo del artículo mencionado (investigación preparatoria en 

casos complejos) de acuerdo a la capacidad de actuación del Ministerio Público, sin que ello suponga la 

afectación del derecho al plazo razonable". 

 



129 

 

a) El plazo razonable: ¿una garantía Únicamente del imputado para evitar la 

excesiva duración del Proceso? 

 

Muchas veces cuando se define el derecho al plazo razonable, se suele hacer alusión a 

una garantía máxima que protege al investigado de dilaciones excesivas en el trascurso del 

proceso (véase supra). Pareciera que no les falta razón a quienes conciben de esta manera 

al derecho en mención; sin embargo, desde nuestro punto de vista, el derecho al plazo 

razonable no solo es monopolio del sujeto que soporta una investigación por parte del 

Estado a través del Ministerio Público, sino que es un principio del proceso que, por tanto, 

también puede ser invocado por cualquiera de los sujetos que forman parte de él; y además 

no solo sirve para controlar un plazo excesivo, sino también un plazo diminuto. 

 

El plazo razonable es también una garantía para el agraviado o la víctima, ello porque el 

derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en un plazo razonable, el derecho de las 

presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad 

de lo sucedido y, en su caso, se sancione a los responsables134. 

 

En esa línea de pensamiento, se debe expresar que un proceso concebido con una 

duración extremadamente sumaria o apresurada, cuyo propósito no sea el de alcanzar que 

la Litis se satisfaga en términos justos, sino ofrecer un ritual formal de sustanciación "de 

cualquier acusación penal, vulnera el derecho a un proceso “con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable"135. Debe entenderse, entonces, que la irrazonabilidad de un 

plazo se predica tanto cuando es excesivamente largo, como cuando es excesivamente 

breve136, y ello perjudica o puede perjudicar tanto al imputado como al agraviado. 

 

Con relación a ello, cabe apuntar que en el Código Procesal Penal de 2004 existe un 

mecanismo para controlar una duración excesiva del plazo de las diligencias preliminares: 

el control de plazos. Esta garantía la puede hacer valer quien se encuentre afectado por 

                                                 
134 Véase el caso Bulacio vs. Argentina (2003), párr. 114. 
135 Véase fundamento 110 de la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 10-2002-

AVTC. 

 
136 RODRÍGUEZ BEJARANO, Carolina. ob. cit., p. 116. 

 



130 

 

una duración excesiva del plazo de la investigación137; normalmente será el imputado quien 

se sienta afectado por esto; pero cabe preguntarnos: cuando el plazo es muy diminuto, 

¿qué mecanismo puede utilizar el agraviado afectado Por ello? 

 

Definitivamente, solo le quedaría la vía de la tutela de derechos138; sin embargo, el Acuerdo 

Plenario de la Corte Suprema N° 4-2010/CJ-116, ha dejado sentado que la tutela de 

derechos es un mecanismo que solo se reduce a los derechos que taxativamente están 

establecidos en el artículo 71, inciso 2, del Código Procesal Penal de 2004139 y, lo que es 

peor, es una institución cuyo único sujeto legitimado para interponerla es el imputado140; 

ello trae como consecuencia que el agraviado 3,- haya quedado, a nuestro modo de ver, 

sin algún mecanismo que lo proteja. 

 

 

                                                 
137 Artículo 334 inciso 2: “(…) No obstante ello, el fiscal podrá fijar un plazo distinto según las características, 

complejidad y circunstancias de los hechos objeto de investigación. Quien se considere afectado por una 

excesiva duración de las diligencias preliminares, solicitará al fiscal le dé término y dicte la disposición que 

corresponda. Si el fiscal no acepta la solicitud del afectado o  fija un plazo irrazonable, este último podrá 

acudir al juez de la investigación preparatoria en el plazo de cinco días instando su pronunciamiento. El juez 

resolverá previa audiencia, con la participación del fiscal y del solicitante”. 

 
138 Artículo 71 inciso 4: “(...) Cuando el imputado considere que durante las Diligencias Preliminares o en la 

investigación preparatoria no se ha dado cumplimiento a estas disposiciones, que sus derechos no son 

respetados, o que es objeto de medidas limitativas de derechos indebidas o de requerimientos ilegales, puede 

acudir en vía de tutela al juez de la investigación preparatoria para que subsane la omisión o dicte las medidas 

de corrección o de protección que corresponda. La solicitud del imputado se resolverá inmediatamente, 

previa constatación de los hechos y realización de una audiencia con intervención de las partes”. 

 
139 Artículo 7l inciso 2: “(...) Los jueces, los fiscales o la Policía Nacional deben hacer saber al imputado, de 

manera inmediata y comprensible que tiene derecho a: a) conocer los cargos formulados en su contra y, en 

caso de detención, a que se les exprese la causa o motivo de dicha medida, entregándole la orden de detención 

girada en su contra, cuando corresponda; b) designar a la persona o institución a la que debe comunicarse su 

detención y que dicha comunicación, se haga en forma inmediata; c) ser asistido desde los actos iniciales de 

investigación por un abogado defensor; d) abstenerse de declarar y si acepta hacerlo, a que su abogado 

defensor esté presente en su declaración y en todas las diligencias en que se requiere su presencia; e) que no 

se empleen en su contra medios coactivos, intimidatorios o contrarios a su dignidad, ni a sir sometido a 

técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre voluntad o a sufrir una restricción no autorizada ni 

permitida por ley; y f) ser examinado por un médico legista o, en su defecto, por otro profesional de la salud, 

cuando su estado de salud así lo requiera”. 

 
140 sobre el tema de la tutela de derechos, se ha ocupado de manera muy completa y clara el profesor AVALOS 

RODRÍGUEZ, Constante Carlos. "tutela judicial de derechos. Luces y sombras en el Acuerdo Plenario No 4-

2010/CJ-116". En Gaceta penal & Procesal Penal. N° 36. Gaceta Jurídica, Lima, junio de 2012, pp.286-317. 
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TITULO IV 

 

2.2.7.- LA LIBERTAD PERSONAL 

 
La libertad personal, particularmente podemos escindirlo en la libertad física, el libre 

albedrío, el desenvolvimiento de la persona libre, etc., y en la libertad de movimiento, 

que si bien es cierto es el derecho de irse o quedarse, de desplazarse libremente de un 

lugar a otro y sin interferencias indebidas, tiene un objetivo inmediato, tal como lo señala 

FAUNDEZ LEDESMA141, proteger al individuo de cualquier arresto o detención 

arbitraria o de cualquier privación ilícita de libertad (la cual tenemos que tener 

presente al analizar la detención preventiva). 

 

Pese al reconocimiento tácito que se le da al Estado de restringir algunos de  nuestros 

derechos estos encuentran su límite gracias a que los mismos están  incorporados en 

diversos textos legales. La libertad personal está protegido con norma constitucional 

como en los cuatro instrumentos internacionales como la Declaración Universal, la 

Declaración Americana, el Pacto Internacional y la Convención Americana. 

 

En nuestra constitución el Art. 2, inc. 11 faculta a toda persona <<a elegir su lugar de 

residencia, a transitar por el territorio nacional y salir de él y entrar en él, salvo 

limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicaciones de la ley 

de extranjería.  

 

 

                                                 
141 FAUNDEZ DE LEDEZMA citado en Materiales De Enseñanza De Derecho Constitucional – U.N.M.S.M. 

del Dr. Cesar Landa A., Lima 2002, Pág.423 
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2.2.7.1.-EL PRINCIPIO DE INOCENCIA 

 

El principio de inocencia, es un principio fundamental del Estado de Derecho, por  

tanto es considerado el punto de partida, para analizar todos los problemas y aspectos 

de la privación de libertad procesal. 

Nuestra constitución lo ubica dentro de los derechos fundamentales de la persona pues 

afirma que toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 

judicialmente su responsabilidad (Art. 2, inc. 24, e). 

Este principio es una de las garantías fundamentales que posee toda persona, 

por ello la ley fundamental impide que se trate como si fuera culpable a la persona 

a quien se le atribuye un hecho punible, cualquiera que sea el grado de 

verosimilitud de la imputación, hasta que el Estado por intermedio de los órganos 

judiciales no pronuncie la Sentencia Penal firme que declare ser culpabilidad y le 

somete a una pena, la misma que emerge por la necesidad del juicio previo. De 

allí que podemos afirmar que el imputado es inocente durante la sustentación del 

proceso o que los habitantes de la Nación gozan de un estado de inocencia, mientras 

no sean declarados culpables por sentencia firme, aun cuando respecto a ella se haya 

abierto una causa penal y cualquiera que sea el proceso de esa causa.142  La sentencia 

penal de condena no constituye la culpabilidad, sino que ella es la única forma de 

declarar esa culpabilidad y de señalar a un sujeto como autor o partícipe culpable de 

un hecho punible, y por tanto, la única forma de imponer una pena a alguien. 

 

Este principio se basa en una presunción “Juris Tantun”, válida hasta que se 

demuestre lo contrario con prueba idónea, por tanto “el imputado de la comisión de un 

delito, por la presunción de inocencia, sólo queda como sospechoso durante la 

investigación y tramite del proceso y sólo desaparece esa presunción de inocencia. 

Cuando la sentencia penal es condenatoria...  y el que se encuentra sometido a proceso 

penal no tiene el deber de demostrar su inocencia (...)  tiene expedito el derecho a 

contribuir, si es el caso a demostrar que es inocente” 143. 

                                                 
142 MAIER, Julio B. Derecho Procesal Penal. I fundamentos. Segunda Edición, Editores del puerto, Buenos 

Aires, 1999; Pág. 490 
  

143  URQUIZO PEREZ. V Jorge y ARANIBAR ARANIBAR, Lorenzo. Derecho Procesal Penal; Edit. Rodas, 

Arequipa- Perú, 1997, Pág. 24 
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Por tanto este principio no afirma que el imputado sea inocente, es decir que no haya 

participado en la comisión de un hecho punible, sino atribuir a toda persona un ESTADO 

JURÍDICO DE INOCENCIA un trato de inocente, sin importar el hecho de que sea 

realmente culpable o inocente por el hecho que se le imputa. 

 

 REPERCUSIONES: 

Las consecuencias  inmediatas del principio en análisis se manifiestan en la regla in 

dubio pro reo, en la carga de la prueba u onus probandi y el trato de inocente. 

 

a. In dubio pro reo 

El in dubio pro reo es una expresión unánimemente reconocido del principio general de 

presunción de inocencia. Su definición en el Derecho Procesal Penal puede encerrar 

dos formulaciones una negativa y otra positiva. Desde el punto de vista positivo enarbola 

el principio que ante la duda respecto a la prueba incriminatoria, se debe decidir a 

favor de la libertad del acusado. Desde el punto de vista negativo la sentencia 

condenatoria junto a la aplicación de la pena sólo puede estar fundada en la certeza del 

tribunal que falla acerca de la existencia de un delito en el que el acusado ha actuado 

en calidad de autor (directo, mediato, o coautor) o partícipe (complicidad o instigación); 

de tal manera que la falta de certeza representa la imposibilidad del estado de destruir 

la situación de inocencia, construida por la ley (presunción), que ampara, al imputado, 

razón por la cual ella conduce a la absolución. 

 

MAIER144 señala la certeza positiva o probabilidad positiva a aquella que afirma el hecho 

imputado y la certeza negativa o probabilidad negativa a aquella que se dirige a 

explicar cómo inexistente el hecho imputado, por tanto es correcto afirmar que sólo 

la certeza positiva permite condenar y que los demás estados del juzgador respecto de 

la verdad permiten la absolución, como consecuencia del in dubio pro reo. La certeza 

negativa y duda conducen a la absolución. La duda da pie a la aplicación del principio 

in dubio pro reo. 

                                                 
144     MAIER, Julio B; ob.cit; Pág. 496 
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Para llegar a la absolución del imputado no es necesario que el juez o sala penal esté 

convencido de su inocencia, pues la inocencia es una situación jurídica que no requiere 

ser construida; puesto que es un estado normal del imputado. 

 

CASTILLO ALVA145  agrega que en la doctrina Procesal Penal se sostiene de manera 

general la aplicación del in dubio pro reo en el momento de expedir una sentencia, es decir 

cuando se ha acoplado y valorado todo el material probatorio y se ha agotado todos 

los actos procésales. Sin embargo el in dubio pro reo no es un criterio y método de la libre 

valoración de la prueba, ni un procedimiento de averiguación de la verdad material. Este 

sólo tiene sentido cuando se ha concluido con la actividad probatoria. 

 

ROXIN 146 << (...) el principio in dubio pro reo no es una regla para la apreciación de la 

prueba, sino que solo se aplica después de la valoración de la prueba y ella se produce 

generalmente durante la sentencia>>. 

 

b. Onus probandi 

Derivado de la necesidad de afirmar la certeza sobre la existencia de un hecho punible 

para justificar una sentencia de condena, se ha afirmado que en el procedimiento penal, 

la carga de la prueba no le corresponde al imputado, sino al acusador. Dado que el 

estado de inocencia opera como un escudo que protege al imputado, por tanto le 

corresponde al acusador la tarea de presentar elementos de prueba que demuestran 

con certeza los presupuestos de la responsabilidad penal del imputado.  

 

c. El trato de inocente 

El principio de inocencia exige que el imputado sea tratado como inocente durante la 

sustentación del proceso. Reconocer el derecho a permanecer en libertad durante el 

proceso. 

Al considerar que el imputado no puede ser sometido a una pena, y por tanto no 

puede ser tratado como un culpable hasta que no se dicte la sentencia firme de 

condena, constituye el principio rector para expresar los limites de las medidas de 

                                                 
145  CASTILLO ALVA, José Luis. Dialogo con la Jurisprudencia, Lima, 2002 Pág.50 

 

146  ROXIN, Claus. Derecho Procesal Penal, Trad. De Gabriela Córdoba y R Pastor. Editores del puerto, 

Buenos Aires, 2000; Pág. 111 
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coerción procesal contra él. Este principio rector lo podemos sintetizar expresando 

lo siguiente <<... repugna al estado de derecho, previsto en nuestro estatuto 

fundamental, anticipar una pena al imputado durante el procedimiento de 

persecución penal>>. 

 

2.2.7.2.- LA DETENCION PREVENTIVA Y EL PRINCIPIO DE INOCENCIA 
 

Todos los involucrados con el arte de la justicia y el derecho tenemos que tener 

presente, especialmente los jueces quienes tienen la potestad de emitir resoluciones 

que restringen derechos fundamentales esenciales como la libertad ambulatoria, que el 

principio fundamental que regula toda la institución de la detención preventiva es el 

Principio de Excepcionalidad pues se trata de evitar que la detención sin  sentencia 

sea usada como castigo, y considerarlo una pena anticipada. Tal como lo indica 

KLAUS TIEDEMAN147 (...) la prisión preventiva es un mal, pero no es una pena, 

pues se trata de un mal a través del cual no se realiza el elemento normativo del 

reproche de la culpabilidad, ni ha de realizar retribución alguna (...). 

 

Este principio emerge de la combinación entre el derecho general a la Libertad 

ambulatoria y la prohibición de aplicar una pena antes de obtener una sentencia 

condenatoria firme. (Principio de Inocencia)  

 

Si bien es cierto que toda medida de coerción representa la intervención del Estado en 

el ámbito de la libertad jurídica del hombre, especialmente se incrementa al aplicársele  

durante el procedimiento, pues quebranta la situación jurídica de inocente y el trato  de 

inocente que impide adelantar una pena, y al reconocer constitucionalmente el derecho 

que todo ciudadano a la Libertad ambulatoria a no privarse del mismo sino se  ha 

impuesto una pena por sentencia de condena firme, que rompa definitivamente su 

situación jurídica de inocente. Tenemos que tener presente que este principio 

excepcional también responde al fundamento de la detención preventiva, que no reside 

en fines preventivos generales o especiales atribuidos a la pena, sino sólo a la 

protección de los fines que procura la persecución penal los mismos que son  los de 

averiguar la verdad y la actuación de la ley penal, por tanto es ilegitimo detener 

                                                 
147  Cit. Sentencia N° 0019-2005-PI/TC del Tribunal Constitucional peruano. Fecha 21 de julio de 2005. 
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preventivamente a una persona por fines retributivos o preventivos o 

considerando criterios de peligrosidad del imputado, la repercusión social del 

hecho o la necesidad de impedir que el imputado cometa nuevos delitos, todo esto 

se deriva del PRINCIPIO DE INOCENCIA, quedando reducida la aplicación de la esta 

medida de coerción personal a casos de absoluta necesidad a fin de proteger los fines 

que el procedimiento persigue, e incluso cuando al mismo resultado no se le puede 

imponer otras medida no privativa de libertad menos perjudicial para el imputado. 

 

El pacto internacional de derechos civiles y políticos en su Art. 9, N° 3 expresa la 

excepcionalidad de la detención <<La prisión preventiva no debe ser la regla 

general…sólo se procederá cualquier forma de detención o prisión cuando lo requieran 

las necesidades de la administración de justicia por motivos y según condiciones y 

procedimientos determinados por ley>>. 

 

Asimismo la doctrina de la CIDH indica que le detención preventiva es una medida 

excepcional y que se aplica solamente en los casos en que haya una sospecha 

razonable de que el acusado podrá evadir la justicia, obstaculizando la investigación 

preliminar intimidando a los testigos, o destruir evidencia. 

Habilitándose la detención preventiva sólo por dos razones: el peligro de fuga y el 

entorpecimiento de la investigación. Pese a ello BINDER148 sostiene que solamente el 

primero constituye un fundamento genuino, el imputado tiene el poder real para 

obstaculizar el desarrollo del proceso e impedir la aplicación de la pena y más aún al 

ser inadmisible el juicio penal en rebeldía. El autor considera que el entorpecimiento de 

la investigación no  puede constituir un fundamento para la encarcelación de una 

persona porque el estado cuenta con innumerables medios para evitar la eventual 

acción del imputado  como protección de testigos,  prueba anticipada, etc. 

 

Se ha destacado además que el hecho de fundar la detención en los antecedentes del 

imputado implica recurrir a circunstancias que no tenían relación con el caso y vulnera 

el principio de inocencia  y el concepto de rehabilitación Es de suma importancia 

destacar que la resolución 17 aprobada por el VII Congreso de la Naciones Unidas 

sobre prevención del Delito y del Delincuente que añade otro supuesto << solo se 

                                                 
148 BINDER, Alberto. Introducción Ala derecho Procesal penal. Ed. Ad-Hoc, Buenos Aries, 1993, Pág. 199 
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ordenara la prisión preventiva cuando existan razones fundadas para creer que las 

personas de que se trata han participado en la comisión de un presunto delito y se tema 

que intentarán sustraerse o que cometer otros delitos graves…>>(subrayado 

nuestro),149 este supuesto es ilegitimo, puesto que sólo se puede perseguir delitos 

futuros, después de obtenida la condena. Se trata de un fin preventivo especial y este 

no es compatible con los fines  procesales y solo se puede aplicar cuando una sentencia 

firme destruya el Estado jurídico de inocencia, puesto el principio de inocencia impide 

la privación de la libertad por fines punitivos o materiales de la propia pena. 

Otro principio que insoslayablemente debe regir al momento de aplicar la detención o 

prisión preventiva es el de Proporcionalidad, la misma que trata de impedir que la 

situación del individuo aún inocente sea peor que de la persona ya condenada, 

impidiendo que la coerción procesal resulte más gravosa que la propia pena. 

 

En esta institución también tiene que regir un tercer principio la Limitación Temporal, 

la cual va de la mano con el Plazo razonable. Esto limita la permanencia de una 

persona privada de su libertad cuando aún no se dicta sentencia firme. Por tanto no se 

justifica que el tiempo que permanezca una persona sometida a medida cautelar de 

esta naturaleza sea de manera ilimitada pues se convertiría en una pena anticipada. 

Podemos sintetizar la aplicación de la detención en tres palabras legal, excepcional y 

razonable, de lo contrario esta medida coercitiva de libertad será ilegal o arbitraria.  

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

                                                 
149  BOVINO, Alberto. Problemas del Derecho Procesal Penal Contemporáneo. Editores del Puerto S.R.L. 

Buenos aires, 1998, Pág. 141 
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2.2.7.3.- DESINSTITUCIONALIZACIÓN DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA- EL PRESO 

SIN CONDENA 

Es de suma importancia mostrar la realidad carcelaria y el sin número de reclusos 

privados se su libertad sin condena tal como nos demuestra la investigación de fines de 

los ochenta de Elías Carranza, Luis Paulino Mora, Mario Houed y Eugenio Raúl 

Zaffaroni en su obra el “Preso sin condena en América Latina y el Caribe”.150 En 

dicha investigación, se esgrimen estudios sobre los dudosos resultados de la privación 

de la libertad en cuanto a la función de la pena como, el resocializar o rehabilitar puesto 

que exhiben a las prisiones como instituciones altamente criminógenas y 

patógenas,  también se muestran estadísticas escalofriantes -referentes al tema de 

nuestra ponencia, debido a que la cifra de presos sin condena ascienden, en todos los 

países de Latinoamérica, al 50% del total de los reclusos. Sin embargo las cifras 

actualmente no han sufrido grandes cambios, al contrario se ha incrementado. 

 

Es alarmante que en Latinoamérica y especialmente en nuestro país diariamente 

ingrese al centro penitenciario personas no sentenciadas; al invertirse las instituciones, 

la detención preventiva es realmente la regla  y la libertad – libertad ambulatoria- la  

excepción. 

 

Asimismo los efectos negativos de la misma son inocultables tenemos las cárceles 

hacinadas por el  mayor número los presos sin condena  vulnerando un derecho 

fundamental  que es la libertad ambulatoria como  el principio de inocencia - de la mano 

con el plazo razonable de la detención preventiva-, pues como dice RODRÍGUEZ 

MANZANERA  “si la pena de prisión ha fracasado, la prisión preventiva representa 

un fracaso aun mayor, siendo un reto a la imaginación de penólogos y 

penitenciarios el encontrar sustitutos eficientes y cambios adecuados”151.  

 

                                                 
150 CARRANZA, Elías; Paulino Mora, Luis; Houed, Mario; y Zaffaroni, Eugenio Raúl. “Preso sin condena en 

América Latina y el Caribe.”Llanud.San José Costa Rica, 1983, Pág. 22 

 
151  SAAVEDRA ROJAS, Edgar. Libro Homenaje al Profesor Luis Bramont Arias. Edición 2003. Editorial San 

Marcos, Perú. Pág.715 
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Respecto a  lo anterior CARRASQUIILLA152 añade los aspectos  negativos cuando se 

abusa del uso de la detención preventiva y estos son: 

a) Cuando se impide efectuar sobre el interno preventivo una labor resocializadora, al 

no ser posible desde el punto de vista jurídico efectuar intervenciones sobre un sujeto 

aun no condenado. 

b). Al facilitar el aprendizaje delictivo, pues en la práctica no hay separación entre 

reclusos jóvenes y adulto, entre reclusos penados y preventivos, conviviendo jóvenes 

con adultos, delincuentes primarios con ocasionales y profesionales. 

c). El notable aumento de la población reclusa lleva un mayor costo económico para la 

administración penitenciaria y provoca una superpoblación carcelaria la cual conduce 

con frecuencia en penosas condiciones de vida y en motines en los Centros 

Penitenciarios. 

d). La detención preventiva ocasiona los mismos efectos nocivos, perniciosos y 

estigmatizadores, tanto psíquica como socialmente, que produce la pena 

privativa de la libertad. Los internos con condenas firmes o sentenciados saben 

cuántos años le quedan en prisión y que actividades les pueden ayudar a redimir parte 

de la condena. Además la prisión constituye un factor eminentemente criminógeno al 

actual se une el miedo al futuro, al escándalo, la incertidumbre y la preocupación por 

marcha del juicio. 

Respecto a la  desinstitucionalización de la detención preventiva, a la que abogan los 

criminólogos, es un tema bastante espinoso y difícil de perseguir dado que dependerá 

de la realidad de cada país y el mismo será posible sólo cuando haya un verdadero 

desarrollo social, crecimiento económico, salud, vivienda y educación, entre otros 

factores.  

Sé que muchos se preguntaran ¿qué pasaría si no existiera la detención preventiva, 

tendríamos a grandes delincuentes libres y una inseguridad generalizada en 

nuestra sociedad? Es cierto, por eso esta medida cautelar personal solo tiene que ser 

aplicada en la medida que sea estrictamente necesaria, es decir excepcionalmente y 

                                                 
152 Cf. Por el criminólogo Orlando Carrasquilla en “Detención Preventiva o Condena Anticipada” 



140 

 

siempre y cuando otras medidas menos gravosas debido a cada caso en particular no 

se aplicaren. 

2.2.8.- PRISIÓN PREVENTIVA   

2.2.8.1.- LAS MEDIDAS COERCITIVAS. 

El proceso penal es la única vía legitimada para qué el Estado pueda imponer su pretensión 

punitiva, que solo puede materializarse a través de un procedimiento con todas las 

garantías establecidas en la Constitución y las leyes. La justicia material para lograr su 

consolidación debe imponer las sanciones conforme al ordenamiento jurídico-punitivo caso 

contrario se constituiría  en un mero simbolismo que en nada coadyuvaría al fortalecimiento 

de un Estado de Derecho Constitucional. 

El proceso penal se orienta a la concretización de la pena y a la satisfacción de la exigencia 

económica de reparar los daños causados en los bienes jurídicos de la víctima. De tal 

manera que el proceso penal realmente garantista debe orientar su funcionalidad para 

acoger ambas pretensiones con celeridad y eficacia a efecto de lograr la tutela 

jurisdiccional. 

 

En este contexto la legislación procesal penal, prevé  una serie de medidas cautelares que 

tienen por objetivo esencial garantizar la materialización efectiva de la condena y de la 

reparación civil; lo que constituye un fenómeno  de ejecución anticipada para obtener los 

medios de prueba necesarios para reconstruir los hechos acaecidos en la realidad. 

 

Tanto la pretensión penal y civil deben ser resguardados y cautelados  para que al final del 

procedimiento penal puedan ser materializados en los bienes jurídicos del imputado, quién  

puede verse sometido a restricciones de la más variable índole. En efecto, la persecución 

penal amerita la imposición de ciertas medidas, que tienden a cautelar sus fines esenciales, 

esto es, la imposición de la condena y la satisfacción económica  del agraviado (reparación 

civil).153 Es difícil que el imputado acepte libremente someterse a una persecución que 

afectara sus intereses particulares, puesto que conocido el requerimiento por parte de la 

justicia tratara de sustraerse de aquella  eludiendo su llamamiento. Antes que beneficiar al 

proceso, la inasistencia del procesado  provoca graves perjuicios a la actividad probatoria, 

                                                 
153 PEÑA CABRERA, Alonso Raúl, en “EXEGESIS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL”, Primera 

Edición, Editorial RODHAS, Lima 2007,  p.680. 
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no por constituir fuente de prueba sino porque su presencia condiciona la validez de las 

diligencias de conformidad con un sistema adversarial-acusatorio, así como la prohibición 

constitucional de condena en ausencia. Por otro lado es muy probable que trate de enajenar 

sus bienes con el consiguiente perjuicio a la víctima. 

 

La tutela cautelar puede tener carácter personal (restricción de la libertad del imputado) o 

carácter real (sujeción de bienes patrimoniales). Durante el proceso penal la coerción penal 

estatal recae exclusivamente sobre el imputado; y respecto a la reparación civil puede 

incidir tanto sobre el imputado como en los bienes del tercero civilmente responsable. 

 

Las medidas de coerción procesal tienen por finalidad asegurar la eficacia de los fines del 

proceso, las que no se pueden imponer de manera arbitraria, en vista de ello su imposición 

está condicionada a una serie de presupuestos con las garantías presentes en a 

Constitución y las leyes. 

 

La adopción de las medidas de coerción del nuevo código procesal penal se somete a dos 

presupuestos fundamentales: El FUMUS BONI IURIS; que se refiere a la verisimilitud de 

haberse cometido un delito mediante indicios manifestados objetivamente y el PERICULUM 

IN MORA que se refiere al peligro que se puede producir con el paso ineludible del tiempo. 

 

Las medidas cautelares son: 

a.- De naturaleza coercitiva, en vista de que afectan sustancialmente derechos 

fundamentales, de forma limitativa y restrictiva. 

b.- Son cautelares y precautorias, evitan un daño jurídico; y 

c.- Son provisorias: Su duración se subordina a los fines que con ella pretende alcanzar. 

 

Las medidas de coerción se convierten en una suerte de anticipación del pago de la 

condena y que pese al principio de presunción de inocencia se justifica en su exagerada 

protección de la seguridad colectiva, justificada en su necesidad, relevancia, pertinencia y 

urgencia. 

Las medidas de coerción no pueden afectar al imputado en su dignidad y su adopción 

deberá estar sujeta a las garantías previstas constitucionalmente en el orden jurídico 

internacional por ser parte del derecho positivo nacional, en este entender solo pueden 

afectar, limitar o restringir los derechos humanos en la dimensión estrictamente necesaria 

para alcanzar sus fines.  
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Las restricciones contenidas en las medidas coercitivas responden siempre   

inexcusablemente a principios de justicia, seguridad y certeza de proporcionalidad como 

garantías frente a los medios de interdicción a la arbitrariedad judicial. 

 

La restricción de un derecho fundamental requiere expresa autorización  legal en base al 

principio de proporcionalidad y siempre en la medida y exigencia necesaria  así como existir  

suficientes elementos de convicción, conforme lo estipula el artículo 253.2 del NCPP. 

 

El Principio de Proporcionalidad, conocido también como el Principio de Prohibición de 

Exceso, supone correlación entre la medida y la finalidad, se aplica una vez aceptada la 

idoneidad y necesidad de una medida. Consiste en la utilización de técnicas de contrapeso 

de bienes o valores y la ponderación de intereses según las circunstancias  del caso 

concreto que importa el sacrificio de los intereses individuales para dar prioridad al interés 

estatal que se pretende salvaguardar. La finalidad que se pretende alcanzar es la 

realización de la justicia  que implica el sacrificio legítimo de otros bienes  entre ellos la 

libertad del imputado. 

 

Por su parte el Principio de Idoneidad se refiere a que toda intervención a los derechos 

fundamentales debe ser adecuada para contribuir a la obtención de un fin 

constitucionalmente legítimo. 

  

Respecto al Principio de Necesidad Toda medida de intervención en los derechos 

fundamentales debe ser la más benigna con el derecho intervenido; entre otras aquellas 

que revisten por los menos la misma idoneidad para contribuir a alcanzar el objetivo 

propuesto. 

 

La medida debe durar lo estrictamente necesario, en función a los fines que se persigue; 

por ello son provisorios. La permanencia de la medida está subordinada al riesgo de la fuga, 

de ocultamiento de bienes o de insolvencia sobrevenida, siempre y cuando se manifiesten 

indicios objetivamente verificables que el imputado pretende sustraerse de la justicia o de 

depredar su patrimonio. 
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Cuando no existen otros medios lesivos idóneos para asegurar los fines del procedimiento 

el juzgador deberá evaluar las características y particularidades del caso concreto a efecto 

de determinar la idoneidad y necesidad de la medida y considerando la gravedad del delito 

perseguido, la calidad de los autores, los elementos de la convicción, las pruebas que se 

pretende recoger, etc. 

 

La restricción de un derecho fundamental solo tendrá lugar cuando fuera indispensable, en 

la medida y por el tiempo estrictamente necesario, para prevenir, según los casos, los 

riesgos de fuga, de ocultamiento de bienes o de insolvencia sobrevenida; así como para 

impedir la obstaculización de la averiguación de la verdad y evitar el peligro de reiteración 

delictiva que incluye que la medida sea indispensable para los fines de la investigación  y 

para la determinación de una actividad probatoria concreta; basado principalmente en el 

principio de idoneidad que se mide con la sospecha vehemente que se tenga de la comisión 

de un delito. 

 

Los requisitos para tramitar judicialmente las medidas coercitivas son:  

 

a).- Solicitud del sujeto procesal legitimado: están legitimados el Fiscal, el actor civil o 

querellante particular (estos dos últimos solo en el caso de las medidas de coerción real). 

La solicitud indicara las razones en que se fundamente el pedido acompañando de ser el 

caso los actos de investigación o los elementos de convicción pertinentes. 

Los autos que se pronuncien sobre estas medidas  son reformables aún de oficio, cuando 

varíen los supuestos que motivaron su imposición o rechazo de acuerdo al Art.255.2 del 

NCPP.154 

El Ministerio Público y el imputado pueden solicitar al Juez la reforma, revocatoria  o 

sustitución de las medidas de carácter personal, el Juez deberá resolver en tres días en la 

audiencia correspondiente; la solicitud de embargo y la administración provisional de 

posesión corresponden únicamente al actor civil. 

 

Los autos que se impongan, desestimen, reformen, sustituyan o acumulen las medidas 

previstas en la sección tercera del Código Procesal Penal son impugnables para las partes 

correspondientes en mérito al principio de doble instancia. 

                                                 
154 NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL.Decreto Legislativo N° 957 (29/07/ 2004). Jurista Editores. 

Edición Mayo 2017 Pág. 496- 497.  
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2.2.8.2.- LA PRISION PREVENTIVA: 

El Art. 79 del Código de Procedimientos Penales de 1940, hacía mención al mandato de 

detención y comparecencia, este fue modificado por la Ley 24388, en la que indicaba 

expresamente los delitos en que se podía aplicar el mandato de detención; pero no alcanzo 

una definición respecto a la existencia de suficiencia probatoria. Posteriormente este 

artículo fue derogado tácitamente por el Art.2 del D. Leg.638 del 27 de Abril de 1991, que 

daba lugar a la entrada en vigencia el Art.135 del Código Procesal Penal de 1991. 

El Artículo 135 del Código Procesal de 1991155 textualmente refiere "El Juez puede dictar 

mandato de detención si atendiendo a los primeros recaudos acompañados por el Fiscal 

Provincial sea posible determinar: 

A. Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito que 

vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. 

No constituye elemento probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, 

gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito imputado se 

haya cometido en el ejercicio de una actividad realizada por una persona 

jurídica de derecho privado. 

B. Que la sanción a imponerse o la suma de ellas sea superior a un año de pena 

privativa de libertad o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad 

del agente al delito. 

C. Que existen suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado 

intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la acción probatoria. No 

constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia, 

la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa. 

En todo caso, el juez penal podrá revocar de oficio el mandato de detención previamente 

ordenado cuando nuevos actos de investigación pongan en cuestión la suficiencia de las 

pruebas que dieron lugar a la medida." 

                                                 
155 CODIGO PROCESAL PENAL, D.L. N° 638 (27/04/1991) Jurista Editores. Edición Mayo 2017. pág. 664. 

http://www.monografias.com/trabajos13/mapro/mapro.shtml
http://www.monografias.com/trabajos35/el-delito/el-delito.shtml
http://www.monografias.com/trabajos3/gerenylider/gerenylider.shtml
http://www.monografias.com/trabajos35/categoria-accion/categoria-accion.shtml
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Este texto desde su dación fue modificado por la Ley 27226 del 17 de diciembre de 1999 y 

la Ley 27753 del 09 de junio del 2002, esta modificatoria estableció el hecho de que "no 

constituía elemento probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, gerente, 

socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito imputado se haya cometido en el 

ejercicio de una actividad realizada por una persona jurídica de derecho privado", y lo que 

en realidad se buscó con esta norma era determinar la responsabilidad penal 

personalísima, siendo que miembro de directorio, gerente, socio, accionista, directivo o 

asociado, serán responsables en la medida que tengan una participación criminal en el 

hecho delictivo, solo si existen otros elementos que vinculen al imputado con la autoría del 

hecho delictivo; así mismo cerró el marco de amplitud respecto al peligro procesal, 

exigiendo en la determinación del peligro de fuga la existencia de "suficientes elementos 

probatorios que lo determinen", eliminando del texto originario "otras circunstancias"; 

finalmente la Ley 28726, publicada el 09 de mayo del 2006 que modifico el Inc.2 del Art.135 

del Código Procesal de 1991; en el que -para ordenar una detención preventiva- la pena 

probable debe superar a un año de pena privativa de libertad y ya no cuatro años; o que 

existan elementos probatorios sobre la habitualidad del agente del delito. 

Por su parte el Código Procesal Penal del 2004156 en su Art.268, refiriéndose a los 

presupuestos materiales de la prisión preventiva manifiesta  

 "...1. El Juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 

 preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 

 concurrencia de los siguientes presupuestos: 

a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 

razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 

partícipe del mismo. 

b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad; 

y 

                                                 
156 NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL.Decreto Legislativo N° 957 (29/07/ 2004). Jurista Editores. 

Edición Mayo 2017 Pág. 503.  
 

http://www.monografias.com/trabajos13/libapren/libapren.shtml
http://www.monografias.com/trabajos33/responsabilidad/responsabilidad.shtml
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c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 

particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia 

(peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 

obstaculización). 

 2. También será presupuesto material para dictar mandato de prisión preventiva, 

 sin  perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en los 

 literales a) y b) del numeral anterior, la existencia de razonables elementos  de 

convicción acerca de  la pertenencia del imputado a una organización  delictiva o su 

reintegración a la misma, y sea del caso advertir que podrá utilizar los medios que ella le 

brinde para  facilitar su fuga o la de otros  imputados o para  obstaculizar la 

averiguación de la  verdad"  

Como vemos este artículo exige la presencia de "fundados y graves elementos de 

convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado 

como autor o participe del mismo; así mismo vuelve a la redacción original del Art.135 del 

Código Procesal Penal de 1991; empero introduce en los Arts.269 y 270, pasos para 

determinar claramente en cada caso la existencia del peligro procesal de fuga o de 

perturbación de la actividad probatoria. 

 

El Articulo 2 inciso 24 parágrafo “b” de la Constitución Política del Estado señala que no se 

permite ningún tipo de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos en la 

ley; por lo tanto la ley fundamental reconoce  la libertad personal como un derecho 

fundamental, pero al mismo tiempo consagra su carácter relativo, a legitimizar su afectación  

por causales previstas  en el marco estricto de la legalidad, una de estas restricciones es la 

prisión preventiva, que es esencialmente una medida cautelar de naturaleza personal, pues, 

recae directamente sobre la libertad del sujeto pasivo de la relación jurídico-procesal, cuya 

incidencia jurídica pretende garantizar la condena del presunto culpable. 

 

La libertad es un bien jurídico que permite la autorrealización del individuo y que posibilita 

su intervención en concretas actividades socioeconómicas. La libertad en el antiguo 

régimen inquisitivo era un bien jurídico devaluado, su aceptación era la regla y su 

confirmación la excepción y era utilizada como medida cautelar destinada a asegurar los 

efectos positivos de la condena así como para propiciar suplicios y dolores al detenido. En 

http://www.monografias.com/trabajos13/clapre/clapre.shtml
http://www.monografias.com/trabajos6/napro/napro.shtml
http://www.monografias.com/trabajos14/ortografia/ortografia.shtml
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el modelo procesal mixto la libertad individual únicamente se limitaba a razones de 

necesidad y urgencia, la justicia penal debía realizarse en presencia del imputado, de 

acuerdo con una actividad probatoria y de acuerdo a las reglas del contradictorio y el 

derecho de defensa. 

 

Debe advertirse que la condena es la culminación del procedimiento, la eficacia  de la 

investigación depende del desarrollo probatorio que se pueda alcanzar mediante la 

intervención de los sujetos procesales; y es fundamental la presencia del imputado, puesto 

que lejos de considerarlo un objeto de prueba, su participación es necesaria para la 

actuación de ciertos medios probatorios. La ausencia del imputado en algunas diligencias 

puede provocar la ineficacia probatoria, en consecuencia hay excepciones en las que se 

hace necesaria la intervención estatal para que durante el procedimiento se asegure la 

actuación de ciertas pruebas  que faciliten el esclarecimiento de su objeto. 

 

La prisión provisional para Fenech 157 es un acto cautelar por el que se produce una 

limitación de la libertad individual de una persona en virtud de una resolución judicial y que 

tiene por objeto el ingreso de esta en un establecimiento público, destinado al efecto, con 

el fin de asegurar los fines del proceso y la eventual ejecución de la pena. 

 

La prisión preventiva es una medida de coerción procesal valida, cuya legitimidad esta 

condicionada a la concurrencia de ciertos presupuestos (formales  y materiales), que debe 

tomar en cuenta el Juzgador al momento de decidir  la medida, que se encuentran 

taxativamente previstos en las normas que modulan su aplicación.158 

 

La prisión preventiva se equipara a la “detención preventiva” introducida en nuestro 

ordenamiento legal en el Art.137 del Código Procesal penal de 1991. Es una institución 

jurídica que en el proceso penal significa la privación de la libertad del imputado con el fin 

de asegurar el proceso de conocimiento o la ejecución de la pena. 

 

                                                 
157 FENECH, M., El Proceso Penal, cit, p.161, citado por Alonso Raúl Peña cabrera Freyre en EXEGESIS DEL 

NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL, Primera Edición, Editorial RODHAS, Lima 2007, p.712. 

158 PEÑA CABRERA, Alonso Raúl, en EXEGESIS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL, Primera 

Edición, Editorial RODHAS, Lima 2007, p.712. 



148 

 

Ella sirve a tres objetivos: 

1.- Pretende asegurar la presencia del imputado en el procedimiento penal. 

2.- Pretende garantizar una investigación de los hechos, en debida forma, por los órganos 

de persecución penal. 

3.- Pretende asegurar la ejecución penal. 159 

 

La prisión preventiva es una medida coercitiva que tiene por objeto asegurar a la persona 

del imputado a los fines del cumplimiento de la pena privativa de libertad. El aseguramiento 

de una pena corporal, traducido en la detención judicial intenta justificar una medida 

preventiva que tiene su génesis en la inseguridad que genera la criminalidad para la 

sociedad que necesariamente se plasma en primer lugar en el imputado. Este razonado 

temor e inseguridad que genera la criminalidad en la sociedad aumenta en nuestro país 

debido a los altos índices de criminalidad que registra en la actualidad. 

 

Toda sociedad busca su seguridad jurídica, entendida esta última como un supuesto 

esencial para la vida de los pueblos, el desenvolvimiento normal de los individuos e 

instituciones que los integran 160 , en virtud a ella el mandato de detención aparece como 

una respuesta del sistema penal frente a la potencialidad delictiva del imputado; la 

aplicación de dicha medida transitoriamente asegurará a la sociedad frente al presunto 

culpable y es admisible en cualquier estado del procedimiento.  

 

Las características esenciales o notas identificativas de la prisión preventiva son su 

provisionalidad preventiva, instrumentalidad y cautelar, sometida su aplicación al principio 

de jurisdiccionalidad, y para Binder, existiría un tercer principio: el de proporcionalidad: la 

violencia que se ejerce como medida de coerción nunca puede ser mayor que la violencia 

que se podrá eventualmente ejercer mediante la aplicación de una pena, en caso de 

probarse el delito en cuestión.161 

 

                                                 
159 Roxin, Claus; “Ob. Cit. , p.257. 

160 DICCIONARIO JURÍDICO FUNDAMENTAL, Flores Polo, Pedro, 2ª Edición, Editorial Grijley, Lima-

Perú, año 2002, p.721 
161 BINDER, A.M.: Introducción al derecho penal, p.200, citado por Alonso Raúl Peña cabrera Freyre en 

EXEGESIS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL, Primera Edición, Editorial RODHAS, Lima 

2007, p.714. 
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Entre las medidas que aseguran el procedimiento, la prisión preventiva es la injerencia más 

grave en la libertad individual; por otra parte, ello es indispensable en algunos casos para 

una administración de justicia penal eficiente.162 El principio constitucional de 

proporcionalidad exige restringir la medida y los límites de la prisión preventivas lo 

estrictamente necesario. 

 

El derecho internacional de los derechos humanos protege extremadamente el principio de 

inocencia que asiste al imputado, lo que impide que se trate como culpable a la persona 

sospechosa de haber cometido un delito mientras no haya sido declarada judicialmente su 

culpabilidad, en consecuencia los efectos de la prisión preventiva de ninguna manera 

pueden ser equiparados a los efectos de una pena. Resulta completamente ilegitimo 

detener preventivamente a una persona con fines retributivos o preventivos propios de la 

pena, ahí radica la importancia de que la duración de la prisión preventiva se extienda a un 

tiempo razonable, puesto que al excederse de la razonabilidad temporal esta medida 

deviene en arbitraria e ilegitima, por tanto la razonabilidad temporal de la medida se 

fundamenta en los principios de celeridad y eficacia procesal. 

 

Ni la función de aseguramiento de la pena corporal puede otorgar legitimidad a la 

intromisión estatal en la esfera de la libertad de la persona sin que exista una declaración  

de culpabilidad. Cualquier fundamento resulta inconsistente, ni la justificación que la 

detención judicial tiene por objeto “adelantar las funciones de la pena a la declaración de 

culpabilidad” puede legitimizar la facultad del Estado para privar la libertad a los individuos 

de una sociedad. 

 

El problema se potencializa en países en que las tasas de criminalidad son altas y el sistema 

procesal penal no es suficiente para luchar contra ese fenómeno, uno de esas sociedades 

es la peruana que tiene altos índices de criminalidad y su sistema democrático aún es débil, 

por lo que la aplicación de esta medida de seguridad resulta necesaria y la colisión de 

derechos libertad-seguridad son aún muy discutibles. 

 

                                                 
162 Roxin, Claus; “DERECHO PROCESAL PENAL”, Traducción de la 25ª edición alemana de Gabriela E. 

Cordova y Daniel R. Pastor, Editores del Puerto, Buenos Aires 2000, p.256.   
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Justamente porque afecta un derecho fundamental la prisión preventiva debe constituir una 

medida de ultima ratio, que solo debe aplicarse ante circunstancias plenamente justificadas, 

que deben condecirse con un estado de cosas que revele graves indicios de criminalidad, 

considerando al imputado renuente a someterse libremente  a la coacción estatal o que 

manifiesta una conducta  poco colaboradora para el esclarecimiento de los hechos, o 

obstruya la actividad probatoria. 

 

El orden interno de un Estado se revela en el modo en que esta regulada  esa situación de 

conflicto: los estados totalitarios, bajo la antítesis errónea Estado-ciudadano, exagerarán 

fácilmente la importancia del interés estatal en la realización, lo más eficaz posible, del 

procedimiento penal. En un estado de Derecho, en cambio, la regulación de esa situación 

de conflicto no es determinada a través de la antítesis Estado-ciudadano; el Estado mismo 

está obligado por ambos fines –aseguramiento del orden a través de la persecución penal 

y protección de la esfera de libertad del ciudadano-. 163 
 

Con ello el principio constitucional de proporcionalidad (...) exige restringir la medida y los 

limites de la prisión preventiva a lo estrictamente necesario (...); que será posible con la 

instauración de un debido sistema penal y procesal penal que ha estado evolucionando en 

el Perú, a partir de la dación de la Ley 24833, la entrada en vigencia del Art.135 del Código 

Procesal Penal de 1991, sus respectivas modificatorias y  con la entrada en vigencia del 

nuevo Código Procesal Penal del 2004. 

2.2.8.3.- PRESUPUESTOS DE LA PRISION PREVENTIVA: 

El Juez a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva si 

atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar  la concurrencia de los 

siguientes presupuestos Art. 268:164 

 

a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 

razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 

partícipe del mismo. 

 

                                                 
163 Roxin, Claus; “Ob.Cit.  p.258. 
164 NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL.Decreto Legislativo N° 957 (29/07/ 2004). Jurista Editores. 

Edición Mayo 2017 Pág. 503. 
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Es el presupuesto del fumus boni iuris, que se refiere a que los primeros actos de 

investigación que se realizan ni bien conocida la noticia criminal deben revelar una 

sospecha vehemente de criminalidad, que deben advertir indicios razonables de la comisión 

de un delito, que puedan ser confrontadas de forma objetiva, no bastan entonces las meras 

conjeturas o presunciones sin fundamento. 

 

La apreciación de los indicios razonables de criminalidad en la fase de investigación 

significa la existencia de motivos razonables que permitan afirmar la posible comisión de 

un delito por el eventual destinatario de la medida, que supongan una relación directa con 

el imputado, la que puede consistir en una relación de autoría, coautoría u otro grado de 

participación, injusto que pude ser a título de dolo o culpa. Deben concurrir varios elementos 

de convicción e indicios  que construyan una base de cognición sólida. 

 

La suficiencia probatoria está referida a los elementos razonables sobre la vinculación como 

autor o participe del delito.  Podemos apreciar dos aspectos, uno de ellos referido al objeto 

de la suficiencia probatoria, que aparte de que exige una razonable fundamentación 

probatoria sobre la existencia del delito, también exige la vinculación del imputado con el 

hecho delictivo atribuido. Posiblemente en un caso concreto exista suficiencia probatoria, 

sobre la realización de un hecho delictivo; pero es necesario también que existan suficientes 

elementos probatorios respecto a la participación delictiva del procesado en ese hecho 

concreto. Es preciso que la suficiencia probatoria considere la participación del imputado 

en el hecho delictivo, 165 individualizando de ser el caso el grado de participación de cada 

uno de los imputados si son varios sujetos activos, que es además concordante con la 

función de seguridad que en la realidad tiene la detención judicial.  

 

Otro aspecto de este primer requisito se refiere al estado o grado de conocimiento exigido 

sobre los hechos, que es el cierto grado de verisimilitud sobre la participación del imputado 

en el hecho, por lo que es necesario que se llegue a determinar la existencia de suficiencia 

probatoria en el caso concreto en atención de las circunstancias del hecho.  

 

Los Jueces Penales para iniciar el proceso requieren únicamente de la existencia de 

elementos que permitan una sospecha fundada sobre la participación punible del imputado 

                                                 
165 VASQUEZ VASQUEZ, Mario; Articulo Especial “DETENCIÓN Y LIBERTAD EN EL PROCESO 

PENAL”,  Actualidad Jurídica, Gaceta Jurídica, Tomo 136, Marzo del 2006, Lima – PerÚ, P.15. 
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en el hecho delictivo, suponiendo que para el inicio de una relación procesal, bastará la 

simple imputación de la existencia del delito y la participación del imputado en el hecho; 

empero este grado de conocimiento sobre los hechos no bastara para constituir el 

presupuesto de la suficiencia probatoria, descartándose que el estado o grado de 

conocimiento que se tenga sobre los hechos sea el mismo que el grado de conocimiento 

que basta para vincular a una persona al proceso. 

 

El grado de conocimiento exigido por el presupuesto es uno superior al requerido para 

iniciar el proceso; pero sin llegar al grado de certeza, de suerte que dentro de este margen 

pueden caber estados o grados de conocimiento como la “probabilidad” y la “duda”.  Por 

ello Ascencio Mellado acota, que: “Debe exigirse algo más que una posibilidad y menos 

que la certeza (...) no basta una mera sospecha sobre la culpabilidad del imputado. 

 

b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de 

libertad; y la prisión preventiva está condicionada a la conminación legal en abstracto 

que se determina como consecuencia jurídica a cada tipo legal, por lo que se deberá 

efectuar una prognosis de pena, no basta que la pena sea mayor superior a los cuatro 

años, en tanto la determinación de la pena está sujeta a una serie de variables, entre 

estas las circunstancias concomitantes a la realización del hecho punible. 

 

Las modificatorias introducidas al texto original del Art.135 del C.P.P de 1991 y aún el 

Art.268º del CPP del 2004, fue la exigencia de que sea posible determinar que la sanción a 

imponerse será superior a los cuatro años de pena privativa de libertad; empero conforme 

a la modificatoria por la Ley 28726 de fecha 09 de mayo del 2006 y en los lugares en que 

se encuentra en vigencia los artículos pertinentes del Código Procesal penal de 1991, es 

suficiente que la sanción a imponerse (o la suma de ella) sea superior a un año de pena 

privativa de libertad o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad del agente 

del delito, medida desacertada por el legislador atendiendo a los altos indicies de 

criminalidad con el que cuenta nuestro país, y que genera una desigualdad en a aplicación 

de esta medida coercitiva en relación a lo lugares donde y opera el Nuevo Código Procesal 

Penal. 

 

Erróneamente se entendió a la entrada en vigencia del Art.135 del Código Procesal Penal 

de 1991, que la existencia de este presupuesto se basaba sólo en el límite superior de la 
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pena fijada por la ley para el delito objeto de proceso, empero hoy existe unanimidad en 

afirmar que este presupuesto no está referido a la pena fijada por ley para el delito, sino a 

la pena probable que el juzgador impondrá en su sentencia condenatoria, que supone una 

prognosis de la pena, lo que implica un acercamiento, un cálculo a esa determinación 

conforme a los actuados existentes en la oportunidad en que corresponda dictar la medida 

y que será la regla al momento de aplicar la prisión preventiva en el nuevo modelo procesal. 

 

c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 

particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia 

(peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 

obstaculización). 

 

Este presupuesto hace alusión al periculum in mora, es decir cuando existen  indicios o 

evidencias razonables, de que el imputado no está dispuesto a someterse voluntariamente  

a la persecución penal estatal, y se advierten ciertas particularidades y características 

personales del imputado (reincidencia, líder, cabecilla de una banda, por ejemplo), la 

flagrancia, las altas posibilidades de fuga, la gravedad del delito, entre otros. 

 

El Peligro procesal, presenta dos supuestos: La intención del imputado a sustraerse de la 

acción de la justicia; y la intención de perturbar la actividad probatoria. Potencialidad 

razonable de fuga o perturbación de la actividad probatoria.  

 

- Peligro de fuga: Según apreciación de las circunstancias del caso particular existe 

el peligro de que el imputado no se someta al procedimiento penal ni a la ejecución, 

presumiéndose también de que el sujeto activo se pondrá en una situación de 

incapacidad procesal.  

Para calificar el peligro de fuga el Juez tendrá en cuenta el arraigo en el país del 

imputado, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y 

de sus negocios o trabajo o las facilidades para abandonar definitivamente el país o 

permanecer oculto, vínculos de carácter familiar, amical y de negocios, grado de 

influencia que pueda ejercer en determinados ámbitos socio-políticos, situación 

económica, lazos familiares en el exterior, de ser el caso su doble nacionalidad, etc. 

 



154 

 

Predecir la gravedad de la pena a inicios del proceso es algo muy subjetivo, puesto 

que las circunstancias valorativas que rodearon el proceso pueden variar en las 

etapas posteriores al realizarse la actividad probatoria, salvo que el procesado haya 

sido intervenido en flagrancia y se cuente con los elementos de juico suficientes 

para formar un juicio de esta naturaleza en la etapa preliminar del procedimiento. 

Por lo que los primeros elementos que se recojan para adoptar la prisión preventiva, 

no son de ningún modo definitivos ni concluyentes, como para estimar cerradamente 

una sanción determinada. 

 

- Peligro de Entorpecimiento: (Peligro de Obstaculización) Exige que el 

comportamiento del imputado funde la sospecha vehemente de que él: 

 Destruirá, modificará ocultará, suprimirá o falseará medios de prueba. 

 Influirá de manera desleal con co-inculpados, testigos o peritos (por tanto, 

no es suficiente que el imputado le pida que no declare a un testigo 

autorizado a abstenerse de declara testimonialmente)                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              

 Inducirá a otros a realizar tales comportamientos y si, por ello, existe el 

peligro de  que  él dificultara la investigación de la verdad.  

El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro procedimiento 

anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la persecución penal. 

Conducta que se manifiesta en interés de aquel para esclarecer el objeto de la 

investigación, no necesariamente confesando su culpabilidad, sino a partir de una 

participación positiva en cuanta diligencia u acto procesal que fuese llamado a 

intervenir por la Instancia Judicial. 

 

Para calificar el peligro de obstaculización, conforme al Artículo 270 del Nuevo 

Código Procesal Penal, se tendrá en cuenta el riesgo razonable que el imputado: 

Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba (Art. 

270.1), en este caso, el imputado es portador de elementos de prueba importantes 

para acreditar la imputación delictiva. 

 

Influirá para que los computados, testigos o peritos informen falsamente o se 

comporten de manera desleal o reticente (Art. 270.2), las maniobras más usuales 

para desvirtuar una acusación de forma ilícita, es comprando testigos o peritos, esto 
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es, corrompiendo voluntades, a fin de que se tuerza la verdad de los hechos. Claro 

está, que la influencia puede ser también ejercida bajo violencia o amenaza. 

Inducirá a otros a realizar tales comportamientos (Art. 270º.3). La influencia hacia 

otros sujetos procesales, la puede ejercer el imputado de forma personal o 

mediando otra persona. La inducción puede ser directa o por medio de interpósita 

personal. 

 

De acuerdo al artículo 268 del Nuevo Código Procesal Penal también será presupuesto 

material para dictar mandato de prisión preventiva, sin perjuicio de la concurrencia de los 

presupuestos establecidos en el mencionado artículo, la existencia de razonables 

elementos de convicción acerca de la pertenencia del imputado a una organización delictiva 

o su reintegración a la misma, y sea del caso advertir que podrá utilizar los medios que ella 

le brinde para facilitar su fuga o la de otros imputados o para obstaculizar la averiguación 

de la verdad” 

 

 

2.2.8.4.-LA PRISIÓN PREVENTIVA Y LA PRISIÓN DEFINITIVA DE CONDENA 

COMO  ANTÍTESIS DEL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 166 

 

LA PRISIÓN PREVENTIVA Y LA PRISIÓN DEFINITIVA 

Dentro del proceso penal se tiene por un lado que el derecho procesal penal, debe 

garantizar y respetar (por mandato constitucional) la presunción de inocencia pero a su vez, 

el derecho también exige, que debe ejercitarse el poder punitivo sancionador del estado, 

antes de existir sentencia, a quien se le procesa por haber incurrido en una conducta, cuyo 

título de imputación es en grado y calificación de delito. 

 

La Prisión Preventiva es de naturaleza cautelar ( excepcional). 

Es cautelar: se dicta antes de la decisión judicial que pone fin al proceso, más es muy 

diferente a la cautelar civil, justamente por su incidencia en un derecho fundamental, como 

lo es la libertad ambulatoria de la persona. 

                                                 
166 MORALES PARRAGUEZ BALTAZAR, la prisión preventiva y la prisión definitiva de condena como  

antítesis del principio de presunción de inocencia 
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la regla general es la libertad, y la excepción la prisión preventiva del imputado sometido a 

proceso, conforme lo ratifica nuestra carta política, cuando afirma que, el fin supremo de la 

persona humana es su dignidad, y tiene derecho a la libertad y seguridad personal ya no 

se habla de libertad provisional ni variación de la detención o prisión sino de cesación art. 

283.- cesación de la prisión preventiva.- el imputado podrá solicitar la cesación de la 

prisión preventiva y su sustitución por una medida de comparecencia las veces que lo 

considere pertinente. 

…… 

la cesación de la medida procederá cuando nuevos elementos de convicción demuestren 

que no concurren los motivos que determinaron su imposición y resulte necesario sustituirla 

por la medida de comparecencia para la determinación de la medida sustitutiva el libertad 

y el estado de la causa. 

 

 

2.2.8.5. - LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL PERÚ:  ¿MEDIDA CAUTELAR O PENA 

ANTICIPADA? 167 

 

Para efectos de nuestra investigación sobre prisión preventiva, definimos los “factores 

extralegales” como aquellos elementos no contemplados en el marco legal que tienen el 

potencial de influir o ejercer presión en la actuación de los operadores judiciales. Por su 

propia naturaleza, las conclusiones obtenidas se basan principalmente en las impresiones 

de los informantes calificados, así como en la observación y el análisis directo de las 

audiencias de prisión preventiva realizado por el IDL. La información recabada permitió 

identificar como factores extralegales el perfil del imputado, la prensa y la opinión pública, 

así como la Oficina de Control de la Magistratura. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
167 Instituto de Defensa Legal, Ernesto de la Jara, Gabriel Chávez-Tafur, Andrea Ravelo, Agustín Grández, 

Óscar del Valle y Liliana Sánchez. Primera edición, setiembre 2013. Pag. 93 - 104 
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2.2.9.-. INTERFERENCIAS EN LA INDEPENDENCIA JUDICIAL. 
 

Habiendo considerado la dinámica de aplicación de la prisión preventiva en Perú, 

pasaremos a desarrollar el punto central de la presente investigación: la interferencia en la 

independencia judicial y su impacto en los procesos de prisión preventiva. 

El análisis consta de dos momentos: parte de identificar el contexto en el cual los 

operadores de justicia llevan un proceso de prisión preventiva, y ver en qué medida dicho 

contexto contribuye o no a crear un clima propicio para la interferencia en tal proceso. Para 

ello, se considerarán aquellos factores que componen un contexto determinado y de qué 

manera la combinación de éstos puede constituir una afectación en el proceso. 

 

Posteriormente, se analizarán fuentes de interferencia puntual, identificando las 

principales características y elementos que pueden generar presión en los operadores 

judiciales. 

 

A modo de aclaración, la diferencia entre una interferencia a partir del clima en que 

se desarrolla el proceso y una interferencia puntual radica en que la primera se constituye 

por el contexto en el cual los operadores de justicia desarrollan sus funciones. Los factores 

que lo componen no se vinculan necesariamente de manera directa con el caso. Por su 

parte, la interferencia puntual se compone por circunstancias que generan una presión 

directa sobre los operadores de justicia durante el proceso de prisión preventiva y parte de 

factores vinculados directamente con el caso específico. 

 

Para dicho análisis se utilizaron instrumentos metodológicos tales como entrevistas 

a informantes calificados y operadores del sistema de justicia, el estudio de cinco casos 

emblemáticos de procesos de prisión preventiva y un proceso disciplinario por el organismo 

de control. 
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A. EL CLIMA O CONTEXTO EN EL CUAL SE DESARROLLA EL PROCESO DE PRISIÓN 

PREVENTIVA 

La interferencia en la independencia judicial se ve muchas veces facilitada por el 

desarrollo de un clima o contexto determinado. Tal contexto se construye a partir de 

circunstancias particulares afectando a la sociedad y el ambiente en el que se discute la 

imposición de la medida. Entre las principales circunstancias se identifican temas de interés 

público como cuestiones coyunturales de nivel político, socioeconómico y/o cultural. 

Algunos de estos factores perduran en el tiempo e influyen en un amplio número de casos. 

 

A lo largo de esta investigación encontramos los siguientes: 

 

a) Coyuntura y realidad nacional168 

Dentro de la realidad nacional, identificamos primero a la inseguridad ciudadana, 

tanto percibida como real. Según una primera encuesta llevada a cabo por la organización 

Ciudad Nuestra en 2011 a nivel nacional, el 71.9% de ciudadanos se sentían algo o muy 

inseguros frente a la posibilidad de ser víctimas de un delito. Asimismo, el 41.3% de 

peruanos a nivel nacional fue víctima o algún miembro de su hogar fue víctima de un 

delito169. Ello necesariamente contribuye al reclamo de impartición de justicia y discursos 

de “mano dura”, tanto de la población como de la clase política170. 

 

Así, y de acuerdo con la opinión del abogado Carlos Yábar171 este tipo de 

interferencia afectaría mayormente a los jueces de investigación preparatoria, quienes 

luego deben decidir sobre qué medida cautelar imponer. Esto, en su opinión, se vería 

agravado en algunos distritos judiciales, entre ellos Huaura, donde muchos de los jueces 

                                                 
168 Para efectos del presente texto, entenderemos como realidad nacional características y/o procesos de amplio alcance y 

prolongación en el tiempo, versus situaciones más específicas y concretas, propias de un tiempo corto y lugar particular a 
las que llamaremos coyuntura. 

169 Cf. Ciudad Nuestra (2011: p.2). De acuerdo con la Corporación LatinoBarómetro (2011: p. 66) esta relación entre los 

niveles de percepción de inseguridad y la delincuencia es una realidad que se vive a nivel regional en todo América Latina. 
 

170 En Lima es posible identificar múltiples ejemplos de autoridades públicas pronunciándose a favor de la mano dura. A 

continuación algunos ejemplos: “El fiscal de la Nación, José Antonio Peláez, propuso que se eliminen los beneficios 
penitenciarios a los hampones que cometan robo agravado a mano armada y homicidio”, En: Perú21 (9 de agosto de 

2011). Coronel Carlos Remi, Jefe del escuadrón de Emergencia: “No permitiremos que estos criminales continúen en las 

calles, como si nada.” Criminales no deben dejar las cárceles”. En: La República (14 de agosto de 2011). Enrique 

Mendoza, Jefe de la OCMA: “Los beneficios penitenciarios solo deben ser para los primarios que no hayan cometido 
delitos graves”. En: El Comercio (9 de agosto de 2011). 

171 Dr. Carlos A. Yabar Palomino, abogado privado del distrito judicial de Huaura, experto en el NCPP 2004. 
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de primera instancia desempeñan sus funciones en calidad de jueces provisionales172. Ante 

la vulnerabilidad de dichos puestos en la jerarquía judicial, los magistrados podrían verse 

inclinados a tomar decisiones que no choquen con la exigencia social de aplicar “mano 

dura” contra la delincuencia y el temor al escándalo mediático. 

 

 Consultado sobre esto, el Dr. Añanca, juez de investigación preparatoria en Huaura 

manifestó lo siguiente: “Yo personalmente no he tenido una experiencia directa con los 

medios pero siempre hacen una corriente de opinión que pesa en la colectividad pero los 

magistrados no estamos sujetos a ninguna presión u opinión en base a ello”173. 

 

Un segundo factor de análisis estrechamente vinculado al anterior fue la influencia de 

ciertos temas de coyuntura nacional, tales como el clima de conflictividad social que se vive 

en varios puntos del país. Asumido por cierto sector de la población como un tema 

principalmente delincuencial, la solución pasaría, nuevamente, por imponer “mano dura”. 

 

Ejemplo de ello es el caso de los Serenos de Espinar. En este caso, los hechos se dieron 

en un contexto de violencia en la localidad de Espinar debido a conflictos sociales entre la 

empresa minera Xtrata Tintaya y los pobladores de la localidad. Los trabajadores de 

seguridad de la Municipalidad de Espinar pertenecientes a la unidad de Serenazgo (de ahí 

que sean conocidos comúnmente como Serenos174) fueron acusados de una serie de 

delitos contra el orden público, luego de una campaña fuerte de medios175 exigiendo que 

todos los responsables de los disturbios – no los Serenos específicamente - en Espinar 

recibieran sanciones legales y que se pusiera mano dura para establecer el “principio de 

autoridad” en esta región. 

 

A raíz de ello, el Presidente de la República convocó a una reunión a los titulares del Poder 

Judicial y del Ministerio Público. En esta reunión se decidió, por cuestiones de orden 

                                                 
172 En Perú se conoce como jueces provisionales a aquellos llamados a ocupar temporalmente una plaza superior vacante. 

Lamentablemente, la designación y/o remoción de jueces de dichas plazas responde a criterios no establecidos 

públicamente, volviéndose una herramienta potencial de premio o castigo y ergo de presión sobre la actuación del 
magistrado. 

 
173 Dr. Laureano Añanca Chumbe, Juez Supernumerario del Juzgado Penal Liquidador de Huaura. . 
174 Los denominados “serenos” pertenecen a la unidad de Serenazgo regulada por la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley 

27972 
175 Reseña de los hechos y de las medidas adoptadas por los actos de violencia se pueden encontrar en: RPP (31de mayo de 

2012); El Comercio (29 de mayo de 2012); y El Comercio (29 de mayo de 2012b). 
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público, trasladar todos los casos judicializados a raíz de los disturbios al distrito judicial de 

Ica, violando el principio de juez natural. 

 

A partir del caso específico, se puede advertir que a raíz de la coyuntura nacional del 

momento, léase la creciente preocupación con respecto a los conflictos sociales existentes, 

se creó un clima de crítica y rechazo por la impunidad de los responsables de los disturbios. 

Sumado al rol cumplido por los medios en la medida que propagaban la noticia, se propició 

un espacio para que se ejerza una interferencia por parte del gobierno. 

 

.El punto importante de advertir con este ejemplo es que dicho escándalo surgió 

principalmente por la preocupación sobre el trato y reacción del Estado a los conflictos 

sociales existentes en el país y la violencia generada a raíz de los mismos. Así, el clima en 

este caso se construye a partir de una realidad nacional de importante sensibilidad para la 

opinión pública. 

 

En suma, la coyuntura y realidad nacional son un factor importante, duradero en el tiempo 

que contribuye a un clima propicio para la aparición de interferencias concretas. Como 

veremos a continuación, mucho de esto se ve multiplicado por el impacto de los medios de 

comunicación. 

 

B) Medios de Comunicación. 

Luego de analizar los casos emblemáticos materia de estudio y la respuesta de los medios 

de comunicación frente a ellos, cabrían pocas dudas respecto de que los medios serían 

uno de los principales generadores de un clima que propicia interferencias en procesos de 

justicia antes del juicio. 

 

Carlos Cerna176, periodista de Trujillo, distinguió entre “medios de comunicación éticos y 

serios de otros sensacionalistas”. Del análisis realizado fue posible verificar la existencia de 

diferencias en el enfoque que diversos medios de comunicación le dan a un mismo hecho 

noticioso. Un ejemplo de esta diferencia entre los medios se vio en la manera como se 

cubrió el caso de Abencia Meza, cantante folklórica acusada de asesinar a su pareja, la 

también cantante folklórica Alicia Delgado. Al llevarse el caso en vía judicial, luego de un 

                                                 
176 Carlos Cerna Bazán, periodista en el departamento de Trujillo.  
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primer mandato de prisión preventiva impuesto en contra de Meza, se varió la medida por 

una comparecencia restrictiva177.No obstante, tiempo después de salir en libertad se inició 

un debate público sobre una posible revocación de la comparecencia debido al 

comportamiento demostrado por la procesada. 

Medios como el diario Ajá, de corte popular, difundieron la noticia en los siguientes 

términos: “[El penal] Santa Mónica la espera”178 y “Abencia Meza manejó ebria y podría 

volver a prisión”179. Por otro lado, el diario El Comercio (más comedido en su lenguaje), 

publicó titulares como “Abencia Meza podría volver a prisión por violar normas de 

conducta”180 y “Abencia Meza podría perder libertad condicional por manejar ebria”181. 

Claramente algunos medios de comunicación son más cuidadosos con el manejo de la 

información que otros. 

 

Paralelamente, según señalaron otros informantes calificados, la primera acción de 

los medios es criticar el trabajo realizado por las instituciones del Estado. Posteriormente, 

una vez que se inicia el proceso, las críticas de los medios se dirigen a los operadores de 

justicia involucrados en el caso: el juez y el fiscal. Todo ello se incrementa si no se dicta la 

prisión preventiva. 

 

Esta crítica a las instituciones del Estado se ve reflejada en el caso de Walter 

Oyarce, joven de 23 años hincha de Alianza Lima –club de fútbol limeño- que murió al ser 

empujado de un palco en el estadio Monumental durante un partido entre dicho equipo y 

Universitario de Deportes (equipos peruanos de máxima rivalidad). Viendo que el hecho 

ocurrió a raíz de disturbios generados por los hinchas del equipo perdedor (Universitario de 

Deportes) y sin perjuicio de los comentarios específicos referidos al caso, los hechos 

generaron un clima de fuerte crítica con respecto a la seguridad en los estadios y contra el 

trabajo de las autoridades. 

 

Ejemplo de ello, si bien referido a la policía específicamente, es el artículo publicado 

por el diario Diario16 en el cual se expresa la indignación por la actuación de la policía con 

                                                 
177 Como fuera descrito supra, la comparecencia restrictiva es una medida cautelar por la que se impone restricciones a la 

libertad de movimiento y reunión al imputado, pero que no llegan al extremo de la detención en un centro penitenciario. 

Cf. Artículo 287 NCPP 2004. 
 

178 Cf. Ajá (11 de octubre de 2011). 
179 Cf. Ajá (20 de setiembre de 2011) 
180 Cf. El Comercio (24 de julio de 2011). 
181 Cf. El Comercio (20 de setiembre de 2011). 
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argumentos como los siguientes: “Ni los cuatro mil policías dispuestos para brindar 

seguridad al clásico fueron suficientes” o “En el colmo de la vergüenza, los agentes 

policiales encargados de la seguridad de dicha zona no solo no cumplieron con su misión, 

sino que tras haber capturado a los agresores los dejaron ir, debido a la presión de los 

amigos”182. 

 

Finalmente, la combinación de ambos temas, la coyuntura y realidad nacional con 

el trabajo de los medios de comunicación, suma mediante la retroalimentación mutua a un 

clima doblemente propicio para una interferencia sobre la aplicación de la prisión 

preventiva. En efecto, los medios de comunicación no sólo reportan sino que contribuyen –

mediante sus informativos – a la construcción de la coyuntura en la que prima el saludo al 

castigo y la mano dura, dejando de lado la problemática que este tipo de políticas que 

privilegian la sanción penal puede acarrear. 

 

c. Interferencia puntual 

Tal como mencionamos más arriba, la diferencia entre la interferencia ejercida a 

partir de un clima determinado y la interferencia puntual se basa en que esta última se 

constituye por acciones que influyen y buscan influir directamente en un caso en particular. 

 

La interferencia a los procesos judiciales involucra en distinto grado a diversos 

actores, desde los participantes directos en los hechos y sus allegados (el o las víctimas, 

sus familiares, el o los procesados, su propio grupo social) hasta altas autoridades públicas. 

A continuación desarrollaremos en qué medida y de qué modo cada uno de ellos interfiere 

en el proceso, empezando por aquellos altamente influyentes y siguiendo con aquellos que, 

a pesar de no tener un vínculo de igual intensidad con el caso, aun así pudieron influir sobre 

su devenir. 

 

B.- ACTORES DE LA INTERFERENCIA 
 

a. Autoridades públicas 

Luego de realizar un análisis detallado del grupo de casos emblemáticos elegidos, 

fue posible identificar que las autoridades públicas son capaces de generar una 

                                                 
182  Ver: Diario 16.com.pe (25 de septiembre de 2011). 
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interferencia de tres maneras: primero, a través de conversaciones directas con los 

operadores de justicia involucrados en el caso; luego, tomando medidas directas sobre el 

mismo proceso; y, por último, a través de declaraciones públicas brindadas a medios de 

comunicación. Si bien estas acciones no son comunes a todas las autoridades públicas, a 

continuación proporcionamos algunos ejemplos que permiten notar cómo –al actuar de 

determinada manera- son capaces de ser fuertes actores que ejercen una presión sobre el 

proceso de imposición de prisión preventiva. 

 

Con respecto a aquellas conversaciones directas, podemos citar el caso, según fue 

narrado por diversas fuentes en entrevistas separadas, de las acciones realizadas por la 

entonces Ministra de la Mujer, Ana Jara, en el año 2011 en el distrito de Huaura. Si bien no 

fue un caso penal emblemático en el sentido de recibir cobertura masiva en los medios, 

vale la pena resaltar lo ocurrido debido al impacto directo que tuvo sobre el proceso de 

prisión preventiva. 

 

La actuación de la Ministra de la Mujer se dio a raíz de tomar conocimiento del caso 

de una mujer involucrada en una situación de violencia de género. Los hechos cobraron 

gran relevancia a nivel local luego de que la víctima fuera golpeada y quemada con agua 

hirviendo por su esposo en agosto de 2011. 

 

Al llevarse el caso en sede judicial, el juez de investigación preparatoria desestimó 

imponer prisión preventiva en primera instancia, basándose en el informe preparado por el 

médico legista, quien calificó las consecuencias del agravio contra la mujer como “lesiones 

leves”. Según el Código Penal, dicha calificación implica que la conducta del agresor podrá 

sancionarse con una pena de menos de cuatro años de pena privativa de libertad, 

imposibilitando así – tal como se vio al presentar el marco legal peruano - la concurrencia 

de los tres requisitos materiales para la aplicación de la medida cautelar. Al tomar 

conocimiento de los hechos, la Ministra de la Mujer acudió al distrito de Huaura, solicitando 

comunicarse directamente con el médico legista y criticando el actuar del Juzgado. 

Según lo informado por los medios, la Ministra se reunió efectivamente con el 

médico legista para exigirle una calificación distinta sobre las lesiones. Según declaraciones 

del propio médico legista, la Ministra le “[exigió] que modifique el certificado médico legal y 

que eleve la calificación a más de 30 días de incapacidad médico legal”183. Poco después, 

                                                 
183 Declaraciones del médico legista, Dr. Jorge Albinez Pérez. Ver: La Jornada (7 de agosto de 2012). 
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el médico legista modificó su diagnóstico calificando las lesiones de la víctima como 

lesiones graves, permitiendo así que se variara la medida por una de prisión preventiva en 

segunda instancia. Queda claro que, aún cuando lo realizado por la Ministra podría 

interpretarse como un esfuerzo máximo por defender los derechos de la mujer tal como 

establece su mandato, se trata igualmente de una interferencia puntual desde el Poder 

Ejecutivo sobre un caso judicial y, por tanto no el mecanismo más adecuado. 

 

La segunda manera en que las autoridades serían capaces de ejercer interferencia 

puntual en el proceso es a través de medidas judiciales directas. Ejemplo de ello es lo 

sucedido a raíz de los conflictos sociales en Espinar. Tal como reseñamos anteriormente, 

el clima de crítica pública por la supuesta impunidad de los procesados, la fuerte campaña 

crítica de los medios y la preocupación general respecto de los conflictos sociales 

coyunturales al momento de los hechos, llevaron al Estado a tomar medidas directas. La 

decisión de trasladar todos los casos judicializados al distrito judicial de Ica, si bien no 

ejerció presión directamente sobre la toma de decisiones respecto de imponer o no prisión 

preventiva, sí generó una situación de indefensión en los procesados al disminuir su 

capacidad de recolección de pruebas, la colaboración y apoyo de su familia y entorno, y los 

alejó de sus centros de labores y domicilios. 

 

Por último, las autoridades públicas también ejercen interferencia puntual sobre el 

proceso a través de declaraciones públicas, aun si en menor intensidad que las 

conversaciones directas y la toma de medidas afectando el caso específico. 

 

En el caso de Huaura y el médico legista, la Ministra de la Mujer brindó declaraciones 

públicas a distintos medios de la localidad, expresándose de la siguiente manera: “es una 

vergüenza la clase de médicos que tiene el instituto de medicina legal que tiene Huacho, 

(Dr. Jorge Albinez Pérez) (…) exijo que se aplique las leyes en un estado de derecho, estos 

hechos no deben quedar impunes”184. Entre otras declaraciones también expresó: “yo 

exhorto a los operadores de derecho a ponerse los pantalones y a devolverle la credibilidad 

                                                 
184 Declaraciones de la Ministra de la Mujer sobre el incidente en Agosto de 2012. Ver: Huacho. En Linea. Com (6 de 

agosto de 2012); Región Lima Noticias (6 de agosto de 2012); Norte Chico (6 de agosto de 2012);Frecuencia Latina. En: 

[http://www.frecuencialatina.com/mediaplayer/flvplayer_90.php?not=1/4760]; y Buenos Días Perú. En:  

http://www.youtube.com/watch?feature=player_embedded&v=LDlJbI11qM8]. 
 

 

http://www.youtube.com/watch?feature=player_embedded&v=LDlJbI11qM8
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en [sic] la justicia peruana, y le den detención preventiva al agresor [nombre completo del 

imputado], porque el Centro de Emergencia Mujer de Huacho va a pedir la medida de 

protección, es decir, que el agresor no regrese a la casa”. Ello inclusive llevó a que se 

generaran titulares como: “Ministra de la Mujer causó revuelo en Huacho: Sobre caso de 

esposa maltratada y quemada pidió detención preventiva por tentativa de feminicidio”185. 

 

Similar situación ocurrió en el caso de Carlos Cacho, personaje público por su 

trabajo como conductor de televisión y maquillador. Las circunstancias especiales del caso 

se dieron a partir de que el Sr. Cacho atropelló a un peatón manejando bajo los efectos del 

alcohol y sin licencia de conducir al momento de los hechos. Una vez iniciado el proceso 

judicial en su contra, la jueza Morocho Mori dictó mandato de comparecencia restringida en 

primera instancia. El Ministro del Interior, Oscar Valdéz, criticó públicamente el fallo del 

Juzgado186. Sus declaraciones fueron difundidas por la prensa y, con posterioridad, se varió 

el mandato de comparecencia restrictiva por uno de prisión preventiva. 

 

Por último, cabe señalar que, de acuerdo a informantes calificados consultados, si 

bien las autoridades públicas –al menos en provincias- sí estarían a disposición de los 

medios y existiría un alto grado de acceso para conversar de los temas de interés de esta 

investigación,  pocas veces tomarían ellas la iniciativa de buscar dar declaraciones. De 

acuerdo con periodistas entrevistados, esto se debería a temor de que los medios de 

comunicación publiquen críticas fuertes contra su trabajo. 

 

Así, en opinión de Carlos Cerna, periodista de Trujillo, se trataría de un cambio 

importante dado a partir de la implementación del NCPP 2004. En su entrevista recordó 

que bajo el régimen del antiguo código procesal era muy difícil encontrar autoridades 

abiertas a prestar declaraciones. Ahora existiría un mayor énfasis en generar una impresión 

de transparencia de la gestión, algo que, en su opinión, respondería a una política sólida al 

respecto. Destacó que inclusive el Ministerio Público en Trujillo tiene ahora oficinas de 

prensa que emiten notas de prensa con frecuencia. 

 

                                                 
185 Ver: La Jornada (7 de agosto de 2012). 
186 La distribución territorial-administrativa del Estado peruano se divide en departamentos o regiones, conformados por 
una serie de Provincias. Por otro lado, la administración de justicia se divide en distritos judiciales, los que responden a 

otros criterios de distribución 
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Esto sería reflejo de un impacto positivo que, en líneas generales, ha tenido la 

implementación del NCPP 2004 y su objetivo de promover la transparencia y la publicidad 

del proceso. 

 

 

 

b. Los medios de comunicación 

Si bien los medios de comunicación son considerados como factor que contribuye a 

generar un clima propicio para la interferencia –según lo desarrollado anteriormente- 

también ejercen una interferencia puntual. Hacen esto a través de tres vías: en primer lugar, 

canalizan la interferencia de otros actores al utilizar su capacidad de llegada a la población 

para difundir sus posiciones, sea reportando hechos o dando cabida a mensajes u 

opiniones directas. En segundo lugar, expresan sus propias opiniones o posiciones sobre 

el caso o el clima que lo rodea, a través de editoriales u otros mensajes, en lo que podría 

identificarse como la posición editorial del medio. Finalmente, interfieren con el trabajo de 

recopilación de testimonios, evidencias y otros elementos realizando trabajos de 

investigación propios. Esto, si bien en teoría sería parte del rol indagador de la prensa (en 

algunos casos se han incluido trabajos periodísticos como pruebas al proceso penal)187, en 

la práctica no siempre se lleva a cabo con la rigurosidad e imparcialidad necesarias, 

generando mayor confusión alrededor de los hechos y del trabajo judicial. 

 

Respecto a la primera vía de interferencia, y de acuerdo con las impresiones de los 

informantes calificados entrevistados, estaríamos ante un nivel de interferencia 

trascendental. Según la información recabada, los medios sirven como enlace para exponer 

a los distintos actores involucrados ante la opinión pública y dan una apreciación diversa 

sobre los hechos. Es así como los medios de comunicación se utilizan para publicar los 

alegatos de todas las partes del proceso: abogados, fiscales, familiares de la víctima y/o 

del procesado, autoridades públicas e inclusive de ser el caso- celebridades o 

personalidades diversas que se ven remotamente involucradas en el caso o simplemente 

tienen una opinión sobre él. 

 

                                                 
187 Como se desarrollará en los siguientes párrafos, esto sucedió en los casos de Walter Oyarce y Abencia Meza. El resumen 

del caso se puede encontrar en el Anexo 1. Caso 5 correspondiente a Walter Oyarce y Caso 4 correspondiente a Abencia 

Meza 
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Prueba de ello son las diversas declaraciones registradas durante el análisis de 

medios realizado188. De los ejemplos presentados a lo largo del presente informe, vemos 

cómo existe una abierta disposición de los medios a publicar o transmitir declaraciones de 

cualquiera o todos los actores involucrados, sea por criterios periodísticos o comerciales. 

 

La segunda vía de interferencia se ve claramente a través de la posición editorial 

del medio, normalmente a través de su editor general. Sirva como ejemplo el caso del juez 

Mollinedo, del distrito judicial de Amazonas189. El caso surge a raíz del proceso llevado en 

contra de cuatro pobladores indígenas procesados por el asesinato de doce policías en la 

base de Petro Perú. Los hechos ocurrieron en junio de 2009 durante un episodio de alta 

conflictividad social en la localidad de Bagua. En un primer momento, un juez de primera 

instancia determinó la aplicación de prisión preventiva para los cuatro procesados. Sin 

embargo, al apelarse la decisión, la Sala presidida por el juez Mollinedo determinó que -de 

acuerdo a ley- no se cumplirían los presupuestos materiales requeridos para imponer la 

prisión preventiva. Por esta razón, en noviembre del mismo año, revocó la medida aplicando 

en su lugar comparecencia con restricciones para los cuatro procesados. 

 

La decisión tomada por el Juez Mollinedo no generó mayor impacto hasta 2010. El 

8 de enero  de tal año, el diario Correo (de importante rotación a nivel nacional) publicó en 

su portada el siguiente titular “¡MASACRE IMPUNE! No hay ningún detenido por la cruel 

tortura y cobarde asesinato de 12 policías en base de Petroperú a manos de nativos. El 

juez Hugo Mollinedo increíblemente liberó a 4 sospechosos…”. A partir de este hecho, la 

decisión del juez de segunda instancia recibió duras críticas por parte de la opinión pública 

ante la supuesta impunidad de los sospechosos y la falta de justicia con respecto a los 

policías asesinados. Poco tiempo después, la OCMA190 inició un proceso disciplinario en 

                                                 
188 Para enumerar algunos ejemplos: las declaraciones de los propios imputados en el caso de los Serenos de Espinar. Ver: RPP 

(3 de julio de 2012). Igualmente, las declaraciones de Gisela Valcárcel (conductora de televisión) sobre el caso de Carlos 
Cacho. Ver: El Comercio (5 de noviembre de 2011). Asimismo, las declaraciones del abogado defensor en el caso de 

Abencia Meza. Ver: [https://www.youtube.com/watch?v=h2oJnuAQrGU]. Y las declaraciones del abogado y del hermano 

de Eva Bracamonte (acusada por el asesinato de su madre, la empresaria Miriam Fefer). Ver: 

[https://www.youtube.com/watch?v=R8iiZyvqJ2U&feature=related]. 
 

189 El resumen del caso se encuentra en el Anexo 2, Caso 1: Proceso disciplinario en contra del Juez Superior Hugo Mollinedo 

Valencia, Investigación N° 381-2010-Amazonas 
190 Oficina de Control de la Magistratura (OCMA) regulada por el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial. Según se establece en el artículo 102, la OCMA es “el órgano que tiene por función investigar regularmente la 

conducta funcional, la idoneidad y el desempeño de los Magistrados y auxiliares jurisdiccionales del Poder Judicial”.  
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contra del Juez Mollinedo por la variación de la medida de prisión preventiva a favor de 

comparecencia restrictiva. La opinión pública consideró, entonces, que la investigación 

iniciada surgió como respuesta al escándalo mediático producido a raíz de la decisión del 

Juez Mollinedo. Cabe recordar que la decisión jurisdiccional se tomó en el mes de 

noviembre de 2009; el titular del diario y el inicio de las investigaciones de la OCMA se 

dieron casi dos meses después. 

 

También se deja sobreentendida cierta interferencia a través de métodos menos 

directos, como los enfoques dados a las distintas notas, los titulares y espacios concedidos 

entre el conjunto de contenidos publicados. Ejemplo de ello se puede observar en el caso 

de Walter Oyarce, en el que los conductores del programa Enemigos Públicos, de 

Panamericana Televisión, presentaron diversas opiniones sobre los hechos191. Lo mismo 

puede observarse en el caso del señor Cacho192. Específicamente, en el caso de medios 

escritos, es posible mencionar la editorial del diario El Comercio relacionada a los disturbios 

en Espinar. Si bien no menciona los hechos relacionados con los Serenos sujetos del 

proceso, sí denota una preocupación y crítica por el contexto del momento193. 

 

En cuanto al trabajo de investigación por parte de los medios de comunicación, en 

muchos casos de interés público equipos realizan trabajos paralelos de investigación, e 

incluso, de seguimiento a la fiscalía y a los funcionarios del Poder Judicial a cargo. Se 

conoce que dentro de los medios más influyentes de Lima los diferentes equipos de 

producción cuentan con personal dedicado a la investigación de casos mediáticos. Un 

ejemplo es el caso Walter Oyarce, para el cual el programa televisivo Enemigos Públicos 

realizó una entrevista con uno de los acusados –el “Cholo Payet”- desde la clandestinidad 

y antes de que rindiera declaraciones ante el sistema de justicia. 

 

En el caso de Abencia Meza, si bien en primera instancia se dictó mandato de prisión 

preventiva, esta medida se varió posteriormente por un mandato de comparecencia 

restringida que establecía como regla de conducta, inter alia, que la procesada debía 

abstenerse de dar cualquier tipo de declaración a los medios de comunicación. Luego de 

reiteradas violaciones a dicha regla, y a fin de que el fiscal solicitara la variación de la 

                                                 
191 Ir a comentarios en:  [http://www.youtube.com/watch?NR=1&feature=endscreen&v=ncLPYUiOl94]. 
 

192 Al respecto, La República (10 de diciembre de 2011). 
 

193 Ver: El Comercio (17 de junio de 2012). 
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medida cautelar a favor de prisión preventiva, los medios de comunicación brindaron, a 

solicitud del propio Ministerio Público, la relación y copia de las declaraciones dadas por la 

imputada. En la propia resolución que dictó la prisión preventiva se detalla la lista de medios 

y declaraciones dadas194. 

 

Podemos ver, entonces, cómo se utiliza, inclusive como parte de las propias 

decisiones del Poder Judicial, información difundida por los medios de comunicación. 

 

Vale recalcar que este último tipo de interferencia por parte de medios de 

comunicación se daría con mucha mayor frecuencia en Lima, a través de medios de alcance 

nacional, que con medios de menores recursos en provincias.  

 

Ejemplos de dicho desconocimiento son titulares como: “Liberan a acusado de 

balear a mamá de los 80”195 y “Fiscalía de La Esperanza aún no pide prisión para docente 

seductor”196. El uso del término “liberan”, sin especificar que se trata solo de una etapa del 

proceso y que aún no hay una liberación definitiva puede confundir a la población. Igual 

sucede con un titular como: “Vigilante acusado de violar a niño fue sentenciado a 9 meses 

de prisión preventiva”197 El uso del verbo ‘sentenciar’ puede generar una falsa expectativa 

en la población de que el imputado del crimen ya ha sido condenado por la justicia. 

 

Esta equivocación sobre los términos judiciales fue confirmada a la hora de realizar 

entrevistas a periodistas en calidad de informantes calificados: si bien conocen en 

profundidad los hechos de los casos, desconocen los términos técnicos empleados durante 

el proceso y los confunden. De igual modo se expresó el Fiscal de Apelaciones de Huara, 

el Dr. Solorzano198, quien identificó que en el trabajo de la prensa se actúa en una mayoría 

de casos sin conocimiento jurídico. Así, se tiende mucho a hacer alusión a la “justicia” o 

“mano dura” y a criticar a los principales funcionarios de la región, jueces y fiscales por 

igual, sin sustento legal. Solórzano aclaró que si bien esta interferencia por parte de los 

                                                 
194 Resolución de la Cuarta Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima de fecha 

10 de octubre de 2011. Inc. N° 26704-2009. Considerando Tercero. 
195 Ver: [http://satelite.laindustria.pe/vsatelite/noticia-liberan-a-acusado-de-balear-a-mama-de-los-80-]. 
 

 

196 Ver: La industria. Pe (25 de abril de 2012). 
 

197 Ver: El Búho (28 de abril de 2012). 
198 Entrevista con Fiscal Superior de Investigación del distrito de Huaura, Dr. Solórzano 
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medios es fuerte, mayormente surtiría efecto en la opinión pública más no en los operadores 

del sistema de justicia. 

 

c. Los órganos de control: la OCMA 

El rol de la OCMA cobra importancia en la interferencia puntual como oficina de 

control y supervisión sobre los jueces. De acuerdo con información obtenida para la 

presente investigación, es posible inferir que -en ciertos casos- existiría un temor real por 

parte de los magistrados a ser investigados de no dictar mandato de prisión preventiva. Tal 

como indica el abogado público Dr. Huamán, entrevistado en Arequipa, “nadie se quiere 

meter con la OCMA”. 

 

Un claro ejemplo de la interferencia ejercida por la OCMA que corrobora esta 

impresión se dio con el caso de Carlos Cacho. La oficina de control inició de oficio una 

investigación en contra de la jueza a cargo en virtud de no haber dictado la prisión 

preventiva contra el procesado a pesar de haber cometido diversas infracciones y ser 

acusado por delitos graves como delito contra la vida, el cuerpo y la salud, delito contra la 

seguridad pública y delito contra la administración pública199. Si bien en primera instancia 

no se le dictó mandato de prisión preventiva, posteriormente se revocó la decisión y se 

aplicó la medida por nueve meses. 

 

Asimismo, no hay que olvidar el caso del vocal Mollinedo. Aquí la OCMA fue un actor 

de influencia al cuestionar la labor del vocal Hugo Mollinedo por revocar la prisión preventiva 

y dictar un mandato de comparecencia restrictiva para los procesados del caso. Como se 

desarrolló anteriormente, el caso revelaría además que la OCMA actuó a partir de la presión 

que los medios, autoridades y opinión pública pudieron generar. Particularmente, se 

considera que esta investigación se inició a partir del titular publicado por el diario Correo. 

 

Cabe agregar, con respecto a los procesos disciplinarios iniciados por la OCMA, que 

no es común que, al abrirse procesos contra jueces, salvo en muy pocas ocasiones, se 

haga seguimiento de dichos procesos por parte de los medios de comunicación. Asimismo, 

la OCMA tampoco publica las decisiones tomadas o el resultado de la investigación. Ello 

                                                 
199  Ver: Perú21. Pe (28 de octubre de 2010). 
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impide conocer los criterios utilizados por dicha institución para evaluar la labor de los 

jueces. 

 

. Más allá de los pronunciamientos oficiales de la OCMA haciendo mención a casos 

puntuales, fue imposible, pese a los reiterados pedidos directos y mediante la ley de acceso 

a la información pública, acceder a los expedientes de OCMA referidos a investigaciones a 

jueces vinculadas a la imposición o no de prisión preventiva. El único caso que pudimos 

conocer y analizar, al ser patrocinado por el IDL, fue el del vocal Hugo Mollinedo. Aun así, 

consideramos que el caso sentaría un claro precedente de presión sobre el futuro accionar 

de otros jueces. 

 

d. La opinión pública: estereotipos y prejuicios públicos 

El cuarto factor está relacionado a características específicas del caso en cuestión 

que disparan un interés especial en la opinión pública, en muchos casos por generar 

controversia y opiniones contrapuestas al respecto. En los casos mediáticos analizados 

para la presente investigación, los principales temas que generaron interés público y que 

surgieron de las propias características de los procesados fueron la fama, factores 

económicos, diferenciación de clases sociales, cuestiones referentes a orientación sexual, 

indefensión de las víctimas, conflictos amorosos o familiares, entre otros. 

 

Este interés público surgiría a partir de un sensacionalismo alimentado por los 

medios y la curiosidad que genera ver involucrados a personajes que usualmente no 

ventilan problemas ante la justicia pero que se encuentran, de pronto, en una situación 

vulnerable. Es decir, son personas que responden a estereotipos y son en consecuencia 

idealizadas pero que, al verse envueltas en un proceso penal, específicamente con riesgo 

de prisión, se reducen –a ojos de todos– a ciudadanos comunes. 

 

2.2.10.- LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL  

 

Prisión preventiva y presunción de inocencia 

La prisión preventiva es sin duda la más grave y polémica de las resoluciones que el órgano 

jurisdiccional puede adoptar en el transcurso del proceso penal. Mediante su adopción se 
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priva al imputado de su derecho fundamental a la libertad, en un prematuro estadio procesal 

en el que, por no haber sido todavía condenado, se presume su inocencia. 

 

El derecho de presunción de inocencia [arts. 2.24.e) de la Constitución peruana y II.1 del 

TP NCPP ] es uno de los principales límites de la prisión preventiva. Ese derecho implica 

que toda persona imputada de la comisión de un hecho punible sea considerada inocente 

y tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario mediante una sentencia firme 

debidamente motivada. Es por esta razón que la legitimidad de toda tutela preventiva en el 

orden penal depende del contenido que se asigne a la presunción de inocencia200. 

 

Para efectos de lo aquí se discute, no es relevante si se analiza el CPP 1991 o el NCPP 

2004. 

Ambas normas son perfectamente compatibles en orden a delimitar los presupuestos de la 

prisión preventiva. Ambas se fundamentan en el fumus boni iuris y el peligro de fuga, en 

ambos Códigos su utilización (aunque no ocurra ello en la práctica) debe ser excepcional y 

subsidiaria, etc. En todo caso, el NCPP 2004 es más detallado y por eso se usa aquí como 

referencia, lo que demuestra lo anterior, las resoluciones que se detallan del TC (todas ellas 

en el ámbito del CPP 1991) son absolutamente aplicables al Nuevo Código. Finalmente, 

también sucede lo mismo con el límite penológico, las sentencias citadas del TC se ocupan 

de un límite de 4 años porque todas son anteriores a la modificación (que ubica el límite 

penológico en un año) de la Ley 28726.  

 

Art. 2.24.e Constitución.- «Toda persona es considerada inocente mientras no se haya 

declarado judicialmente su responsabilidad». 

Art. II.1 TP NCPP.- «Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es 

considerada inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario y 

se haya declarado su responsabilidad mediante sentencia firme debidamente motivada 

[...]». 

 

En tal virtud, es necesario acudir a la triple acepción de la presunción de inocencia: 1) 

principio informador de todo el proceso penal de corte liberal, 2) regla de tratamiento del 

                                                 
200 Pujadas Tortosa 2008: 45., citado por Del Río Labarthe Gonzalo 
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sujeto pasivo del proceso y 3) regla de juicio fáctico de la sentencia con incidencia en el 

ámbito probatorio. 

 

El derecho subjetivo a la presunción de inocencia del imputado, como regla de tratamiento 

del proceso penal, comporta la prohibición de que la prisión preventiva pueda ser utilizada 

como castigo. La contradicción material, consistente en privar de libertad a un imputado 

antes de que se le condene, solo puede salvarse si se le considera como una medida 

cautelar y no como una pena. 

 

De ahí que el factor fundamental para que la prisión preventiva respete el derecho a la 

presunción de inocencia radica en los fines o funciones que se le atribuyen. 

La prisión preventiva solo puede ser utilizada con objetivos estrictamente cautelares: 

asegurar el desarrollo del proceso penal y la eventual ejecución de la pena. Objetivos que 

solo pueden ser alcanzados evitando los riesgos de fuga y de obstaculización de la 

averiguación de la verdad. 

 

Si se admite el uso de la prisión preventiva para obtener fines distintos a los estrictamente 

cautelares, como los que se asientan en razones de derecho penal sustantivo u otros que 

versen sobre el fondo del hecho investigado, se pervierte su finalidad y naturaleza. En un 

Estado democrático de derecho, no se justifica que sea utilizada para satisfacer demandas 

sociales de seguridad, mitigar la alarma social, evitar la reiteración delictiva, anticipar los 

fines de la pena o impulsar el desarrollo de la instrucción. Cualquier función que no sea 

estrictamente procesal cautelares ilegítima. 

 

Por esta razón, las funciones que pueden atribuirse a la prisión preventiva guardan una 

estrecha relación con su concepción como una medida instrumental. 

La prisión preventiva ha sido definida como un instrumento del instrumento, porque su 

propósito consiste en asegurar la eficacia del proceso, que constituye a su vez, un 

instrumento de aplicación del derecho sustantivo. Entonces, el proceso principal es el 

instrumento para aplicar el derecho penal y la prisión preventiva es el medio para asegurar 

la eficacia de dicho proceso. Si a la prisión preventiva se le atribuyen funciones propias del 

derecho penal, se afecta el derecho a la presunción de inocencia. Así, se desconoce 

además su índole instrumental, en tanto pierde toda naturaleza accesoria para 

transformarse en un fin en sí misma. 
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Al respecto, el TC peruano ha señalado lo siguiente: 

La prisión preventiva en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional  […] En la medida en 

que la detención judicial preventiva [prisión preventiva] se dicta con anterioridad a la 

sentencia condenatoria, es una medida cautelar. 

 

No se trata de una sanción punitiva, por lo que la validez de su establecimiento a nivel 

judicial depende que existan motivos razonables y proporcionales que lo justifiquen. Por 

ello, no solo puede justificarse en la prognosis de pena que, en caso de expedirse sentencia 

condenatoria, se aplicará a la persona que hasta ese momento tiene la condición de 

procesado, pues ello supondría invertir el principio de presunción de inocencia por el de 

criminalidad […] 201 

 

En esta Sentencia, el TC vincula de manera clara la presunción de inocencia y el carácter 

instrumental de la prisión preventiva. Es cierto que el fumus boni iuris o apariencia de buen 

derecho configura un presupuesto adicional de la prisión preventiva; pero si se considera 

dicho presupuesto en forma aislada, entonces el único criterio en el que se apoya la 

privación cautelar de libertad es en el de un alto grado de probabilidad15202 de sancionar 

luego al imputado como autor o partícipe del hecho. Si eso sucede, es decir, si la medida 

no se aplica con el propósito de neutralizar el peligro procesal, desaparece su función  

cautelar-instrumental. 

 

Lo que ocurre es que cuando en un ordenamiento como el peruano, que exige la aplicación 

concurrente de ambos presupuestos, se justifica la medida solo en el fumus boni iuris, ello 

implica una ausencia de motivación respecto al requisito del peligro procesal, indispensable 

para aplicarla y, en consecuencia, se afecta su correlativo, el principio de proporcionalidad. 

La prisión preventiva per se no afecta la presunción de inocencia, pues ha sido introducida 

en el ordenamiento jurídico para cumplir fines cautelares. Sin embargo, la indebida 

motivación de la resolución que la estatuye impide ya —como veremos más adelante— al 

analizar su proporcionalidad. 

 

                                                 
201 STC 0791- 2002 - HC, de 21 de junio: Caso «Riggs Brousseau 
202 San Martín Castro 2003: 1123, citado por Gonzalo Del Río Labarthe 
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En un sentido similar se expresa la STC 1260 - 2002 - HC, de 9 de julio (Caso «Domínguez 

Tello»): 

[…] A juicio de este Colegiado, la satisfacción de tal exigencia [el peligro procesal] es 

consustancial con la eficacia del derecho a la presunción de inocencia y con el carácter de 

medida cautelar, y no con la de una sanción punitiva que [no] tiene la prisión preventiva. 

Por ello, habiéndose justificado la detención judicial preventiva únicamente con el 

argumento de que existirían elementos de prueba que incriminan a los recurrentes y que la 

pena aplicable, de ser el caso, sería superior a los cuatro años, el Tribunal Constitucional 

considera que  la emplazada ha violado el derecho a la presunción de inocencia y, 

relacionalmente, la libertad individual de los recurrentes. […]. 

 

Es cierto que la prisión preventiva deviene en ilegítima cuando no existen motivos 

racionales que la justifiquen. No obstante, tal razonamiento no debe ser considerado en el 

ámbito de la compatibilidad de la medida con el derecho a la presunción de inocencia —

como hace la sentencia descrita—, sino en el ámbito de la proporcionalidad. Cualquier 

limitación del derecho a la libertad personal exige que sea proporcional al fin que se 

pretende y, por tanto, que se sustente en motivos racionales. De hecho, la sanción punitiva 

—que configura una limitación de derechos fundamentales— también debe ser proporcional 

al fin que se persigue (vgr. resocialización del individuo), y la violación de dicha garantía 

tampoco afecta la presunción de inocencia. 

 

Pueden existir medidas cautelares que son legítimas porque sus objetivos son compatibles 

con la presunción de inocencia, pero que deben ser consideradas ilegítimas por ser 

desproporcionadas (exceso). Así mismo, medidas que afecten minímamente la libertad 

personal, pueden ser ilegítimas por afectar el derecho a la presunción de inocencia (en el 

ámbito de sus funciones). De esto se desprende que cuando un ordenamiento jurídico 

dispone la necesidad de que la prisión preventiva solo sea aplicada para evitar el peligro 

procesal (de fuga y obstaculización), la medida es compatible con la presunción de 

inocencia. Los errores en su aplicación porque no es necesaria en el caso concreto, porque 

el juez no motiva los objetivos a cumplir, etc., afectan el principio de proporcionalidad. 

 

Resulta muy ilustrativa la opinión de Llobet Rodríguez acerca de la necesidad de diferenciar 

el ámbito de influencia de la presunción de inocencia y el principio de proporcionalidad en 

la aplicación de la prisión preventiva. En su opinión: […] La prohibición de que la prisión 
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preventiva sea una pena anticipada lleva a la diferenciación entre prisión preventiva y pena 

de prisión. Sin embargo, no se puede distinguir entre ambas de acuerdo con la intensidad 

de la privación de libertad, sino solamente podría partirse de los fines que se persiguen con 

una y otra. Por ello, como consecuencia de la presunción de inocencia la prisión preventiva 

no puede perseguir fines de naturaleza penal (prevención general y especial), sino 

solamente de carácter procesal (el aseguramiento del proceso y de la prueba) […]. Ello 

tiene importancia con respecto a las causales para el dictado de la prisión preventiva, no 

así en lo relativo a la sospecha de culpabilidad [fumus boni iuris] y al principio de 

proporcionalidad, como requisitos para el dictado de la prisión preventiva, los que nada 

tienen que ver con los fines de la prisión preventiva, sino con la determinación de los 

supuestos en los cuales una prisión preventiva compatible con la presunción de inocencia 

de La prisión preventiva en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional  acuerdo con los 

fines perseguidos por ella, no sería de acuerdo con el principio de proporcionalidad 

razonable […] 

 

2.2.11.-  Prisión preventiva y libertad personal 

La prisión preventiva, además de ser una medida cautelar, constituye una limitación del 

derecho fundamental a la libertad personal Las resoluciones que la impongan deben, por 

tanto, respetar los requisitos esenciales de legalidad, proporcionalidad, excepcionalidad, 

jurisdiccionalidad y motivación de las resoluciones que la impongan. 

 

Probablemente, el requisito más desarrollado por el TC ha sido el de proporcionalidad. 

Este principio exige que cualquier limitación de derechos fundamentales debe ser idónea 

para alcanzar o favorecer el fin perseguido legítimamente por el Estado; necesaria en la 

medida en que solo debe ser utilizada si su finalidad no puede ser alcanzada por otro medio 

menos gravoso, pero igualmente eficaz; y, finalmente, proporcional en sentido estricto, lo 

que supone apreciar de manera ponderada, en el caso concreto, la gravedad o intensidad 

de la intervención y el peso de las razones que la justifican. 

 

La necesidad de la prisión preventiva requiere evaluar que se está ante un instrumento que 

«convive» con otras medidas cautelares destinadas, también, a proteger el desarrollo y 

resultado del proceso penal (comparecencia simple y restringida, detención domiciliaria, 

impedimento de salida, suspensión preventiva de derechos). Por lo que siendo la prisión 

preventiva la medida limitativa más grave del ordenamiento procesal, el principio de 
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proporcionalidad exige una aplicación excepcional y subsidiaria. Debe ser la última ratio o 

último recurso para salvaguardar el resultado y desarrollo del proceso penal. 

 

El TC señala respecto a la prisión preventiva como último recurso lo siguiente: 

[…] Si bien la detención judicial preventiva [prisión preventiva] constituye una medida que 

limita la libertad física, por sí misma, esta no es inconstitucional. Sin embargo, por el hecho 

de tratarse de una medida que restringe la libertad locomotora, dictada pese a que, mientras 

no exista sentencia condenatoria firme, al procesado le asiste el derecho a que se presuma 

su inocencia; cualquier restricción de ella siempre debe considerarse la última ratio a la que 

el juzgador debe apelar, esto es, susceptible de dictarse solo en circunstancias 

verdaderamente excepcionales y no como regla general. Ese pues es el propósito del art. 

9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, según el cual la prisión 

preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general […]203 

 

En este razonamiento subyace, nuevamente, el mismo error que suscitó la crítica de Llobet 

Rodríguez, citada anteriormente. Si existe consenso en que la libertad personal puede 

restringirse con el propósito de asegurar el desarrollo y resultad del proceso penal y que en 

este caso la medida no afecta la presunción de inocencia, entonces es necesario un 

segundo nivel de análisis para establecer cuáles la medida necesaria, en el caso concreto, 

para neutralizar el peligro procesal que se presenta. Aquí opera el principio de 

proporcionalidad y la necesaria aplicación excepcional y subsidiaria de la privación cautelar 

de libertad. 

 

La aplicación de una medida cautelar personal afecta el derecho a la presunción de 

inocencia cuando persigue fines espurios, ajenos a su carácter procesal, instrumental y 

cautelar (vgr. alarma social). Sin embargo, puede suceder que la prisión preventiva persiga 

un fin legítimo (vgr. evitar el peligro de fuga) pero su aplicación sea desproporcionada, 

porque, por ejemplo, la función que persigue puede lograrse mediante una medida menos 

grave (vgr. comparecencia restringida). 

 

Esto supone a su vez que las medidas distintas a la prisión preventiva también deben 

perseguir fines compatibles con la presunción de inocencia (evitar el peligro de fuga o la 

                                                 
203 STC 1091-2002-HC de 2 de agosto «Caso Vicente Ignacio Silva Checa 
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obstaculización de la averiguación de la verdad), pues en un Estado de derecho, a pesar 

de que nos encontremos frente a medidas menos intensas, no se justifica ninguna 

restricción de derechos fundamentales de orden penal, sin una sentencia firme previa y 

debidamente motivada que acredite la responsabilidad penal del sujeto pasivo de la medida. 

 

Si se admite que la prisión preventiva solo respeta la presunción de inocencia cuando se 

utiliza de manera excepcional y subsidiaria, no podríamos sostener lo mismo respecto de 

las demás medidas cautelares personales que constituyen también una limitación de 

derechos fundamentales y que sin embargo son prioritarias frente a la prisión preventiva. 

La presunción de inocencia no es más o menos   afectada según la intensidad de la medida 

que se elija, cuando el ordenamiento jurídico regula distintas medidas cautelares que 

implican una limitación de la libertad personal, y todas ellas respetan la presunción de 

inocencia (en razón a los fines que persiguen). En consecuencia, la intensidad de la 

intervención del derecho La prisión preventiva en la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional fundamental debe revisarse, en realidad, en el ámbito del principio de 

proporcionalidad. 

 

Será desproporcionada la medida que persiga fines que también pueden ser satisfechos a 

través de una medida menos intensa pero igualmente eficaz. Así mismo, lo serán aquellas 

medidas aplicadas sin una motivación suficiente. La sentencia del TC que probablemente 

mejor ha desarrollado el criterio de necesidad respecto a la prisión preventiva es la 1091-

2002/HC, de 2 de agosto (Caso «Silva Checa»). En ella, se dice: 

 

[...] Su aplicación [se refiere a la prisión preventiva] no debe ser la medida 

normal u ordinaria, sino que solo puede dictarse en casos particularmente 

graves y siempre que sea estrictamente necesaria para los fines que se 

persigue en el proceso penal. [...]. El principio de favor libertatis impone que 

la detención judicial [prisión preventiva] tenga que considerarse como una 

medida subsidiaria, provisional y proporcional [...]. El carácter subsidiario 

de la medida impone que antes de que se dicte, el juez deba considerar si 

idéntico propósito al que se persigue con el dictado de la detención judicial 

preventiva [prisión preventiva] se puede conseguir aplicando otras medidas 

cautelares no tan restrictivas de la libertad locomotora del procesado [...]. 

La existencia e idoneidad de otras medidas cautelares para conseguir un 
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fin constitucionalmente valioso, deslegitima e invalida que se dicte o 

mantenga la medida cautelar [de prisión preventiva]. 

 

En esta sentencia se describe claramente cómo en nuestro ordenamiento el principio de 

proporcionalidad, en consideración a su necesidad, obliga a que la prisión preventiva sea 

considerada como una medida excepcional y subsidiaria. 

Tales presupuestos se coligen con el tratamiento de la prisión preventiva como una 

limitación de un derecho fundamental, la libertad personal. Además, en ella se destaca un 

factor fundamental vinculado a la noción instrumental de la prisión preventiva, la 

provisionalidad. Esta exige que la privación cautelar de libertad [en tanto accesoria al 

proceso penal] solo dure lo que dure el proceso principal. El carácter provisional de la prisión 

preventiva también encuentra su fundamento en la regla rebus sic stantibus, que significa 

que no solo la adopción sino también el mantenimiento de la prisión preventiva está 

supeditado a las circunstancias fácticas que constituyen su presupuesto. Solo debe 

mantenerse la prisión preventiva mientras permanezca inalterada la situación que dio lugar 

a su adopción. Si los presupuestos varían o si se confirma en un determinado estadio 

procesal que la información hasta el momento obtenida ha quedado desvirtuada, es 

obligatorio que se disponga su cese inmediato o, en su caso, que se la substituya por otra 

medida cautelar personal menos estricta. 

 

De ahí que una lógica consecuencia de la provisionalidad de la prisión preventiva es su 

variabilidad. El juez no solo debe elegir una medida necesaria o indispensable para 

neutralizar el peligro procesal, también, debe variar la prisión preventiva por otra menos 

intensa en el mismo instante procesal en el que se verifique que los presupuestos que 

justificaron la privación cautelar de libertad han variado o no eran lo que se pensaba. Esto 

queda claramente establecido en la sentencia citada cuando se menciona que: «[…] la 

existencia e idoneidad de otras medidas cautelares para conseguir un fin 

constitucionalmente valioso, deslegitima e invalida que se dicte o mantenga la medida 

cautelar […]». 
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CAPITULO III 

 

“Abrid las escuelas y se cerraran las cárceles” 

 

Concepción Arenal 

  

RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

TITULO I 

3.1. Aplicación de la medida cautelar de  prisión preventiva, afectándose el 

principio de presunción de inocencia. 

 

3.1.1.- Evaluación de los presupuestos procesales para aplicación de la medida 

cautelar de prisión preventiva que realizan los jueces en Juzgados de Chota. 

 

3.1.1.1.- Suficiencia probatoria. 

Es decir que existan fundados y graves elementos de convicción para estimar 

razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o participe 

del mismo.   

3.1.1.2.-Pena Probable. 

Es decir que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de la 

libertad.  

3.1.1.3.- Peligro procesal 

Es decir que el imputado, en razón de sus antecedentes y otras circunstancias del caso 

particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia 

(peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización)  

 

3.1.2.- Evaluación de los jueces de la presunción de inocencia para aplicación de la 

medida cautelar de prisión preventiva en Juzgados de Chota. 

 

3.1.2.1.- Evaluación de presunción de inocencia para la aplicación de  la medida 

cautelar de prisión preventiva teniendo en cuenta sólo el código procesal 

penal. 
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La prisión preventiva solo puede otorgarse cuando se cuándo se cumplen los tres 

presupuestos procesales antes referidos; sin embargo, en muchos casos esta medida 

cautelar es solicitada por los fiscales omitiendo estos presupuestos y es concedida por el 

juez tomando en cuenta solo el código procesal penal, dejando de lado la presunción de 

inocencia constitucionalmente garantizada, tal como puede verse en cuadro No 1, en la cual 

se aprecia los casos en los que se otorgó prisión preventiva según delitos con la sola 

aplicación del código procesal penal.  

GRAFICO No 1 

 

CASOS EN LOS QUE SE APLICO PRISION PREVENTIVA TENIENDO EN CUENTA 

SOLO EL CODIGO PROCESAL PENAL 

 

 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota. 

 

La mayor cantidad de casos en los que se otorgó prisión preventiva es aquella que está 

referida a delitos contra la seguridad pública, la que abarca un 40% dentro de la cual tiene 

mayor incidencia la condición de  vehículos en estado de ebriedad 

 

3.1.2.2.- Evaluación de presunción de inocencia para la aplicación de  la medida 

cautelar de prisión preventiva teniendo en cuenta el código procesal penal y el art. 2 

inc. 24 literal “b”. 
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A continuación queremos presentar que el juez  aplica la medida de prisión preventiva 

teniendo en cuenta los presupuestos y a la vez el principio de inocencia. 
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TITULO II 

 

 

3.2.- Vulneración del derecho  a la libertad  personal 

 

 3.2.1.- Aplicación de prisión preventiva sin vulneración la libertad personal en 

 los juzgados de chota (Juzg. Investigación Preparatoria – Juzg. Penal 

 Unipersonal) 

  

 

 Aquí presentaremos casos de expedientes judiciales analizados, de los cuales se 

impone la prisión,  SIN VULNERACION DEL DERECHO A LA LIBERTAD, y tenemos caso 

por ejemplo: 

 

GRAFICO N° 001 : DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

a) Expediente N° 00397-2016-0-0610-JR-PE-02204 (DELITOS CONTRA LA 

ADMINISTRACION PÚBLICA), en el presente caso el imputado se sometió a la 

APLIACION DEL PROCESO INMEDIATO (Acción llevada ante el Juzgado de 

Investigación PREPARATORIA): y al existir pruebas evidentes señaladas en el art. 

446 del CPP; y que siendo un  beneficios del investigado de someterse a  como  la 

                                                 
204 JUZGADO DE INVESTIGACION PREPARATORIA DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 00397-2016-0-0610-JR-PE-02 

 IMPUTADO : EDGARD ROLANDO MARIN PANDO 

 AGRAVIADO : EL ESTADO 

 DELITO : TRAFICO DE INFLUENCIAS 
 

 

DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

DELITO DE TRAFICO DE INFLUENCIA 4 - 8 AÑOS PPL 

    

PROCESO ESPECIAL - PROCESO INMEDIATO 

INHABILTACION  3 AÑOS 10 MESES Y 20 DIAS DE PPL 

TERMINACION  ANTICIPADA (UN SEXTO)  3 AÑOS 10 MESES Y 20 DIAS DE PPL 

MULTA 405 DIAS ( 2868.615 CENTIMOS 

REPARACION  CIVIL 10.000.00 
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CONC ANTICIPADA205 (ARTÍCULO 471º Reducción adicional acumulable.- El 

imputado que se acoja a este proceso recibirá un beneficio de reducción de la pena de 

una sexta parte, así mismo se tomó como elementos suficientes la denuncia verbal del 

padre de la víctima; el acta de intervención policial; el acta de Registro Personal, el 

Acta de Constatación Fiscal y entrega de Documentos; las copias certificadas de los 

cuadernos derivadas del expediente N° 275-2016 y la Declaración del propio 

investigado. 

 

 Como se demuestra en el presente proceso es un caso evidente (flagrante) y no se 

vulnera el derecho de la libertad, porque también el que participa en el ilícito  penal, 

colabora con el hecho y se declara culpable, que esto se reafirma con las documentales 

o elementos periféricos que sustentan la teoría del fiscal. 

 

 

CASO N° 02: DELITOS CONTRA LA LA SEGURIDAD PÚBLICA) 

  

DELITOS CONTRA LA LA SEGURIDAD PÚBLICA) 

DELITO DE CONDUCCION EN ESTADO DE EBRIEDAD  06 MESES  - 2 AÑOS PPL 

  
PROCESO ESPECIAL - PROCESO INMEDIATO 

SE DECLARA PROCEDENTE EL PROCESO DE OPORTUNIDAD  
SE DECLARA EL SOBRESEIMIENT0 POR APLICACIÓN DEL P.O  

 

b)  EXPEDIENTE : 00225-2016-0-0610-JR-PE-02206 (DELITO CONTRA LA SEGURIDAD 

PÚBLICA), en el presente caso el imputado se sometió al proceso inmediato, y por la 

naturaleza del delito, se aplicó el principio de oportunidad (ARTÍCULO 2º Principio de 

oportunidad.- 1. El Ministerio Público, de oficio o a pedido del imputado y con su 

consentimiento, podrá abstenerse de ejercitar la acción penal en cualquiera de los 

siguientes casos: a) Cuando el agente haya sido afectado gravemente por las 

                                                 
205 Idem. Pág. 122. 
206 JUZGADO DE INVESTIGACION PREPARATORIA DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 00225-2016-0-0610-JR-PE-02 

 IMPUTADO : VICENTE AGREDA COLUNCHE 

 AGRAVIADO : EL ESTADO 

 DELITO : CONDUCCION EN ESTADO DE EBRIEDAD 
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consecuencias de su delito, culposo o doloso, siempre que este último sea reprimido 

con pena privativa de libertad no mayor de cuatro años, y la pena resulte innecesaria).  

 Aquí encontramos también pruebas evidentes que el imputado no puede como 

contradecir, y más bien manifiesta su disponibilidad de someterse a unas facultades 

procesales; es así que las pruebas con las que se cuentan son: el Acta de intervención 

policial, la Declaración del imputado, el Certificado de dosaje etílico. 

 

 

CASO N° 03 : DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

c) EXPEDIENTE : 0192-2016-74-0610-JR-PE-01207 (DELITOS CONTRA EL 

PATRIMONIO); en el presente caso el investigado acepto los hechos y se sometió a la 

CONCLUSION ANTICIPADA DEL JUICIO208( ARTÍCULO 372° Posición del acusado 

y conclusión anticipada del juicio.- 1. El Juez, después  de haber instruido de sus 

derechos al acusado, le preguntará si admite ser autor o partícipe del delito materia de 

acusación y responsable de la reparación civil. 2. Si el acusado, previa consulta con su 

abogado defensor, responde afirmativamente, el Juez declarará la conclusión del juicio. 

                                                 
207 SEGUNDO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL PERMANENTE DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 0192-2016-74-0610-JR-PE-01 

 IMPUTADO : YONATHAN FUSTAMANTE HUAMAN 

 AGRAVIADO : CARLOMAN RAFAEL BAUTISTA, Y OTRO 

 DELITO : HURTO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA 
208 Idem. Pág 112 

DELITOS CONTRA DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 

DELITO DE HURTO AGRAVADO – GRADO DE 
TENTATIVA 1 A  3 AÑOS PPL 

    

PROCESO ESPECIAL - PROCESO INMEDIATO 

PENA PROPUESTA  1 AÑOS  Y 06 MESES DE  PPL 

CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES PRIVILIGIADAS 
- RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA (18 AÑOS) 

- GRADO DE TENTATIVA  (1 AÑO 9 MESES 

RESTANDO LA SEXTA PARTE POR LA 

CONCLUSION ANTICIPADA SOMETIDO) 
 

REPARACION  CIVIL 200.00 SOLES 
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Antes de responder, el acusado también podrá solicitar por sí o a través de su abogado 

conferenciar previamente con el Fiscal para llegar a un acuerdo sobre la pena para cuyo 

efecto se suspenderá por breve término. La sentencia se dictará en esa misma sesión 

o en la siguiente, que no podrá postergarse por más de cuarenta y ocho horas, bajo 

sanción de nulidad del juicio. 

  

 Aquí de igual manera la fiscalía tuvo como pruebas la boleta de compra de la 

bicicleta;  y un testigo presencial, y el imputado en este caso goza de unos apremios de 

la ley como son; responsabilidad restringida por razón de edad, y el grado de tentativa 

en la que se cometió el delito. 

 

CASO N° 04: DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

d) Mediante el EXPEDIENTE: 415-2015-53-0610-JR-PE-02209; en este proceso el fiscal 

solicita la incoación del proceso inmediato, atendiendo que cumple con los requisitos 

señalados en el artículo 446 del Código Procesal Penal; toda qué vez que cuenta con 

                                                 
209 SEGUNDO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL PERMANENTE DE CHOTA 

 EXPEDIENTE N° 415-2015- 53-0610- JR-PE-02 

 IMPUTADO: WILFREDO LORENZO RECALDE 

 AGRAVIADO: JONATAN TOMAS BURGA RUBIO Y OTROS 

 DELITO: HURTO AGRAVIADO 

 

DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 

DELITO DE HURTO AGRAVADO CONCURSO 
REAL 

ART. 186 -2 do párrafo inc. 1 DE 3 A 
6 AÑOS PPL 

    

PROCESO ESPECIAL - PROCESO INMEDIATO 

CONFESION SINCERA ( UN TERCIO) 
REINCIDENCIA (46 – B)  Y DELITO 
CONTINUADO (49 del C.P.)  

TERMINACION  ANTICIPADA (UN SEXTO)   

PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 
ART. 46. B;  Y ART. 186 C.P  (AUMENTAR LA 
PENA EN NO MESNODE 2/3 POR ENCIMA DEL 
MAZIMO LEGAL ) 

 AUMENTAR EN LA MITAD POR 
ENCIMA DE LA MAXIMA LEGAL 10 
AÑOS Y 8 MESES A 17 AÑOS CON 10 
MESES 

PENA INDIVIDUALIZADA se resta la 1/7 parte 
por aceptar la pena y reparación 
CONCLUSION ANTICIAPDA 

11 AÑOS menos el 1/7 es igual al 09 
AÑOS 05 MESES Y 10 DIAZ 

REPARACION  CIVIL 300.00 SOLES  
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pruebas irrefutables como son el Acta de intervención Policial realizada al investigado; 

Acta de registro domiciliario; Acta de intervención Policial en la empresa de transportes 

Akunta e Ilucan S.A; Acta de incautación realizada  en la empresa de transportes Akunta 

e Ilucan S.A.; Acta de deslacrado, de los bienes encontrados en las encomiendas, Oficio 

N° 7166-2015, El jefe de antecedentes penales judiciales de Cajamarca en donde se 

informa que el investigado registra antecedentes penales; Oficio N° 128756-2015 EL 

Director del INPE CHOTA, señala que el investigado registra antecedentes penales por 

la comisión del delito de Robo agravado. 

 

 Como es de verse en este proceso no se ha vulnerado el derecho de libertar del 

investigado toda vez que existe pruebas determinantes que demuestran su 

responsabilidad, que dan merito a una prisión. 

 

CASO N° 05: DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA) 

DELITOS CONTRA LA LA SEGURIDAD PÚBLICA) 

DELITO DE PELIGRO COMUN ART. 274  06 MESES  - 2 AÑOS PPL 

  
PROCESO ESPECIAL - PROCESO INMEDIATO 

RESERVA DEL FALLO CONDENATORIO ART. 62 C.P. 
PERIODO DE PRUEBA DE 01 

AÑO 

REPARACION CIVIL 300 SOLES 

 

e) En el presente Expediente N° 0263-2016-7-0610-JR-PE-02210,  de igual manera  el 

presente proceso el imputado se  sometió a la CONCLUSION ANTICIPADA, es decir 

aceptado tanto la pena como la reparación  civil, al existir prueba suficiente como, Acta 

de intervención policial, declaración del imputado y el certificado de dosaje etílico. 

         En estos casos pues de ninguna manera se vulnera el derecho de libertar, tampoco 

se afecta el principio de inocencia, toda vez que de su propio actual del investigado hace 

que existan pruebas evidentes  para recibir una sanción. 

                                                 
210 SEGUNDO JUZGADO PENAL UNNIPERSONAL PERMANENTE DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 0263-2016-7-0610-JR-PE-02 

 IMPUTADO : SANTIAGO DAVILA CHAMAYA 

 AGRAVIADO : LA SOCIEDAD 

 DELITO : CONDUCCION EN ESTADO DE EBRIEDAD 
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CASO 06: DELITO CONTRA LA FAMILIA) 

 

DELITOS CONTRA LA CONTRA LA FAMILIA 

DELITO DE OMISION A LA ASISTENCIA FMAILAIR ART. 149  
NO MAYOR A 03 AÑOS  DE 20 

A 50 JORNADAS 

  
PROCESO ESPECIAL - PROCESO INMEDIATO 

PENA.  

02 AÑOS 07 MESES .. AL 
REDUCIR EL 1/7  DE LA MAX. 

PENA POR CONCLUSION 
ANTICIPADA 

PERIODO DE PRUEBA  02 AÑOS 

REPARACION CIVIL 400 SOLES 
 

f) En el expediente N°00299-2016-74-0610-JR-PE-02211 (DELITO CONTRA LA FAMILIA), 

es de verse que el imputado con su actuar negligente y con conocimiento ha obrado de 

mala fe, lo ha conllevado a generarse el Delito a la Omisión a la Asistencia familiar, y 

pese a que tenía posibilidades de solucionarlo a nivel fiscal y recién a nivel de juzgado 

es que acepta sus actos y se somete a la CONCLUSION ANTICIPADA aceptando tanto 

la pena como la reparación. 

 

 En estos casos  es el imputado quien genera una consecuencia jurídica producto de 

sus actos dolosos, y no peor que aparte de aceptar la pena y reparación pues 

indirectamente se restringe su libertar en el sentido que tiene que mensualmente cumplir  

con concurrir al juzgado a dar cuenta de sus actividades, no variar de domicilio  si 

permiso del juzgado y no cometer otro delito, caso contrario se revoca la pena  impuesta.   

 Dentro de la pruebas existentes en su contra existe Copia de la resolución N° 19  

(Exp. 264-2013-0-0610-jp-fc-01) de aprobación de la liquidación de pensiones 

alimenticias. Por lo tanto no existe vulneración al derecho de libertad. 

 

                                                 
211 SEGUNDO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 00299-2016-74-0610-JR-PE-02 

 IMPUTADO : JOSE FRANCISCO ESTELA GALLARDO 

 AGRAVIADO : YONI ALEXANDER ESTELA NUÑEZ Y OTRO 

 DELITO : OMISION A LA ASITENCIA FAMILIAR 
 



189 

 

3.2.2.- Aplicación de la prisión vulnerando la libertad personal en los juzgados de chota. 

( Juzg. Penal Unipersonal – Juzgados Penales Colegiados), y que han sido revocados 

por el superior jerárquico. 

CASO N° 07 : DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

 DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

  
JUZGADO  

JUZGADO  LIQUIDADOR CHOTA 
SALA LIQUIDADORA 

CAJAMARCA 

DELITO LESIONES GRAVES SEGUIDO DE MUERTE 
 

LESIONES LEVES  
 

AÑOS PPL  5 A 8 AÑOS PPL 4 A 6 AÑOS PPL 

PENA 
CONCENO A 6 AÑOS 09/06/2016 

DECLARO NULA LA 
SENTENCIA 

TIEMPO EN 
LA CARCEL 04 MESES PRESCRIBIO EL DELITO 

   
   

 

a) Aquí analizaremos como el juzgado  unipersonal de manera apresurada impone 

una sanción de prisión preventiva, y esta es llamada así doctrinariamente 

mientras no exista sentencia con calidad de cosa juzgada, pues así tenemos el 

expediente  021-2005-0-0610-JR-PE-01212 (DELITOS CONTRA LA VIDA EL 

CUERPO Y LA SALUD), el juez lo condeno a 6 AÑOS DE PENA PRIVATIVA 

DE LA LIBERTAD, argumentando su fallo en el acuerdo plenario 02-2005/ CJ-

116213; teniendo como base la sola indicación de un testigo REFERENCIAL, 

puesto que no estuvo en el lugar de los hechos. Ingresando al penal de chota el 

09 de junio del 2016. 

 

 

                                                 
212 JUZGADO DE INVESTIGACION PREPARATORIA 

 EXPEDIENTE : 021-2005-0-0610-JR-PE-01 

 IMPUTADO : SEGUNDO QUINTEROS COLUNCHE 

 AGRAVIADO : ERMITAÑO NUÑEZ ALTAMIRANO 

 DELITO : LESIONES GRAVES SEGUIDAS DE MUERTE 

 
213 PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES PERMANENTE Y TRANSITORIA DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  ACUERDO PLENARIO N° 2-2005/CJ-116.  CONCORDANCIA 

JURISPRUDENCIAL ART. 116° TUO LOPJ ASUNTO: REQUISITOS DE LA SINDICACIÓN DE 

COACUSADO, TESTIGO O AGRAVIADO 
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Así mismo haciendo uso del derecho de pluralidad de instancia214, se interpuso 

el recurso impugnatorio de apelación el cual fue visto por el juzgado Colegiado 

Penal Supra provincial de Cajamarca  con el expediente N° 021-2005-0-0610-

JR-PE-01.  Aquí la Sala, luego de un análisis, verifica que  existe una deficiencia 

en la investigación policial y a través del ministerio Publico, al imputado no se le 

ha dado las garantías que contemplaba la ley, como contar con un abogado 

desde un inicio, es más el supuesto agraviado muere 20 días después de 

haberse dado de alta y existe una contradicción entre el Protocolo de Necropsia 

y la historia de clínica, por lo tanto la sola declaración de un testigo no se puede 

tomar como prueba indiciaria215. (ARTÍCULO 158º Valoración:… 3. La prueba 

por indicios requiere: a) Que el indicio esté probado; b) Que la inferencia esté 

basada en las reglas de la lógica, la ciencia o la experiencia; c) Que cuando se 

trate de indicios contingentes, éstos sean plurales, concordantes y 

convergentes, así como que no se presenten contraindicios consistentes.), por 

lo tanto DECLARARON NULA la sentencia de primera instancia  a través de la 

sentencia N° 044-2016; Resolución N° 65 de fecha 13 de setiembre del 2016 

hasta que notifiquen y envíen el oficio al INPE Chota el 04 de octubre del 2016… 

A la fecha dicho delito prescribió. 

     En el presente caso el imputado estuvo  04 MESES PRIVADO DE SU      

LIBERTAD, a esto se suma que en el año 2005 estuvo 09 MESES PRESO. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
214 Constitución Política del Perú. Art. 139 inc.6 
215 DECRETO LEGISLATIVO N° 957 CODIGO PROCESAL PENAL 2004.  Pág. 43 
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CASO N° 08 : DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

 DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

  
JUZGADO  JUZGADO PENAL COLEGIADO 

SUPRAPROVINCIAL DE CHOTA SALA MIXTA 

DELITO HOMICIDIO CALIFICADO 
 

HOMICIDIO CALIFICADO 
 

AÑOS PPL  5  AÑOS COMPLICE SECUNDARIO ABSOLVIO 

TIEMPO EN 
LA CARCEL 

16 MESES  INOCENTEMENTE. 
 

   
   

 

b) En este caso signado con el N° 289-2014-0-0610-JR-PE-01216; Contra la 

sentencia contenida en la  resolución N° 11 de fecha 30/11/2015, emitida por el 

Colegiado Supra provincial de Chota, condeno al acusado Milciades López 

Delgado como cómplice secundario, del delito de homicidio simple, y se le 

impone la pena de 05  años de pena privativa de la libertad, la misma que se  

computará desde el día 27 de noviembre del 2014 (fecha de su detención) 

 

  A través de la  Sentencia N° 09-2016, Resolución N° 18 de fecha 30 de marzo 

 del 2016, la SALA MIXTA DESCENTRALIZADA DE CHOTA, resuelve 

 ABSOLVER al acusado Milciades López Delgado, por la razón que el 

Ministerio  Publico   no ha logrado acreditar que haya participado en el traslado 

del autor con  conciencia y voluntad de que éste iría a cometer el delito de 

homicidio. (Insuficiencia probatoria) 

 

  En  el presente proceso también vemos que existió un apresuramiento de los 

 miembros del colegiado supra provincial de chota al condenarlo en primera 

 instancias, a esto se suma que al ABSUELTO la rondas campesinas lo retuvieron 

                                                 
216 SALA MIXTA DESCENTRALIZADA DE  CHOTA 

 EXPEDIENTE : 289-2014-0-0610-JR-PE-01 

 IMPUTADO : MILCIDES LOPEZ DELGADO y otro 

 AGRAVIADO : WILDER RAFAEL ROJAS 

 DELITO : HOMICIDIO SIMPLE. 
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 15 días a fin de que se declare culpable, y también hubo presión de este sector 

 según ellos buscando justicia. Por lo que estuvo recluido es de 16 MESES 

 INOCENTEMENTE. 

 

CASO N° 09 : DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

 DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

  
 JUZGADO PENAL SALA PENAL 

DELITO HOMICIDIO CALIFICADO 
 

HOMICIDIO CALIFICADO 
 

AÑOS PPL 25 AÑOS  PENA  NULIDAD DE LA SENTENCIA 
REPARACION 

CIVIL 20.000.00  
 

c) En el presente caso con el N° EXPEDIENTE : 0217 -2005- 0-0610-JR-PE-

01217; mediante  sentencia contenida en la Resolución N° 10 de fecha 

06/04/2015; FALLA CONDENANDO…2) Ricardo UBALDER López Estela, 

como autor del delito contra la Vida, el cuerpo y la Salud a 25 años de Pena +-

Privativa de la Libertad e imponiendo una reparación civil de Veinte mil soles 

   A través de la Sentencia de vista N° 58-2015 contenida en la Resolución N° 

 16 de fecha 01/09/2016, se DECLARA LA NULIDAD de la resolución N° 10 

de fecha  06/04/2015… DISPUSIERON QUE OTRO COLEGIADO 

REALICE NUEVO  JUICIO, DEBIENDO OBSERVAR ESTRICTAMENTE 

EL CONTENIDO  ESCENCIAL DE LOS DERECHOS Y GARANTIAS 

PREVISTOS  POR LA  CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES. 

 

  

 En este caso pues la fiscalía no pudo acreditar la responsabilidad del investigado, 

 toda vez que el juzgado considero que la declaración del investigado  no es fuente 

 de prueba en sentido de incriminación sino es una expresión del derecho defensa.; 

                                                 
217 JUZGADO COLEGIADO PENAL SUPRAPROVINCIAL DE CAJAMARCA 

 EXPEDIENTE : 0217 -2005-0-0610-JR-PE-01 

 IMPUTADO : RICARDO UBER LOPEZ ESTELA 

 AGRAVIADO : EMILIO SALAS CASTRO 

 DELITO : HOMICIDIO CALIFICIADO. 
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 así mismo la citación de un testimonial, no fue comunicada al investigado, y fue 

tomada de manera parcializada por el Ministerio Publico.  

 

  Como se aprecia pues que el Ministerio público en su afán de según ellos 

hacer justicia no garantizan una debida investigación y es fácil para ellos pedir 

PRISION PREVENTIVA, toda vez que en estos casos la pena supera los 04 

años; pues nos e garantiza el principio de inocencia. Es más son  llamados 

los DEFENSORES DE LA LEGALIDAD. 

 

 

CASO N° 10 : DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

 DELITOS CONTRA LA VIDA EL CUERPO Y LA SALUD) 

  
 MINISTERIO PUBLICO SALA MIXTA 

DELITO HOMICIDIO CALIFICADO 
 

HOMICIDIO CALIFICADO 
 

AÑOS PPL 

20 AÑOS  PENA PROPUESTA 

ABSOLVIO POR 
INSUFICIENCIA 
PROBATORIA 

 

 

d) En el presente proceso judicial señalado con el expediente 055-2005-0-0610-

SP-PE-01218; existiendo una orden de captura contra Segundo Emilio Huamán 

Ramírez, el  cual ha sido recluido en el penal de Chota con fecha  18 de marzo 

del 2016; a través de la sentencia N° 005-2016 de fecha 30/05/20146 de la Sala 

Mixta y de Apelaciones Sede Chota,  FALLA: ABSOLVIENDO al acusado 

SEGUNDO EMILIO HUAMAN RAMIREZ de los cargos que resultan de la 

Acusación Fiscal,  por falta de pruebas que acredite su responsabilidad 

penal… OREDNARON su inmediata excarcelación. 

 

 

                                                 
218 SALA MIXTA Y DE APELACIONES DE CHOTA. 

 EXPEDIENTE : 055-2005-0-0610-SP-PE-01 

 IMPUTADO : SEGUNDO EMILIO HUAMAN RAMIREZ 

 AGRAVIADO : SALOMON ZAMORA ACUÑA 

 DELITO : HOMICIDIO CALIFICADO 
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Como es de verse aquí también vemos que el Ministerio Publico conjuntamente 

con el Juzgado Colegiado tienen responsabilidad porque en primera instancia 

se le sentencio a 30 años de PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD, sin embargo 

dichos magistrados aún tienen el pensamiento INQUISITIVO, y no valoran los 

hechos y pruebas para emitir una sentencia verdadera. 

  

 

A partir de  aquí en adelante veremos CASOS CONTRA LA LIBERTAD, la cual 

por su gravedad de la pena todos los imputados han estado purgando prisión;  

como por ejemplo tenemos: 

 

CASO N° 11 : DELITOS CONTRA LA LIBERTAD 

 DELITOS CONTRA LA LIBERTAD 

  
 

MINISTERIO PUBLICO 
JUZG. PENAL COLEGIADO 

DE CHOTA 

DELITO ACTOS CONTRA EL PUDOR EN MENOR DE EDAD 
 

HOMICIDIO CALIFICADO 
 

AÑOS PPL 

10 AÑOS  PENA PROPUESTA 

ABSOLVIO POR 
INSUFICIENCIA 
PROBATORIA 

 

 

El expediente N° 0119-2014-46-0610-JR-PE-02219; mediante  resolución de 

fecha 26 de mayo del 2015 FALLA: ABSOLVIENDO de la acusación fiscal al 

ciudadano Segundo Vitelio Vásquez Rojas como autor del delito contra La 

indemnidad sexual, en su modalidad de Actos Contra el Pudor de menor de edad 

en agravio de las iniciales G.V.L.Y. 

 

                                                 
219 SALA PENALDE APELACIONES DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 0119-2014-46-0610-JR-PE-02 

 IMPUTADO : SEGUNDO VITELIO VASQUEZ ROJAS 

 AGRAVIADO : G.V.L.Y. 

 DELITO : ACTOS CONTRA EL PUDOR 
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 Es la fiscalía quien interpone el recurso de apelación el cual se define a través de 

 la sentencia de vista N° 60-2015 contenida en la resolución N° 20 de fecha 08 de 

 setiembre  del 2015, el cual RESUELVE; DECLARAR INFUNDADO el recurso 

 de apelación  interpuesto por el Ministerio  Publico, por la sencilla razón que no se 

 cumple con el ACUERDO PLENARIO N° 002-2005/CJ – 116, es decir la 

 versión de la víctima  carece de verosimilitud.  

 

 Como vemos el Ministerio Publico en su afán de productividad procesal no analiza 

 o no organizada sus diligencias con el debido cuidado, toda vez que estamos 

 frente  a un delito grave, que le puede costar la PRIVACION DE LA LIBERTAR AL 

 INVESTIGADO, pues en el presente caso ha hecho lo imposible para ver tras la 

 rejas al investigado pero es la LEY la que ha ganado. 

 

 

CASO N° 12 : DELITOS CONTRA LA LIBERTAD 

 DELITOS CONTRA LA LIBERTAD 

  
 JUZ. PENAL COLEGIADO DE CHOTA SALA MIXTA 

DELITO 
VIOLACION SEXUAL DE MENOR DE EDAD 

 

VIOLACION SEXUAL DE 
MENOR DE EDAD 

 

SENTENCIA 

30 AÑOS  PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 

ABSOLVIO POR 
INSUFICIENCIA 
PROBATORIA 

 

e) En este caso asignado con el N° 00135-2016-83-0610-JR-PE-01220, a través de 

la sentencia sin número contenida en la resolución n° 16  de fecha 17/06/2016, 

emitida por el Juzgado Penal Colegiado Supraprovincial de Chota, la misma que 

FALLA: CONDENANDO a acusado DILMER VILLALOBOS FERNANDEZ como 

autor del delito de violación sexual de menor de edad…como tal se le impuso la 

                                                 
220 SALA MIXTA DE APELACIONES DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 00135-2016-83-0610-JR-PE-01 

 IMPUTADO : DILMER VILLALOBOS FERNANDEZ 

 AGRAVIADO : S.M.M.V 

 DELITO : VIOLACION SEXUAL DE MENOR 
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pena de TREINTA AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD CON EL 

CARÁCTER DE EFECTIVA… DISPONIENDOSE la ejecución provisional de la 

sentencia… además se le impone al sentenciado PENA PRINCIPAL D 

EINHABILITACION consistente en a INCAPACIDAD DEFINITIVA para ingresar 

al servicio docente y/o administrativo en las instituciones de educación básico o 

superior pública o privada en el Ministerio de educación, formación, 

resocialización o rehabilitación… 

 

Mediante la sentencia N° 051-2016, contenida en la resolución N° 22 de  

 fecha 26/11/2016, DECIDEN: POR UNANIMIDAD, DECLARAR  

FUNDADO  el recurso interpuesto por la defensa del acusado…REVOCARON  

la misma sentencia y  REFORMANDOLA: ABSOLVIERON  al procesado  

DILMER VILLALOBOS FERNANDES…ORDENARON su inmediata libertad, por 

 encontrarse recluido en el establecimiento Penal de esta ciudad. 

 

 La razón de la absolución es que a criterio de la SALA no se cumple con los 

requisitos señalados en el ACUERDO PLENARIO N° 02-200/ CJ- 116, es decir que 

 existía enemistad entre los padres de la agraviada con el investigado.  

 

f)  Aquí analizaremos DELITOS CONTRA EL PATRIOMINIO, en donde 

demostraremos que el juzgado y la fiscalía se equivoca en sus investigación y en su 

decisión, como por el ejemplo: 

CASO N° 13 : DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 

 DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO 

  
 JUZ. PENAL  1RA INSTANCIA 2DA INSTANCIA 

DELITO HURTO AGRAVADO 
 

HURTO AGRAVADO 
 

SENTENCIA 

10 AÑOS  PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 

ABSOLVIO POR 
INSUFICIENCIA 
PROBATORIA 

 El expediente N° 0227-2016-0-0610-SP-PE-01221; a través de la sentencia N° 44-2016 

contenida en la resolución N° 05 de fecha 16/09/2016 FALLA: CONDENANDO al 

                                                 
221 SALA MIXTA DESCENTRALIZADA DE CHOTA 
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acusado Pepe Ramírez Hernández, como autor del delito contra el Patrimonio, en su 

modalidad de Hurto Agraviado… a DIEZ AÑOS de pena privativa de libertad de efectiva 

ejecución. 

  Mediante  la sentencia de vista N° 054-2016, de fecha 054/12/2016;  emite la 

RESUELVEN POR UNANIMIDAD: DECLARAR FUNDADO el recurso interpuesto por el 

abogado del imputado Pepe Ramírez Hernández…REFORMANDOLA: ABSOLVIERON  

al procesado de la acusación fiscal… ORDENARON la inmediata libertad por 

encontrarse recluido en el Establecimiento Penal de Chota… 

 

 EN CONCLUSION podemos señalar que el Ministerio Publico NO HA PODIDO 

 ACREDITAR FEHACIENTEMENTE LA EXISTENCIA DEL DELITO ALUDIDO EN 

 SU CABAL CONFIGURACION TIPICA, ES DECIR NO EXISTE DOLO, MENOS EL 

 “ANIMO DE LUCRO”. 

 

Aquí analizaremos una sentencia del DELITO CONTRA LA  ADMINISTRACION 

PÚBLICA: 

 

CASO N° 14: DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICIA 

 DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICIA 

  
JUZGADO SALA PENAL DE APELACIONES 

DELITO PECULADO 

SENTENCIA 1° 
Instancia 03 AÑOS PPL -  EFECTIVA 

SENTENCIA 2° 
Instancia NULA POR VOTACION MAYORIA 01 VOTO DISCONDANTE 

MOTIVO INSUFICIENCIA PROBATORIA 

  
g)  Exp. 012-2004-06-0610-JR-PE-01222; mediante sentencia  contenida en la resolución 

N° 41 de  fecha 22/06/2015 de CONDENA a  los  imputados como coautores del 

                                                 
 EXPEDIENTE : 0227-2016-0-0610-SP-PE-01 

 IMPUTADO : PEPE RAMIREZ HERNANDEZ 

 AGRAVIADO : GLORIA ELIZABETH VARGAS SOTO 

 DELITO : HURTO AGRAVADO 

 
222 SALA PENAL DE APELACIONES DE CHOTA 
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delito contra la Administración Pública en su figura de Peculado… y como tal se 

impone a cada uno de ellos TRES AÑOS de pena privativa de la libertad efectiva en 

su ejecución y como pena accesoria inhabilitación por el periodo de la pena 

principal… 

   Con la  sentencia de vista N° 63-2015, resolución N° 49 de fecha  

17/09/2015   mediante voto de MAYORIA: RESUELVE; DECLARAR FUNDADA 

EN PARTE  los recursos impugnatorios presentados por los condenados; y 

DECLARAR LA NULIDAD PARCIAL de la sentencia apelada…  DISPUSIERON que 

se gire en el día la papeleta de excarcelación a favor de los 

sentenciados…MANDARON que otro juez  realice un nuevo juicio. 

 

  Nuevamente aquí la sala declaro nula la sentencia, eso quiere decir 

por mala investigación del FISCAL y por mala apreciación de las pruebas por parte 

del Juez que CONDENO, ya que la SALA señalo que existe insuficiencia probatoria, 

y n existe  pericia contable valorativa.  

 

CASO N° 15: DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA 

 DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PUBLICA 

  
JUZGADO SALA PENAL DE APELACIONES 

DELITO TENENCIA ILEGAL DE ARMAS 

SENTENCIA 1° 
Instancia 04  AÑOS 06 MESES DE PPL -  EFECTIVA 

SENTENCIA 2° 
Instancia ABSOLUCION POR INSUFICIENCIA PROBATORIA 

  

 

h) Aquí analizaremos un caso referido al DELITO CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA,  

mediante el Expediente N° 0286 -2016-06-0610-JR-PE-01223];  Mediante  sentencia 

                                                 
 EXPEDIENTE : 012-2004-06-0610-JR-PE-01 

 IMPUTADO : EDILBERTO MARIO TEJADA SUCLUPE y otro 

 AGRAVIADO : EL ESTADO 

 DELITO : PECULADO 
 

223 SALA PENAL DE APELACIONES DE CHOTA 

 EXPEDIENTE : 0286 -2016-06-0610-JR-PE-01 

 IMPUTADO : RAFAEL GONZALES RUIZ 
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contenida en la Resolución N° 08 de fecha 11/05/2016,  FALLA: ABSOLVIENDO al 

imputado de la acusación fiscal…HAGASE  llegar una copia certificada de la presente 

sentencia al Director del Establecimiento Penal de Chota para su conocimiento y fines 

pertinentes por haber estado el sentenciado  absuelto recluido en dicho penal… 

 Nuevamente la Fiscalía apresuradamente solicita la  PRISION PREVENTIVA, sin 

 embargo se le ABSUELVE porque existe pruebas insuficientes, es más la precia 

 balística practicada es diferente a la incautada al investigado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
 AGRAVIADO : EL ESTADO 

 DELITO : TENENCIA ILEGAL DE  ARMAS 
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TITULO III 

 

 

 

DEL RESULTADO DE LAS ENTREVISTAS A 15 ABOGADOS LITIGANTES EN 

MATERIA PENAL. 

 

 

GRAFICO N° 01 

 

 

EL DNI Y SUS CONSECUENCIAS 

 

 
 

 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

 

 Aquí vemos de los entrevistados en un numero de 15 todos indican que el tener una 

dirección fuera del lugar donde se ha presentado un hecho delictuosa es causal para que 

el Ministerio Publico lo señale como PELIGRO DE FUGA, lo que determina pues una mala 

apreciación del ministerio Publico ya que la doctrina en este extremo señala fuera del 

territorio nacional, en conclusión mala apreciación del Ministerio Publico. 
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1. Ud. Cree que si un investigado tiene un domicilio laboral 
diferente al existente en su DNI es prueba complementaria 

suficiente del fiscal para solicitar la prisión preventiva
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CUADRO N° 02 

HECHOS CIRCUNSTANCIAL = PRISIÓN PREVENTIVA 

 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

 

 

Aquí la muestra representa que todos los entrevistados consideran que no debe  

privarse de la libertad un hecho circunstancial ocurrido, toda vez que el Ministerio Publico 

no ha recabado las pruebas suficientes para determinar su responsabilidad o inocencia de 

los internos en el penal, y que solo actúa por indicios. 

 

CUADRO N° 03 

 

SIN ANTECEDENTES IGUAL VAS A LA CÁRCEL 

 

 
 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 
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2. Usted cree que un hecho circunstancial conlleve a privar la 
libertad personal de un investigado dependiendo del delito
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3. Usted está de acuerdo que un agente (delincuente) primario sin 
antecedentes penales, policiales y judiciales se merezca privar de su 

libertad.



202 

 

Aquí vemos que el artículo 268 del Código Procesal Penal señala en el  punto  c) Que el 

imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, 

permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia… pues 

vemos que la ley permite señalar que el investigado que tenga ANTECEDENTES, pues es 

más fácil darse a la fuga, lo que es contradictorio con la entrevista realizada, TODOS 

señalan que uno que carece de antecedentes se le debe de PRESUMIR INOCENTE. 

 

 

CUADRO 04 

INFLUENCIA DE LA SOCIEDAD 

 

 
 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

 

 

De los entrevistados considera  que la participación de la presión social de la sociedad y de 

los medios de comunicación determina la imposición de la medida privativa de la libertad, 

en un número de 10 de los entrevistados. 

 

Mientras que 05 de ellos considera que no influyen los medios o la presión social. 
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4. Usted cree que la presión  social o mediática de la  sociedad o 
de  los medios de comunicación interfieren en la privación de la 

libertad de una persona
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CUADRO 05 

 

CONSECUENCIA DE SER FUNCIONARIO 

 

 
 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

 

 

Aquí vemos que un numero 09 de los entrevistados considera que la calidad de funcionario 

no es criterio de agravante para la imposición de la prisión preventiva. Mientras que un 

número de 06 considera que si es relevante la condición de funcionario para el Ministerio 

Publico con mayor razón pida la PRISIÓN PREVENTIVA. 
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5. Usted cree que tener la calidad de funcionario Público es un 
criterio agravante para solicitar la prisión preventiva
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CUADRO 06 

 

MI DERECHO DE DEFENSA DONDE ESTA? 

 
 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

 

Aquí los encuestados en su totalidad considera que el plazo de 24  horas de detenido sea 

en flagrancia o no es un tiempo muy limitado para preparar su defensa, la cual consideran 

que constitucionalmente es ilegal. 
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6. Este considera que  al requerir la prisión preventiva del 
investigado  dentro de las 24 horas de detenido vulnera su derecho 

a la defensa



205 

 

 

CUADRO N° 07 

¿QUIÉN ME PAGA? 

 
 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

 

 

 Aquí la totalidad de los encuestados está de acuerdo que tanto el Ministerio Publico 

como los Jueces  deben pagar por sus errores en su investigación y por ordenar la prisión 

preventiva, y efectivamente en nuestra en nuestra legislación no existe responsabilidad 

solidaria, a fin de resarcir EL DAÑO INCALCULABLE QUE SUFRE UNA PERSONA 

PRIVADA DE SU LIBERTAD. 

 

 

CUADRO N° 08 

 

QUIEN MANDA  A QUIEN 
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el requerimiento de prisión preventiva
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Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

 

Efectivamente de los encuestados señalan en su totalidad que deben ser tratados 

inocentes, y no culpables como se sientes al tener una prisión preventiva de por medio, en 

tal sentido solicitan que la constitución está por encima de otras normas, además que la 

dignidad humana es un derecho constitucional también protegido. 

 

CUADRO N° 09 

CÓDIGO PROCESAL PENAL VS. CONSTITUCIÓN 

 

 
Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota. 

 

Aquí la mayoría de los entrevistados concluyen que la prisión preventiva existente en el 

Código Procesal Penal, vulnera el derecho de la libertad consagrado en la Constitución 

Política Vigente, por lo tanto no existe una verdadera justificación para la imposición de la 

Prisión Preventiva 
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9. La aplicación de la prisión preventiva vulnera el derecho a 
la libertad personal en los juzgados de chota
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CUADRO N° 10 

FISCAL APÚRATE QUE SE VA 

 
Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 

Aquí el pedido de prisión preventiva, es apresurada con la finalidad de capturar al 

delincuente entre “”, razón que su apresuramiento afecta el derecho constitucional de 

derecho de defensa.  

 

 

CUADRO N° 11 

ESTOY SENTENCIADO ANTICIPADAMENTE 

 

 
 

Fuente: Elaboración propia del investigador en base a una entrevista realizada el mes de 

julio de 2017, en la localidad de Chota 
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Y esto conlleva a una apreciación por la sociedad el que está preso es porque esta 

CULPABLE, pues la sociedad ya lo CONDENO, por más que salga libre o absuelto es difícil 

que el absuelto haga propaganda para recuperar su honor y su reputación frente  a la 

sociedad, razón que se le debería imponer una sanción pecuniaria a los magistrados por 

mala investigación y juzgamiento. 

 

Así mismo existe un número de 05 que no cree que la prisión preventiva sea una condena 

anticipada. 
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CAPITULO IV: 

 

 

Cuando hay libertad, todo lo demás sobra. 

José de San Martin 

  

 

 

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS 

 

 

 

 

4.1. ANÁLISIS SOBRE LA APLICACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN 

PREVENTIVA, AFECTÁNDOSE EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 

a)  En el Sistema Internacional de Protección de los Derechos Humanos, el derecho a la 

presunción de inocencia aparece considerado en el artículo 11.1 de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, en el sentido de que “Toda persona acusada de 

delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 

culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado 

todas las garantías necesarias para su defensa. (...)”. De igual modo, el citado 

derecho es enfocado en el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos y el artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

En relación con esta última, “(...) la Corte ha afirmado que en el principio de 

presunción de inocencia subyace el propósito de las garantías judiciales, al afirmar la 

idea de que una persona  es inocente hasta que su culpabilidad es demostrada.    

 

b) La Constitución Política del Perú señala en su Artículo 1°.- La defensa de la 

persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y 
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del Estado. Artículo 2 inciso 7: Al honor y a la buena reputación, a la intimidad 

personal y familiar así como a la voz y a la imagen propia. Inciso 22.-A la paz, a 

la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un 

ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida. Inciso 24 literal e 

señala: Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado  

judicialmente su responsabilidad. 

c)  El Decreto Legislativo N° 957 señala en el Título Preliminar en su ARTÍCULO 

II°. Presunción de inocencia.- 1. Toda persona imputada de la comisión de un 

hecho punible es considerada inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no 

se demuestre lo contrario y se haya declarado su responsabilidad mediante 

sentencia firme debidamente motivada. Para estos efectos, se requiere de una 

suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y actuada con las debidas 

garantías procesales. En caso de duda sobre la responsabilidad penal debe 

resolverse a favor del imputado. 2. Hasta antes de la sentencia firme, ningún 

funcionario o autoridad pública puede presentar a una persona como culpable o 

brindar información en tal sentido. 

d)   Se ha señalado en varias oportunidades (cf. STC 0618-2005-PHC/TC, 

fundamentos 21 y 22) que el derecho fundamental a la presunción de 

inocencia, en tanto que presunción iuris tántum, implica que “(...) a todo 

procesado se le considera inocente mientras no se pruebe su culpabilidad: 

vale decir, hasta que no se exhiba prueba en contrario. Rige desde el momento 

en que se imputa a alguien la comisión de un delito, quedando el acusado en 

condición de sospechoso durante toda la tramitación del proceso, hasta que 

se expida la sentencia definitiva”. De igual forma, se ha dicho (vid. STC 2915-

2004-PHC/TC, fundamento 12) que “la presunción de inocencia se mantiene 

‘viva’ en el proceso penal siempre que no exista una sentencia judicial que, 

como corolario del cauce investigatorio llevado a cabo con las garantías 

inherentes al debido proceso, logre desvirtuarla (...)”. 

e)     En cuanto a su contenido, se ha considerado que el derecho a la presunción 

de inocencia (cf. STC 0618-2005-PHC7TC, fundamento 22) comprende: “(...) 

el principio de libre valoración de la prueba en el proceso penal que 

corresponde actuar a los Jueces y Tribunales; que la sentencia condenatoria 

se fundamente en auténticos hechos de prueba, y que la actividad probatoria 
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sea suficiente para generar en el Tribunal la evidencia de la existencia no sólo 

del hecho punible, sino también la responsabilidad penal que en él tuvo el 

acusado y así desvirtuar la presunción”. 

f) De los 15 expediente analizados tomados como muestra, pues es verse el 98% 

son delitos que  tienen como pena mínima 04 años, lo que cumpliría con un 

requisito de la PRISION PREVENTIVA (Pena probable), señalado en el artículo 

268 del Nuevo Código Procesal Penal, así mismo por ser delitos de impacto social 

el MINISTERIO PUBLICO imagina que el investigado FUGARA (Peligro de fuga) 

o va a obstruir la investigación (Peligro de obstaculización), otro requisito para la 

prisión preventiva. 

g) Así mismo de los 04 expedientes sobre el delito contra LA VIDA EL CUERPO Y 

LA SALUD, 02 expedientes sobre el DELITO CONTRA LA LIBERTAD; 01 

Expediente  del DELITO CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA; 01 

Expediente sobre el DELITO CONTRA LA SEGURIDAD PUBLICA no han gozado 

de una pena privativa menos gravosa (Comparecencia, impedimento de salida, la 

caución, detención domiciliaria, etc..), sino la  PRISION PREVENTIVA se ha 

convertido en la REGLA, mas no la excepción como debería ser. 

 

h) De los 15 expedientes analizados, 09  expedientes ha terminado en opinión del 

Colegiado Penal (Sala Penal), por lo que el transcurso del tiempo y la privación 

de su libertad sufrido por el interno no tiene precio, ya que al salir ABSUELTOS, 

¿Quién devuelve el tiempo perdido del interno? 

 

i) En todos los casos es de presumirse que tanto el fiscal como juez ha actuado con 

presión social, quien indirectamente obligado por la opinión social, en solicitar e 

imponer la PRISION PREVENTIVA, con la finalidad de cuidar su puesto laboral. 
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4.2. ANÁLISIS SOBRE LA VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA LIBERTAD PERSONA 

EN LA APLICACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISION PREVENTIVA. 

 

a) Tanto a nivel nacional como en la jurisdicción donde se ha tomado como 

muestra el presente trabajo, pues el DERECHO A LA LIBERTAD se ha vuelto 

una situación tan frágil, que se encuentran en las manos del FISCAL o JUEZ, 

su determinación, sin importar el grado de afectación tanto para el investigado 

como las repercusiones para su familia (el solo hecho de solicitar la Prisión 

Preventiva). 

b) En muchos casos primero se impone la PRISION PREVENTIVA, afectando el 

derecho a la libertad de locomoción, al honor y buena reputación, y  luego se 

investiga, pero lo que quieren es tenerlo ENCERRADO para según el 

MINISTERIO PUBLICO tener una buena investigación. 

 

c) LA LIBERTAD después de la vida es el bien jurídico más preciado, que su 

privación está demostrado cambia su proyecto de vida; su estado emocional – 

psicológica, del privado, y también dicha repercusión también se refleja en los 

familiares cercanos (padres, esposa, hijos, hermanos), sin embargo no existe 

una indemnización a su favor cuando se le ABSUELVE. 

 

d) De la entrevista realizado a los internos del penal de Chota existe una 

vulneración del derecho a la libertad con la aplicación de la medida privativa de 

la libertad, tal como se afirma en la pregunta 1; 2,3,4,5,6,9,17; que en su 

mayoría es total desacuerdo de la imposición de esta medida. 

 

 

4.3. PRUEBA DE HIPÓTESIS. 

Considero que en el proceso penal de investigación común deben darse importancia a otras 

medidas coercitivas personales como son la Comparecencia restringida, impedimento de 

salida, la caución, detención domiciliaria, etc. Salvo en situación de FLAGRANCIA,  si podría 

caber una prisión preventiva,  pero aun así debe tratarse bajo la presunción de inocencia 

hasta que exista una sentencia judicial que determine su responsabilidad penal. 
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CONCLUSIONES. 

 

 

a) Que en los diferentes distritos judiciales la afectación a la libertad personal 

se ha vulnerado por la aplicación abusiva   de la prisión preventiva 

 

b) Que el requerimiento de prisión preventiva por el fiscal dentro de las 24 o 

48 horas de ser detenido, vulnera a preparar la defensa adecuada en un 

plazo razonable.  

 

c) Que la aplicación de la Prisión Preventiva se ha convertido en una pena 

adelantada y regla general en todo proceso iniciado, 

d) La Prisión Preventiva solo se justifica a través de un proceso inmediato o en 

un delito flagrante. 
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RECOMENDACIONES 

 

a) Que el Fiscal, como garante de la legalidad; realice su función pensando 

no sólo en el presunto agraviado, sino también al investigado, dotándole 

de todos los derechos que le asiste desde las primeras diligencias. 

 

b) Que los magistrados (Fiscal - Juez), no actúen por presión social, ya que 

en su mayoría solicitan el requerimiento de prisión preventiva, la cual es 

concedida por el Juez de investigación preparatoria, y al final el superior 

jerárquico lo revoca. 

 

c) Que la medida de prisión preventiva, como medida de coerción personal 

debe ser la última a aplicar, a fin de no convertirse en una pena 

anticipada. 

 

d) Al requerir una prisión preventiva por parte del fiscal, debe 

analizarse desde  el punto de vista jurídico, social, psicológico, 

ambiental, etc,…del investigado 
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ANEXOS 

MATRIZ DE CONSISTENCIA 

 

Tema:   LA VULNERACION AL DERECHO A LA LIBERTAD POR APLICACIÓN INDEBIDA DE LA MEDICA CAUTELAR DE PRSION 

PREVENTIVA: chota 2015-2016 

 

 

Problema 

 

Objetivos 

 

Hipótesis 

 

Variables 

Metodología 

 

Método 

 

Técnica 

 

INSTRUMENTO 

 

 

 

¿Existe 

vulneración del 

derecho a la 

libertad 

personal   que 

se encuentra 

protegida por la 

constitución 

política de4l 

estado y los 

derechos 

humanos según 

lo observado en 

los juzgados de 

Chota,  si es 

que se aplica la 

medida cautelar 

 

General: 
 

- Reconocer el 

sentido de la libertad 

como un derecho 

fundamental – 

Constitucional de la 

persona. 

 

Específicos: 

- Identificar el marco 

legal peruano en el 

que se encuentra 

tipificado este 

derecho 

 

 
 

La aplicación de la 

medida cautelar de  

prisión preventiva, 

afecta  el principio de 

presunción de 

inocencia donde no 

existe acreditación 

suficiente del ilícito 

cometido, determina 

la vulneración del 

derecho a la libertad 

personal que se 

 

Independiente(s): 

 

aplicación de la 

medida cautelar de  

prisión preventiva, 

afectándose el 

principio de 

presunción de 

inocencia  

 

 

 

 

 

 

Dependiente(s):  

 

 

El tipo de  

investigación  es 

Básica y Aplicada  

 Cualitativo y 

cuantitativo  

descriptivo y 

analítico; 

 Histórico, inductivo 

y deductivo 

 

 

 

Diseño y 

Contrastación de 

Hipótesis: 

 

La Abstracción 

científica se realizara 

utilizando las reglas 

b) Técnica de recolección 
de datos: 
 

- ANALISIS 
DOCUMENTAL 
 

 

 

- ENTREVISTA:  

 
 

 

 

- ENTREVISTA 
 

  

 
 

 

 

- Ficha  

 

 

 

 

- Guía de entrevista 
 

 

 

- - Cuestionario 
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de prisión 

preventiva 

afectando se el 

principio de 

presunción de 

inocencia,  

donde no existe 

acreditación 

suficiente del 

ilícito 

cometido? 

? 

 

- Dar a conocer las 

diferentes clases y 

tipos de libertades 

existentes. 

- Establecer  el sin 

número de maneras 

como se atenta 

contra el derecho a 

la libertad. 

- Señalar las 

consecuencias 

producto del abuso 

del derecho de la 

libertad 

 

encuentra protegida 

por la constitución 

política del estado y 

los derechos 

humanos, según lo 

observado en los 

juzgados de chota. 

 

Vulneración del 

derecho  a la 

libertad  

personal 

 

del Método científico 

–dialectico. Motivo 

por el cual el objeto 

de estudio será 

analizado en su 

forma y contenido en 

su relación causa y 

efecto. 

se trataran de 

identificar sus 

contradicciones 

internas se verá la 

unidad del fenómeno 

y las luchas 

contrarias al interior 

de ella y todo esto 

será visto en su 

momento de tal 

manera que podamos 

descubrir las leyes 

científicas que están 

gobernado el 

fenómeno a 

investigar. 

 

 

 

 

c) Técnicas de 
procesamiento de 
Datos: 
 

b.1. Procesamiento 

de datos Cualitativos 

 

 Critica y 
Discriminación de 
datos: 
Consistirá en 

validar o rechazar 

la información 

recogida, a través 

de revisar dato por 

dato, verificarlo,  

evaluar su 

consistencia y 

grado de 

confiabilidad esta 

etapa es 

considerada como 

trabajo de gabinete 

que nos permitirá 
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clasificar la 

información. 

 

 Tabulación y 
Codificación de 
datos: 
Consiste en 

asignarle un código  

a cada dato 

(número), que 

corresponda a cada 

parte del esquema 

de investigación 

donde se utilizara 

ese dato. 

b.2. Procesamiento 

de datos 

Cuantitativos: 

- Crítica y 
Discriminación de 
Datos. 

- Vaciado al Cuadro 
de Frecuencia. 

- Procesamiento 
estadístico de 
Datos. 

b.3. Presentación 

de datos: 
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- Datos cualitativos: 
presentación en 
fichas 

- Datos 
cuantitativos: 
Presentación en 
cuadros 
(frecuencia), barras 
y porcentajes 
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CUESTIONARIO 
 
DNI N°………………………SEXO………………………Fecha…….…………………. 

TIEMPO EN LA DEFENSA PRIVADA:…………………………………………………. 

 

INSTRUCCIONES: Lea detenidamente las preguntas y marque con una  (x) la 

alternativa que cree que es correcta y complete alguna de ellas según el caso 

1.- Ud. Cree que si un investigado tiene un domicilio laboral diferente al existente en 

su DNI es prueba complementaria suficiente para solicitar la prisión preventiva. 

         SI                    NO       

2.- Usted cree que un hecho circunstancial conlleve a privar la libertad personal de 

un investigado dependiendo del delito 

         SI                    NO       

3.- Usted está de acuerdo que un agente (delincuente) primario sin antecedentes 

penales, policiales y judiciales se merezca privar de su libertad. 

        SI                    NO       

4.- Usted cree que la presión  social o mediática de la  sociedad o de  los medios de 

comunicación interfieren en la privación de la libertad de una persona. 

         SI                    NO       

5.- Usted cree que tener la calidad de funcionario Público es un criterio agravante 

para solicitar la prisión preventiva. 

         SI                    NO       

6.-  Este considera que  al requerir la prisión preventiva del investigado  dentro de 

las 24 horas de detenido vulnera su derecho a la defensa. 

         SI                    NO       

7.-Estaria usted de acuerdo que tanto los magistrados del Poder Judicial y Ministerio 

Publico deben pagar indemnización por errores en su investigación o sanción 

impuesta. 

               SI                    NO       

8.- Usted considera que el principio de inocencia debe primar sobre el requerimiento 

de prisión preventiva. 
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               SI                    NO       

9.- La aplicación de la prisión preventiva vulnera el derecho a la libertad personal en 

los juzgados de chota.  

             SI                    NO       

10-¿ Cree usted que el pedido del Fiscal de la Prisión preventivo ha apresurado, y 

ha vulnerado su derecho de defensa. 

         SI                    NO       

11.-  Considera usted que la prisión preventiva es ya una condena anticipada? 

SI                    NO       

 

Gracias por su colaboración. 

 

 

 

 

 

 

 

  

  

  

  


